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Impacto econémico y social de 12 casos de corrupcion en la
Municipalidad de San Juan de Lurigancho

2. Proceso fraudulento para
repotenciar unidades de
limpieza publica y pérdida de
vehiculos (afio 2000).

3. lIrregular de licitacion y
compras irregulares de los
insumos para el Programa del
Vaso de Leche (afio 2004).

4.Concesion irregular en la
administracion del
cementerio El Paraiso de
Santa Maria y EI Sauce de
los afios 1995-1999.

5. Resolucién directoral ilegal
origina perdida de ingresos al
favorecer a la empresa Topy
Top (afios 2002-2005).

6. Utilizacion indebida de
fondos del Programa del Vaso
de Leche como garantia para
sobregiros financieros (afio
1999).

3'544,000 por licitacion
fraudulenta y pérdida de
ocho vehiculos de
limpieza publica.

Se utilizaron
indebidamente cerca de
S/.21 millones.

La municipalidad perdié
la administracion de una
extension de terreno de
205,000 metros
cuadrados.

No ingresaron a las arcas
municipales cerca de S/.
3°140,000.

Pérdida de S/. 926,000
provenientes de la
partida del Programa del
Vasode Leche.

16vo Juzgado Penal de
Lima. Expediente N°
529 caso Fercasa

Trece Juzgado Penal
de Lima, Tercera
Fiscalia Anticorrupcion
de Lima.

Poder Judicial. Oficina
de Auditoria de la
Municipalidad de San
Juan de Lurigancho.

Oficina de auditoria de
la municipalidad y
comision de procesos
administrativos.

Segunda Fiscalia
Superior Penal- Queja
N° 215-2003.
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1. Nueve procesos Mala calidad de las
fraudulentos vy Corte Superior de | obrasy pérdida de
sobrevaluacion para hacer |Uso ilicito de S/. |Lima. Reos Libres | recursos destinados a
obras, comprasirregulares de | 1°560,000. Expediente N° 1863 | mejorar los servicios
equipos y manejo irregular de publicos.

fondos del Gran Parque

Wiracocha (afio 2000).

Pérdida de SV, El distrito dejo de

recolectar 120
toneladas diarias de
residuos sélidos.

EI 70% de los insumos
del Programa del Vaso
de Leche no llegan a
los sectores mas
necesitados.

Los sectores mas
pobres no pueden
acceder a un
cementerio con
mantenimiento
adecuado y a precios
razonables.

La municipalidad no
pudo utilizar estos
recursos para ejecutar
obras en 45 pueblos.

Se dejo de comprar
medio millén de latas
de leche evaporada
que debieron llegar a
los nifios mas pobres.
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7. Procesos_de contratacion
irregular para desarrollar:
obras publicas de asfaltado,

veredas, rehabilitacion de:
areas verdes, etc. (afios
1998-2002).

8. Indicios de irregularidades
cometidas por funcionarios
impidié que la municipalidad
cobre los tributos a las
empresas mas grandes del
distrito (afio 2004).

9. Implementacion ilegal de
ordenanzas municipales
origina cobros indebidos a los:

ciudadanos (afios 1999-
2004).
10. Dirigencia social

comprometida en
emblematico caso de
corrupcion (afios 2001-2005).

11. Malversacion de fondos
del Programa del Vaso de
Leche (afio 1997).

12. Pérdida de 14 toneladas y
940 cajas de insumos para el
Programa del Vaso de Leche
por asalto al almacén (afios
1999-2002).

Entre 1998 y el 2002
los funcionarios
desarrollaron
procesos irregulares
por un monto de S/. 24
millones.

La municipalidad dejo
de percibir S/. 14
millones de la empresa
de servicios
telefénicos y estan
pendientes por cobrar
S/.82 millones.

Entre los afos 2001,
2002 y 2003 la
municipalidad cobré
Cérca del S/. 21
millones de manera
ilegal.

Participacion de
dirigencia ilegal y
comprometida en
manejo irregular de S/.
21 millones.

Uso indebido de S/
466,374 destinados al
Programa del Vaso de
Leche.

Se perdieron
aproximadamente
S/.900,000.

22 Fiscalia de Lima.
Denuncia 144 -2002
sobre la base de
informe de auditoria.

Segunda Fiscalia
Provincial de Lima.
Médulo de San Juan
de Lurigancho.

Tercera Fiscalia
Provincial de Lima.
Médulo de San Juan
de Lurigancho.

Trece Juzgado Penal
de Lima, reos libres.

Tercera Sala Penal de
Lima Expediente N°
2061-2003.

Décima Fiscalia
Anticorrupcién y
Oficina de Auditoria de

N\

Los procesos de
sobrevaloracion y mala
calidad de las obras
impidi6 desarrollar mas
obras y de mejor calidad.

Las irregularidades
cometidas privan a la
municipalidad para
financiar el 30% del
presupuesto anual.

llegal y desacertada
politica tributaria
municipal profundiza el
grado de morosidad que
asciende al 82%.

Participacion ilegal e
ilicita de dirigencia social
profundiza desprestigio
del Programa del Vaso
de Leche enla sociedad.

Se dejo6 de comprar
210,000 latas de leche
que estaban destinadas
alos nifios.

Cerca de 128,000
beneficiarios del
Programa del Vaso de
Leche dejaron de
percibir sus raciones
durante 15 dias.
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                                                                 I N T R O D U C C I Ó N 
Este libro revela y analiza el impacto negativo que tiene sobre el desarrollo de las ciudades emergentes cuatro componentes de una cultura de gestión local: 1) la extendida corrupción sistémica en las municipalidades; 2) el alto índice de gasto ineficiente; 3) la alta tolerancia social por el irrespeto a la ley y  4) los límites del liderazgo de un sector de empresarios que incursionaron en el gobierno local, desde hace 16 años, cuando nos sorprendió el llamado fenómeno electoral “Ricardo Belmont”. Se muestra así esa otra faceta del espíritu emprendedor de los centros urbanos o ciudades que insurgieron luego de la acelerada migración que ocurrió décadas atrás y que provocó una abundante literatura mirando con optimismo la aparición de nuevos sectores empresariales, liderazgos de género y valiosas experiencias participativas.    

La cultura de gestión que predomina en estas ciudades mantiene a la mayoría de municipios como centros de mercantilismo, con altos costos administrativos, predominio de la cultura del secreto, relaciones prebendarias y de clan, propias de una sociedad local cerrada. Esa cultura de gestión está en abierto entredicho con la filosofía participativa y de planeamiento estratégico que contienen gran parte de las normas de descentralización aprobadas por el Congreso de la Republica desde fines del año 2001 y que figuran en la propia Ley Orgánica de Municipalidades 27972.  Por supuesto que hay valiosas excepciones por replicar, para que desde los gobiernos locales se proyecte también un nuevo liderazgo nacional. 

Es también una búsqueda del hilo conductor que entreteje la extendida cultura del dolo en el ámbito local con la “corrupción sistémica” en la esfera central del Estado, uno de los principales factores de desgaste de la clase política y de desprestigio de la democracia como sistema político. El libro propone una amplia agenda de reformas institucionales en el ámbito municipal, así como iniciativas desde las sociedades locales a fin de crear un sistema de transparencia, optimización del gasto público y vigilancia social en los distritos y provincias del Perú.                      

Ocupa un lugar central en las reflexiones y tesis de este libro la alta tolerancia que viene alcanzando este fenómeno social en gran parte de los pobladores, en especial  en las zonas urbanas. Esta actitud permisiva de la cultura del dolo en los gobiernos locales pone en evidencia una de las expresiones más peligrosas de la anomia social existente en gruesas capas de la población cuando los ciudadanos se enajenan de los asuntos públicos y se refugian en el individualismo pasivo, aquel que ni siquiera forma parte de un espíritu emprendedor. Esa enajenación constituye el terreno fértil para que la corrupción forme parte de una fuerza de la costumbre donde la propensión por la ilegalidad y el desorden se imponen cotidianamente ante la indiferencia de los pobladores. Para demostrar el grado de tolerancia social, este libro se detiene a explicar la magnitud de la corrupción del distrito de San Juan de Lurigancho y su impacto social, en una ciudad del tamaño de una provincia (más grande que Arequipa, Piura y el Callao) y que ahora es un espacio cautivo para las ofertas electorales de todo tipo.           

El diagnóstico y las propuestas que aquí se exponen están en contraposición con una corriente de opinión sobre el desarrollo estratégico de los distritos y provincias que busca ingenua o interesadamente articular dinámicas participativas y de concertación con una actitud pasiva frente a la extendida corrupción municipal y la ineficiencia en el gasto público. A mi juicio, es imposible diseñar y ejecutar estrategias de desarrollo de carácter sostenible con una actitud displicente o permisiva de la cultura del dolo en el ámbito local. Sería como pretender curar la enfermedad de un paciente joven y luego potenciar sus habilidades a futuro sin matar el virus o las causas de la enfermedad que lo aquejan. 

Como bien señala el politólogo chileno Claudio Orrego Larraín, una situación muy querida por las mafias de la corrupción es cuando se produce la “enajenación de la ciudadanía de la discusión y decisiones públicas. Ante la falta o imposibilidad de acceder a la información relativa a las grandes decisiones del Estado, el ciudadano relaja o simplemente abandona su rol fiscalizador, volcándose irrevocablemente al ámbito de su vida individual. En síntesis, la falta de transparencia en que florece y se escuda la corrupción puede afectar de manera importante el compromiso social y público de la sociedad, con la consecuente pérdida de espíritu solidario. Del mismo modo, dicho proceso de retiro de la sociedad a su vida individual termina siendo un mecanismo muy efectivo de perpetuación del problema”(
). 
La escasa participación de la población y el escepticismo a propósito de la puesta en ejecución de los mecanismos participativos y de concertación establecidos por la Ley Orgánica de Municipalidades 27972, promulgada en mayo del año 2003, no sólo se debe a una “falta de información” de las virtudes de aquella ley, sino por el hecho de que no pueden convivir prácticas tan avanzadas de ejercicio de ciudadanía que figuran formalmente en aquella ley y otras  de descentralización versus una cultura de gestión que tiene bien acendrada el irrespeto a la ley y la cultura del dolo. A tal punto que muchas municipalidades vienen implementando remedos o caricaturas de presupuesto participativo y procesos de elaboración de planes de desarrollo, los cuales no despiertan expectativas en la población, sino mayor escepticismo. Por ejemplo, es altamente contradictorio que un sector de instituciones promuevan los mecanismos mencionados, pero guarden silencio cómplice ante la negativa de las autoridades de rendir cuentas o instalar los comités de control y vigilancia. Lo cual no es óbice para reconocer el trabajo positivo de aquellas ONG que no sólo no bajan la guardia frente a la corrupción, sino que ellas mismas rinden cuentas de los proyectos que son financiados por las agencias internacionales de cooperación.            

¿Cómo imaginar escenarios de concertación, con altos índices de participación, si los ciudadanos se enteran por disposición del Tribunal Constitucional que las municipalidades les han cobrado ilegalmente tributos desde el año 1996? ¿Cómo despertar confianza en poblados urbanos y rurales si los informes de la Contraloría General de la República desarrollados en los últimos 15 años concluye que, hoy por hoy en plena democracia la corrupción municipal es mayor que hace 10 años, cuando vivíamos en un régimen autoritario que despreciaba la legalidad y pisoteaba la autonomía municipal? 

En este libro mostramos que por cada S/.100.00 que las municipalidades reciben cada año por transferencias del Tesoro Público, por lo menos S/. 80.00 se pierden en gastos corrientes, casos de corrupción, ineficiencia en la ejecución del gasto público o pérdida de recursos por ausencia de proyectos.   

La persistencia de esta especie de “tecnocracia social” que criticamos, por inventar “sistemas de participación ciudadana” con una visión tolerante de la corrupción y de desprecio a la legalidad, terminará contribuyendo al desprestigio de los mecanismos participativos de la ley o construir burocracias vecinales alejadas de la mayoría de la población, con la ilusión de haber generado sostenidas estrategias de desarrollo local. De alguna manera esto ocurrió cuando un sector de instituciones, periodistas y partidos quisieron imponer un modelo burocrático de regionalización en el referéndum de octubre del año 2005, provocando un contundente rechazo. Muchas instituciones, poniendo por delante sus intereses en búsqueda de financiamiento para proyectos de desarrollo regional, apostaron unilateralmente por el “sí” subestimando la racionalidad popular que no veía reglas claras ni ventajas en el proyecto presentado por el Consejo Nacional de Descentralización (CND).                

Una cosa similar ocurre con los bajos niveles de legitimidad y calidad técnica de los planes de desarrollo hasta ahora aprobados. No debemos olvidar que la legitimidad de los planes de desarrollo deben expresar una óptima estructuración del cuerpo social de una comunidad, algo muy difícil de lograr en distritos y provincias porque “la corrupción sirve en muchas ocasiones para fomentar una enraizada visión paternalista y clientelista del Estado. Tradicionalmente se entendió como parte del juego democrático que el funcionario y el político usaran su influencia y poder para hacer o pagar favores a sus aliados y votantes. Cuando existe este tipo de prácticas, donde el Estado es entendido como un botín a ser repartido, muchos no ven ningún sentido a organizarse y participar, sino más bien a acomodarse”(
). Pues bien, el propósito de convertir a los planes de desarrollo en verdaderos instrumentos rectores del desarrollo sólo puede medirse como exitoso cuando este expresa un alto nivel de empoderamiento en las sociedades locales. Y nada de ello podemos lograr si hay sectores que pretenden apoderarse de la “sociedad civil”, cuando en realidad para la mayoría de la población los debates del plan de desarrollo son absolutamente marginales en su vida diaria.              

A contracorriente de este fenómeno de enajenación de amplios sectores sociales frente a los asuntos públicos de la ciudad es que se publica este libro tratando de aportar en la siembra de un semillero de una ciudadanía crítica. Busco así incidir en la generación de una corriente de opinión que promueva un sistema de transparencia y vigilancia social, en el entendido de que es indispensable crear un “activismo cívico contra la corrupción”, mejorar la calidad del liderazgo y agrupar a los mejores profesionales, dirigentes vecinales e instituciones para tener incidencia pública en una agenda anticorrupción.

Podemos dividir este libro en cuatro partes fundamentales. Los capítulos I y II son  un imprescindible intento de ubicar la corrupción municipal como parte de un fenómeno más global, presente en la preocupación mundial, el mundo académico y en la polémica afirmación de que el Estado peruano acusa a su interior una “corrupción de carácter sistémico”, a contracorriente de quienes suponían que este fenómeno había terminado con la caída del régimen autoritario de Alberto Fujimori. A partir de esta afirmación como idea fuerza es que se realiza un repaso sobre los diferentes enfoques de la corrupción, los factores culturales que lo originan y las brechas estructurales que posibilitaron su generalización en la década pasada. 

A partir de esta necesaria introducción trata de encontrar el hilo conductor con la corrupción municipal. Aquí mostramos cómo a la sombra de los interminables escándalos en la época fujimorista y en los momentos más difíciles del gobierno del presidente Alejandro Toledo, la corrupción municipal no ha disminuido en comparación con la década de los 90, sino ha aumentado significativamente. Eso explica en gran medida la tensión social y la violencia en muchos lugares del Perú y que -por ejemplo- dieron lugar a la muerte del alcalde de Ilave, Cirilo Robles.       

La segunda parte, tratada en los capítulos III, IV y V, muestra de manera descarnada y documentada las diversas modalidades de delito en las municipalidades del Perú, especialmente en el distrito más poblado: San Juan de Lurigancho. Cobra especial atención el fracaso de un sector de empresarios -del rubro de confecciones- en la conducción municipal y el impacto social que tienen más de 20 años de corrupción en una ciudad del tamaño de una provincia, allí donde en los últimos 20 años tres alcaldes terminaron en la cárcel. 

Al detenerse en la lectura de la abundante casuística de este distrito, el lector encontrará rápidas coincidencias con otros distritos urbanos donde también hay tradición de corrupción como las municipalidades de Comas, San Martín de Porres, La Victoria, San Juan de Miraflores y Ate-Vitarte. 

Esta parte culmina esquematizando lo que sería “El circuito del dolo” en las administraciones municipales, donde recurrentes sistemas de evasión de la ley se retroalimentan para favorecer empresas, funcionarios y autoridades, apropiándose ilícitamente del dinero del pueblo por responsabilidad de los sistemas de control ineficientes y concejos municipales que toleran diversas modalidades. Allí se entremezcla la “corrupción estatal sistémica”, “la corrupción sistemático– administrativa” y la “corrupción-corporativa”, configurando una enfermedad al interior del Estado.  

Los capítulos VII y VIII proponen una polémica agenda anticorrupción a partir del establecimiento de una modificación sustantiva del régimen político donde descansan, en última instancia, los orígenes de la corrupción sistémica en el Estado centralista: la superación de un régimen jerárquico de poderes por un verdadero equilibrio de poderes, con parlamentarismo moderado. 

A partir de esta reforma fundamental es que se deducen varias reformas nacionales y municipales. Destacan entre ellas la mayor independencia del Ministerio Público y el Poder Judicial recogiendo la positiva experiencia italiana, la creación de los jurados judiciales,  mayor autonomía para el Órgano de Control Nacional y la creación de las “contralorías municipales” en aquellas provincias que sobrepasen los 250 mil habitantes. Este libro propone varias reformas en el ámbito municipal reduciendo a su mínima expresión el nefasto “alcaldismo”, que no es otra cosa que la prolongación del presidencialismo, combinado con la tradición prebendaria, despótica y de clientelaje que heredan los municipios peruanos desde la Colonia.                                                                                

Es en este contexto que se plantea “Las nueve fórmulas para el empoderamiento de las sociedades locales del Perú”. En la visión de este libro, una agenda local que genere sistemas de transparencia, probidad pública y eficiencia en el gasto fiscal, depende mucho de la emergencia de sociedades locales abiertas, con plena libertad y donde fluya el espíritu emprendedor y la competencia. No es posible imaginar gobiernos locales probos que reduzcan la corrupción a su mínima expresión, en ciudades donde predomina el paternalismo, el caciquismo político y la cultura del secreto. Estas son características propias de sociedades locales cerradas donde predominan sobre regulaciones municipales, allí donde la municipalidad quiere meter las narices en todo y cobrar arbitrios y tasas por cualquier actividad privada. Para fortalecer el protagonismo de los ciudadanos en el control público del gobierno local es que se sugieren varias iniciativas desde la sociedad civil hacia la creación de un sistema de transparencia y vigilancia social. 

Finalmente, mención aparte merecen los capítulos VI y IX dedicados exclusivamente a los temas de liderazgo local.

Nuestra hipótesis es que la corrupción ha proliferado también por la creciente tendencia a estándares de baja calidad de liderazgo, tanto en los movimientos políticos que aspiran o llegan al gobierno municipal como de las generaciones de dirigentes vecinales que surgieron en la época de la gran migración a las ciudades en las décadas del 70 y 80. En ese mismo marco es que resalta el agotamiento del liderazgo de género en programas sociales como el Vaso de Leche y los comedores populares. Curiosamente esa crisis de liderazgo que se hizo evidente por el impacto de la violencia terrorista y de las políticas de ajuste a inicios de la década de los  90 tuvo inmediatamente una actitud acomodaticia ante la insurgencia de los llamados “empresarios de éxito” y los “grupos independientes” que apareció con el fenómeno “Ricardo Belmont” en 1990 y con las políticas sociales del régimen autocrático del presidente Alberto Fujimori. Eso explica en gran medida por qué la creciente corrupción municipal en manos de aquellos empresarios no haya tenido una sostenida oposición y una “vecindad crítica” en los últimos años.                                           

No pretendo con este libro pregonar la existencia de un Estado gobernado por ángeles y con dependencias estatales con “corrupción 0” porque aquello es una utopía. La corrupción es parte de la condición humana y su desaparición en las sociedades civiles tardará mucho tiempo, conforme se fortalezcan las instituciones que secularicen una tradición de transparencia en todo el Estado, en los partidos políticos, los empresarios  y las organizaciones vivas de la sociedad.  

Nuestra propuesta se inscribe en los fundamentos del racionalismo crítico porque cree que no hay verdades absolutas ni sistemas políticos perfectos. Esa es una de las características de la civilización que esbozaba Karl Popper en la “La Sociedad Abierta y sus Enemigos”. En realidad todo debe estar en permanente construcción y corrección porque siempre se cometerán errores para luego aprender de ellos. Abrigo la opinión de que, en esta época, la democracia requiere de la creación de mecanismos diversos de control ciudadano para evitar que los gobernantes utilicen nuevas formas de gobierno despótico para beneficio propio. Toda la tecnología moderna del internet, la cultura audiovisual y los medios sofisticados de comunicación, cada vez al alcance de la mayoría de los ciudadanos, nos dan una excelente oportunidad de recrear el Estado de Derecho como un régimen político condicionado a sistemas de control y de permanente escrutinio público. 

Los gobiernos locales pueden ser espacios privilegiados para realizar una experimentación de estos mecanismos de control, marchando a los municipios digitales. Y en esa larga tarea de ingeniería institucional puede surgir una cultura nueva de gestión pública que luego se irradie a otros ámbitos del Estado.

Después de todo no debemos nunca olvidar que uno de los propósitos de la Revolución Francesa, de los clásicos de la división de los poderes y de los promotores del Imperio de la ley, era disminuir la corrupción como expresión del despotismo en el Estado. Quizá el aporte de nuestra generación sea la de recrear la teoría y práctica del derecho, sentando las bases para crear mecanismos de control del poder. Aquel puede ser nuestro principal aporte histórico como generación.                          

                                                                                       Capítulo I

     CRECIMIENTO  ECONÓMICO, 

EXCLUSION SOCIAL Y CORRUPCIÓN ESTATAL 

“La corrupción sistémica existe en aquel país o institución donde la irregularidad e ilegalidad se han transformado en regla.  Requiere de un suficiente grado de tolerancia (complicidad) gubernamental y/o social para que el beneficio de la acción corrupta sea al menos marginalmente superior a un  eventual pero improbable castigo”.

 Claudio Orrego Larraín  (
). 

¿Será posible una gobernabilidad democrática durante largo tiempo, con altos niveles de crecimiento, pero con un Estado mercantilista y en corrupción sistémica? ¿Puede alcanzar estabilidad un régimen político sin cerrar la pronunciada brecha social que divorcia a varias regiones y bastos sectores sociales pobres, de aquellos segmentos más modernos de la economía? Estas son las interrogantes para resolver en los próximos 10 años en el Perú, tal como se ha puesto de manifiesto en las recientes elecciones presidenciales.                

Y es que el contraste y la dualidad son dos características que vienen configurando nuestro desarrollo nacional. En cada peruano, en cada medio social o en cualquier ciudad; optimismo y pesimismo con relación a las posibilidades de salir adelante, son las dos caras de una misma medalla. Los resultados electorales recientes muestran un Perú mentalmente dividido entre quienes tienen una expectativa positiva de progreso y quienes, por temor al cambio o por el impacto de la exclusión social, mantienen imágenes mentales negativas frente al mercado y la globalización. Se apodera del espíritu de la nación, un entredicho de esperanzas y temores, como si fuera una fragua, una característica que tienen los países que están a punto de irradiar un gran destello de progreso o de pronto se quedan en el pantano por responsabilidad de su clase política.             

En el centro, el norte y gran parte de la costa central del Perú, amplios sectores empiezan a ingresar a la modernidad, pero el sur andino y parte de la selva acusan una fractura social donde los índices de pobreza, precaria infraestructura y ausencia del Estado son evidentes. Se cierne una pujante agricultura de exportación en varias zonas de la costa y la sierra, mientras la proliferación del minifundio y la producción de autoconsumo dominan otras áreas de nuestro territorio, refugiados en una mentalidad arcaica y regresiva. Se presentan todos los contornos de un crecimiento económico que cohabita con prácticas mercantilistas y una extendida corrupción en el Estado, una característica que atraviesa casi todos los Estados latinoamericanos.              

Con estas interrogantes en el tintero y en medio de los múltiples contrastes de nuestro desarrollo desigual, he querido incursionar en una de las facetas que muestra la aparición de un centenar de ciudades emergentes donde se consolidan centros urbanos emprendedores. Incluyo allí a los distritos emergentes de Lima Metropolitana, los que desde los conos han transformado la capital para transitar de una ciudad monocéntrica a una policéntrica, marcada por un extraordinario espíritu emprendedor.  

Esa otra faceta es el sistema municipal: en ese ámbito predomina largamente una cultura de gestión pública que mantiene a la mayoría de municipios como centros de mercantilismo, con altos costos administrativos, predominio de la cultura del secreto, relaciones prebendarias y de clan familiar propias de una sociedad local cerrada. 

Desde la perspectiva municipal me hice entonces la misma pregunta que cada cierto tiempo se hace un sector de peruanos acerca de si estamos ante una corrupción en el sistema o del sistema. O dicho de otra manera: ¿Son las propias instituciones del Estado las que reproducen la corrupción y la toleran? o ¿es este un fenómeno circunstancial en el Estado? Esta misma interrogante se hicieron los venezolanos, italianos, los habitantes de Hong Kong y de otros países abrumados por la extendida corrupción de sus países a fines de los años 80 del siglo pasado.

La saturación de la opinión pública por casos de corrupción, en la esfera central del Estado, mantuvo oculta en las ciudades esta misma interrogante con relación a la corrupción municipal. Sólo con los acontecimientos violentos de Ilave y en diversas localidades del Perú, durante los años 2004 y 2005, el tema salió a flote, mostrando que algo fallaba en el sistema edil, sobre todo cuando recién se aplicaba una nueva ley municipal aprobada por el Congreso a inicios del año 2003. Sin embargo, como demostraremos en este libro, la corrupción municipal es tan intensa como en los altos niveles del Estado, pero se muestra oculta para beneficio de la impunidad y con una extendida tolerancia social, sobre todo en muchas ciudades emergentes. 

No de otra manera se puede entender por qué los liderazgos locales cohabitan en la práctica con su silencio ante la corrupción en el más alto nivel del Estado. El repliegue de la sociedad civil frente a este tema también se explica en el hecho de que la práctica gubernamental, local o regional no es pues la antítesis de la nacional, sino es en gran medida sólo su prolongación, con valiosas excepciones.                   

Es el sistema político el que reproduce en el Perú diariamente la cultura de impunidad en todos los niveles de gobierno. La corrupción funciona como una forma perversa de distribución de la riqueza y de ascenso social de una capa elegida o designada en cada periodo de gobierno, afectando a los que menos tienen. Eso explica por qué la mayoría de la sociedad tiene la impresión de la existencia de una especie de “clase social privilegiada” en diversas esferas oficiales, con códigos informales y procedimientos silenciosos de dolo que funcionan a manera de un pacto implícito entre funcionarios, autoridades y proveedores. 

Más adelante explicaremos cómo funciona “El circuito del dolo” en el mundo municipal, comprometiendo a gran parte de la burocracia local, autoridades y un grupo de empresarios.           

Si algo se ha puesto en evidencia a seis años de la caída del régimen autocrático del ex presidente Alberto Fujimori, es que la democracia y sus poderes instituidos no son moralmente superiores a las instituciones y los actos del régimen del decenio pasado. La línea divisoria entre lo bueno y lo malo del gobierno democrático del presente y el autoritario del decenio pasado parece ser cada más difícil de trazar. Incluso está abierta ya una interrogante con relación a si el segundo gobierno del presidente Alan García será un gobierno de impunidad en la clase política o de relanzamiento de la lucha anticorrupción.       

No hemos tenido el privilegio de vivir entre los años 2001 y 2006 una transición de un régimen autocrático a una democracia superior que tamice un sistema anticorrupción, un Estado eficiente y austero que construya nuevas relaciones con la sociedad. Contrariamente hemos asistido a un fenómeno regresivo de casi toda la clase política y a una mayor crisis de representación. Y es allí donde están latentes los factores de una mayor crisis de gobernabilidad y el surgimiento de fenómenos electorales “antisistema” como el caso “Ollanta Humala”.  

Exclusión social y corrupción estatal.

Las últimas elecciones presidenciales han vuelto a poner sobre el tapete del debate nacional y latinoamericano la existencia de una ruptura o fractura social entre el Estado, bastos sectores de la población y regiones, situación que proviene desde la década del 90, momento en el que surgieron fenómenos como el “fujimorismo” en el Perú o el “chavismo” en Venezuela. Ahora, esa fractura se ha hecho nuevamente evidente no sólo por la exclusión, la falta de una política redistributiva y oportunidades para que los beneficios del crecimiento lleguen a todos los sectores, sino también porque un gran sector de peruanos tiene la convicción de que en el Estado predominan los privilegios y la impunidad para una minoría. Eso explica el fenómeno Ollanta Humala, quien privilegió un discurso anticorrupción, mientras que para los partidos tradicionales la agenda contra la impunidad quedó relegada al enésimo lugar.             

Si en la primera vuelta de las elecciones presidenciales del año 2006 el fenómeno Ollanta Humala no logró obtener una gran mayoría, no es porque no existían las condiciones para conquistarla, sino porque gracias a sus garrafales errores y los limites como proyecto nacionalista, no logró obtener una mayoría absoluta. Paradójicamente Ollanta Humala empezó polarizando con éxito el escenario electoral, entre una clase política corrupta y llena de privilegios versus un discurso contestatario de afirmación nacional y de demanda de una refundación del sistema político. Sin embargo, sus rasgos autoritarios e improvisación le dieron argumentos muy caros a un sector mediático y político tradicional para cambiar esa polarización entre democracia versus autoritarismo. Al final ganaron la democracia formal y los avances en el crecimiento económico, pero perdió la lucha anticorrupción. El escenario de miedo que un sector de la prensa fabricó para atemorizar a la población y los graves errores del “humalismo” terminaron irónicamente postergando una agenda para revertir la impunidad. Sin embargo, el vacío de liderazgo que en algún momento llenó Humala mostró que era posible el surgimiento de una nueva fuerza liberal o una nueva fuerza de izquierda,  pero lamentablemente esto no ocurrió. 

El significado del 47% de los votos válidamente emitidos, obtenidos por Ollanta Humala en la segunda vuelta electoral y el triunfo en 19 regiones del Perú, confirman la apreciación anterior. Hipotéticamente, si el mismo 4 de junio se hubieran desarrollado las elecciones municipales y regionales, la agrupación UPP y el Partido Nacionalista hubiera ganado no sólo en 19 gobiernos regionales, sino en por lo menos 980 municipalidades, entre  provinciales y distritales.   
Después de la segunda vuelta electoral, el mapa político del Perú ha cambiado sustancialmente. Por eso es un error suponer que la ausencia de una fuerza mayoritaria en el Parlamento y la presencia predominante de tres agrupamientos tradicionales refleje la decisión de la voluntad popular de evitar un cambio radical y la búsqueda de un acuerdo para defender el statu quo y la democracia realmente existente. Craso error. Si en el próximo periodo de gobierno (2006–2011) un hipotético bloque de fuerzas -entre el APRA, Unidad Nacional, Frente de Centro, etc., o entre el APRA y los nacionalistas- no produce cambios sustantivos en el régimen político y la economía, pronto volverá a expresarse esta fractura social con otras expresiones, para entonces ya no necesariamente electorales. 

Y es que más allá de los resultados electorales, lo verdaderamente preocupante es que se expanda, como una mancha, aquella anomia social que mezcla tolerancia con la corrupción, mayor presencia del narcotráfico y la delincuencia social. No hay que descartar la posibilidad de que nuestro crecimiento económico pueda trepar al 7% u 8% anual en los próximos años y sin embargo se ciernan paralelamente sobre la nación las posibilidades de un narcoestado y un régimen político cleptocrático. El Perú de los próximos 20 años puede ser un basto territorio donde se entrecruzan en tensión permanente bastos sectores modernos con otros excluidos y sin presencia del Estado. Después de todo no debemos olvidar que muy cerca de nosotros Colombia mantiene una economía fuerte, pero con la mitad de su territorio bajo el control de la guerrilla, fuerte presencia del narcotráfico y densa delincuencia en ciudades como Bogotá y Medellín.                                                 

El Perú entre los países más corruptos del mundo. 

Ya entre los años 2004 y 2005 diversas encuestas de opinión, entre ellas de la prestigiosa institución Apoyo S.A., revelaron que por lo menos el 62% de los peruanos consideran que la corrupción es el principal problema del Perú. Por su parte, el Instituto Proética, que dirige el prestigioso ex  procurador anticorrupción José Ugaz, da cuenta a través de una encuesta que el 75% de ciudadanos cree que “los peruanos toleran o son permisivos a los actos de corrupción, para no crearse problemas”. Esto refleja un problema más grave: la sociedad peruana vive actualmente una “crisis de valores”, donde casi todas o buena parte de sus instituciones estatales presentan problemas de corrupción, con cientos de autoridades y funcionarios comprometidos. 

En el año 2004 un informe oficial emitido por el propio contralor general de la República del Perú, Genaro Matute, señaló que “unos S/. 6 mil millones se pierden cada año por gastos irregulares derivados de la corrupción en el aparato estatal y las pérdidas alcanzan el 15% del Presupuesto de la República” (
). A propósito de ese estudio, el Contralor mostró que “hasta el momento las investigaciones abarcan desde casos de nepotismo hasta nuevas formas de manejar los resultados de las licitaciones y los gastos no previstos que abren resquicios a la malversación de fondos públicos. Entre los principales obstáculos que el Poder Judicial minimiza sus informes en beneficio de numerosos implicados en irregularidades comprobadas por su despacho”, según lo informó el Contralor.

A fines del año 2005, en el ámbito internacional, según el Índice de Percepción de la Corrupción (IPC) realizado por Transparencia Internacional (
) ha mostrado un retroceso en los índices de corrupción realizados entre los años 1998, 2004 y 2005. El Perú fue evaluado por primera vez en 1998 con una puntuación de 4.5., que lo ubica en la categoría de país muy corrupto; desde entonces el país ha mostrado un consistente deterioro en el valor de su índice, llegando a 3.5 el año 2004. Al año siguiente, el Perú ha obtenido nuevamente 3.5, lo cual no revierte la clara línea de tendencia al descenso que ha ido esbozando desde el inicio. En el 2005 el IPC evaluó 159 países. Casi la mitad está debajo de 3.0, con alarmantes signos de corrupción. Habría una relación entre pobreza, subdesarrollo y falta de políticas de integridad y la corrupción percibida: Chad, Bangladesh, Turkmenistán, Myanmar y Haití no alcanzan el 2.0 y ocupan los últimos puestos. 

Los primeros países donde se fomenta la transparencia son Islandia, Finlandia y Nueva Zelanda, con índices superiores a 9.5, y, coincidentemente, con la mejor calidad de vida. En Latinoamérica y el Caribe, Chile pareciera confirmar esta conexión, pues no sólo tiene los mejores indicadores económicos regionales, sino un IPC de 7.3. Sólo Barbados (6.9) y Uruguay (5.9) están en la mitad superior; y 11 de los 26 países del área no superan los 3 puntos. Colombia es el único país latinoamericano que ha mejorado.  Pero  el  promedio regional  es 3.5, sólo superado por el de África con el 2.9  (
). 

En diciembre del 2005, nuevamente otro estudio realizado por Transparencia Internacional (TI) a nivel de Latinoamérica coloca al Perú, según sus sondeos, disputando el tercer lugar sobre futuro oscuro en cuanto a crecimiento de corrupción. El primer lugar lo ocupa Nicaragua y el segundo lo comparten Costa Rica y República Dominicana. El siguiente sitial lo ocupamos junto a Venezuela. El estudio también revela que los peruanos se encuentran entre quienes perciben mayoritariamente que la corrupción ha aumentado mucho en los últimos tres años (59%).  Sólo en 13 países del universo esta visión negativa superó el 50%: nueve de ellos son latinoamericanos (Bolivia, Costa Rica, República Dominicana, Ecuador, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Venezuela y Perú). La gran presencia de escándalos asociados a corrupción en la agenda pública peruana ciertamente debe haber contribuido a sostener esta opinión (
). 
Pese a esta lamentable imagen del Perú a nivel internacional, lo más grave de la situación es que en el Congreso de la República no sólo se paralizó la producción normativa para mejorar el sistema anticorrupción -cuyas bases institucionales se crearon durante la gestión del procurador José Ugaz-, sino que el Congreso, en esta última etapa de sus funciones, se ha convertido en el factor que más promueve la impunidad y la relativización de la normatividad legal. Mencionemos sólo cuatro casos que corroboran nuestra apreciación. 

1) La oposición de la mayoría de parlamentarios para aprobar y promover el Informe de la Comisión Herrera, uno de los mejores intentos por investigar la corrupción del periodo fujimorista a través de 27 informes y diversas recomendaciones. 2) La aprobación del proyecto de ley que permite contabilizar la detención domiciliaria, como si fuera una pena efectiva, cuestión que favorecería a más de una veintena de personajes encarcelados por delitos de corrupción cometidos en la década del 90. 3) La renuencia del Congreso de someter a la orden del día el proyecto que aprueba la imprescriptibilidad de los delitos cometidos por los funcionarios públicos, lo cual constituye una reforma del Artículo 41 de la Constitución. Nótese que el dictamen fue aprobado en la Comisión de Constitución el 3 de octubre del año 2001. 4) Los intentos para modificar la Ley de Partidos Políticos para evitar una fiscalización de los fondos que se usarán en la campaña electoral del año 2006.                     

Me inclino por la afirmación de que es el sistema el que reproduce la  corrupción. Si no veamos el comportamiento de las diversas instituciones del Estado promoviendo o siendo permisibles con la impunidad, lo que muestra hasta qué punto la corrupción sistémica como fenómeno perverso no terminó con el gobierno del ex presidente Fujimori, sino se ha reproducido con otras formas durante el gobierno del presidente Toledo, en las municipalidades e incluso en los recién instalados gobiernos regionales. 

Sin embargo y en vista de que el propósito de este libro es buscar el hilo conductor entre esta corrupción generalizada en las esferas más altas de los poderes del Estado y la que se viene produciendo en las municipalidades, requerimos buscar las raíces, las causas y factores que originan este fenómeno negativo que bloquea el desarrollo nacional y local. Para ello requerimos la ayuda del instrumental teórico que varios estudiosos de la corrupción han indagado a propósito de la corrupción en diversos lugares del mundo. Sobre la base de este instrumental es que ofrecemos las siguientes conclusiones sobre los enfoques, características y causas que tiene este fenómeno en el Perú:

1. Enfoques académicos sobre las causas de la corrupción.  

No es el propósito de este libro profundizar sobre los diversos fundamentos académicos que numerosos especialistas utilizan para abordar el tema de la corrupción, pero sí creemos oportuno hacer una síntesis de los diversos enfoques, como para tratar de ingresar con agudeza y amplitud de criterios al análisis de la corrupción en las municipalidades.

1.1 El enfoque de la economía institucional sobre el mercantilismo: A nivel mundial este enfoque ligado a las escuelas de opción racional (racional choice) y de la economía institucional ha estado orientado al diseño de modelos que ayuden a entender el fenómeno de la corrupción y otras manifestaciones de la ineficiencia estatal y el rol de la responsabilidad pública como herramienta de prevención. Sostiene que las burocracias tienen una tendencia natural hacia la búsqueda de rentas y cree además que esto conlleva a perversos efectos para la eficiencia y eficacia del sector público.               

El exponente más claro de este enfoque en el Perú lo representa Hernando de Soto a través de su libro“El Otro Sendero”. Para el prestigiado economista peruano, los orígenes de la corrupción se explican por el intervencionismo estatal, las excesivas sobreregulaciones y los sobrecostos que los pobladores tienen que sortear para acceder al mercado, el progreso y la propiedad. Es entonces el “Derecho redistributivo de rentas del Estado” lo que mueve a los grupos de presión para utilizar la ley y buscar sobornos y corrupción y obtener privilegios. A menos intervención reguladora del Estado en la economía y expansión de los derechos de propiedad, menos corrupción y mayor espíritu emprendedor.

Según De Soto, la extendida corrupción expresa la descomposición del régimen estatal mercantilista, tal como ocurrió a fines del siglo XVIII en Europa. En un pasaje del capítulo El Paralelo Mercantilista, el autor de “El Otro Sendero”, citando a los estudios de estos siglos, dice: “Refiriéndose a la descomposición del sistema mercantilista, Joseph Reid afirma que el mercantilismo se volvió infeccioso por la extensiva corrupción que permeaba a todas sus instituciones y convertía a los ciudadanos ya sea en “vivos” o “tontos”. Según él era inevitable que un sistema de instituciones legales que incitaba a unos a abusar de las leyes y a otros a ser perjudicados por ellas perdiera prestigio entre unos y otros”(
). La cita parece de palpitante actualidad respecto a lo que sucede en el Perú de hoy, 20 años después de la publicación del primer libro de Hernando de Soto.            

El economista peruano ha venido demostrando posteriormente que hasta 1990 la corrupción se propagó en la maraña de trámites que un poblador tenía que realizar para obtener un título de propiedad, las irregularidades en el sistema tributario y los procedimientos obsoletos para que una empresa pueda formalizarse o para comercializar vía el sistema de aduanas peruano. Tanto el sistema de registros públicos como las dependencias municipales donde se expedían los expedientes para el saneamiento físico legal fueron no sólo espacios con muchos sobrecostos, sino un lugar donde las mafias de la corrupción aprovechaban la desesperación de los pobladores por acceder a la formalidad.  

1.2 El enfoque anómico-social: Este explica la corrupción por ausencia de una eficaz combinación entre buenas normas y buenos valores que se obtienen con una correcta educación y extendida ciudadanía. Según la interpretación de “Anomia” de Emile Durkheim, la corrupción tiene mayores oportunidades de reproducción cuando existen  sociedades sin cohesión social e identidad. No cabe duda de que uno de esos factores de cohesión social es la mala calidad de la educación, institución que debiera generar valores sólidos para evitar el deterioro de la sociedad. 

Según Durkheim, un estado social de anomia está referido a la situación de “desorganización moral”, donde no hay un orden normativo sólido y eficaz, compartido por la mayoría de los miembros de una sociedad o donde el orden normativo está desajustado, fuera de lugar, incluso en oposición al orden de las prácticas y relaciones existentes. Es un estado de cosas en el cual los intereses particulares no encuentran forma de vincularse con un interés general o entenderse como parte de él (
).  En este estado de cosas, la cultura de la ilegalidad se expande peligrosamente en todas las esferas de la sociedad y del Estado. Este es un enfoque muy útil para abordar el fortalecimiento de las organizaciones de la sociedad civil y el desarrollo de capacidades.  

1.3 El enfoque moral individualista: Se sitúa en el carácter principalmente individual y voluntarista de la corrupción. Al destacar el carácter social de la corrupción pone énfasis en el aspecto cultural: la crisis de valores. En consecuencia,  para este enfoque las soluciones de fondo deben centrarse en los llamados a la conciencia de los hombres y en mejorar la calidad de la educación, del liderazgo en el ámbito empresarial, social y estatal.   

En medio de estos dos enfoques destaca el libro de Saúl Peña “Psicoanálisis de la Corrupción”. Peña es partidario de incidir en la reversión de la crisis de valores, el deterioro de la familia y la cultura. A partir de reconocer que “la corrupción contamina la cultura con el consiguiente deterioro de la calidad de vida”, el psicoanalista jaujino señala que es imprescindible “utilizar los más potentes antibióticos psíquicos y cívicos para erradicar de nuestra sociedad toda complicidad con la corruptela y eliminar el peligro de la adicción de los sectores corruptos”(
).
No cabe duda de que para este enfoque la lucha contra la corrupción demanda el ejemplo de la autoridad y el liderazgo como factor contagiante en todo el Estado de un cambio de mentalidad en toda la burocracia. 

1.4 El enfoque delictivo formalista: Pone énfasis en el carácter jurídico de la corrupción  a partir de establecer tipologías del delito sobre la base de las penas y sanciones para funcionarios y servidores públicos. Según esta concepción el aspecto formal del delito (enriquecimiento ilícito, peculado, concusión, etc.) debe distinguir la gravedad del acto cometido imponiendo iguales penas a actos de corrupción de alta o baja nocividad social, según el perjuicio económico causado a la colectividad.

La descomunal corrupción que en el Perú se extendió durante el gobierno de Alan García, el régimen autoritario de Alberto Fujimori y, ahora, durante el mandato de Alejandro Toledo ha planteando diversos retos al Derecho Penal y Civil, provocando reformas de diversa índole. Sin embargo, este proceso de cambios que se inició con el esbozo de un sistema anticorrupción  con el entonces procurador José Ugaz se hizo difuso al inicio del gobierno de Toledo y terminó debilitando la procuraduría anticorrupción. El Congreso, por su parte, paralizó la culminación del andamiaje anticorrupción, como se puede expresar en el hecho de que varios proyectos de ley han sido introducidos en la congeladora. 

Hoy por hoy, el enfoque delictivo formalista se basa en el reto de recrear sus propias formulaciones para enfrentar la carga procesal penal por delitos de corrupción. Sobre todo porque el sistema anticorrupción no existe como tal y sólo funciona como un mecanismo de presión para denominar a un conjunto de procuradores públicos, juzgados y salas superiores asignados al conocimiento de los múltiples procesos penales que se instauraron para investigar y juzgar a los implicados en actos de corrupción. 

En realidad nunca existió una metodología para enfrentar al crimen organizado. Ha existido terquedad para aceptar aquellas sugerencias que planteaban la concentración de todos los procesados de la época fujimorista en un solo proceso o, en su defecto, que se hicieran acumulaciones por grupos de delitos que comprendieran a la cúpula de la organización delictiva. 

Como dijo en su momento el reconocido magistrado Guillermo Cabala: "Se dice y se proclama a todos los vientos, con expresiones apocalípticas, que el Estado debe aportar recursos para la creación de nuevas salas anticorrupción y nuevos juzgados. Si, como hemos visto, la carga procesal en la jurisdicción anticorrupción es resultado de la ineficacia de procuradores, jueces y fiscales, lo correcto sería enderezar el entuerto, es decir, entrar en la ruta correcta mediante acumulaciones de procesos y de imputaciones para lograr que los capos de la mafia sean juzgados en un solo proceso por todos los delitos que se les imputa y que todos los demás procesos menores sean vistos en conjunto, como siempre debieron estar, sin manipulaciones maliciosas. Son, pues, innecesarias las creaciones que se proponen”. 

Toda vez que el combate a la corrupción implica la conjunción de varias disciplinas académicas, estos cuatro enfoques tienen sus respectivos aportes y límites, aunque, en nuestra opinión, es el enfoque de Hernando de Soto y el anómico social–moralista  los que más se acercan a la realidad de la corrupción y la crisis del Estado peruano. El primero incide en cambiar radicalmente las instituciones mientras, el segundo llama a la generación de valores anticorrupción desde la educación, la mediática y la cultura. 

No es casual que ensayos como “El Otro Sendero” y más recientemente “Psicoanálisis de la Corrupción” tengan hoy un notable prestigio. Por ejemplo, respecto al accionar de Hernando de Soto en la década del 90,  somos de la opinión que si el ex presidente Alberto Fujimori hubiera implementado el proyecto radical de Democratización de las Decisiones de Gobierno a inicios del año 1992 o si el propio Congreso Constituyente Democrático de 1992-1994 hubiera recogido las propuestas del Instituto Libertad y Democracia para transformar el sistema político mercantilista y partidocrático, no habría sido posible la formación de una mafia de la corrupción que encabezó Vladimiro Montesinos. No debemos olvidar, sin embargo, que en su momento fueron los propios partidos tradicionales quienes se opusieron a este proyecto. 

El problema es que hasta hoy no existe una voluntad nacional de un actor político o de una conjunción de varios de ellos para producir una radical transformación del sistema político. No cabe duda que alrededor de este tema se van a producir tensiones muy fuertes en los próximos años.                       

2. Características de la corrupción (1990–2006).

Uno de los vacíos de la lucha contra la corrupción en el Perú y el mundo es que el estudio sobre este fenómeno es débil y reciente. La sociología en el Perú recién empieza a abordar con seriedad este tema desde la década de los 90 con los estudios de Olivera Prado, Hugo Neyra, Romeo Grompone, Saúl Peña, entre otros, a propósito de la corrupción del régimen de Alberto Fujimori. 

Pero son estudios que tienen su enfoque principal en las causas y la casuística de ese régimen específico, aunque no intentan  una explicación sobre la corrupción en todo el Estado peruano, en especial en las municipalidades, que es la preocupación de este libro. 

Se requiere, pues, profundizar en la investigación multidisciplinaria de este fenómeno como un requisito previo para diseñar una estrategia estatal de largo aliento a fin de trascender las experiencias del régimen fujimorista y el saliente gobierno de Alejandro Toledo. Una década antes del fujimorismo (1985), la publicación de “El Otro Sendero” por Hernando de Soto también ofreció un instrumental de análisis, en especial en el tratamiento del mercantilismo en el Perú, pero tampoco prosperaron nuevos estudios a partir de este enfoque institucionalista.       

Existen numerosas definiciones de corrupción, con énfasis en el rol del funcionario público, el rol de los agentes privados, la performance de las instituciones del Estado y la anomia de la sociedad. Personalmente adscribo al siguiente concepto porque se acerca más al objeto de esta investigación: “La corrupción es la conducta que se desvía de los deberes formales de la función pública, debido a intereses privados (personales, familiares o de camarilla) de ganancias monetarias o de estatus; o que viola las reglas en contra del ejercicio de ciertos tipos de influencias privadas”. (Nye, J.S., 1997: 966 – Traducción Libre) (
).
Por la magnitud de su crecimiento, Olivera Prado define tres tipos de corrupción: 1) La corrupción “individual-esporádico”, aquella donde los casos “son actos delictivos furtivos, esporádicos y oportunistas que circunstancialmente ocurren en un contexto político y administrativo”; 2). La corrupción “sistemático-institucional” es “una actividad regular y generalizada en la que se hace caso omiso de los procedimientos y responsabilidades formales y donde los protagonistas, si no participan directamente en el soborno, deben estar en connivencia con el comportamiento de sus colegas. Se da a nivel de los ámbitos institucionales y en las organizaciones”. En cambio, 3) la corrupción de carácter “sistémico” es aquella que “se asocia normalmente con el funcionamiento global de los sistemas políticos de los países”.

Es aquí donde surge una discrepancia sobre la dimensión y caracterización del fenómeno de la corrupción en el Perú, después del año 2000.  Para Olivera Prado y otras instituciones, tales como Proética, la corrupción actual no puede ser caracterizada como “sistémica”, según ocurrió en la década del 90 durante el gobierno de Fujimori. 

Por ejemplo, de acuerdo a las declaraciones de José Ugaz en el año 2004, la corrupción mostrada durante el gobierno del presidente Toledo sólo puede ser definida como “sistemático-institucional”, lo cual desde nuestro punto de vista es un grave error y una muy cara concesión a la impunidad. 

El carácter sistémico no puede deducirse sólo por la existencia de un grupo o una mafia en el centro del poder que controla las diversas actividades en el Poder Judicial, el Servicio de Inteligencia, los medios de comunicación, etc. Puede existir corrupción sistémica también por un pacto implícito de la clase política para garantizar la impunidad de sectores ligados a uno u otro sector político, tal como ocurre en la actualidad en el Perú. En todo caso, me adscribo a la definición de “corrupción sistémica” del politólogo chileno Claudio Orrego Larraín, acorde con una cita que inicia el presente capítulo.            

Cuando la corrupción prolifera en todos los ámbitos del Estado o sea, se vuelve sistémica, para combatirla se la debe analizar como una totalidad, abarcando en el análisis los diversos componentes que inciden en la vida social. Es que la corrupción sistémica se define también como el uso generalizado de la institución pública para la obtención de beneficio privado, reduciendo la calidad y la cantidad de los servicios prestados. Se muestran patrones de conductas corruptas en ascenso que hacen que el sistema dependa de la corrupción para su propia sobrevivencia. Los niveles de corrupción llegan a oficiales públicos de alto nivel que toman decisiones sobre contratos públicos o grandes proyectos. Es la corrupción motivada por la codicia personal, no por necesidad. La corrupción se extiende como norma en el sistema.  

En sociedades con una corrupción sistémica, si bien las normativas legales existen, no se cumplen. Los casos de corrupción se dan con frecuencia y por lo general quedan impunes. Las reglas informales se van instalando. Se sabe que el soborno es ilegal, sin embargo, se le asume como práctica usual en las relaciones con el sector público. En la corrupción sistémica existen incentivos perversos muy enraizados en los funcionarios que el sector privado en vez de combatirlo por los costos que supone para toda la sociedad, prefiere convivir con él porque le resulta más fácil que pretender cambiarlo. Esta situación, por lo general, ocurre tanto a nivel nacional como local, y no es privativo de un solo país.

Un esquemático repaso sobre las características que la corrupción alcanzó durante los últimos años nos permitirá entender las particularidades de este fenómeno en las municipalidades. Veamos: 

En lo fundamental encontramos las siguientes características: 

a. Corrupción sistémica y corrupción sistemático–administrativa  

La gravedad de la situación peruana radica en que la corrupción “sistémico estatal” que se configura desde la década del 90 se yuxtapone sobre otra existente en el Perú desde los orígenes de nuestra República: nos referimos a la corrupción “sistemático- administrativa”. Esta última está presente en el Poder Judicial, la institución policial, militar, de aduanas, penitenciario, municipalidades, entre otras dependencias. En palabras del ex procurador José Ugaz se llama así a esa “corrupción generalizada en el nivel administrativo, en la burocracia, en la función pública y con algunos personajes vinculados al poder”.  

Generalmente la corrupción “sistemático-administrativa” se inicia en la miríada de trámites administrativos costosos, los que encarecen el acceso de los pobladores y empresarios a  licencias, autorizaciones y contratos. Este tipo de corrupción implica una actividad regular y generalizada en la que se eluden los procedimientos y responsabilidades formales para abaratar los costos a cambio de una coima o comisión. Pero los montos que se pagan por obtener estas licencias son de “menor cuantía” y en la mayoría de los casos comprometen a funcionarios de menor nivel.    

En cambio, la “corrupción sistémica” se asocia normalmente con el funcionamiento global de los sistemas políticos de los países y compromete a gran parte o a toda la clase política y a los funcionarios del más alto nivel. Un ejemplo claro de corrupción sistémica fue lo ocurrido en Venezuela y Brasil  en las décadas del 70 y 80, en pleno auge de la producción petrolera. Esa extendida corrupción en democracia tuvo su pico más alto en el régimen de Carlos Andrés Pérez, creando las condiciones de hartazgo en la ciudadanía para el surgimiento del fenómeno “Hugo Chávez”. Algo similar ocurrió en 1992, cuando el entonces presidente Fernando Collor de Melo fue destituido luego de varias acusaciones de corrupción en su contra.  El propio Lula da Silva parece ser presa de esta corrupción, en la actualidad, ante las numerosas acusaciones de la prensa y los órganos de control.          

b. ¿Entre la corrupción y el “narcoestado”?

Sobre la base de esta consolidación de las versiones de “corrupción sistemático administrativa” y la “sistémica estatal” es que aparecen las posiciones extremas y catastrofistas que afirman la existencia de suficientes indicios para poner en alerta la amenaza que se cierne sobre el Perú a punto de convertirse en un “narcoestado”, según lo ha señalado el presidente de Devida, Nils Ericsson, ante la sorpresa de diversos analistas y autoridades. En este caso, si bien no existen estadísticas y estudios que den cuenta de esta tendencia, llama la atención la sorprendente flexibilidad que muestran los jueces y fiscales frente a los detenidos por narcotráfico o que el propio presidente de la República haya dado un pésimo ejemplo cuando permitió la conmutación de penas a una joven burrier israelí, Lee Heifetz, que fue detenida en el Aeropuerto Internacional Jorge Chávez portando 4 kilos de clorhidrato de cocaína.  

Abona a favor de esta tesis catastrofista el tratamiento judicial del caso más emblemático de acusación de delito por narcotráfico contra Fernando Zevallos, el único peruano que figura en la lista de los principales cabecillas de la droga internacional elaborada por autoridades del gobierno norteamericano. La impunidad parece tan evidente en este caso cuando se produjo el súbito cambio de la fiscal provincial de Maynas, Luz Loayza, quien investigaba con alta eficiencia los vínculos de este narcotraficante con magistrados, policías, congresistas y periodistas. 

Lo grave es que el cambio de la magistrada fue dado por el cuestionado fiscal antidrogas Eduardo Castañeda, quien precisamente era investigado por la doctora Loayza, presumiblemente por ser parte del entorno de Zevallos.

No cabe duda de que en el resultado del proceso Fernando Zevallos vamos a medir si cobra sentido o no la afirmación de que el Perú camina a ser no sólo un “narcoestado”, sino una “narcosociedad”. Una reciente investigación periodística desarrollada por el diario El Comercio demuestra cómo en Chimbote y gran parte de la región Ancash se incorporan poblados rurales y grupos urbanos enteros para hacer llegar la droga desde el Valle del Monzón y Tocache para ser trasladada a pequeños pueblos de las zonas andinas y luego terminar en el puerto de Chimbote hasta por cinco rutas alternas (
). A bordo de pequeñas lanchas llevan la droga a altamar donde es entregada a embarcaciones más grandes.                                  

c. El rol de la clase política y la tolerancia social de la corrupción.  

La corrupción en el Perú en los últimos 15 años (1991-2005) devino un fenómeno sistémico en el Estado porque se reproduce desde el poder político, pero tiende crecientemente a ser permisiva por amplios sectores de la sociedad. En el siguiente cuadro, tomado de la última encuesta publicada por Transparencia Internacional (TI) en diciembre del año 2005, podemos observar los índices de esta tolerancia de la población frente a la corrupción (
). Aquí se muestra cómo la población es también partícipe de la misma a través de las llamadas “coimas”. Revela cómo el 75% de los pobladores ofrecen dinero a las autoridades o funcionarios para acceder a un servicio o evitar una multa a razón de S/. 231.00 al año. (Ver siguiente cuadro).          
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d. El papel de los empresarios en la corrupción.

El modus operandi de los diversos actores de la corrupción en el Perú no sólo supuso la “captura del Estado” como lo señalan estudiosos como Daniel Kauffman y Joel Hellman en el año 2000, sino se realiza de manera funcional a los propósitos de la denominada “corrupción corporativa” de los empresarios y se extiende en gran medida por la actitud pasiva de la sociedad. La acción de los operadores de las empresas privadas sobre el Estado y de mafias político-delictivas que actúan sobre el gobierno nacional, los gobiernos regionales y locales no debe ser subestimada en el análisis de este fenómeno y en la generación de políticas públicas para combatirla.     

Los involucrados en la corrupción de los últimos 15 años han llegado a construir una red de corrupción que tiene diversas relaciones no sólo con diversos ámbitos institucionales del Estado, sino que alcanzó a la clase política, a medios televisivos, a medios periodísticos y al sistema bancario-financiero. En su momento la corrupción tuvo como eje al organismo de mando al Servicio de Inteligencia Nacional. Durante el gobierno del presidente Alejandro Toledo tiene otras características donde actúan diversos personajes del entorno del Mandatario: familiares, amigos (Delgado Parker) y socios políticos (Fernando Olivera).

e. Corrupción normativa de alta nocividad social.

Se denomina “corrupción administrativa de alta nocividad social” al tipo de corrupción que se ha dado en áreas de administración y ejecución de normas gubernamentales y sociales. El núcleo corruptor en la red de corrupción no sólo propició la corrupción administrativa de alta nocividad social, sino que promovió el desarrollo de la corrupción normativa de alta nocividad social alimentada por el afán particular de perpetuación en el poder (Olivera Prado). Esta corrupción normativa de alta nocividad social también estuvo vinculada a decretos de urgencia que posibilitaron la exacción de los dineros del proceso de privatización de empresas. 

Afectó el cumplimiento de deberes de función claves para la sociedad y la moral social. En muchos casos estuvo relacionada a delitos graves o al crimen organizado. La alusión al término la hacemos porque se realizó en los niveles normativos y legislativos que inciden en la vida cotidiana de la gente. En muchos casos implicó la generación de normas dolosas por intereses creados (crematísticos o de poder). Afectó las reglas de juego social así como intereses colectivos y/o la moral social objetiva. 

Durante el gobierno de Alberto Fujimori las fuentes más importantes de acumulación y enriquecimiento de los involucrados en la red de corrupción fueron las contrataciones y adquisiciones del Estado -armas en especial-; el lavado y transferencias de dinero a través del sistema financiero; el narcotráfico; y, las extorsiones. Sin embargo, durante el gobierno del presidente Alejandro Toledo, si bien dichas fuentes se concentraron también en las contrataciones, obtención de licencias y tráfico de influencias; estas se dieron utilizando el entorno familiar presidencial. 

f. Poderes estatales renuentes a ser fiscalizados.

La cultura del dolo actuó de diversas maneras durante la década del 90 y en las altas esferas del régimen anterior y gobierno actual. Esta práctica implicó: a) La ausencia de mecanismos de participación de la población o de las colectividades en el control y fiscalización de la gestión del poder, pese a que en la normatividad legal peruana existen numerosos mecanismos de participación y control. Por ejemplo, en este periodo que no se usan, se restringen o deforman. b) La inacción y/o complicidad de las entidades y órganos fiscalizadores y de control. c) La ausencia de rendiciones de cuentas periódicas y públicas por parte de funcionarios y directivos.

Durante estos últimos 20 años se ha consolidado en el Perú el llamado “poder in

fiscalizado”. También se entronizó el secreto como estilo de gobierno a raíz de la lucha antisubversiva. Se denomina poder in fiscalizado a la capacidad personal de imponer su voluntad a un grupo o una comunidad sin controles u obligación de responder por sus actos. 

En el caso del Perú, durante la década del 90, esta situación se dio claramente: el poder se ejerció a discreción sin rendir cuentas, sin controles institucionales (estatales o de partidos) y con “cheques en blanco” para gobernar. El poder in fiscalizado, en el caso del Perú, se incrementó porque el Congreso, con aplastante mayoría gubernamental y sin concesiones a la minoría, no intentó -salvo en contadas oportunidades- en buscar ni tímidamente el equilibrio de poderes, ni fiscalizó el poder normativo que le delegó en varias oportunidades al Ejecutivo y menos se autofiscalizó en su propia función legisladora por sus compromisos con el Ejecutivo. 

A la postre no hubo equilibrio de poderes; no hubo autonomía del Poder Judicial ni del Ministerio Público; el Parlamento no cumplió con su misión fiscalizadora; la Contraloría no ejerció a cabalidad sus funciones; no hubo participación de la población en las decisiones ni en la formulación de leyes, etc. Sin embargo, durante el mandato de los parlamentarios no sólo se ha detenido la consolidación del sistema anticorrupción, sino el Congreso ha renunciado a utilizar su poder fiscalizador como ocurrió en el caso de las firmas falsas.   

g. Modalidades de corrupción a nivel penal:

La corrupción sistémica muestra diversas modalidades a saber en el siguiente cuadro:

CUADRO 2

	NUEVAS MODALIDADES DE CORRUPCIÓN NO PREVISTAS EN EL CÓDIGO PENAL HASTA  LA DÉCADA DEL 90
	MODALIDADES TRADICIONALES DE CORRUPCIÓN PREVISTAS EN EL CÓDIGO PENAL

	a) Formulación de leyes (decretos de  

    urgencia) a favor del tráfico de armas y

     otros.

b) Corrupción electoral.

c) Narcocomplicidad  o narcotráfico 

     abierto.
d) Colaboración con el lavado de dinero.
e) Colaboración con el tráfico ilícito de 

    armas.
f) Corrupción prebendalista (rentista).
g) Utilización indebida de información  

    privilegiada.
h) Formulación de leyes o normas que 

    afectan las reglas de juego social en

    función de ntereses creados.


	a) Corrupción de funcionarios
b) Cohecho
c) Concusión
d) Peculado
e) Enriquecimiento ilícito.
f) Tráfico de influencias.
g) Malversación de fondos.




Pese a los cambios producidos en la legislación, han quedado pendientes varias reformas o la tardanza en la aplicación del Nuevo Código Procesal Penal. Por ejemplo, las recomendaciones de la Comisión Especial para la Reforma Integral de la Administración de Justicia (Ceriajus) ponen sobre el tapete urgentes reformas, sobre todo para desterrar la lentitud, la corrupción y la falta de recursos en el Poder Judicial.    

h. La extendida cultura de la viveza.  

Culturalmente la corrupción en el Perú tiene también sus raíces en la cultura de la viveza. Esta conlleva una combinación de agilidad y oportunismo de decisiones con el cálculo racional y muchas veces planificado de ventajas a conseguir. Otro elemento cultural que potencia la predisposición de algunas agrupaciones políticas o sociales a tolerar o promover la corrupción es la aspiración a los cargos gubernamentales o de cualquier directiva organizacional para luego tomarlos y usufructuarlos como botín.

Uno de los factores que ha contribuido a la cultura de la viveza ha sido la relativización de valores y normas realizada especialmente a través de los medios de comunicación de masas que por razones lucrativas privilegian contenidos de escándalo y violencia y movilidad social a como dé lugar sin el correlato de sanción moral, contenidos que afectan y rebajan valores humanos y sociales.

3.  La tradición cultural caudillista y de clientela.    

Los altos índices de corrupción no son sólo producto de condiciones coyunturales o debilidades del sistema jurídico o educativo. Expresa también la descomposición de una tradición cultural acerca de cómo se debe gobernar o ejercer el poder y que proviene de siglos atrás. Es como si en el Perú hubiera salido a flote toda la perversidad de los vicios de nuestra República y la Colonia, para dominar a un país con un sistema inmunológico débil.         

Una de estas tradiciones negativas es el “sultanismo”. Max Weber llamaba así a aquel sistema estatal que carece de contenido racional y que desarrolla en extremo la esfera del arbitrio libre y de la gracia del jefe. En nuestro país esa racionalidad de la discreción para obtener privilegios utilizando o violando la ley se dio desde la época colonial y el Virreynato. El culto a la ilegalidad o el “sacarle la vuelta a la ley” es tan antigua  en nuestra formación republicana como para pretender explicar el surgimiento de diversas modalidades de corrupción como un fenómeno exclusivamente estatal. Con el paso del tiempo esa perversa tradición atravesó y contagió a todas las capas sociales generando una actitud permisiva de amplios sectores a la ilegalidad. Más adelante veremos cómo se expresa el “sultanismo” como arbitrio libre de los “jefes” cuando llegan a las alcaldías. 

La corrupción en el Perú fue facilitada por el predominio de regímenes verticales de poder, algunos de ellos disfrazados con antifaces democráticos. Desde 1823 hasta el 2000 (177 años) gobernaron al Perú 51 militares y 32 civiles. Algunos de los gobiernos civiles fueron autoritarios o no democráticos. La presencia militar continua indica que en el Perú, proporcionalmente, la dictadura o las formas autoritarias han predominado a los acuerdos y a las formas democráticas. De este modo, lo que primó fue el manejo oculto de los asuntos del Estado. Pero al lado de la breve intermitencia democrática subyacen otros factores: El sultanismo y el caudillaje se hermanan y configuran un método y una tradición republicana. Quizás resuenan ahora en algunos oídos la frase oscuramente célebre del entonces presidente Benavides: “Para mis amigos todo, a los demás la ley”.

Otra herencia cultural es el clientelismo. Esta práctica también deviene de la época colonial. Felipe II estableció la venta de oficios en la colonia a fin de obtener una renta y para impedir que los virreyes usaran los cargos públicos como premio a su clientela. Sin embargo, dicha medida no frenó la corrupción sino que generó nuevos métodos para la especulación y venta de empleos. De algún modo la concepción del poder en el Perú se forjó a partir de las relaciones clientelistas. Todo no se conseguía previo trámite ante el Estado, sino mediando a través de los gremios poderosos o de los vínculos estrechos con los gobernantes. Los caudillos no sólo disponían de los caudales públicos como propios, sino que los usaban como medio de intercambio. 

Una cosa similar podemos comentar sobre el caudillismo. Tradicionalmente el derecho sirvió más a los fines de los caudillos que para cristalizar los grandes ideales de la República. En suma no se pudo ni consolidar un Estado, menos aún crear las condiciones para edificar una sociedad civil sólida y vigilante. Sin Estado ni ciudadanos, sin una visión de país ni de futuro, la improvisación y la inestabilidad resquebrajaron el viejo sueño de lo que Jorge Basadre llamó “la promesa de la vida peruana”. El caudillismo primó también por la ausencia de una burocracia ilustrada, haciéndose costumbre lo que Weber denominó “el Estado depredador”. 

En ese contexto, la política fue un ejercicio brutal de garrotazos en el que la Constitución y las reglas se tornaron prescindibles. Estos vicios afirmaron de algún modo el poder de los presidentes y las élites en desmedro de las instituciones. En consecuencia se hizo difícil configurar un poder político cuya estructura y funcionamiento respondiera al viejo ideal de los antiguos tribunos: una República en la que el poder estuviese distribuido y en la que los jueces y parlamentarios ejercieran su función sobre la base de la justicia y la razón y no por la fuerza de la imposición o del chantaje.

En conclusión, son cuatro condiciones culturales básicas que hemos heredado y que por circunstancias fortuitas dieron lugar a que en la coyuntura de la década del 90 tomara forma la corrupción sistémica proveniente desde el poder central:   

1) La tolerancia social hacia el goce de privilegios privados; lo cual permite que prevalezca una moralidad del lucro privado sobre la moralidad cívica. La frase tan conocida: “para mis amigos todo y para mis enemigos la ley” era en ciertos círculos del establishment de la época motivo de orgullo o de una especie de privilegio bien querido para no cumplir la ley o utilizarla de manera indebida. Lo peor es que ha sido una actitud tolerada en el Estado. 2) La existencia de una cultura de la ilegalidad generalizada o reducida a grupos sociales que saben que “la ley no cuenta para ellos” fomenta la corrupción y la tolerancia social hacia ella. 3) La persistencia de formas de organización y de sistemas normativos tradicionales, enfrentados a un orden estatal moderno, suele provocar contradicciones que encuentran salida a través de la corrupción. 4) Ciertas expresiones de corrupción tienen a la base la escasa vigencia de la idea de nación y la ausencia de una solidaridad amplia fundada en el bienestar común. 

4.  Brechas estructurales entre el poder real y el poder formal.

Recientemente Héctor Vargas en su libro “Perú: 184 Años de Corrupción e Impunidad” nos cuenta algo que ha quedado muy oculto en nuestras nuevas generaciones. Históricamente la corrupción de nuestra República, como una herencia colonial, tiene sus raíces institucionales en el momento inmediato de la proclama de la independencia y de derrota definitiva del ejército español. Recogiendo las crónicas de la fase post independentista (1821–1826), Vargas Haya demuestra la enorme corrupción en las nacientes instituciones y el crecimiento de la delincuencia en la periferia de Lima. A tal punto crece el delito que el libertador Simón Bolívar se ve obligado a emitir hasta cuatro decretos supremos dictando la pena capital contra personajes que cometían actos de corrupción.           

En el fondo existía una brecha estructural luego que los españoles se retiraron del Perú: No sólo no existían embrionarios partidos políticos y menos un empresariado independiente, sino tampoco una clase terrateniente originalmente propietaria de gran parte de la tierra agrícola. Una de las formas de corrupción típica del momento post independentista fue la manera como los funcionarios públicos de la época aprovechan su cargo para apoderarse del erario fiscal y las mejores tierras. “Junto con el dispendio y la fuga de los dineros fiscales con los que se formaban patrimonios particulares, aparecieron pandillas de asaltantes que pusieron en situación de alarma y de pánico a la ciudadanía…el Libertador se vio tentado y después obligado a reprimirlo imponiendo la pena capital. Dictó hasta cuatro decretos en ese sentido”, afirma Vargas Haya (
). 

La corrupción sistémica en el Perú forma parte de la tradición negativa de nuestras instituciones. Vargas Haya nos recuerda en su libro: El escándalo del robo de los paños del funeral de Ramón Castilla, 72 horas después de su entierro; los clubes y las trampas electorales, la bonanza del guano y los casos Gibbs y Dreyfus; la repartija de los 12 millones en la época de Manuel Odría, los diversos intereses particulares para traicionar al Perú y ceder territorio en los tratados de límites; el caso SOCIPEX en el primer gobierno de Fernando Belaunde por los cuestionados contratos de energía eléctrica, el contrabando en los barcos en la Marina en 1964, entre un centenar de casos, debidamente documentados.                         

Debemos pues advertir las bases materiales específicas que dieron lugar a la corrupción en cada época de nuestra República.  En la época post independentista hay cierto vacío de conducción de las nacientes instituciones republicanas o propiamente una ausencia notoria de una clase dirigente civil. Por eso en cada época hay que ver las situaciones concretas que dieron lugar a que se desarrollara una vorágine de prácticas corruptas. La corrupción de las década de los 90 comprende al escenario político en que fracasa la clase política tradicional (1980–1989) y da lugar a la aparición de los fenómenos políticos Fujimori, Belmont y Toledo, así como el desprestigio de las instituciones que también analizó en 1986 “El Otro Sendero” de Hernando de Soto. Las situaciones concretas de las que se trata en este caso son las distintas brechas existentes entre el orden jurídico y el orden social vigente. 

Se acerca mucho a la realidad peruana  la sistematización que hizo en octubre de 1989 el sociólogo mexicano Gonzalo Escalante en el artículo “La corrupción política: apuntes para un modelo teórico”(
). Según Escalante, las causas materiales se refieren a situaciones concretas que dan lugar a prácticas corruptas. Son las distintas brechas existentes entre el orden jurídico y el orden social vigente. Aquí utilizaremos este esquema de cinco brechas principales para recrearlas a la realidad peruana: 

1)  La brecha existente entre las necesidades reales de control político y las condiciones formales de ejercicio del poder. Por ejemplo el conflicto permanente entre los aparatos policíacos y los sistemas de garantías jurídicas. Recordemos la coyuntura de 1990–1992 cuando la Corte Suprema de la época decretara la libertad de conspicuos terroristas y declarara la inculpabilidad del entonces acusado ex  presidente Alan García.        

2)  La brecha existente entre la dinámica del mercado y la intervención pública. Ejemplo: la ausencia de una regulación adecuada permitió que los operadores de la privatización en el Perú utilizaron su influencia en el proceso para beneficio propio. Después terminaron en los directorios de las principales empresas privadas. Carlos Boloña en una AFP y Roberto Abusada en Aeroperú.    

3)   La brecha existente entre el poder social efectivo y el acceso formal a la influencia política. Ejemplo: Un poder oculto logra que en pocos minutos se apruebe ley la llamada Ley Wolfenson (
) para beneficiar a una decena de procesados por casos de corrupción cometidos en la época de Fujimori.  

4)   La brecha existente entre los recursos de la administración pública y la dinámica social. Ejemplo: En 1997, el entonces presidente Alberto Fujimori empecinado en debilitar al alcalde Alberto Andrade transfiere a través de una ley aprobada en el Congreso los programas del Vaso de Leche de la municipalidad provincial a los distritos. A la larga esa norma intensificó las irregularidades y la ineficiencia de ese programa social.  

5)   La brecha existente entre la impunidad real y la responsabilidad formal de los funcionarios públicos. Ejemplo: Un deficiente sistema de control público permite que las medicinas asignadas a un hospital se vendan fuera de este.

5.  Corrupción corporativa y corrupción sistémica. 

La otra cara de la corrupción es el pésimo comportamiento de sectores de la empresa privada, en especial en los procesos de compras, licitaciones públicas, operaciones financieras fraudulentas, falsificación de documentos, influencia económica sobre los partidos políticos, etc. Así como existe corrupción en las relaciones entre estados nacionales, como ocurre, por ejemplo, en la compra de las armas, en los últimos 15 años han surgido también múltiples casos de corrupción corporativa y probablemente el más escandaloso es el salvataje del Banco Wiese, por cuyas evidentes irregularidades los peruanos tendremos que pagar nada menos que US$ 300 millones.  

La corrupción corporativa se refiere a la acción delictiva de los funcionarios de una empresa privada sobre una dependencia pública o sobre otra empresa para realizar operaciones económicas y legales que perjudican con un gran costo a los ciudadanos y el Estado. El caso más escandaloso de corrupción corporativa en el mundo es el de Enron y que ha salpicado a la Casa Blanca, por sus estrechos lazos con funcionarios claves y por el perjuicio que ha significado a miles de pensionistas.        

El periodista Andrés Oppenheimer acertó en la Conferencia Anual de Ejecutivos  desarrollada en Trujillo (
) cuando dijo que “la lucha anticorrupción debe enfocarse no sólo del lado de los políticos que caen en ella, sino también de las empresas del sector privado que la promueven. Hay que atacar la corrupción en los dos lados, “del lado de quien la recibe y quien la ofrece”(
), señaló al proponer el establecimiento de un ranking sobre la corrupción corporativa y la transparencia de las empresas.

La lucha contra la corrupción es uno de los factores, junto al libre comercio, la competitividad y el cambio de la agenda política y periodística, que son indispensables para el desarrollo de un país. Todo parece indicar -según  indica Andrés Oppenheimer- que las empresas no le están haciendo mucho caso a la convención antisobornos de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) de 1999, que exige que los países signatarios -Francia entre ellos- hagan cumplir las nuevas normas que prohíben a sus empresas multinacionales sobornar a funcionarios extranjeros. Los países europeos y Japón no están haciendo cumplir las convenciones internacionales antisoborno porque le hacen perder dinero a sus empresas, dice Charles Intriago, editor de la publicación Alerta de Lavado de Dinero. Y Estados Unidos, que lideró la campaña internacional contra la corrupción corporativa, tampoco hace mucho por que se cumplan sus propias leyes.

La conclusión es muy clara por parte de Oppenheimer: “Está muy bien que los fiscales y los periodistas saquemos a la luz las denuncias de corrupción política en Costa Rica  o en cualquier otro lado. Pero a menos que nos ocupemos al mismo tiempo de la corrupción corporativa, no vamos a lograr cambiar mucho”.

En el mismo sentido se pronunció el colombiano Gustavo Zafra Roldán. En la ponencia presentada ante la Conferencia Anticorrupción desarrollada en Washington en noviembre de 1999: “El error en las definiciones tan estrechas de corrupción ligadas sólo a servidores públicos es el de poner en calidad de víctimas a los particulares cómplices y beneficiarios de muchos de estos delitos. En este aspecto no es suficiente la explicación que en el sistema anglosajón esta delincuencia del sector particular o privado se maneja bajo las categorías de conspiración y fraude. En este dualismo del sistema anglosajón cuando se aplica a los países latinos más que una falacia existe una distorsión por no decir una corrupción ideológica. El sistema capitalista pretende endosarle el problema de la corrupción solamente al sector estatal y disminuir o esconder el problema de corrupción de la llamada delincuencia de cuello blanco que es tan grave como la anterior”(
).

Por ello, frente al peligroso crecimiento de la corrupción corporativa es que ha surgido la Responsabilidad Social Empresarial y de hecho forma parte de la ciencia administrativa moderna. Esta es una visión que ha ido tomando relevancia en los últimos años, porque los consumidores son más exigentes ante un entorno global que ofrece oportunidades y genera expectativas diferentes. En México se empieza a observar que la gente elige entre una empresa que tiene prácticas de Responsabilidad Social y una que no las tiene y opta por la primera. En Estados Unidos y Europa se sabe que incluso la gente está dispuesta a pagar un poco más si sabe que la empresa está comprometida con una causa social.
La Responsabilidad Social Empresarial (RSE) de una empresa es lo que va más allá de lo que tiene obligación de hacer. Una compañía es responsable socialmente en la medida en que cumple con lo que está obligada a hacer (pagar impuestos, generar fuentes de trabajo, crear riqueza, cumplir con la normatividad vigente), además de impulsar a la comunidad con una visión de negocio.
En los últimos años, la RSE ha crecido enormemente en empresas de todos los tamaños y sectores, que han desarrollado innovadoras estrategias para implementar sus programas en ética empresarial, ambiente laboral, medio ambiente, marketing responsable y compromiso con la comunidad. En cada un de estas áreas las empresas están reorganizando sus estrategias de negocios para dirigirlas hacia nuevos horizontes.

Ya veremos más adelante, en el caso de las municipalidades, cómo diversas empresas grandes y medianas vienen practicando la corrupción corporativa con la complacencia de funcionarios y autoridades. Estas empresas no sólo influyen sobre las autoridades, funcionarios y regidores, sino también sobre los propios líderes vecinales y lideresas sociales, tal como ocurre con el Programa del Vaso de Leche y en las licitaciones públicas para desarrollar obras en asentamientos humanos.   

6. El nuevo gobierno nacional y los ocho principios de una agenda 

    anticorrupción.

Las fuerzas más sanas de la nación requieren hacer un gran esfuerzo para que al momento de instalarse el nuevo gobierno nacional predomine en todos los poderes del Estado una agenda anticorrupción. Sobre todo porque han aumentado las dudas con relación a los probables lazos existentes entre el nuevo gobierno de Alan García a instalarse y sectores interesados en que predomine una lógica de impunidad en los próximos años.         

Sin embargo, como el tema anticorrupción debe ser una política de Estado para los próximos 20 años creemos que el punto de partida sobre este tema es corregir el enfoque delictivo-formalista que se ha tenido entre los políticos, gobernantes, parlamentarios y ciertos sectores de la intelectualidad, así como la adicción al escándalo de los medios de comunicación que al final no necesariamente crean conciencia anticorrupción. 

Las políticas públicas en este ámbito deben asumir una visión estratégica con objetivos de mediano y largo plazo, sobre todo si tenemos en cuenta que los ratios de corrupción alcanzan el rango de carácter sistémico, es decir que ha afectado al conjunto del sistema político. Los objetivos de largo plazo serán alcanzados por etapas de acción de corto y mediano plazo. Se requiere tener conciencia de la existencia de actores que son proactivos cotidianamente a favor o en contra de la lucha anticorrupción. En parte el propósito de los principales candidatos a la Presidencia de la República  por evitar que una agenda anticorrupción domine los debates de la campaña demuestra hasta qué punto un sector de la clase ha optado por convivir con la corrupción, es decir ha claudicado en asumirla como una indispensable política de Estado.   

En primer lugar, la experiencia de estos años en el Perú, la experiencia regional y europea nos enseña que debe partirse de principios en la formulación de políticas anticorrupción. ¿Cuáles deben ser estos principios? En lo fundamental deben ser ocho  a saber: 

1) Todos los niveles del Estado requieren de una estrategia preventiva porque es la forma más eficiente de enfrentar el problema del uso indebido de los recursos y fondos públicos. Resulta fácil, efectivo y menos costoso mejorar los controles. De este modo podemos reducir la ocurrencia de irregularidades, crear temor en los actores del delito   y al mismo tiempo se crean mejores condiciones a los organismos coercitivos de desarrollar su tarea de la mejor forma y con una gran cohesión.  

2) Los proyectos a ser implementados desde la sociedad y desde el Estado deben ser integrales. Cuando se alude a la integralidad, se refiere a dos aspectos básicos. Por una parte, a que el trabajo preventivo no excluye el trabajo correctivo sino que, por el contrario, lo incluye plenamente. Por tanto, es necesario actuar en los dos ámbitos al mismo tiempo. Por otra parte, la integralidad se refiere al hecho de que la lucha contra la corrupción incluye no sólo al gobierno sino a toda la sociedad.

3) Hay que actuar contra los sistemas ilegales del dolo en el entendido de que la cuestión no es sólo detectar personas culpables para evitar la impunidad, sino también hay que detectar los sistemas que inducen o generan corrupción. Las personas culpables pueden ser reemplazadas por otras que hacen lo mismo y por ello hay que trabajar en los mecanismos de control de la institucionalidad estatal para reducir al mínimo las oportunidades de corrupción.

4) La mejora de la calidad de la educación debe tener incidencia -sobre todo en el mediano plazo, en las nuevas generaciones- donde se fortalezcan valores y una cultura de la probidad pública y privada. El producto histórico generacional que haga realidad una reforma educativa exitosa no sólo debe ser la emergencia de nuevos peruanos preparados para la competitividad, sino también dispuestos a vivir en un país decente, culto, con formación cívica e intolerante de la cultura del dolo, tanto en el ámbito público como el privado. Por ello, si la política anticorrupción forma parte de una viga maestra de desarrollo estatal, debe formar parte del currículo educativo, de los syllabus y de la proyección a la comunidad. La comunidad educativa debe ser un factor de movilización permanente y principal factor de reversión de la crisis de valores de la sociedad peruana para derrotar la corrupción.       

 5) Hay que invocar a la población en que se trata finalmente de defender la democracia como sistema político. La corrupción siendo un fenómeno social carcome todos los ámbitos de la vida, entre ellas la civilización democrática. Sólo un sistema con vigencia plena de las libertades, con imperio de la ley y donde fluya con intensidad la información pública de arriba hacia abajo y de abajo hacia la cumbre del poder permitirá que los actos corruptos sean denunciados y sus responsables investigados y sancionados. Los debates sobre la corrupción sólo son posibles dentro de la democracia porque finalmente la “utopía” y el régimen político perfecto de las mafias organizadas es convertirse en el sostén de una dictadura o régimen autoritario con careta democrática, tal como ocurrió en Italia o la Nicaragua de Somoza.    

6) Debe existir una estrategia de comunicación en la lucha contra la corrupción para fiscalizar la actividad pública para hacer visibles y transparentes sus desarrollos y ejecutorias, para denunciar sus vicios y sus falencias. La televisión, la radio y el internet deben también contribuir a la creación de “un escenario de guerra” a la corrupción. Pero en ese caso las mejores armas de esta guerra deben ser los valores y aquellos ejemplos que proyecten los medios sobre toda la sociedad para crear una correlación de fuerzas irreversible contra la cultura del dolo y la cultura del secreto.       

7) Las políticas anticorrupción deben ser preventivas y correctivas y pueden tener una subdivisión en su interior. Pueden ser de tres tipos: preventivo–disuasivas, orientadas a elevar los costos (y los riesgos) de la corrupción frente a los beneficios que puede reportar un acto de corrupción; preventivo- educativas, dirigidas a la internalización de valores y normas éticas y conscientizadoras sobre los perjuicios económicos, morales y sociales que produce la corrupción; preventivo–sistémicas, orientadas a la optimización de factores organizacionales y funcionales en las entidades públicas para superar condicionantes estructurales que posibilitan el desarrollo de la corrupción. 

8) Las políticas de carácter correctivo también pueden ser de tres tipos: de control concurrente, con miras a crear y favorecer la vigilancia durante la fase de ejecución de acciones de las instituciones públicas y privadas que manejen fondos públicos; de control posterior, a cargo de las Contralorías Nacionales, con miras a garantizar el estricto cumplimiento del Presupuesto General de la República, mejorar la actividad gubernamental y proteger el patrimonio de los Estados; punitivas, relacionadas a la acción jurisdiccional de investigar, denunciar, juzgar y sancionar a los incursos en actos de corrupción.

Estos ocho fundamentos son los que sostienen una férrea convicción nacional tan decisiva para llegar a ser eficaz y duradera en la lucha anticorrupción para evitar acciones fugaces o unilaterales, como ocurrió con el sistema anticorrupción que diseñó el ex procurador José Ugaz después de la caída de Fujimori en setiembre del año 2000.   Y es que cuando la corrupción llega a alcanzar la dimensión  sistemático-institucional y la sistémico-estatal  se asienta en la existencia de redes de corrupción con profundas raíces en núcleos de poder. 

Enfrentarla supone muchas veces luchar contra grupos que quieren seguir usufructuando sus beneficios ilícitos utilizando todos los resortes del poder al que hayan accedido o asimismo que están dispuestos a recurrir a los contactos que puedan tener con el crimen organizado. Una prueba de este previsible enfrentamiento a nivel nacional es la reacción ejemplar que produjo el asesinato del periodista Alberto Rivera en Pucallpa el 21 de abril del año 2004. El coraje del pueblo de Pucallpa para hacer evidente que detrás de aquel hecho estaba el alcalde de esa provincia, Luis Valdez, demuestra el enfrentamiento entre grupos dispuestos a defender los privilegios de un poder corrupto ligado al narcotráfico y, por otro lado, la férrea convicción de un grupo de periodistas y el pueblo por derrotar ese poder corrupto (
). 
La nueva representación nacional, regional y local elegida el año 2006 tendrá la responsabilidad de volver a plantear en el debate de las comisiones del Congreso varios proyectos de ley y propuestas de reforma de la Constitución para crear un verdadero sistema anticorrupción, a manera de un sistema inmunológico que disminuya la corrupción a su mínima expresión en las diversas instituciones del Estado. Iguales iniciativas deben tomarse desde los concejos regionales y los concejos municipales, desde el inicio de los nuevos mandatos de gobierno y representación. 

7. El paquete legislativo anticorrupción.

Sobre la base de este sustento estratégico de una política prioritaria de Estado es que una agenda anticorrupción debe considerar cuando menos las siguientes reformas institucionales en los primeros meses del nuevo gobierno nacional, a manera de una enérgica reacción de la renovada clase política nacional frente al hartazgo de la población por los errores y acciones de complicidad con la corrupción. Estas deberían ser las medidas de un paquete legislativo anticorrupción:         

a) Dotar de mayor autonomía a la Contraloría General de la República. La reforma debe apuntar a un mecanismo nuevo de elección del Contralor, similar a la elección del presidente del BCR o a los miembros del Jurado Nacional de Elecciones. Otra alternativa puede ser que su elección en el Congreso se dé por mayoría calificada y a la mitad del mandato presidencial como ocurre en Costa Rica. Esto permitirá su independencia política, tanto del Congreso como del Poder Ejecutivo. Gran parte de la autonomía de los órganos de control en el ámbito de las dependencias del Estado y los gobiernos regionales y municipales se puede obtener si la Ley Orgánica del Sistema de Control persista en  que los jefes de auditoría ya no reciban su remuneración por parte de la dependencia en la cual ejercen función de control, sino perciban el sueldo directamente de la Contraloría General de la República.          

b) Mayor autonomía del Ministerio Público. La experiencia internacional y nacional ha demostrado que el Ministerio Público actúa muchas veces como un blindaje de los actos de corrupción o los abusos de las autoridades y funcionarios del más alto nivel y generan una doble investigación que prolonga los procesos de investigación.   

c) Fortalecer la autonomía económica del Poder Judicial como una condición básica para que los jueces tengan independencia en el fuero jurisdiccional.               

d) El Congreso debe aprobar la reforma del Artículo 41 de la Constitución para ejercer  imprescriptibilidad de los delitos cometidos por funcionarios públicos. Nótese que el dictamen fue aprobado en la Comisión de Constitución el 3 de octubre del año 2001. Esta reforma es crucial para evitar que las mafias de la corrupción o la acción delictiva individual en el Estado siga apelando a las estrategias de dilación en los procesos judiciales o de investigación que desarrolla el Poder Judicial y el Ministerio Público, para luego acogerse a la prescripción de los delitos.      

e) La renovación por tercios del Congreso y la anulación del voto preferencial. Quizás esta sea la reforma más difícil de lograr toda vez que los congresistas al momento de elaborar la Constitución de 1993 aprobaron la revocatoria de alcaldes y autoridades regionales, pero evitaron que esta alcance a los parlamentarios. En los países modernos la revocatoria de diputados y senadores opera a través de la renovación del 30% o el 50% de los miembros del Parlamento a la mitad del mandato presidencial.  En la medida en que los parlamentarios estén sujetos al referendo popular cercano a su elección reciente se cuidará en mayor grado de responder a sus electores y no a sus intereses particulares y la presión de los lobbies, el narcotráfico, grupos mercantilistas y las mafias de la corrupción.       

f) Restricciones a la inmunidad parlamentaria. Para evitar que el Parlamento se convierta en un refugio de autoridades procesadas por actos de corrupción, haciendo mal uso de la inmunidad parlamentaria o un espacio para leyes sorpresivas que esconden detrás los intereses de narcotraficantes o mafias de la corrupción como lo ocurrido con la sorpresiva Ley Wolfenson, es necesario que la ley precise los alcances de la inmunidad en el ejercicio parlamentario. Por ejemplo, debería normarse la situación por la cual en los casos de la elección de un ex presidente de gobierno regional, ex  alto funcionario público o ex alcalde con procesos judiciales por casos de corrupción, abuso de autoridad o acoso  sexual no opere la inmunidad parlamentaria. Este derecho de la investidura parlamentaria se ejerce solamente en los actos desarrollados desde el comienzo y hasta el final del mandato parlamentario. Al momento de culminar este libro el Congreso había acordado un proyecto de ley en este sentido.
g)  La implementación de la figura del “juicio de residencia” durante un año  para los presidentes que hayan finalizado su mandato respectivo.  

h) La autorización expresa para el levantamiento del secreto bancario para los candidatos que postulan a la Presidencia de la República y el Congreso. Esta acción sólo operará si los respectivos candidatos son elegidos por voto popular.              

i) Se deben dictar normas más drásticas y reglamentarias que permitan una efectiva rendición de cuentas por parte de las autoridades elegidas por voto popular. Debe procurarse que esta rendición se realice por escrito para garantizar la veracidad de lo que se dice para que luego la opinión pública y los órganos de control puedan investigar si es cierto o no lo que las autoridades informaron en las audiencias de rendición de cuentas. Por ejemplo, una reforma de la Ley 27972 debería estipular como causal de vacancia el incumplimiento de la rendición de cuentas por parte de las autoridades regionales y alcaldes.        

j) Modificaciones a la Ley Orgánica de Municipalidades. Estas modificaciones serán planteadas en el Capítulo VII de este libro. 

8.  Las sociedades locales como soporte de una estrategia anticorrupción.

Una de las interrogantes que pretende despejar este libro es hasta qué punto, desde la gestión pública de las sociedades locales, se puede aportar a la creación de un sistema nacional anticorrupción o es que las municipalidades están condenadas a ser la réplica y el espejo de la cultura del dolo generalizada en el Poder Judicial, en el Ejecutivo y otras esferas del Estado centralista. ¿Pueden anunciar los liderazgos locales un cambio radical en los estilos de gestión que luego se proyecten a nivel nacional, tal como ocurre en los países desarrollados donde el surgimiento de una clase política tiene su primer escalón de prueba en los ayuntamientos, condados y Estados federales? 

La cuestión previa antes de resolver estas interrogantes consiste en determinar las características y peculiaridades de la corrupción municipal, sus orígenes, modalidades y la capacidad de reacción ciudadana contra ella. Sólo así podremos saber hasta qué punto el esfuerzo por mejorar la calidad del gasto, revirtiendo los altos índices de corrupción y poniendo en práctica creativos sistemas de transparencia y vigilancia ciudadana en los gobiernos locales, pueden juntarse en un haz con los esfuerzos nacionales y regionales. Ese es el propósito de los siguientes capítulos.               

                                                                                                     Capítulo II

           EL ORIGEN CULTURAL  DE 

LA CORRUPCIÓN MUNICIPAL   

“La sombra de una debacle de la moral pública, que termine justificando las diversas salidas absurdas, que plantea este escenario adverso -la violencia, la anomia y apatía- está presente en el país aunque no se quiera aceptar”.

          Informe sobre Desarrollo Humano del PNUD, Perú 2005 (
).

A lo largo de la historia del municipio en el Perú, siempre se produjo una tensión entre dos maneras de abordar el desarrollo local y afirmar la democracia vecinal. Desde los orígenes coloniales del cabildo, hasta la actualidad, las incipientes sociedades locales insistieron, una y otra vez, en democratizar la vida política nacional y los desafíos de su desarrollo desde los municipios. Pero casi siempre el Estado centralista se impuso, convirtiendo el fuero edil en una prolongación de su poder, a través de la cultura de clientela y el patrimonialismo, entregándole siempre excesivo poder al alcalde.       

Con la reforma estatal descentralista aprobada por el Congreso de la República durante los años 2001–2004, y con la promulgación de la Ley Orgánica de Municipalidades 27972, esta tensión histórica ha entrado en una fase decisiva. Se ha presentado una excepcional oportunidad para hacer predominante una concepción moderna de municipio participativo y de promoción del desarrollo local para revertir más de 184 años de una mera prolongación del centralismo. En la resolución exitosa de esta tensión radican en gran medida las posibilidades de éxito del actual intento de descentralización del Perú.  

La novedad de nuestro tiempo radica en que los diversos intentos democratizadores,   desde las experiencias positivas de gestión municipal en varios lugares del Perú, se han transformado ya en una visión y una filosofía de desarrollo local sostenible, situación que de manera parcial se ha hecho evidente en algunos valiosos aspectos de las recientes normas de descentralización. Sin embargo, como si fuera una fuerza de la costumbre, predomina aún en el país una cultura vertical, patrimonialista y de clientela de la práctica municipal, una de cuyas expresiones es la corrupción municipal.                          

1.  La herencia clientelista en las municipalidades del  Perú.

En un país donde por tiempo muy prolongado se impidió que la ciudadanía eligiera a sus autoridades locales y donde la burocracia municipal fue durante muchas décadas la prolongación del Estado centralista, era lógico que todos los vicios heredados de la República y la Colonia se transmitieran en estilos y formas de ejercer la función y el servicio municipal. En ese origen histórico estriba una cultura de gestión que tiene como fundamento la excesiva concentración de poder en el alcalde, quien, casi siempre, utilizó mecanismos de clientelaje  y prebenda para legitimar su poder.

A diferencia de otros países, donde el surgimiento y consolidación del municipio es anterior al Estado central, como ocurrió en el caso norteamericano donde el tratado de la unión de estados federales se sostiene en una gran vitalidad de la democracia municipal; el surgimiento del municipio en el Perú es posterior a la creación de un Estado centralista. Esto con el agravante de que por un largo tiempo republicano y en la llamada “democracia formal” no existió “democracia local”. En las democracias más avanzadas, el contrato social emergió desde la ciudadanía local, a diferencia del Perú donde nuestra difícil gobernabilidad se explica, en gran medida, por la ausencia o muy precaria democracia vecinal.                 

No debemos olvidar que a partir del año 1980 esta es la primera vez, en 184 años de vida republicana, donde el sistema municipal proviene de elección popular por un tiempo ininterrumpido de tan sólo 25 años. Antes, durante prolongados periodos, los propios pobladores, los empresarios y diversas instituciones se han acercado a la municipalidad de la misma forma que a un ministerio o una dependencia estatal tradicional. Desde octubre del año 1892 (casi durante 100 años), hasta 1984, las municipalidades funcionaron con una ley municipal obsoleta, porque para los intereses del presidencialismo centralista no era importante renovar las funciones de gobierno local. 

La historia de la vida municipal en el Perú ha sido la secuencia de períodos entrecortados donde fugazmente se permitía que el municipio sea un centro de libertad, de autonomía y de ejercicio soberano para elegir autoridades; pero, luego, predominaba como una institución apéndice del régimen colonial o republicano. Después que en el siglo XVII la Colonia permitió un vigoroso régimen de cabildos abiertos, en el siglo XVIII la institución municipal decayó. 

Este espacio se convirtió en un lugar de compra de cargos municipales por los vecinos más pudientes -en desmedro de la libre elección-, corruptelas mientras paralelamente el cabildo perdió muchas atribuciones a favor de la burocracia colonial asentada en el poder central. Cientos de años después, el cabildo abierto jugó un papel fundamental en el proceso de la Emancipación. La consagración de nuestra independencia fue precisamente en un cabildo abierto en julio del año 1821. Sin embargo, en los inicios de la naciente vida republicana nuestra formación estatal no tuvo como soporte el municipio, lo que sí ocurrió en Norteamérica y gran parte de Europa.

Formalmente el municipio peruano es un trasplante del cabildo español que, a su vez, fue una continuación del edil romano. Pese a dicha tradición, en nuestra historia  política sólo registra 10 elecciones municipales generales. Durante la mayor parte del siglo XX las leyes que debieron democratizar la vida municipal no se llevaron a la práctica, predominando la transitoriedad, donde alcaldes y regidores se designaban a dedo, tanto en épocas democráticas como en dictaduras. 

Así fue durante el periodo de la República Aristocrática hasta antes de la época del presidente Leguía. Durante este régimen y la Constitución de 1923 el municipio fue otra vez una prolongación del centralismo autoritario. Otra vez y fugazmente, entre los años 1963 y 1966, volvió la práctica de libre elección en las municipalidades, pero fue interrumpida por el gobierno militar del general Juan Velasco Alvarado. Recién en el año 1980, durante el segundo gobierno del arquitecto Fernando Belaunde Terry, hasta nuestros días (año 2006), hemos vivido 25 años de vida democrática municipal ininterrumpida, con un recodo negativo de intervención contra su autonomía por el gobierno autoritario de Alberto Fujimori, entre los años 1996 y 2000.                   

Durante los últimos 15 años la corrupción municipal ha sido directamente proporcional a la corrupción existente en las esferas más altas del Estado. Podemos afirmar, incluso, sin temor a equivocarnos, que la cuantificación y casuística de la corrupción municipal no se ha hecho evidente en su verdadera dimensión, por dos razones fundamentales. En primer lugar, por la sombra que le han hecho los numerosos casos que ocurren en la esfera de los poderes Ejecutivo, Judicial y el Parlamento y que vienen ventilándose en los medios de comunicación casi por una década consecutiva. En segundo lugar, porque la capacidad de la Contraloría para realizar una acción de control eficaz sobre 1,828 municipalidades es casi imposible. En el caso de Lima esto se hizo más evidente desde el segundo gobierno del presidente Alberto Fujimori cuando se disolvió la capacidad metropolitana de realizar inspecciones sobre las municipalidades distritales a través de la Inspectoría Municipal Metropolitana.

El fenómeno que nos ocupa no es sólo de los municipios peruanos, sino forma parte de la preocupación mundial por el crecimiento de la corrupción en las municipalidades de otros países, sobre todo porque ese primer escalón del Estado está llamado a ser escuela de democracia donde deben forjarse los futuros gobernantes nacionales. Por ejemplo, en el caso de España, país del que heredamos la institución municipal (los cabildos) desde el siglo XVI, es interesante recoger algunos extractos del reciente libro publicado por José Manuel Urquiza “La Corrupción Municipal, ¿Por qué se produce y cómo evitarla?”. Urquiza, uno de los mejores especialistas en derecho municipal nacido en Granada, reconoce para el caso español que “la corrupción municipal global que se practica en los ayuntamientos actualmente tiene un gran peso en nuestro país, aunque sea en términos relativos, teniendo en cuenta que, como hemos visto, los municipios administran sólo el 13% del gasto público local. El fenómeno es más cercano al ciudadano; le afecta más porque incide en su vida de manera más directa. En términos generales, y con honrosas excepciones, se da todos los días en cualquier ayuntamiento medianamente importante de España; con mayor o menor conciencia por parte de sus actores, con diferente intensidad, más o menos gravemente, con desigual perversidad para el sistema democrático, pero siempre de manera injusta e ilegítima, el fenómeno es global en el municipalismo español”(
). 
Es ilustrativo enumerar, a tenor de lo expuesto por Urquiza, las siete causas de la corrupción municipal en España para luego realizar una comparación con las causas de la corrupción en los gobiernos locales en el Perú: 

1) La falta de ética pública. 2) La partidocracia. 3) La profesionalización de la política. 4) El fenómeno del transfuguismo y/o el deficiente sistema de financiamiento de los partidos políticos. 5) El sistema electoral municipal equivocado de España. 6) El régimen de incompatibilidad de alcaldes y regidores. 7) La empresarización de los ayuntamientos o el sistema legal de control interno de los actos económico–financiero. De todas estas causas, Urquiza resalta la falta de ética pública como “la causa primera de todos los males en el sector público municipal”(
). Más adelante reitera en el primer plano causal de este fenómeno mundial que aqueja también a los gobiernos locales la extendida crisis de valores en la sociedad reflejada en el Estado: “La corrupción socava la integridad moral de una sociedad. Supone la quiebra general de los valores morales. La corrupción pública, en cuanto supone lucro indebido del agente y su disposición a mal utilizar las potestades públicas que tiene encomendadas, es una práctica inmoral, ante todo; una violación de los principios éticos, sean individuales o sociales”(
). 
Es indiscutible que esa causa también ocupa el primer lugar en el Perú, pero es mucho más profunda y compleja porque refleja otras carencias como la pésima calidad educativa y los efectos del trauma social que arrastramos desde hace varias décadas producto de la violencia y el fracaso de varios gobiernos. La corrupción municipal en España se da, sin embargo, en un contexto positivo de gran progreso formando parte de un bloque en auge que hizo viable la Unión Europea. En cambio, en el Perú, el crecimiento de la corrupción en las diferentes esferas del Estado y en el ámbito municipal es directamente proporcional a los estándares de dolo generalizado en los gobiernos de Alan García (1985–1990), Alberto Fujimori (1990–2000) y Alejandro Toledo (2001–2005) y como consecuencia, una evidente pérdida de liderazgo en Latinoamérica.                   

Esa distancia cultural y económica entre el Perú y España permite observar la gran diferencia con las otras causas de la corrupción municipal que analiza el mencionado municipalista español José Manuel Urquiza. Mencionemos sólo tres de ellas para confirmar lo que señalamos. 

En primer lugar, la corrupción municipal peruana no tiene, como una de sus causas, la llamada “partidocracia” porque en el Perú no existe un sistema político con partidos sólidos y enraizados en las sociedades locales, como ocurre en España. En la inmensa mayoría de gobiernos locales del Perú estos están dirigidos por independientes, caudillos locales, empresarios líderes que formalmente pertenecen a partidos políticos, pero que en términos prácticos no responden a un sistema partidario con una política municipal. La prueba más evidente es que el APRA, el partido más antiguo y mejor organizado del Perú, tiene entre sus debilidades más importantes su poca influencia municipal. En el Perú no es desde la vida interna de los partidos donde emerja la corrupción, sino desde los grupos de poder empresarial o profesional. Son ellos los que imponen una lógica por fuera de la precaria vida partidaria.        

En segundo lugar, “la profesionalización de la política” tampoco ha incidido en la corrupción municipal peruana. Al revés, muchos candidatos a la alcaldía llegaron al sillón municipal con un discurso contra la política y ahora desarrollan gestiones exitosas o malas, con equipos de gobierno y regidores que no responden a una especialización política, sino a lógicas meramente locales. En Lima, por ejemplo, cada alcalde del  partido Somos Perú o de Solidaridad Nacional no tiene relación con un segmento de funcionarios, gerentes, regidores y asesores con lazos orgánicos a sus partidos políticos.  

Es muy difícil hablar de una clase política municipal en la capital. En general, los alcaldes practican aquel pragmático principio que dice “lo importante es ganar las elecciones porque luego los funcionarios y asesores se contratan”. Si algo debe llamarnos la atención en el mundo municipal limeño es la movilidad de “técnicos municipales”, la mayoría de los cuales han cometido actos de corrupción y tienen más de un proceso judicial y/o administrativo, pero que no tienen una relación orgánica con una profesionalización de la política. Tienen, más bien, un espíritu acomodaticio para cambiar de camiseta municipal en función del prestigio de un alcalde o las posibilidades de otros líderes por tentar el sillón presidencial.                                          

Finalmente, tampoco se puede decir que en el Perú “la inadecuada legislación electoral”, entendida como un sistema cerrado donde los alcaldes son elegidos de manera indirecta -como ocurre en España-, sea una de las causas de la corrupción en las municipalidades peruanas. A diferencia del sistema electoral español donde “se ponen excesivas trabas burocráticas a las agrupaciones de electores que eventualmente se puedan constituir, al margen de los partidos, para acudir a un proceso electoral”(
), en el Perú se ha llegado a otro extremo; a una excesiva fragmentación de partidos y grupos independientes. 

En Lima, por ejemplo, desde el año 1993 gobiernan alcaldes (Belmont, Andrade, Castañeda Lossio) que no forman parte de la tradición partidaria nacional. Las limitaciones del sistema electoral para los municipios del Perú requieren otros cambios. Por ejemplo, sería importante que los regidores metropolitanos sean elegidos por voto preferencial para evitar el nefasto régimen de mayorías que hace que el alcalde gane la mayoría del Concejo Municipal sin importar la calidad de los concejales. Muchos concejales llegan a la municipalidad más por la cuota de dinero que le entregan al candidato a la alcaldía que por sus cualidades, grado de preparación o prestigio en la comunidad.        

A diferencia de España, donde la corrupción municipal se origina en el denso sistema político heredado del Estado de bienestar, que tiene su sostén en partidos institucionalizados con una tradición de 100 u 80 años (el PSOE o el Partido Popular, por ejemplo); en el Perú la corrupción sistémica municipal tiene sus orígenes en la herencia del sistema republicano, en aquel Estado clientelista y prebendario que utilizó el municipio como una forma de legitimar una forma de dominación centralista. ¿Cuánto hubiéramos querido tener en el Perú partidos tradicionales surgidos de una impecable trayectoria municipal labrada en varias décadas? 

De alguna manera, el actual desgaste de la clase política tradicional también se debe al hecho que esta no ha echado raíces históricas desde las sociedades locales y regionales. Es sintomático que en el Perú, desde el año 1913 en donde Guillermo Billinghurst llega a la Presidencia de la República como un exitoso alcalde de Lima (1909 – 1912) elegido por elecciones libres, nunca hemos tenido un gobernante en el Palacio de Pizarro de trayectoria municipal como exitoso alcalde de Lima o de otras ciudades del Perú. En cambio, en España, Estados Unidos, Colombia, Costa Rica y Alemania, casi siempre los pueblos eligen a aquellos líderes que han tenido éxito en los ayuntamientos, regiones o estados federales.  

En Chile, si bien la corrupción municipal es incipiente, preocupa su acelerado crecimiento durante los últimos años. En un informe para la ONG Probidad, la especialista en Políticas Públicas, América Miranda, dice que“en un estudio realizado por el Instituto Libertad y Desarrollo, de propiedad de un partido político, respecto de las denuncias de corrupción aparecidas en la prensa entre los años 1990 y 2002, se logró establecer que de los 300 casos registrados, los municipios (chilenos) presentaban el mayor número (169 casos); la falta de mecanismos de transparencia en los procesos de compra y venta de bienes y servicios, y en las licitaciones podrán ser las causales de esta situación…Según una encuesta de cobertura nacional realizada por el Centro de Estudios de la Realidad Contemporánea, en setiembre del año 2002, la confianza que la ciudadanía tiene en sus autoridades municipales en la solución de sus problemas ha descendido de 32% en el año 1996 a un 27% en el año 2002”(
).                       

Mención aparte merecen los casos de Ecuador y Bolivia donde, si bien los índices del delito público municipal se han mostrado también altos, la nota distintiva radica en la existencia de preactivos mecanismos anticorrupción, movimientos cívicos y mecanismos de control. En Ecuador, desde hace una década, este fenómeno fue muy extendido, pese a que desde el año 1998 se logró instituir una Comisión Nacional Anticorrupción en la Asamblea Constituyente, un año después de  la caída de Abbdalá Bucarán. 

El delito edil en este país sigue mostrando en el municipio un espacio generalizado pese a la existencia de un movimiento cívico más fuerte que el Perú y Chile. Óscar Ledesma, alcalde del cantón Pastaza en la región amazónica de Ecuador, expresa que es “lamentable decirlo fuera de mi país porque no me hace sentir bien, pero la realidad es esa, en nuestro país el cáncer enquistado en la sociedad es la corrupción imperante en los más altos niveles. Cuando uno llega a ocupar un cargo público, sea este de elección popular o de designación directa, los recursos institucionales deben ser repartidos con criterio político clientelar, caso contrario empiezan los problemas, eso incluye esta vieja dinámica de los medios de comunicación de creer que con dinero se compra el silencio, la complicidad y hasta la fama”(
).  

En el mismo sentido se expresa el estudioso de este problema en Ecuador, Diego Iturralde, en una investigación producida para el Banco Mundial: “Se trata entonces de la corrupción sistémica, esto es, cuando ya no depende de las conductas de las personas, sino que se ha convertido en una característica institucional, en una forma de gobernar. Consideremos que la corrupción en el nivel local es una prolongación de la que existe en los niveles superiores de la administración y se transmite por la vía de las asignaciones presupuestarias, los contratos de obras, el favoritismo político ejercido desde el poder en el ámbito nacional. En este sentido, en el nivel local no desaparecen los incentivos institucionales negativos, la falta de información y transparencia, la falta de “responsabilización”. Estas cuestiones resultan más agudas porque los mecanismos de control nacionales (contralorías, auditorías) quedan cada vez más lejos, las habilidades administrativas son precarias y la penuria de los presupuestos de los gobiernos locales es muy grande”(
). 
Sin embargo, el propio Iturralde reconoce que en Ecuador se vienen ampliando los mecanismos preventivos contra la corrupción, destacando el activismo cívico para democratizar los sistemas de contratación, el acceso a la información y la rendición de cuentas.   

Sorpresivamente, el caso boliviano es paradigmático para la región en lo que se refiere a la prevención de la corrupción. Esto se expresó a mediados de la década de los 90, cuando el Congreso, la sociedad civil y los municipios discutían un drástico aumento del presupuesto para los gobiernos locales. Efectivamente, ese aumento presupuestal se duplicó, pero los bolivianos acertaron en ejecutar en simultáneo una radical Ley de Participación Popular que creó sistemas de control muy eficaces. De este modo se espantaron los temores respecto a que el aumento de recursos iba a multiplicar la corrupción, lo cual no ocurrió. La Ley de Participación Popular (LPP) Nº 1551 fue promulgada en Bolivia el 20 de abril del año 1994. Sobre ella existe un amplio consenso respecto a que ha sido una de las decisiones gubernamentales de democratización del Estado más importante y positiva en las últimas décadas.                  

En el caso del Perú cometeríamos un error si pensáramos que la corrupción municipal es sólo producto de la extensión de los vicios del Estado central en el ámbito local. 

Este libro tiene el propósito de profundizar sobre sus causas, situaciones de coyuntura, los límites legales que la hicieron más intensa y de carácter sistémico en muchas municipalidades del Perú, aunque es justo reconocer que no en todas. Pero es necesario incentivar el estudio sobre sus causas para diseñar una política preventiva que impida que la corrupción se generalice en todas las esferas del ámbito municipal. 

Para ello queremos detenernos en el análisis de dos momentos de intensiva corrupción en Lima Metropolitana, después que en el año 1980 se volvieran a elegir autoridades por elecciones libres: El primer momento ocurre entre los años 1992 y 1996 donde la Inspectoría de Lima y la Contraloría General de la República encuentran numerosos casos en varios distritos y el segundo momento ocurre entre los años 1999 y 2005. Aquello nos permitirá  plantear, más adelante, las hipótesis sobre las causas de la corrupción más recientes. 

2.  La corrupción municipal como “pretexto verdadero” para el intervensionismo

     (1993-1994).

El grado de enfrentamiento que existió entre los años 1992-1995, luego del autogolpe del 5 de abril, entre el alcalde de Lima, Ricardo Belmont, y el gobierno fujimorista, ha hecho pasar inadvertida por muchos estudiosos y especialistas en derecho municipal el alto grado de corrupción por el que atravesaron numerosas municipalidades distritales de la capital, del interior del país y la propia Municipalidad de Lima. Todo este registro se encuentra en los archivos de la Municipalidad de Lima y la Contraloría General de la República. 

Durante esos años predominaba la presencia de alcaldes independientes del “Movimiento Obras” y “Movimiento Lima 2000” que habían desplazado a la “Izquierda Unida”, “Acción Popular” y el APRA en las elecciones del año 1993.  

Entre el primer semestre del año 1993 y julio del año 1994 se desarrollaron tres acciones de control a unas 200 municipalidades del Perú. La primera se desarrolla en 22 municipalidades distritales de Lima bajo la modalidad prevista por ley de “visitas internas” y a cargo de la Inspectoría General de Lima. Alberto Retamozo Linares, en su libro “Responsabilidad Civil del Estado por Corrupción de Funcionarios Públicos”, señala que el resultado de estas inspecciones “eran por demás preocupantes. En una acción breve se habían detectado irregularidades en casi todas las áreas de la municipalidad materia de evaluación por parte de la Comisión de Auditoría. Así comenzaban a tener sustento las denuncias de corrupción contra las autoridades salientes, pero lo que llamó la atención fue la debilidad y/o inexistencia del control interno previo, concurrente y posterior de cada una de ellas”(
).
Ante estos hechos la Contraloría General de la República ordena a la Inspectoría de Lima desarrollar un examen especial de control para profundizar las investigaciones en 20 municipalidades distritales de Lima respecto a la gestión financiera y administrativa de los años 1991, 1992, 1993 y 1994. Retamozo Linares señala que el resultado de estos exámenes especiales demostró que en “todas las administraciones evaluadas el área de control concurrente que estaba a cargo de contabilidad se encontraban deficiencias comunes, en algunos casos más graves que en otros, significando la inexistencia de un control de gestión al momento de tomarse decisiones”. “La constatación situacional de las áreas que comprendió los tres tipos de control permitió precisar la nula capacidad que existía en las distintas administraciones municipales para detectar actos irregulares y su lógica capacidad para corregirlas”(
).  

Como producto de estas acciones de control, 21 municipalidades de Lima fueron denunciadas ante el Ministerio Público por “presunción de comisión de delito”, entre ellas la propia Municipalidad de Lima.

Por la época, las denuncias sobre casos de corrupción también provenían del interior del país, ante lo cual la Contraloría General de la República decide desarrollar una acción de control generalizada en las municipalidades del Perú. Como producto de dicho examen, 102 municipalidades -entre provinciales y distritales- fueron denunciadas ante el Ministerio Público. Es de resaltar que muchas de las denuncias presentadas por ciudadanos ante el “Programa de Denuncias Ciudadanas” demostraron su veracidad por lo menos en un 70%, demostrando qué tan útil es incorporar a la sociedad civil en el Sistema Nacional de Control.

El doctor Retamozo Linares, quien además había ocupado el cargo de inspector general de la Municipalidad Metropolitana durante el periodo de estas tres intervenciones, hace un valioso recuento sobre los tipos de irregularidades que cometieron las autoridades y funcionarios en su valioso libro “Responsabilidad Civil del Estado por Corrupción de Funcionarios Públicos”. En el caso de las 24 municipalidades donde se hallan numerosas irregularidades se encuentra la siguiente clasificación de delitos:
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Municipalidades evaluadas por la

Inspectoria General de Lima en 1994 y en la
que se determind presuncion de comision

de delito.

NOMBRE DE LA MUNICIPALIDAD
INTERVENIDA

TIPOS DE DELITOS

AUTORIDADES Y
FUNCIONARIOS COMPROMETIDOS

Municipalidad de La Molina.
Municipalidad de Santa Anita.
Municipalidad de El Agustino.
Municipalidad de San Juan de Miraflores.
Municipalidad de Villa Maria del Triunfo.
Municipalidad de Punta Hermoza.
Municipalidad de San Bartolo.
Municipalidad de Chorrillos.
Municipalidad de San Miguel.
Municipalidad de San Juan de Lurigancho.
Municipalidad de Pueblo Libre.
Municipalidad de Surquillo.
Municipalidad de Miraflores.
Municipalidad de Barranco.
Municipalidad de Lurigancho-Chosica.
Municipalidad de San Isidro.
Municipalidad del Rimac.

Municipalidad de Brefia.

Municipalidad de La Victoria.
Municipalidad de Independencia.
Municipalidad de Carabayllo.
Municipalidad de Puente Piedra.
Municipalidad de Ancén.

Municipalidad de San Martin de Porres.

Malversacion de fondos.
Peculado.
Concusién.
Usurpacion de funciones.
Transgresion de normas de
austeridad.
Violacion de la presuncién de
austeridad.
En un 20% sélo se encontraron

responsabilidades administrativas.

En el 90% de los casos los
alcaldes tuvieron
responsabilidad penal, civil y
administrativa.

Casi en todos los casos tienen
responsabilidad penal, civil y
administrativa los directores
municipales, directores de
administracion, tesoreros y
directores de rentas.

(Paginas 184-195 del libro mencionado).

Fuente: “Responsabilidad Civil del Estado por Corrupcién de Funcionarios Publicos”.





Entre los años 1993 y 1995, fase en la que se descubren estos hallazgos de corrupción,    el escenario político nacional estuvo muy recargado por los efectos del “autogolpe del 5 de abril”, el referéndum para aprobar la Constitución elaborada por el “Congreso Constituyente Democrático” y el triunfo de Fujimori en las elecciones del año 1995. 

Quizá por eso, como sucede en estos últimos años, el tema de la corrupción municipal estuvo relegado a un segundo plano, pero no debemos olvidar que este fue un pretexto verdadero para que meses después Alberto Fujimori, ya en su segundo gobierno y con una clara mayoría parlamentaria, optara por recortar muchas competencias municipales o atomizando la esfera municipal -en el caso de Lima Metropolitana para enfrentar al doctor Alberto Andrade- que a sólo siete meses del triunfo presidencial derrotó a Jaime Yoshiyama, el candidato fujimorista, quien se presentó con el eslogan “Con todo el apoyo”. 

El hecho de que entre los años 1995 y 1998 -durante el segundo gobierno de Fujimori- se dictaran nuevas leyes que vulneraron la autonomía municipal, no debe hacernos olvidar que esas acciones fueron posteriores a una extendida corrupción que comprometió a todas las tiendas políticas y a que desde la vuelta a la democracia en los municipios, en el año 1980, las administraciones municipales no fueron modernizadas. Por ejemplo, la creación de Cofopri fue una de las leyes que más debilitó a las municipalidades provinciales, pero no debemos olvidar que antes del año 1995 los pobladores de los asentamientos humanos tardaban hasta tres años para obtener un título de propiedad de sus viviendas informales y que las áreas de saneamiento–físico legal eran una de las más corruptas en cada comuna. 

Entre los años 1993 y 1998 se publica el Decreto Legislativo Nº 776 donde se simplifican los tributos administrados por las municipalidades, se trasladan mayores recursos por concepto de Foncomun a los distritos en detrimento de las municipalidades provinciales, se distritaliza la distribución de los recursos del Vaso de Leche, se promueve la división de la Asociación de Municipalidades del Perú (Ampe), entre otras medidas que apuntan a debilitar el fuero provincial. 

Pese a la virulenta oposición del alcalde Ricardo Belmont y luego del alcalde Alberto Andrade, en ningún caso ambos logran crear una mayoría metropolitana activa frente a tales medidas que apuntaban a fortalecer un régimen autocrático. El gran problema es que en ambos casos, sobre todo en el de Ricardo Belmont, se enfrentan a Fujimori y el Congreso -controlado por una mayoría oficialista- con la “lógica obrista” y formalista de defensa del Estado de Derecho. 

Su pregón opositor no tiene una agenda de modernización de las municipalidades para disminuir trámites, costos y la evidente corrupción que había detectado la propia Inspectoría General de Lima. El propio argumento del centralismo con el cual se atacaba a Fujimori y al Congreso se repetía en la Municipalidad de Lima, en diversos ámbitos, con relación a los 43 distritos de la capital.                 

3.  La corrupción municipal en democracia (1995-2005).

Nadie que esté en su sano juicio puede negar que la elección del doctor Alberto Andrade, como alcalde de Lima, en noviembre del año 1995, marcara el inicio de una etapa de recuperación de la capital del Perú, que hoy el propio alcalde Luis Castañeda Lossio ha continuado con mayor creatividad. El entonces líder del Movimiento Somos Lima tomó como bandera la recuperación del Centro Histórico, la reubicación del comercio informal y el propio orden interno en la municipalidad, con amplio respaldo de la ciudadanía. 

A inicios del año 1996, la ciudad siente la sensación de que hay autoridad y orden. Incluso Andrade llega a realizar una fugaz etapa de participación ciudadana donde él mismo encabeza masivos cabildos abiertos en cinco zonas del distrito del Cercado de Lima. Se dan valiosos intentos de crear un Sistema de Participación y Planificación desde la Oficina General de Participación Vecinal y la Dirección de Planificación y Presupuesto. Esas iniciativas dan lugar a la Ordenanza Nº 099 del año 1997 que tiene vigencia hasta la actualidad y la Ordenanza que crea el Registro Único de Organizaciones Sociales (RUOS). 

Pero pronto este “oasis participativo” es bloqueado por el entorno del alcalde y luego, con la expresa decisión de Andrade, al debilitar la Oficina General de Participación Ciudadana. Andrade deja así de lado una gran oportunidad para realizar la recuperación de Lima en el marco de la planificación participativa, tal como se esbozó en la Ordenanza Metropolitana Nº 099 del año 1997 y que aprobó el Sistema Metropolitano en este ámbito.     

Uno de los graves errores que comete Alberto Andrade luego del eficaz primer año de gestión es que no lidera una reforma institucional, en el ámbito provincial y en los distritos, para reducir drásticamente los niveles de corrupción, que la propia Inspectoría General de la Municipalidad de Lima y la Contraloría General de la República habían verificado apenas entre los años 1994 y 1995. Siete años después, Andrade fue víctima de esa misma corrupción, cuando en diversos medios de comunicación y por acciones de control desarrollados por la Contraloría se encontraron hallazgos muy claros de “comisión de delito”, por ejemplo, en la construcción de la Vía Expresa de Javier Prado.  

Esa sensación de continuidad de la corrupción del pasado y presente, añadida a la ausencia de obras en los sectores populares de los conos de la capital, fue su talón de Aquiles en plena campaña electoral del año 2002. Tenemos la convicción de que si Alberto Andrade hubiera liderado esta reforma institucional por la transparencia municipal y no hubiera bloqueado el inicial sistema de participación que se inició en los años 1995–1996 otra habría sido la suerte del ex burgomaestre en las elecciones del año 2002. 

Quizá Andrade y su entorno tuvieron la equívoca percepción de que la corrupción detectada entre los años 1994 y 1995 fue obra de una manipulación del poder central fujimorista sobre la Contraloría General de la República y la Inspectoría General de Lima -que gozaba de autonomía- para demoler a Ricardo Belmont, algunos alcaldes distritales y provinciales opositores al autoritarismo. 

Lo cierto es que no le bastó esa “cultura obrista” que está enraizada en muchos alcaldes, quienes creen erróneamente que se puede durar en el poder mucho tiempo realizando grandes obras de infraestructura municipal, sin modernizar las municipalidades para convertirlas en espacios de una sociedad local abierta, centro de decisiones transparentes y con creciente dinamismo institucional para disminuir costos, trámites y fomentar el acceso a la información.

Salvo una ridícula iniciativa del Concejo Metropolitano que se dio en el año 1996 al crearse una “comisión anticorrupción” compuesta por tres miembros que el mismo alcalde presidía y que nunca funcionó, la gestión de Alberto Andrade se caracterizó por una férrea “cultura del secreto”, un entorno municipal sectario, cerrado y con nula transparencia en los actos administrativos. Y ese es precisamente el escenario donde surgen siempre las corrupciones más perversas y nocivas socialmente. 

Es ilustrativo hacer un recuento de los casos más saltantes en que la Contraloría General de la República y el Ministerio Público encontraron “comisión de delito” para comparar la corrupción municipal antes de Andrade y después de su derrota en noviembre del año 2002.  

Estos son los siguientes casos:

a) Irregularidades en la construcción de la Vía Expresa de Javier Prado.   

El 15 de enero del año 2004, la Contraloría autorizó a la Procuraduría iniciar acciones legales contra los responsables de las irregularidades cometidas en la construcción de la Vía Expresa de Javier Prado. En el examen especial realizado a la Empresa Municipal Administradora de Peaje de Lima (Emape), la Contraloría General de la República detectó un perjuicio económico equivalente a más de S/. 7 millones en la ejecución de la Vía Expresa de Javier Prado. El fundamento del informe de la Contraloría radica en que esta obra debió soportar una considerable circulación de vehículos a grandes velocidades, así como determinar con claridad la velocidad de diseño considerando los parámetros de “alta velocidad”.


El contratista asumió, como velocidad directriz, la de 80 kilómetros por hora en vía rápida y de 30 kilómetros en las rampas, pero la irregularidad en la obra no permite viajar a la referida velocidad. A pesar de esta deficiencia significativa, los responsables de la formulación, revisión y aprobación del expediente técnico y de la ejecución de la obra no observaron este hecho. La comisión auditora determinó que no se aseguró un tráfico fluido y de alta velocidad, tal como debe corresponder a la magnitud de la Vía Expresa de Javier Prado. 

Esta misma omisión ocurrió en las avenidas transversales, principalmente en la intersección con la Av. San Luis. Esto implica realizar trabajos de adecuación para ajustar la obra a los requerimientos del tráfico, por lo que el contralor Genaro Matute autorizó a la Procuraduría Pública iniciar acciones legales contra los responsables.  Otros estudios señalan sobrevaluación en las obras de unos S/. 22 millones. El costo total máximo posible sería S/. 60’283,000 y no los S/. 83’160,830, costo que aprobó la administración.
b) Sobrevaloración de la obra Gran Parque de la Exposición. 


En este caso, el titular de la Octava Fiscalía Penal de Lima, Alberto Roseé Alvarado, denunció al ex alcalde de Lima Alberto Andrade Carmona por considerar suficientes los indicios de sobrevaloración encontrados tras la investigación de la remodelación del Gran Parque de la Exposición. Imputa a Andrade haber cometido delito de peculado. La denuncia señala que Andrade, en su calidad de presidente del Invermet, tuvo la obligación de velar por el cumplimiento de los fines de dicha entidad, entre los cuales se encuentra cautelar y fiscalizar los recursos bajo su administración. Se detectó indicios de sobrevaloración hallados en la remodelación del Gran Parque Cultural de Lima. 

La fiscalía concluye que dicho cargo dio pie (propiciando, facilitando o permitiendo) a la comisión de otros delitos, por lo que se le imputa al ex servidor público el delito de peculado. El Gran Parque de Lima fue inaugurado en enero del año 2000 y demandó al municipio una inversión de S/. 33 millones.

c) El caso de la empresa Alviro S.A. 

Pesa sobre Alberto Andrade la acusación de que la creación de la empresa Alviro S.A. estuvo vinculada estrechamente al alcalde. Fue en su antigua fábrica donde se constituyó esa entidad en el año 1995. Se le pagó alquiler mensual y posteriormente lo compró por US$ 65,000. El comprador fue el joven Víctor Malca. Al ser intervenida esta propiedad por el Quinto Juzgado Especial con relación a las andanzas del general prófugo Víctor Malca, su padre, en el directorio de la empresa apareció el coronel FAP (r) Alberto Vigil.

Éste, sin embargo, negó haber formado parte de Alviro S.A. alegando que sólo prestó su nombre a pedido del alcalde para ser incluido en la constitución de la misma. Quien encabezaría Alviro, en realidad, sería un ex gerente de Alda (empresa del alcalde) el coronel EP (r) Rodolfo Coronado. El mismo año de la compra del inmueble, Alviro obtiene la buena pro de la municipalidad por un monto anual de S/. 521,302 para la vigilancia de los intercambios viales de Emape. 

Andrade, por cierto, ha enjuiciado a Vigil por sus afirmaciones y Coronado asegura que sí aportó US$ 1,000 para la formación de Alviro. 

La segunda acusación concierne a Stampa Gráfica S.A.C. Esta estaría vinculada al ex director municipal de Lima, Mario Ocharán. Se asegura que allí se imprimían los boletos de peaje, de la cual era presidente Ocharán, las memorias municipales de Lima, de otros distritos de Somos Perú y la memoria última de la Autoridad del Tren Eléctrico, todo ello cuando Ocharán la presidió. Cabe recordar, como antecedente, que ejerciendo el cargo de director municipal en Miraflores, Mario Ocharán fue separado del cargo en el año 1992 por colocar unos US$ 200,000 en una cooperativa de ahorro de la cual era director y que poco tiempo después quebró.

d) Delito de corrupción de funcionarios: contratos sin concursos públicos.

El 11 de agosto del año 2005 la Décima Fiscalía Provincial Penal de Lima, Carmen Begazo, abrió investigación preliminar al ex alcalde de Lima Alberto Andrade Carmona por haber contratado de manera irregular a un  estudio de abogados para que se haga cargo de los casos del municipio capitalino sin convocar a licitación pública.

La investigación iniciada por el presunto delito de corrupción de funcionarios bajo la modalidad de negociación incompatible está enmarcada en la denuncia que en su momento desarrolló la Contraloría General de la República donde se señaló que Alberto Andrade contrató sin proceso de selección al estudio de abogados Blume & Amprimo durante el periodo 1996 y el 2001 por el monto de S/. 1’780,000, con la finalidad de que patrocine a la Municipalidad de Lima. Para ello suscribió 12 contratos con un abogado del referido estudio, pero como persona natural, por servicios de representatividad del municipio y del entonces alcalde Andrade. En este proceso de encuentran comprendidos autoridades, funcionarios y servidores públicos que desempeñaban funciones en ese periodo.                  

Es importante anotar cómo el hilo conductor de todos estos casos de corrupción en la administración de Alberto Andrade radica en la renuencia a desarrollar procesos transparentes de licitación para hacer obras y otros tipos de contratos y adquisiciones. Se opta por una deliberada preferencia por un entorno familiar e íntimo como sucede con los contratos realizados con el estudio Blume & Amprimo. 

Esto me recuerda una confesión muy valiosa que alguna vez me hizo Oswaldo Carpio -quien fue el asesor político principal desde que Alberto Andrade era alcalde de Miraflores- a propósito de las irregularidades cometidas en la construcción de la Vía Expresa de Javier Prado. El ex asesor de Andrade me contaba cómo en los preparativos y en la ejecución de esa obra que costó más de S/. 83 millones, el entonces alcalde de Lima tenía la conducción directa y cerrada del proyecto. En términos prácticos, la generación del proyecto se hizo al margen de la institución municipal, sin  recoger la opinión de la comisión de regidores de desarrollo urbano que entonces presidía el arquitecto Jorge Ruiz de Somocursio; y menos de la Dirección de Desarrollo Urbano y del Instituto Metropolitano de Planificación. 

La confesión del ex asesor de Andrade deja, por otro lado, la interrogante respecto a ¿qué hubiera ocurrido si el perfil del proyecto se sometía por lo menos a un debate del concejo y a una opinión técnica de las mencionadas dependencias? Es obvio que se hubiera corregido, por ejemplo, la absurda decisión de realizar esa vía con aquella curva de la muerte a la altura de la avenida San Luis, donde difícilmente se puede manejar a una velocidad de 80 kilómetros por hora. Esa corrección habría sido valiosa para la ciudad y para el propio prestigio del entonces alcalde. Sin embargo, Alberto Andrade jamás permitió la intromisión de otros técnicos, asesores y funcionarios en la conducción del proyecto. 

El debate electoral en perspectivas del recambio de los alcaldes por desarrollarse en las elecciones municipales y regionales del 19 de noviembre del año 2006 pondrá en evidencia hasta qué punto el alcalde Luis Castañeda Lossio ha sacado las lecciones de la frustrante experiencia de Alberto Andrade, quien se vio obligado a postular al Congreso en búsqueda de impunidad. Por lo pronto, es evidente que en su gestión ha sido nula la implementación de los mecanismos de participación, concertación y control que obliga la ley también a nivel metropolitano.  

Al momento de culminar la redacción final de este libro, el líder del Partido Político Renovación, Rafael Rey, ha denunciado diversos indicios de irregularidades en la gestión del alcalde Luis Castañeda Lossio. En todo caso, en los próximos meses se va a poner a prueba hasta qué punto, en materia de moralidad, la gestión del actual burgomaestre capitalino es una continuidad de la gestión de Alberto Andrade o efectivamente reflejan una diferencia. Por lo pronto, la página web de la Municipalidad de Lima Metropolitana ha mostrado un cambio muy positivo, brindando abundante información en todas sus áreas, especialmente en la sección “transparencia municipal”.     

Por otro lado, entre los años 1999 y 2005 la corrupción se expresa en otras municipalidades de la capital y del interior del país. Dos alcaldes, Jorge Ocampo y Ricardo Chiroque, respectivamente,  quienes conducían distritos populares como San Juan de Miraflores y San Juan de Lurigancho, terminan en la cárcel luego de rigurosas acciones de control desarrolladas por la Contraloría y denuncias del Ministerio Público. 

El 3 de mayo del 2001, la Fiscalía Anticorrupción ordena la detención del alcalde de Miraflores, Luis Bedoya de Vivanco, por haber recibido ilícitamente dinero del ex  asesor presidencial Vladimiro Montesinos. 

En julio del año 2005 el Jurado Nacional de Elecciones (JNE) confirma la vacancia del alcalde Lucio Campos por haber participado en delitos de estafa antes de llegar a la alcaldía. 

El 7 de junio del año 2005 el alcalde provincial de Chiclayo, Arturo Castillo, es vacado por el Jurado Nacional de Elecciones (JNE) al confirmarse en segunda instancia los delitos de desobediencia y resistencia a la autoridad. 

Entre los años 2000 y 2005 unos 28 alcaldes son vacados por actos de corrupción.

4. Comparando en el tiempo dos acciones nacionales de la Contraloría y los

     estudios de la Defensoría del Pueblo. 

La época post fujimorista, que media entre los años 2000 y 2005, confirma que hay la evidente necesidad de contener la corrupción, modernizando nuestro sistema municipal. Al respecto, hemos realizado una comparación entre los resultados de una acción de control desarrollada el año 1994 a 160 municipalidades (41 municipalidades provinciales y 61 distritales) por parte de la Contraloría General de la República, con una acción semejante desarrollada por este ente de control nacional a una cantidad similar de municipalidades durante el año 2005.  

Mientras en el año 1994 la Contraloría detectó graves irregularidades en 102 municipalidades, durante el año 2005 una acción similar desarrollada en la gran mayoría de los casos por misiones especiales de auditores, enviadas por el ente de control, detectó graves irregularidades en 128 municipalidades (47 municipalidades provinciales y 81 distritales). (Ver cuadro 4).

Si bien se han producido modificaciones importantes en el Código Penal y Código Civil, entre los años 1994 y 2005 la comparación pone en evidencia el hecho de que el 80% de los casos de corrupción se producen, en un tiempo y otro, por las modalidades similares siguientes a saber:          

- Colusión (en 29 municipalidades): “Convenio, contrato, inteligencia entre dos o más personas, hecha en forma fraudulenta y secreta, con el objeto de engañar o perjudicar a un tercero”. Código Penal.         

- Peculado (en 41 municipalidades): “Delito perpetrado por el funcionario o empleado público que se apropia o utiliza en cualquier forma para sí o para otro caudales o efectos cuya percepción, administración o custodia le está confiada por razón de su cargo”. Código Penal.     

- Aprovechamiento indebido (en 24 municipalidades): “El funcionario o servidor público que indebidamente, en forma directa o indirecta o por acto simulado, se interesa, en provecho propio o de tercero, por cualquier contrato u operación en que interviene por razón de su cargo”. Código Penal.           

- Concusión (en 15 municipalidades): “Es el delito que comete un hombre constituido en dignidad, cargo, comisión o empleo público, ya exigiendo derechos injustos, ya vendiendo la justicia, las gracias y los favores”. Código Penal.

- Delitos contra la fe pública (en 21 municipalidades): “El que hace en todo o en parte un documento falso adultera uno verdadero que puede dar origen a derecho o servir para probar un hecho con el propósito de utilizar el documento para beneficio propio o de terceros”. Código Penal.         

- Usurpación de funciones (en 12 municipalidades): “El que, sin título o nombramiento, usurpa una función pública, o la facultad de dar órdenes militares o policiales, o el que hallándose destituido, cesado, suspendido o subrogado de su cargo continúa ejerciéndolo, o  el que ejerce funciones a cargo diferente del que tiene”. Código Penal.                    

- Abuso de autoridad (en 32 municipalidades): “El funcionario público que, abusando de sus atribuciones, comete u ordena en perjuicio de alguien un acto arbitrario”. Código Penal.         

- Omisión de funciones (en 29 municipalidades): “El funcionario público que ilegalmente omite, rehúsa o  retarda  algún acto de su cargo”. Código Penal.         

-  Indemnización por dolo, culpa inexcusable o culpa leve (en 29 casos) (Artículo 1321 del Código Civil): “Queda sujeto a la indemnización de daños y  perjuicios quien no ejecuta sus obligaciones por dolo, culpa inexcusable o culpa leve. El resarcimiento por la inejecución de la obligación o por su cumplimiento parcial, tardío o defectuoso, comprende tanto el daño emergente como el lucro cesante, en cuanto sean consecuencia inmediata y directa de tal inejecución.  Si la inejecución o el cumplimiento parcial, tardío o defectuoso de la obligación obedecieran a culpa leve, el resarcimiento se limita al daño que podía preverse al tiempo en que ella fue contraída”.
Es importante anotar que en 1994, de las 1,828 municipalidades y de las 160 municipalidades auditadas, donde se detectaron casos de corrupción, el 12% eran municipios de Lima Metropolitana. Mientras tanto, el año 2005, de las 128 municipalidades donde la Contraloría detectó irregularidades, el porcentaje de participación de las municipalidades distritales de Lima ascendió en un 19%. 

Téngase en cuenta que Lima recibe el 21% del total de transferencias que el Poder Ejecutivo recibe por concepto del Foncomun y para el Programa del Vaso de Leche. Es sintomático que muchos de los 22 casos de corrupción que la Contraloría detectó en las municipalidades distritales de Lima, en la mayoría de los casos se hayan encontrado irregularidades auditando las ejecuciones de estos fondos destinados a revertir la pobreza. El año 2005, de las 12 municipalidades distritales de Lima denunciadas por la Contraloría, las que tienen mayores indicios de corrupción son: 
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Fuente: Contraloría General de la República.
Sólo en el caso de estas tres municipalidades de Lima Metropolitana el perjuicio económico de los actos de corrupción al Estado ascendió a la cantidad total de          S/. 6´186, 693. Mientras tanto, el año 2005 las cuatro municipalidades del interior del país donde la Contraloría detectó mayores indicios de corrupción fueron las siguientes:
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Nótese la diferencia abismal del perjuicio económico originado, comparando las municipalidades distritales de Lima con las del interior del país.

En este contexto es inevitable un comentario sobre los nefastos acontecimientos ocurridos en Ilave y que dieron lugar al asesinato del entonces alcalde Cirilo Robles Collamamani el 26 de abril del año 2004. Se ha dicho que la Contraloría General de la República no ha encontrado responsabilidad alguna del desaparecido alcalde. Sin embargo, un año después de su muerte la Municipalidad Provincial de Ilave-Collao aparece entre las cuatro municipalidades que más indicios de corrupción obtienen, ocurridos precisamente durante el periodo de gestión de Robles. Su muerte es repudiable desde todo punto de vista, sin embargo, ¿cómo puede abstraerse su responsabilidad de tres casos de corrupción donde los auditores encontraron irregularidades en las tres obras más importantes que se ejecutaron en un periodo simultáneo de tres meses y donde se detectan irregularidades de sobrevaluación, sobremetrado, groseros cambios de insumos en la construcción de las obras y donde el municipio no implementó las penalidades a las empresas constructoras? ¿Dónde estaba el alcalde en esos momentos para inspeccionar tres de sus obras más importantes? 

A tenor del informe de los auditores de la Contraloría, el error de Cirilo Robles no fue participar directamente en estas irregularidades, sino en negarse a plantear mecanismos de control, rendición de cuentas y los propios dispositivos que establecía la ley para lograr el desfogue de la población que ya intuía las irregularidades que un año después la Contraloría confirmó. En un medio institucional de corrupción sistémica, los pobladores presienten que todos son iguales, que todos roban, desde el alcalde hasta los inspectores de obra. En ese escenario fue un error fatal del alcalde Robles oponerse a una fiscalización popular porque objetivamente se puso del lado de la corrupción.                     

Es probable que en las condiciones objetivas para el crecimiento de los índices de corrupción en los distritos y provincias haya incidido la multiplicación de las transferencias que las municipalidades reciben ahora a diferencia de los recursos que estos recibían antes de la promulgación del Decreto Legislativo Nº 776. Por ejemplo, la Municipalidad Provincial San Pedro Abad de la región Ucayali - una de las más cuestionadas por la Contraloría- recibirá en total, durante el año 2006, la cantidad de S/. 3’825, 132 por concepto de transferencias nada menos que el 30% más de lo que recibía el año 2001 (31).
Los casos de corrupción llegan a casos extremos, como los casos de nepotismo y la deliberada evasión de la ley. Por ejemplo, el diario Correo de fecha 15 de mayo del año 2006 reportaba lo siguiente en su sección local: “Los pobladores del distrito de Tapo cuestionan seriamente al alcalde, Teodoro Sedano Calderón, por estar cometiendo una presunta malversación de fondos, ya que sin convocar a licitación tiene como proveedor de materiales de las principales obras a su padre, usando el volquete de la municipalidad. Es decir es proveedor de las obras de agua, redes de desagüe y rehabilitación de la carretera Tapo-Queta, además de la construcción del estadio municipal. Cabe señalar que no se cumplió con la respectiva licitación de adquisición de materiales. De igual forma, según señalan los ciudadanos de este distrito, no realiza la rendición de cuentas en acto público tal como lo realizan las otras municipalidades o de lo contrario lo realizan a puerta cerrada”.  

Este distrito ubicado en Tarma (Junín) y que tiene una población menor a 5,000 habitantes  recibirá por concepto de transferencias, este año 2006, un monto de S/. 682,496, a razón de S/. 136 per cápita, el doble de las transferencias que recibe Lima Metropolitana (S/. 61 soles  per cápita).       

En el caso de Lima Metropolitana, mientras en el año 1994 las 43 municipalidades distritales recibieron en total S/. 20’648,000 por concepto de la Promoción Municipal (Promun) (proveniente del 1% del IGV), este año 2006 recibirán en total por el mismo concepto (ahora llamado Foncomun) la suma de S/. 239’197,607. Sin embargo, pese a ello, esos recursos son insuficientes a diferencia de otras ciudades como Bogotá, Santiago de Chile, Río de Janeiro, etc., donde el Estado transfiere recursos dos o tres veces más que en el Perú a las municipalidades.                  

No se debe obviar en el análisis de las acciones de intervención que la Contraloría desarrolla cada cierto tiempo en el sistema municipal el hecho de que esta no se desarrolla en las 1,828 municipalidades, sino en aproximadamente el 25% de ellas, en base a diversas variables (magnitud de fondos,  denuncias presentadas, informes de los jefes de control, etc.). Esto quiere decir, con toda seguridad, que potencialmente la corrupción detectada es mucho más alta en el supuesto de una acción de control que comprenda el 100% de las municipalidades provinciales y distritales.

Tampoco debemos obviar el hecho de que, en la mayoría de los casos, las acciones de control realizadas por la Contraloría dejan mucho que desear y con altos niveles de atenuidad en las irregularidades que se encuentran por tres razones fundamentales: 

1) Por cierta negativa costumbre de los auditores de “arreglar” los casos detectados en relación

     y negociación de cada caso con los funcionarios y autoridades. 

2) Por la negativa tendencia a perdonar la responsabilidad de los alcaldes y los funcionarios de

     primer nivel y descargarla en los funcionarios de segundo, tercer nivel y los trabajadores. 

3) Por el desconocimiento de los “circuitos del dolo” en el sistema municipal, en parte por la

    falta de recursos y capacitación de los auditores. 

En muchos casos, los procesos de auditoría son superficiales o no van al fondo de la cuestión. Esta cultura de impunidad o del “arreglo” de los auditores de la Contraloría ratifican que la corrupción municipal debe ser mucho mayor a los resultados que ese ente de control exhibe en las diferentes resoluciones que se publican en el diario oficial El Peruano o en su página web.  

5. Escenarios de conflicto social e índices de corrupción municipal.  

Una eficaz manera de probar hasta qué punto las acciones de control de la Contraloría, que acabamos de analizar, guardan correspondencia con los conflictos sociales en los medios locales del interior del país, es recurrir a las mediciones sobre los tipos de acción violenta ocurridas durante los años 2004-2005. La comparación de las variables “acción de control” y “escenarios locales conflictivos” permite verificar si existe una relación directamente proporcional con los indicios de corrupción encontrados por la Contraloría, casi en el mismo tiempo, en 128 municipalidades. 

La Defensoría del Pueblo publicó en noviembre del año 2005 un estudio titulado “Ante todo el diálogo”, Defensoría del Pueblo y Conflictos Sociales y Políticos (
).  Revisemos los escenarios de conflicto de esta investigación: de un total de 143 conflictos tipificados como “graves” y donde actuaron los comisionados, estuvieron cuestionadas 183 funcionarios de distinto nivel. El 59% de los conflictos ocurrieron en zonas rurales, mientras en 113 casos (89%) ocurrieron en zonas pobres.  Obsérvese el hecho de que entre las 128 municipalidades donde la Contraloría detectó indicios de corrupción por lo menos en un 70% son municipalidades provinciales y distritales con altos índices de pobreza. 

En cuanto al predominio de conflictos por denuncias sobre presuntas irregularidades en las municipalidades, el estudio de la Defensoría tiene empatía con la auditoría nacional de la  Contraloría: de los 143 conflictos ocurridos, el 57% (81 conflictos) se produjeron por el cuestionamiento de las poblaciones por presuntas irregularidades en el manejo de los recursos locales. La diferencia es abismal con los conflictos ocurridos por temas sectoriales (18%), ambientales (8%), entre otros. (Ver siguiente cuadro).
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Fuente: Cuadro tomado del libro “Ante todo el Diálogo”, Defensoría del Pueblo y Conflictos Sociales y Político, publicado por la Defensoría del Pueblo. Noviembre 2005. Pág. 14.  
Si bien en el tratamiento de los medios de comunicación el tema ambiental (8%), que enfrentó a comunidades con empresas mineras y el Estado, o los conflictos cocaleros (2%); aparecieron como temas principales, la realidad es que la gran mayoría de esos conflictos se produjeron es escenarios locales, por cuestionamientos a autoridades municipales y regionales (62%), tal como lo muestra el estudio de la Defensoría. 

Una razón que explica ese privilegio mediático, de un conflicto ambiental o cocalero sobre una protesta contra irregularidades de un alcalde, es el gran impacto negativo en las exportaciones o en las ganancias de las empresas mineras o también al hecho de que cualquier acción de los campesinos cocaleros afecta la política antidrogas del Estado y de Devida. Pero, visto desde otra perspectiva, el estudio de la Defensoría revela cómo durante el año 2005 los indicios de corrupción detectados por la Contraloría son directamente proporcionales al ascenso del conflicto social contra las autoridades locales. Aquella parece ser una valoración irrebatible. 

Es justo reconocer, como también lo señala la Defensoría en sus conclusiones, el hecho innegable de que una causa común del conflicto local es el accionar interesado y violento de los sectores opositores a los alcaldes, azuzando sin fundamento muchas veces a la población. Pero aquello no es óbice para dejar de constatar una tendencia por la cual las auditorías desarrolladas por la Contraloría durante el año 2005 tienden a darle mayor razón a los sectores que denunciaban presuntos actos de corrupción, tal como lo hemos demostrado en el caso de Ilave. En esa provincia, si bien no se pudo encontrar responsabilidad del desaparecido alcalde Cirilo Robles, sí quedó en evidencia por parte de la Contraloría que en aquella municipalidad se cometieron tres casos graves de corrupción que comprometen recursos municipales orientados a inversiones de infraestructura. Los tres casos se produjeron cuando el alcalde estaba en funciones entre los años 2003-2004.     

En toda la región Puno, el escenario conflictivo de los años 2004 y 2005, que la Defensoría del Pueblo da cuenta en su informe, tiene correspondencia con los informes de la Contraloría General de la República en ese lugar. Entre abril del año 2005 y junio del año 2006, la Contraloría a través de sus procuradores ha denunciado en 10 oportunidades a funcionarios y autoridades de esa región del altiplano. Además de la Municipalidad Provincial del Collao-Ilave (en tres oportunidades), han sido denunciadas la Municipalidad Provincial de Lampa (en dos oportunidades); la Municipalidad Provincial de Melgar-Ayaviri (en dos oportunidades); la Municipalidad Distrital de Asillo-Azángaro (en tres oportunidades); la Municipalidad Distrital de Tilali-Moho, entre otras. En todas las denuncias el denominador común son los delitos de colusión, peculado, contra la fe pública y abuso de autoridad cometidos en la mayoría de los casos en la ejecución de obras y otros proyectos de inversión.

En conclusión, hasta aquí esta primera mirada estadística comparativa de la corrupción municipal del pasado y del presente, en base a la propia información oficial, la cual de por sí en el caso de la Contraloría es de relativa credibilidad. Esta nos indica que este fenómeno no ha disminuido entre la década del 90 y la década actual. Ahora, en el próximo capítulo, nos detendremos a analizar cuál es el impacto económico que tiene, trabando el desarrollo de las ciudades y fomentando la tolerancia social de la cultura del dolo.

Testimonio

LA CORRUPCIÓN TOMA LAS CALLES

El siguiente informe de un reportero del diario La República, aparecido el 18 de noviembre del año 2005, revela cómo la tolerancia social de la irregularidad y el mal uso de los fondos municipales puede convertirse en un actor social que arrincona a las autoridades o ciudadanos que pretenden frenarla y denunciarla. Personalmente, como regidor de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho, junto con otros colegas, he sido víctima de esta presión de sectores de la sociedad que se convierten en el soporte social de la corrupción. 

Muchas denuncias similares escuché de un centenar de regidores provenientes de provincias asistentes a un Congreso Nacional de Regidores, organizado por la ONG “Escuela para Alcaldes” a mediados de junio del año 2005. 

Los alcaldes se dan maña para chantajear a grupos de vecinos obligándolos a asistir a las sesiones de concejo para insultar a los regidores que se oponen a actos irregulares. Otras veces son las propias empresas proveedoras las que cumplen ese papel o pagan a periodistas para realizar el mismo papel. Existen diversas modalidades, como no pagarles las dietas o hacerlo con excesiva tardanza a los regidores que denuncian actos de corrupción.           

Situaciones como las narradas a continuación se pueden multiplicar en el futuro si desde el Estado y la sociedad no surge una poderosa corriente de opinión que ponga en su lugar a los profanadores del erario público.                      

 A continuación publicamos un extracto del informe de Liubomir Fernández, La República, 18 de noviembre del año 2005.   

“En Yunguyo Carmen Montes de Oca y Alex Flores fueron atacados por turba de pobladores que los amenazó de muerte. Alcalde Ernesto Guana Mamani fue internado en penal La Capilla por orden judicial”.

Enfurecidos pobladores de la provincia de Yunguyo intentaron linchar a dos regidores de esta comuna por denunciar actos de corrupción contra el alcalde, Ernesto Guana Mamani, recluido por disposición del Poder Judicial en el penal La Capilla.

Guana Mamani fue denunciado ante la Fiscalía tras ser hallado responsable de los cargos de peculado y malversación de fondos en agravio del Estado, sin embargo, sus seguidores exigen su liberación. Los regidores Carmen Montes de Oca Panclas y Alex Flores Zeballos fueron interceptados por una turba de pobladores que los atacó y amenazó de muerte si continuaban con la denuncia.

El miércoles una muchedumbre llegó hasta la vivienda de la regidora Montes de Oca, y tras destrozar la vivienda, la golpearon y la encerraron en un cuarto de la casa. Sin embargo la rápida acción de la policía hizo que los agresores huyeran del lugar.

Al regidor Alex Flores, los seguidores de Guana Mamani lo interceptaron cerca de la municipalidad y tras golpearlo lo abandonaron inconsciente y ensangrentado en un parque del lugar.  

El martes último una decena de pobladores atacaron la sede del Poder Judicial, en protesta por la detención del alcalde, Ernesto Guana Mamani, tras ser denunciado por sobrevalorar en unos  US$ 30 mil la compra de volquetes que realizó en el 2003. 

“Hemos decidido abandonar Yunguyo hasta que las autoridades nos brinden las garantías que necesitamos”, dijeron ambas autoridades al salir del hospital. Según el informe médico los regidores presentan severas contusiones en la cabeza y extremidades.

Pedro Epifanio, uno de los seguidores del alcalde, manifestó que si la Sala Penal no otorga hoy viernes la libertad del alcalde, bloquearán la carretera Yunguyo-Desaguadero. 

Según una encuesta realizada en esta localidad Ernesto Guana cuenta con el 69% de desaprobación por no haber cumplido con obras ofrecidas durante su campaña electoral”.

CUADRO 4

RELACIÓN DE  128  MUNICIPALIDADES DONDE LA CONTRALORÍA AUTORIZÓ A SUS PROCURADORES DENUNCIAR ANTE EL MINISTERIO PÚBLICO A AUTORIDADES Y FUNCIONARIOS 

POR COMISIÓN  DE DELITO.

(Resoluciones emitidas entre enero y diciembre del año 2005)

	Nombre de la municipalidad
	Resolución de la Contraloría
	Caso y tipo de delito
	Recursos comprometidos en S/.

	1. Municipalidad Provincial de   Maynas
	RC 563–2004–CG    (8 de enero del 2005) 
	Malversación de fondos (Artículo 389 del Código Penal) 
	  323,531

	2. Municipalidad Provincial de Maynas
	RC 561–2004–CG 

(8 de enero del 2005)
	Aprovechamiento indebido (Código Penal 376 y 306)
	No precisa

	3. Municipalidad Distrital de Lince
	RC 560–2004– CG 

(8 de enero del 2005)
	Contra la fe pública (doble sueldo irregular) (Código Penal 429)
	No precisa

	4. Municipalidad Distrital de San Juan de Lurigancho 
	RC 010–2005–CG 

(15 de enero del 2005) 
	Colusión,  abuso de autoridad, delitos contra la fe pública 
	 7¨350,000

	5. Municipalidad Distrital de Ulcumayo
	RC 568–2004–CG 

(15 de enero del 2005) 
	Peculado (compra irregular de camioneta) (Código Penal 387)  
	5,700  

	6. Municipalidad Provincial de de Santa–Ancash 
	RC 026–2005–CG       ( 21 de enero del 2005) 
	Malversación (licitación irregular)  Código Penal 427, 389 y otros  
	No precisa

	7. Municipalidad Distrital de Jesús Cajamarca 
	RC 040–2005– CG   (3 de febrero del 2005)
	Irregularidades en ejecución de obras (Código Civil 1321) 
	240,320

	8. Municipalidad Distrital de La Brea–Negritos
	RC 056–2005–CG (8 de febrero del 2005)
	Omisión y rehusamiento (Código Penal 377 y 397)
	No precisa

	9. Municipalidad Distrital de Puente Piedra  
	RC 068–2005– CG (14 de febrero del 2005)  
	Colusión desleal y contra la fe pública (Código Penal 384, 427, 428) 
	No precisa

	10. Municipalidad Distrital de Chorrillos
	RC 074–2005–CG (17 de febrero del 2005)
	Aprovechamiento indeb, abuso de aut. (Código Penal 376, 306 y 397)  
	No precisa

	11. Municipalidad Distrital de Turín
	RC 073–2005–CG (17 de febrero del 2005)
	Autorización ilícita y otros (Código Penal 312, 376, 377 y 397)  
	No precisa

	12. Municipalidad Distrital de Asillo–Puno
	RC 103–2005–CG (24 de febrero del 2005)
	Colusión y contra la fe pública (Código Penal 387 y 428)
	116,970

	13. Municipalidad Distrital de Ulcumayo 
	RC 095–2005–CG (23 de febrero del 2005)  
	Peculado y falsedad ideológica (Código Penal 387, 428)
	38,999

	14. Municipalidad Provincial del Santa–Ancash
	RC 092–2005–CG (23 de febrero del 2005) 
	Peculado y colusión (Código Penal 387, 384 y 377) 
	No precisa 

	15. Municipalidad Distrital de Lince
	RC 117–2005– CG (6 de marzo del 2005)
	Abuso de aut. (autorización ilegal de discoteca. (Código Penal 377)
	No precisa

	16. Municipalidad Dist. De Miguel Iglesias-Cajamarca  
	RC 119–2005–CG (10 de marzo del 2005)
	Colusión desleal, abuso de aut. y otros (Código Penal 384, 376 y 377)
	No precisa

	17. Municipalidad Distrital de San Isidro 
	RC 129–2005–CG (16 de marzo del 2005)
	Contra la fe pública (alteración de actas) (Código Penal 428)   
	No precisa

	18. Municipalidad Distrital de Asillo-Puno
	RC 184–2005– CG(22 de abril del 2005)
	Peculado, contra la fe pública 
	28,288

	19. Municipalidad Provincial de Padre Abad
	RC 185-2005–CG (22 de abril del 2005)
	Peculado (Código Penal 387) 
	21,350

	20. Municipalidad Provincial de Padre Abad
	RC 187–2005–CG (14 de abril del 2005) 
	Peculado y contra la fe pública (Código Penal 387 y 438)
	8,347

	21. Municipalidad Provincial  de Caylloma
	RC 168–2005 CG (14 de abril del 2005) 
	Peculado (irregularidades en terminal terrestre) Código Civil 1321)  
	171, 626

	22. Municipalidad Distrital de La Brea-Negritos 
	RC 182-2005–CG (22 de abril del 2005)   
	Construcción irregular de obras (Código Civil 1321)   
	15,671

	23. Municipalidad Distrital de Quito Arma 
	RC 175–2005–CG (16 de abril del 2005)
	Peculado (uso indebido de fondos) (Código Civil 387)
	10,900

	24. Municipalidad Distrital de Moche-Trujillo
	RC 173–2005–CG (16 de abril del 2005)
	Usurpación de títulos, contra la fe púb. (Código Penal 362 363 y 427)
	No precisa

	25. Municipalidad Provincial de Padre Abad 
	RC 167-2005–CG (13 de abril del 2005) 
	Irregularidades en construcción de obras (Código Civil 1321) 
	39,153

	26. Municipalidad Distrital de Leticia-Tarma 
	RC 177–2005–CG (17 de abril del 2005)
	Peculado (Código Penal 387)
	893, 193

	27. Municipalidad Provincial de Santa-Ancash
	RC 207–2005– CG (29 de abril del 2005)
	Peculado, omisión y rehusamineto (Código Penal 387 y 377) 
	431,771

	28. Municipalidad Distrital de Paucarpata-Arequipa 
	RC 205 2005–CG (29 de abril del 2005) 
	Aprovechamiento indebido (Código Penal 397) 
	No precisa

	29. Municipalidad Provincial de El Collao-Ilave 
	RC 195–2005–CG (25 de abril del 2005)
	Colusión (irregularidades en Complejo Municipal) (Código Penal 384)
	34,987

	30. Municipalidad Provincial de El Collao-Ilave
	RC 194–2005–CG (25 de abril del 2005) 
	Irregularidades en obras de asfaltado (Código Civil 1321)
	58,808

	31. Municipalidad Provincial de Huancayo 
	RC 199–2005–CG (26 de abril del 2005)
	Irregularidades en construcción de obras (Código Civil 1321)  
	495,162

	32. Municipalidad Distrital de Pardo Miguel
	RC 192– 005– G (25 de abril del 2005)
	Abuso de autoridad contra medio ambiente (Código Penal 376) 
	No precisa

	33. Municipalidad Provincial de Huancayo 
	RC 210–2005-CG (3 de mayo del 2005) 
	Contra la fe pública, negociación incompatible (Código Penal 397, 428) 
	237,756

	34. Municipalidad Provincial de Huancayo
	RC 221–2005–CG (12 de mayo del 2005)
	Irregularidades en construcción de obras (Código Civil 1321)
	153,239

	35. Municipalidad Distrital de Ate
	RC 222–2005–CG (12 de mayo del 2005)
	Sobrevaluación de obras (Código Civil 1321)
	112,747

	36. Municipalidad Provincial  de Melgar-Ayaviri
	RC 223–2005–CG (12 de mayo del 2005) 
	Contratos irregulares (Código Civil 1321)
	97,699

	37. Municipalidad Provincial de Utcubamba
	RC 225–2005–CG       (12 de mayo del 2005)
	Uso irregular de combustible (Código Civil 1321)
	18, 438

	38. Municipalidad distrital de Ate 
	RC 217–2005–CG (10 de mayo del 2005) 
	Irregularidades en construcción de obras (Código Civil 1321)
	282,230

	39. Municipalidad Distrital de La Victoria
	RC 218–2005–CG (10 de mayo del 2005)
	Peculado (anticipos irregulares) (Código Penal 384 y 427) 
	82,351

	40. Municipalidad Provincial de Utcubamba  Bagua  Grande
	RC 214–2005–CG (9 de mayo del 2005) 
	Malversación de fondos (Código Penal 389)  
	603,791

	41. Municipalidad Distrital de San Jerónimo- Andahuaylas
	RC 216–2005–CG (9 de mayo del 2005)
	Sobrevaluación de obras (Código Civil 1321)  
	13,753

	42. Municipalidad Distrital de Quito Arma-Huancavelica
	RC 269–2005–CG (31 de mayo del 2005)
	Irregularidades en construcción de obras (Código Civil 1321)  
	52,800

	43. Municipalidad distrital de Majes
	RC 243–2005–CG (21 de mayo del 2005)
	Colusión (irregular compra de maquinaria) (Código Penal 384) 
	119,000

	44. Municipalidad Provincial de Cangallo 
	RC 241–2005–CG (20 de mayo del 2005)
	Contratos y alquileres Irregulares (Código Civil 1321) 
	45,476

	45. Municipalidad Distrital de Echarati – La Convención 
	RC 240 – 2005 -  CG (20 de mayo del 2005)
	Abandono de Obra (C. Civil 1321  
	38,488

	46.Municipalidad Distrital del Rímac  
	RC 237–2005–CG (20 de mayo del 2005)
	Negociación incompatible, contra la fe pública (Código Penal 438, 377 y 397) 
	168,000

	47. Municipalidad Distrital de Yarabamba
	RC  235–2005–CG (20 de mayo del 2005) 
	Pagos y depósitos irregulares (Código Penal 387)  
	9,927

	48. Municipalidad Distrital de Yarabamba 
	RC  230–2005–CG (20 de mayo del 2005)
	Colusión (irregular construcción de local social) (Código Penal 364) 
	2,943

	49. Municipalidad Provincial de Chepén-La Libertad
	RC  267–2005–CG (30 de mayo del 2005)
	Concusión y otros (Irregul. en licitación) (C. Penal 382, 427 y 405) 
	1´500,000

	50. Municipalidad Distrital de Majes-Arequipa
	RC  262–2005–CG (27 de mayo del 2005)
	Peculado, irregularidades en subasta. (Código Penal 387) 
	199,841

	51. Municipalidad Distrital de Echarati-Cusco
	RC  255–2005–CG (27 de mayo del 2005)
	Irregularidades en el Vaso de Leche ( Código Penal 387)  
	14,877

	52. Municipalidad Distrital de Puños-Huanuco
	RC  283–2005–CG (13 de junio del 2005)
	Malversación y contra la fe pública (Código Penal 389 y 428)
	126,634

	53. Municipalidad Provincial de Utcubamba-Amazonas 
	RC  307–2005–CG (30 de junio del 2005)
	Peculado (incentivos irregulares) (Código Penal 387)
	10,000

	54. Municipalidad Metropolitana de Lima
	RC  235–2005–CG (26 de junio del 2005)
	Corrupción de funcionarios (Código Penal 397) 
	1¨780,000

	55. Municipalidad Provincial de Alto Amazonas
	RC  290–2005–CG (17 de junio del 2005)
	Colusión y peculado (Código Penal 377, 384, 387 y 428)
	No precisa

	56. Municipalidad Distrital de San Jerónimo-Andahuaylas
	RC  286–2005–CG (14 de junio del 2005)
	Aprovechamiento indebido (Código Penal 397)
	No precisa

	57. Municipalidad Provincial de El Collao-Ilave
	RC  284–2005–CG (14 de junio del 2005)
	Adquisiciones irregularidades (Código Civil 1321)
	45,916

	58. Municipalidad Provincial de Caylloma-Arequipa 
	RC  285–2005–CG (14 de junio del 2005)
	Irregularidades en construcción de terminal (Código Civil 1321) 
	5,728

	59. Municipalidad Provincial de Aimaraes
	RC  328–2005–CG (22 de julio del 2005)
	Aprovechamiento indebido. Uso irreg del Foncomun (C. Penal 397)
	31,609

	60. Municipalidad Distrital de Las Piedras-Madre de Dios
	RC  327–2005–CG (22 de julio del 2005)
	Negociación incompatible. Compra irregular  (Código Penal 397)
	No precisa

	61. Municipalidad Distrital de Moche-Trujillo 
	RC  323–2005–CG (21 de julio del 2005)
	Peculado, falsedad genérica (Código Penal 376, 377,  381 y 438) 
	No precisa

	62. Municipalidad Distrital de Chazuta–San Martín 
	RC  322–2005–CG (21 de julio del 2005)
	Colusión, peculado (Código Penal 377, 380, 397 y 389)
	No precisa

	63. Municipalidad Distrital de Pulán-Cajamarca
	RC  320–2005–CG (21 de julio del 2005)
	Usurpación, abuso de autoridad (361, 376, 377 y 381)
	No precisa

	64. Municipalidad Provincial de Picota-San Martín
	RC  319–2005–CG (21 de julio del 2005)
	Asociación ilícita, colusión (Código Penal 317, 377, 384, 387 y 428) 
	No precisa

	65. Municipalidad Distrital de Iguain-Ayacucho
	RC  310–2005–CG (6 de julio del 2005)
	Peculado, incumplimiento de deberes (Código Penal 377) 
	29,724

	66. Municipalidad Prov.de Morropón-Chulucanas
	RC  333–2005–CG (25 de julio del 2005)
	Irregularidades en contrato de obra (Código Civil 1321)
	590,730

	67. Municipalidad Distrital de Paucarpata 
	RC  334–2005–CG (23 de julio del 2005)
	Colusión, abuso de autoridad (Código Penal 384 y 376) 
	422,736

	68. Municipalidad Distrital de Pomalca
	RC  335–2005–CG (25 de julio del 2005)
	Irregularidades en el Vaso de Leche (Código Penal 397 y 428)
	59,846

	69. Municipalidad Distrital de Maquia-Loreto
	RC  321–2005–CG (21 de julio del 2005)
	Colusión, peculado (Código Penal 377, 384, 387, 389 y 428)
	No precisa

	70. Municipalidad Distrital de Chilca-Cañete 
	RC 367–2005–CG (25 de agosto del 2005)
	Colusión, cohecho y fraude procesal (Código Penal 384, 393, 416 y 427) 
	950,000

	71. Municipalidad Provincial de Pisco-Ica
	RC 355–2005–CG (12 de agosto del 2005)
	Ejecución de obras irregulares (Código Civil 1321)
	54,180

	72. Municipalidad Provincial del Padre Abad  
	RC 351–2005–CG (8 de agosto del 2005)
	Aprovechamiento ilícito, contra la fe público (Código Penal 397 y 427)  
	295,014

	73. Municipalidad Provincial de Morropón-Chulucanas
	RC 348–2005–CG (6 de agosto del 2005)
	Incumplimiento de penalidades (Código Civil 1321)
	31,558

	74. Municipalidad Provincial de Ascope-La Libertad
	RC 344–2005–CG (4 de agosto del 2005)
	Peculado, colusión (Código Penal 387, 384 y 427)
	94,657

	75. Municipalidad Distrital del Salitral-Sullana
	RC 359–2005–CG (18 de agosto del 2005)
	Peculado y falsedad genérica (Código Penal 389)  
	126, 540

	76. Municipalidad Provincial de San Miguel-Cajamarca
	RC 360–2005–CG (18 de agosto del 2005)
	Irregularidades en ejecución de obras (Código Civil 1321)
	27,646

	77. Municipalidad Distrital de San Isidro-Lima
	RC 362–2005–CG (19 de agosto del 2005)
	Egresos indebidos (Código Penal 376 y 387)
	955,710

	78. Municipalidad Distrital de Sama-Tacna
	RC 400–2005–CG (13 de agosto del 2005)
	Malversación y omisión de funciones (Código Penal 377 y 389)
	196,815

	79. Municipalidad Provincial de Morropón-Piura
	RC 426–2005–CG (29 de setiembre de 2005)
	Usurpación de funciones y rehusamiento 
	No precisa

	80. Municipalidad Provincial de Chiclayo 
	RC 425–2005–CG (29 de setiembre de 2005)
	Peculado y abuso de autoridad
	No precisa

	81. Municipalidad Distrital de San Isidro 
	RC 403–2005–CG (14 de setiembre de 2005)
	Contrato irregular (Código Civil 1321)
	702,000

	82. Municipalidad Provincial del Padre Abad 
	RC 402–2005–CG (14 de setiembre de 2005)
	Irregularidad en obras y sueldos (Código Civil 1321)
	33,800

	83. Municipalidad Distrital de Puños-Huánuco
	RC 399– 2005–CG (13 de setiembre de 2005)
	Peculado, contratos irregulares (Código Penal 387) 
	24,472

	84. Municipalidad Distrital de San Isidro
	RC 373–2005–CG (5 de setiembre de 2005)
	Corrupción de funcionarios, sobrevaluación (Código Penal 397) 
	72,374

	85. Municipalidad Provincial de Chiclayo 
	RC 401–2005–CG (13 de setiembre de 2005)
	Pago irregular de dietas (Código Penal 387) 
	222,000

	86. Municipalidad Distrital de Trompeteros-Loreto
	RC 394–2005–CG (12 de setiembre de 2005)
	Colusión, peculado contra la fe pública (Código Penal 376, 377, 384)
	No precisa

	87. Municipalidad Distrital de Paracas
	RC 385–2005–CG (8 de setiembre de 2005)
	Peculado, falsedad Ideológica (Código Penal 376, 377, 387 y 428) 
	No precisa

	88. Municipalidad Distrital del Rímac
	RC 383–2005–CG (8 de setiembre de 2005)
	Obras irregulares (Código Civil 1321)
	87,129

	89. Municipalidad Provincial de Padre Abad
	RC 382–2005–CG (7 de setiembre de 2005)
	Peculado, contra la fe pública (Código Penal 387 y 438)  
	31,661

	90. Municipalidad Distrital de Chamaca
	RC 380–2005–CG (7 de setiembre de 2005)
	Peculado, pagos sin contratos (Código Penal 387) 
	17,500

	91. Municipalidad Provincial de Caylloma 
	RC 455–2005–CG (11 de octubre de 2005)
	Peculado, contra la fe pública
	No precisa

	92. Municipalidad Distrital de Barranco
	RC 475–2005–CG (31 de octubre de 2005)
	Omisión, rehusamiento (Código Penal 397, 377)   
	129,000

	93. Municipalidad Provincial de Loreto – Nauta
	RC 474 – 2005 – CG (31 de Octubre de 2005)
	Peculado, Abuso de Autoridad. (C. Penal 377, 387)
	21,888

	94. Municipalidad Provincial de Melgar-Ayaviri
	RC 473–2005–CG (31 de octubre de 2005)
	Peculado, ejercicio ilegal de profesión (Código Penal 387, 363) 
	83,152

	95. Municipalidad Distrital de Majes-Caylloma  
	RC 471–2005–CG (28 de octubre de 2005)
	Asociación ilicita, colusión, peculado (Código Penal 317, 377, 381, 387)
	No precisa

	96. Municipalidad Distrital de Socabaya
	RC 470–2005–CG (27 de Octubre de 2005)
	Aprovechamiento indebido (contratos irregulares) (Código Penal 397) 
	29,178

	97. Municipalidad Distrital de Sama 
	RC 457–2005–CG (17 de octubre de 2005)
	Peculado (desembolsos sin autorización) (Código Penal 387) 
	87,264

	98. Municipalidad Distrital de La Victoria 
	RC 454–2005–CG (17 de octubre de 2005)
	Peculado, colusión y contra la fe pública 
	576,477

	99. Municipalidad Distrital de Socabaya
	RC 453–2005–CG (17 de octubre de 2005)
	Colusión y falsificación de documentos. (Código Penal 384 y 427)
	3,829

	100. Municipalidad Distrital de Ate
	RC 451–2005–CG (15 de octubre de 2005)
	Negociación incompatible y contra la fe pública (Código Penal 384, etc) 
	218,900

	101. Municipalidad Provincial de Padre Abad
	RC 448–2005–CG (14 de octubre de 2005)
	Falsedad ideológica, aprovechamiento ind. (Código Penal 376, 397) 
	376,397

	102. Municipalidad Distrital de Soyabaya
	RC 446–2005–CG (15 de octubre de 2005)
	Colusión, peculado (contratos irregulares) (Código Penal 317, 384, 387)
	No precisa

	103. Municipalidad Distrital de Santiago-Cusco
	RC 445–2005–CG (14 de octubre de 2005)
	Colusión, peculado (consumo irreg combustible) (Código Penal 384, 387) 
	No precisa

	104. Municipalidad Distrital de Pomalca 
	RC 441–2005–CG (14 de octubre de 2005)
	Obras irregulares (Código Civil Artículo 1321  
	28,426

	105. Municipalidad Provincial de Padre Abad 
	RC 439–2005–CG (13 de octubre de 2005)
	Aprovechamiento indebido, falsedad ideológica (Código Penal 397, 428) 
	60,000

	106. Municipalidad Provincial de Aymaraes 
	RC 438–2005–CG (6 de octubre de 2005)
	Ejecución de obras irregulares (Código Civil Art. 1321)
	43,268

	107. Municipalidad Distrital de Pativilca-Barranca
	RC 431–2005–CG (3 de octubre de 2005)
	Peculado (contratos irreg de ases. tributaria) (Código Penal 377, 384) 
	660,515

	108. Municipalidad Distrital de Ancón  
	RC 476–2005-CG (3 de noviembre del 2005)
	Malversación de fondos, uso irregular de préstamo (Código Penal 389)  
	530,000

	109. Municipalidad Provincial de Cangallo- Ayacucho  
	RC 487–2005–CG (11 de noviembre del 2005)
	Aprovechamiento indebido. Compra irreg. software. (Código Penal 397)
	No precisa

	110. Municipalidad Distrital de El Alto-Piura
	RC 488–2005–CG (11 de noviembre del 2005)
	Colusión y omisión. Contratos irregulares (Código Penal 384, 377) 
	8,330

	111. Municipalidad Distrital de Pomalca -La Libertad
	RC 499–2005–CG (28 de noviembre del 2005) 
	Aprovechamiento indebido. contratos irregulares (Código Penal 397)  
	19,478

	112.  Municipalidad Distrital de José Leonardo Ortiz
	RC–536–2005–CG (19 de diciembre del 2005)
	Colusión, compra irregular de vehículo. (Código Penal 384) 
	38,056

	113. Municipalidad Distrital de La Victoria 
	RC–523–2005– CG (12 de diciembre del 2005) 
	Concusión, colusión y peculado. (Código Penal 427, 384 y 387)
	204,511

	114. Municipalidad Distrital de Yanaquihua
	RC–521–2005–CG (12 de diciembre del 2005) 
	Colusión y peculado.  Irregular en VL (Código Penal 180, 384 y 387) 
	No precisa

	115. Municipalidad provincial de Utcubamba  
	RC 517–2005–CG (8 de diciembre del 2005)
	Peculado. Irregularidades en contrato de obras. (Código Penal)  
	139,433

	116. Municipalidad Provincial de Morropón 
	RC 516–2005–CG (8 de diciembre del 2005)
	Colusión y rehusamiento. Sobrevaluación de obras. (Código Penal 384) 
	129,863

	117. Municipalidad Distrital de Yanahuara
	RC 513–2005–CG (8 de diciembre del 2005)
	Colusión. Contratos irregulares. (Código Penal 384)  
	25,050

	118. Municipalidad de Pilluana-San Martin 
	RC  560–2005–CG (4 de enero del 2006)
	Pecul., malversación. Irregular en contratos y uso del Foncomun  
	No precisa

	119.  Municipalidad Distrital de Socabaya- Arequipa
	RC  550–2005–CG (30 de diciembre del  2005) 
	                Colusión, compras irregulares (Código Penal 384)  
	7, 469

	120. Municipalidad distrital de San Isidro
	RC 577–2005–CG (11 de enero del 2006)
	Peculado, falsedad Ideol. Viajes irregulares. (Código Penal 387, 428) 
	112, 714

	121.Municipalidad Provincial de Loreto 
	RC 576–2005–CG (11 de enero del 2006)
	Sobrevaluación de de obras. (Código Civil Art. 1321) 
	8,830

	122. Municipalidad distrital de San Isidro. 
	RC 572–2005–CG (8 de enero del 2006)
	Peculado. Viajes al exterior irregulares (Código Penal 387, 376)   
	14,605

	123. Municipalidad Distrital de Ate.
	RC 571–2005– CG (8 de enero del 2006)
	Malversación de fondos. (Código Penal 389)  
	989,142

	124. Municipalidad Distrital de Pimentel-Chiclayo.
	RC  569–2005–CG ( 8 de enero del 2006)
	Aprovechamiento indebido. (Código Penal 387, 428)  
	70,659

	125. Municipalidad Distrital de Ate-Vitarte.
	RC 568-2005–CG (8 de enero del 2005)
	Abuso de autoridad. (Código Penal 376)
	1´605,155

	126. Municipalidad Distrital de Bellavista-Cajamarca
	RC 567–2005–CG (7 de enero del 2006) 
	Uso irregular de cuentas corrientes. (Código Civil 1321)  
	255,547

	127. Municipalidad Provincial de Ascope.
	RC 566–2005–CG (7 de enero del 2006)
	Irregularidades en obras (Código Civil 1321)
	179,381

	128. Municipalidad Distrital de San Isidro.
	RC 565–2005–CG (7 de enero del 2006)
	Irregularidades en obras (Código Civil 1321)
	39,530


Fuente: Contraloría General de la República. 

                                                                                                          Capítulo III

¿CUÁNTO NOS CUESTA LA CORRUPCIÓN 

MUNICIPAL Y  EL  GASTO INEFICIENTE?

                                                          “El problema no es la corrupción sino la impunidad”.

                                                                                                                    Fernando Savater 

Los altos índices de tolerancia social de la corrupción se explican en gran medida por el hecho de que los ciudadanos no son conscientes de cuánto traba este fenómeno el progreso de la sociedad. La ausencia de información, entremezclada con la resignación ante la impunidad institucionalizada, construye un sutil velo en la conciencia de la gente que le impide reaccionar contra una de las causas principales de nuestro subdesarrollo. Y lo que es peor, no somos conscientes de la alta incidencia que tienen estos fenómenos en la atomización social y la crisis de valores.

Como bien dice el psicoanalista Saúl Peña:“La corrupción contamina la cultura, con el consiguiente deterioro de la calidad de vida”. “El traumatismo histórico, la cultura del crimen, la tortura y la corrupción dan lugar a una patología del lazo social” (
). Cuando en la vida social de las ciudades la gente es cada vez más permisiva de la irregularidad ante la ley, sus relaciones interpersonales también se degradan, allí donde priman las medias verdades, la hipocresía y el desdén por mirar y actuar con sentido crítico el accionar de la autoridad y la administración estatal. Con esos rasgos de patología social es imposible tener conciencia sobre cuánto le cuesta a la población la corrupción y cuánto retrasa su progreso material y cultural.                   

En este capítulo examinamos el impacto económico que tiene la corrupción sobre el desarrollo de las ciudades, matizando el análisis económico con una amplia casuística que muestra cómo se deteriora la administración pública local y el liderazgo vecinal frente a los operadores públicos y privados del dolo, mientras una minoría de dirigentes vecinales, aguerridas mujeres, regidores y trabajadores municipales tratan de poner freno a la corrupción. 

1. La pirámide del gasto ineficiente y la corrupción.  

El análisis económico nos lleva a la conclusión de que por cada S/. 100 que el gobierno local obtiene por transferencias públicas y recursos propios, por lo menos S/. 80 se pierden en operaciones ineficientes, actos de corrupción, falta de proyectos y obras no realizadas. Sólo S/. 20 se destinan con efectividad neta para proyectos de inversión, con el agravante de que ese gasto tiene creciente nivel de atomización, mientras los servicios de limpieza pública, mantenimiento de áreas verdes, parques y atención al público, etc., se mantienen en una precaria situación. Veamos ahora cómo se producen estas pérdidas en Lima urbana, en el interior del Perú y en los programas sociales: 

2. Índices de ineficiencia y corrupción en Lima urbana.  

Centrando nuestra atención en el caso de Lima y en las transferencias sociales que reciben 41 distritos -incluyendo el Cercado de Lima y la Municipalidad Metropolitana de Lima- observamos que durante este año 2006 la capital recibirá un total de S/. 430´275,947 a razón de S/. 61 soles  per cápita al año. 

Hemos tomado una muestra de 12 municipalidades ubicadas en los cuatro conos de Lima donde se encuentran en proyección los siguientes problemas en la ejecución de estos recursos, toda vez que no hay ningún indicador que nos señale que las 21 municipalidades distritales corregirán este año 2006 las deficiencias y los actos de corrupción que la Contraloría detectó durante los años 2005 y 2004. (Ver cuadro 5):   

1.1) En el caso de los recursos provenientes del Foncomun, canon, sobrecanon y rentas de aduanas encontramos una franja de ineficiencia que varía entre el 65% y el 80% de los recursos destinados a gastos corrientes. Sólo entre el 35% (en el mejor de los casos) y el 20% (en el peor ) se destinan a proyectos de inversión. De este porcentaje de inversión directa se deduce que entre el 10% al 20% se pierden en actos de corrupción como producto de sobrevaluación de obras, sobrevaluación de metrados y otras modalidades de corrupción detectadas por la Contraloría y las sociedades auditoras entre los años 2003, 2004 y 2005. En este caso, la cercanía de las cifras también confirma el informe emitido por el contralor general de la República, en junio del año 2004, en el sentido de que el 15% del presupuesto nacional se pierde en actos de corrupción.     

Por lo tanto, no sólo hay una franja de ineficiencia, sino otra de corrupción. Esto quiere decir que en términos efectivos por cada S/. 100 que reciben las municipalidades distritales de Lima, sólo un 20.35% en términos efectivos se destinan a obras y mejora en la calidad de los servicios.                                        
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Para determinar las pérdidas que se producen en las 12 municipalidades distritales de Lima Metropolitana, que reciben los mayores montos del Foncomun, hemos cruzado información con los reportes enviados al Ministerio de Economía y Finanzas (MEF), por parte de cada municipio, así como de la ejecución presupuestaria de sus oficinas de presupuesto y la información disponible de la Contraloría. 

Allí se ha podido observar qué cantidad de los recursos recibidos por esta transferencia se destinan realmente a realizar obras, mejorar la calidad de los servicios, el medio ambiente o el desarrollo de capacidades. Los resultados son realmente decepcionantes. Veamos a continuación en cada caso y en general la relación entre los gastos corrientes y los destinados a proyectos de inversión:            

                                                                  CUADRO 6

                                      Ejecución del Foncomun en 12 municipalidades distritales 

	Nombre de la municipalidad distrital
	Monto del Foncomun  año 2005
	Monto del Foncomun  año 2006
	Inversión neta en  proyectos de inversión

2005-2006
	Recursos  destinados a gastos

corrientes

2005-2006

	 Villa María del Triunfo
	S/.   9´690, 324
	 S/.  10´976,668
	 S/.  5´870,340
	 S/. 14´546,652

	 San Juan de Miraflores
	     10´988,888
	       12´492,608
	       5´094,100
	      18´387,396 

	Comas
	       8´941,701
	       10´018,978
	       5´645,333
	      13´265,346

	Chorrillos
	      7´366, 961
	       8’ 371, 546
	      4’ 300,278
	      11´488,229

	San Juan de Lurigancho
	    27´799, 222                        
	     28´288,733 
	     17´718.670 
	      38’369,285

	Ate–Vitarte
	    12´003, 269
	      13´640,078
	       8´866,754
	      16´776,593

	Villa El Salvador
	   10´311, 211
	      12´311,211
	       7´033,109
	      15´589,313

	Carabayllo
	     4´487, 949
	       5´099,942
	       3´637,618  
	        5´950,273

	Independencia
	     3´608, 640
	       4´100,727
	       2´797,233
	       4´912, 134

	San Martín de Porres 
	     7´445,032
	       8´460,263
	       4´366,200 
	      11´539, 095

	La Victoria
	     3´759,210
	       4´271,829
	       2´700,444
	        5´330,595

	Puente Piedra
	    8´584,883
	       9’755,548
	       5´144,556
	      13´195,875 

	TOTALES   PARCIALES
	114´987, 290
	   127´788,131
	     73´224´635
	     169´350,786

	TOTAL GENERAL  Y  %
	                       S/.  242´775,421  
	     30.16 %
	       69.74 %


      Fuente: Ministerio de Economía y Finanzas y las Oficinas de Presupuesto de las 12
                    municipalidades.  

A este gasto ineficiente que destina en promedio casi el 70% a gastos corrientes se agrega el hecho de que el 30.16% destinado a inversiones vuelve a disminuir por los casos de corrupción bajo las modalidades de sobrevaluación de los costos de las obras, sobrevaluación del metraje de las mismas y mala calidad en la ejecución por parte de los contratistas. Del mismo modo, en la ejecución del 70% de gastos corrientes también se encuentran casos de corrupción, lo cual eleva las pérdidas.   

Tomemos el caso de la Municipalidad de Ate-Vitarte. Durante el año 2005 este municipio recibió S/. 12´003, 269 por concepto del Foncomun y destinó sólo S/. 3´180,472 en 18 pequeños proyectos de inversión que constituyen sólo el 26.5% del total de ese recursos que debía ser destinado a obras en por lo menos un 70%. Nótese, además, la atomización de la inversión en pequeños proyectos. Lo más grave es que ese mismo año la Contraloría denunció, a través de su procurador, a esa municipalidad por haber realizado sobrevaluación de obras y contratos irregulares por más de S/. 546,000. En una situación parecida se encuentran las municipalidades de La Victoria, Puente Piedra, Chorrillos, entre otras, que reciben apreciables recursos por concepto del Foncomun.   

Desde otro ángulo también podemos apreciar el gasto ineficiente comparando el gasto en remuneraciones y contratos por la modalidad de servicios no personales con los niveles de inversión en obras en las municipalidades de Ate, Comas, San Juan de Miraflores, San Martín de Porres, San Juan de Lurigancho y la Municipalidad Provincial del Callao. (Ver cuadro 7). Podemos observar que durante el año 2005 la Municipalidad de Ate-Vitarte destinó S/. 26´764,868 para remuneraciones y contratos por servicios no personales, pero sólo dispuso recursos para obras por un monto de S/. 2´917,182. La Municipalidad de San Martín de Porres en el mismo año gastó S/. 24´947, 474 en gastos corrientes destinados a la burocracia y otros rubros, pero para obras sólo destinó la “ridícula” cantidad de S/. 849, 204. 

CUADRO 7

Asignaciones presupuestales para el año 2005 en seis municipalidades.
	Municipalidades
	Remuneraciones
	Servicios no personales
	Inversión neta
	PIA

	Ate
	S/. 19´368,039
	S/. 7´396,829
	S/. 2´917,182
	S/. 61´579,241

	Comas
	      10´855,753
	   3´150,000
	    3´782,425
	     40´663,636

	Prov. del Callao
	     39’109,895
	   4´750,890
	  16´252,200
	   105´459,829

	San Juan de Miraflores
	      8´987,905
	   3´025,628
	   4´780,100
	     30´904,233

	San Juan de Lurigancho
	   16´170,023
	   3´510,848
	  6´193,736
	      62´422,280

	San Martín de Porres
	   22´052,274
	  2´895,200
	       849,204
	  51´437,475


Fuente:  Ministerio de Economía y Finanzas.
                Gerencia de Planificación para el Desarrollo de SJL. 

1.2.) En el caso del Programa del Vaso de Leche nuestra investigación ha confirmado con creces un anterior estudio desarrollado en julio del año 2003 titulado “Las pérdidas en el camino”. Ese estudio efectuado por los economistas Lorena Alcázar, Roberto López  Calix y Erik Wachtenheim llegó a la conclusión, en el caso del Programa del Vaso de Leche, de “una fuga combinada efectiva del 71% entre el gobierno central y el beneficiario del Vaso de Leche”. 

En otras palabras, los beneficiarios directos del programa (niños entre 0 y 6 años, mujeres gestantes y madres lactantes) sólo reciben el 29% asignado”. Los autores mencionados señalan que el 97.33% de las pérdidas ocurridas por irregularidades se producían entre las municipalidades y los comités del Vaso de Leche (
). (Ver página 161). Por nuestra parte, una muestra realizada en las municipalidades distritales de San Martín de Porres, Ate, Comas, San Juan de Lurigancho y San Juan de Miraflores detectó que las pérdidas se generaban en las siguientes etapas del proceso de entrega de los insumos del Programa del Vaso de Leche:

- Pérdidas en la etapa de transferencia del Poder Ejecutivo a las municipalidades.- Hemos detectado una permanente contradicción entre el reporte que envían las municipalidades a través  de  padrones de  beneficiarios y  la  rendición contable de los gastos cada año. El desfase llega en algunos casos hasta el 20%, lo cual indica la existencia  de  beneficiarios  fantasmas  en  los  padrones  y  un  uso  irregular de los recursos. En muchos casos se justifican los gastos en movilidad, gastos de personal o mantenimiento de almacenes que no tienen adecuada justificación en documentos. Por ejemplo, en el caso del reempadronamiento realizado por la Municipalidad de San Juan de Lurigancho en el año 2004, en el primer reporte se encontró un total de 74,000 empadronados cuando en realidad el Ministerio de Economía y Finanzas enviaba recursos para 128,000 empadronados.          

- Fugas en la etapa de licitación o adquisiciones directas producto de “situaciones de urgencia”.- En este caso la atomización de las compras en 43 municipalidades encarecen el producto, tanto por las compras sin licitación o por el sobreprecio que los comités aceptan en los concursos para favorecer a las empresas y obtener una “comisión”. Cuando los concejos municipales acuerdan “situaciones de urgencia” crean las condiciones para que las compras por la modalidad de adquisiciones de menor cuantía eleven excesivamente el precio por cada unidad de medida. Cuando se desarrollan los procesos de licitación sin adecuados mecanismos de transparencia también se eleva el precio por unidad. 

En una muestra de nueve municipalidades distritales de Lima encontramos que los precios de cada tarro de leche evaporada fluctúan entre S/. 1.55 (Ate-Vitarte) o S/ 1.76 (Comas y San Juan de Lurigancho). La diferencia de S/. 0.20 o S/. 0.25 inciden en pérdidas notables. En otros casos se utilizan los recursos del Programa del Vaso de Leche para otros rubros, lo cual constituye malversación de fondos.         

- Pérdidas en la etapa de almacenamiento y la distribución a cada centro de acopio.- Las pérdidas se originan por las malas condiciones de almacenamiento y la falta de seguridad que provoca robos constantes sin que nadie sea sancionado. Por ejemplo, en el caso de San Juan de Lurigancho en menos de cinco años se han producido dos robos -en el primer caso 14 toneladas de leche en polvo (1999) y en el segundo 946 cajas con tarros de leche evaporada- sin que a la fecha se hayan encontrado responsables. La Contraloría General de la República, en un examen especial desarrollado en enero del año 2004, detectó que la hojuela de quinua se deterioraba por las malas condiciones de almacenamiento y porque el personal de la empresa NIISA Corporation había manipulado la hojuela sin guantes y en condiciones antihigiénicas (
).             

 - Pérdidas en la distribución de cada centro de acopio a los pueblos y beneficiarios.- En esta etapa es donde se producen las mayores pérdidas y que son más difíciles de detectar, dada la alta complicidad de las dirigentas y beneficiarias para “tapar” las irregularidades cometidas. Se adulteran los padrones y cuadernos de control para quedarse con una cantidad de insumos vendida más delante de manera informal a un precio más bajo que el mercado; no se preparan los insumos en un lugar determinado para una manzana o pueblo; una buena cantidad de insumos se queda en poder de un grupo de dirigentas. Por ejemplo, se utiliza la negativa de entregar las raciones como un mecanismo de chantaje para maniatar a las beneficiarias y dirigentas que son críticas a estas fugas. Después nadie sabe a dónde fueron a parar las raciones de leche evaporada y hojuela de quinua retenida. 

Estos índices de gasto ineficiente y corrupción de mayor y menor cuantía permitirá lamentablemente que durante este año 2006 -de no mediar una rectificación de los propios hallazgos encontrados por la Contraloría- de los S/. 430´275,947 que recibirá Lima Metropolitana por transferencias de diversos conceptos durante el año 2006, por lo menos S/. 305´495,922 se perderán en gasto ineficiente, actos de corrupción, obras de mala calidad o de poco impacto social en los sectores más necesitados.  

Es decir, no sólo son pocos los recursos que reciben los gobiernos locales, sino de lo poco que se recibe las pérdidas fluctúan entre el 65% y  85%. Los índices son de mayor o menor impacto en cada distrito, según la tolerancia en los actos dolosos o la ausencia de controles. En el gráfico siguiente utilizamos lo que hemos denominado “la pirámide de la ineficiencia y la corrupción” para ver qué tan grave es esta situación en cada distrito. Obviamente en todos los casos el factor “pérdidas por gasto ineficiente” es siempre mayor que el factor “pérdidas por actos de corrupción” y viceversa:
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3. Recursos no utilizados por ausencia de proyectos.

Otra cara de la ineficiencia se muestra en el hecho de que, en enero del año 2006, existían   S/. 1,619 millones que no habían sido utilizados por los gobiernos locales (
)  -especialmente del interior del país- y que provienen del canon minero y petrolero. Estos fondos seguían depositados en el Banco de la Nación, pero aún no son utilizados por falta de proyectos de inversión viables.

En la fecha mencionada, 402 municipios del país disponían de exactamente S/. 1,366 millones esperando ser ejecutados en proyectos de inversión. Por ejemplo, el distrito de Echarate del Cusco tiene la nada despreciable suma de S/. 61 millones que no han utilizado; el municipio de Cajamarca tiene más de S/. 48 millones, mientras que Ilabaya (Tacna) sobrepasa los S/. 48 millones sin ser utilizados.


Los gobiernos regionales acumulan S/. 253 millones que invirtieron en favor de sus poblaciones. Una de las regiones que tiene más dinero guardado y sin invertir es Cusco (S/. 71 millones), seguida por Cajamarca, cuya cifra alcanza los S/. 34 millones. La región más pobre del Perú (Huancavelica) tiene S/. 18 millones que no han  sido utilizados; Tacna S/. 39 millones, entre otras. Según el MEF, los gobiernos regionales y municipalidades beneficiados recibieron en el 2005 más de S/. 654 millones por canon minero y más de S/. 500 millones por canon petrolero. 

Alrededor del 10% de los recursos económicos transferidos por el Estado a los gobiernos regionales y locales se dejó de invertir en los últimos años, debido a la falta de capacidad administrativa de estos y a la falta de proyectos. A ello debemos añadir los recursos no utilizados que los gobiernos locales reciben por parte de las empresas mineras a través del canon (
). Veamos los dos ejemplos:

MUNICIPALIDAD DE TORATA, en Moquegua, cuenta con no más de 3,800 habitantes.  En el 2005 recibió S/. 20 millones y no supo en qué invertir. 

MUNICIPALIDAD DE SAN MARCOS, en Ancash, cuenta con 20,000 habitantes. En el año 2005 recibió S/. 80 millones del canon de Antamina, pero no supo en qué invertir.    

4.  Ausencia de “economías de escala”. 

Esta lamentable realidad del gasto local otra vez nos retrotrae a las malas leyes como causal de la corrupción y el gasto ineficiente. Dichas normas en lugar de promover compras municipales o contratos a gran escala para abaratar costos, tiempos y gastos administrativos terminan por atomizar estas operaciones en 43 distritos, cuando en realidad se podría volver, en Lima Metropolitana -o quizás en todo el país-  a realizar una sola licitación para que dos o tres empresas se encarguen de proveer los insumos para el Vaso de Leche en toda la capital y el país. En ese caso, las propias empresas privadas ganadoras de la buena pro podrían complementar su labor en la medida en que difícilmente una sola empresa podría abastecer todos los distritos. En lugar de una perversa competencia de disputa de 43 pequeñas licitaciones, cada empresa se ocuparía de 12 o 18 distritos, según el puntaje obtenido en cada licitación a gran escala.      

De la misma manera, si el íntegro del Foncomun fuera administrado por Invermet, paralelamente a una democratización en la aprobación del presupuesto metropolitano, para toda la ciudad con la participación de los 43 alcaldes y la sociedad civil, es evidente que se evitarían numerosas pérdidas en gastos corrientes, burocracia y bienes que nada tienen que ver con el desarrollo de la ciudad y todos los distritos de Lima. Imaginamos que una situación similar debe ocurrir en muchas regiones y provincias, allí donde muchas veces los distritos no tienen ni siquiera proyectos donde invertir con los recursos del Foncomun y el canon. 

Llegamos, pues, nuevamente a la conclusión de cuán nefastas fueron las leyes emitidas durante el gobierno de Alberto Fujimori, so pretexto de transferir directamente a los distritos los recursos del Foncomun, del Vaso de Leche o los parques zonales. En verdad irónicamente esas medidas sólo han logrado la expansión de la corrupción, la atomización del gasto público en la ciudad y la creación de múltiples clientelas que deforman los propósitos de la inversión social. En algunos casos sólo se ha logrado “democratizar la coima y la prebenda”. 

5. La imprescindible categorización de las municipalidades. 

A diferencia de México, Venezuela o Colombia, la nueva ley municipal no dio en el año 2003 el salto en clasificar las municipalidades de acuerdo a su tamaño poblacional para focalizar mejor el gasto, definir competencias, precisar formas de gobierno y en consecuencia crear mecanismos de control eficaces de acuerdo a sus realidades específicas. Este es un factor que también incide en crear un vacío institucional que da cabida al gasto ineficiente y la corruptela. 

Esta concepción uniformista de la ley municipal no permite encarar con realismo otros problemas que afectan al vecindario, tal como ocurre con el tema de la ratificación por los concejos provinciales de las ordenanzas sobre tributos y tasas que aprueban los distritos. En cambio una visión multiforme del sistema municipal permitiría superar el reglamentarismo, por el mismo hecho de que a cada escala de municipalidades le correspondería una forma particular de elaboración de los costos administrativos para imponer arbitrios y tasas.    

Es imprescindible pasar de un modelo homogéneo a uno de carácter multiforme a partir de la realidad diversa del Perú, tal como lo propone Paula Muñoz Chirinos (
). En este caso la Ley Orgánica de Municipalidades requiere de un capítulo especial en este aspecto.    

En otros países existe una categoría de municipalidades según el tamaño de población en más de 500 mil habitantes, 100 mil, 20 mil y menos de 5 mil. A cada escala poblacional le corresponde una forma de gobierno, competencias y una forma específica de control en el marco de un sistema único municipal y de control nacional. En el caso que ocupará este libro más adelante, esta categorización permitirá que aquellas municipalidades con más de 250 mil habitantes tengan necesidad de contar con una Contraloría Municipal a nivel provincial, pero en el marco normativo nacional de control. Ese cambio institucional no sólo permitiría que los órganos de control actúen de acuerdo a la realidad de cada provincia, sino también podrían diseñar estrategias de prevención eficaces, así como la permanente capacitación de los funcionarios. 

 6. Circunscripciones muy grandes impiden eficiencia de inversión, servicios y control.

La ineficiencia en el uso de los recursos a nivel local tiene también como una de sus causas el tamaño de las unidades territoriales donde actúa determinados gobiernos locales cuya extensión sobrepasa los 130 km2 y una población de más de 250 mil pobladores. Esta situación se agrava por las diferencias en el desarrollo urbano, entre áreas consolidadas, semirústicas y en proceso de consolidación. Por ejemplo, en distritos como San Juan de Lurigancho, Comas o San Juan de Miraflores es casi imposible establecer un servicio de limpieza pública eficiente y con óptimos niveles de control de calidad.

Del mismo modo, en unidades territoriales con alto nivel de concentración poblacional como ocurre en el caso de San Juan de Lurigancho -con cerca de un millón de habitantes- es imposible generar un sistema de participación con eficaces mecanismos de control en la ejecución del presupuesto municipal. 

En cambio, en unidades territoriales con menos de 100 mil habitantes sí se pueden tener municipalidades más cerca de la gente. El ejemplo más claro fue la creación del distrito de Los Olivos, cuyo territorio antes pertenecía a la Municipalidad de San Martín de Porres. Se podría decir incluso que la creación del distrito de Los Olivos en el año 1989 fue casi decisivo para el despunte actual del cono norte en la ciudad de Lima.             

Sin embargo, no sólo se trata de subdividir un distrito en dos o tres, sino que paralelamente deben crearse mecanismos de integración entre conos como ya está planteado en Lima Metropolitana, Arequipa, Cusco y otras ciudades. En la capital del Perú está ya planteada la necesidad de un replanteamiento total del régimen político, entre otras cosas por su extremado crecimiento vertical. A estas alturas Lima Metropolitana necesita de un estatuto propio, típico de una gran ciudad de la dimensión de una megalópolis del nivel de grandes ciudades como Madrid, México o Río de Janeiro.                                         

Caso

LA IRREGULAR CONCESIÓN DE LA COSTA VERDE EN BARRANCO (
)

 

En el verano de este año 2006, los medios de comunicación se ocuparon reiteradamente de un intento de privatización de una porción de las playas de Barranco. Ya desde los últimos meses del  2005 la tensión empezó a crecer entre los vecinos y el alcalde hasta llegar a tratarse en el Congreso, la Contraloría y el Ministerio Público. Todo indica que en la referida acción existen indicios de responsabilidad penal y administrativa del alcalde de Barranco, Martín del Pomar, por la presunta comisión de diversas irregularidades en la concesión de dos áreas de terreno en la Costa Verde a favor de dos empresas privadas para la construcción de áreas de esparcimiento.

El alcalde barranquino, en complicidad con la secretaria general de la municipalidad, Sandra Boza Pomar, habría cometido el delito de falsificación de un documento público al haber alterado un acuerdo de concejo; y el delito de negociación incompatible al haber suscrito el contrato de concesión reduciendo el monto de la contraprestación en US$ 360 mil en perjuicio de la municipalidad. Los delitos señalados están tipificados en los artículos 427 y 399 del Código Penal, y sus autores podrían recibir penas privativas de su libertad hasta por seis años.

Las irregularidades se refieren a la concesión de una franja de terreno considerada intangible en la Costa Verde para la construcción del complejo deportivo Sport Point y del complejo turístico Barranquito, concesión que debería ser declarada nula por haber sido otorgada sin cumplir los requisitos legales. Dicha concesión contraviene las normas legales que reservan la zona de playa como de propiedad inalienable e imprescriptible del Estado y prohíbe en ella todo tipo de edificaciones o instalaciones que restrinjan su uso público. Por estas mismas razones habría responsabilidad administrativa de los miembros de la Autoridad del Proyecto Costa Verde (APCV) por no haberse pronunciado ni haber iniciado las acciones correspondientes para velar por la integridad de la ribera. Además tendría responsabilidad administrativa el gerente de desarrollo urbano de la Municipalidad de Barranco por el otorgamiento de la licencia de construcción sin la previa inspección técnica de detalle por el Instituto de Defensa Civil, ni la autorización de la Dirección de Capitanías y Puertos (Dicapi).

Es igualmente ilegal la inscripción en los Registros Públicos de la referida franja de terreno como de propiedad de la municipalidad. Por ello es necesario que la Superintendencia rectifique la partida de inscripción, determinando las responsabilidades a que hubiera lugar y al mismo tiempo iniciar las acciones destinadas a culminar el proceso de inscripción de la propiedad de la Costa Verde a las municipalidades distritales correspondientes. También existe responsabilidad penal y civil por la copia o falsificación de los supuestos Estudios de Impacto Ambiental (EIA) presentados por el municipio. 

La municipalidad tampoco ha acreditado los proyectos Núcleo Turístico Mar Ana María y playa Las Sombrillas para que cuenten con los EIA; y en el caso del complejo deportivo Sport Point y el complejo turístico Barranquito sostiene que se trata de documentos plagiados que contienen “similitudes”, “tachaduras” y “borrones”, lo que manifiesta negligencia por parte de la autoridad edil.

                                                                                                        Capítulo IV

                                                                               La ciudad de San Juan de Lurigancho: 

   ENTRE  EL  ESPÍRITU  EMPRENDEDOR  Y  

LA CULTURA  DEL  DOLO

“Culturalmente la corrupción en el Perú ha estado relacionada con el desarrollo de una “cultura de la viveza” donde se valora a quien sabe aprovecharse de los “tontos” que creen en las normas y las respetan, lo cual está acompañado de la creencia, producto de casos de impunidad, que en la vida no triunfa el honrado sino el vivo. La cultura de la viveza conlleva una combinación de agilidad y oportunismo de decisiones con el cálculo racional y muchas veces planificado de ventajas a conseguir”. 

                                                                                                                                      Mario Olivera Prado (
) 

Cuando uno camina a lo largo y ancho del distrito de San Juan de Lurigancho observa cómo se convierte poco a poco en un escenario de agudos contrastes y variados matices. Mirando la ciudad con curiosidad por lo que hace su gente se aprecia con admiración muchos lugares con sorprendente espíritu emprendedor y creatividad para labrarse un camino de progreso. Sin embargo, ese espíritu emprendedor convive con el desorden, la informalidad y muy poca estética en el diseño urbano de sus calles y avenidas. Nosotros mismos, los que vivimos en este distrito desde hace varios años, nos impresionamos por esa existencia dual de una población de cerca de un millón de habitantes. Conviven a diario la laboriosidad de la mayoría de su gente con los altos índices de delincuencia, pobreza, contaminación ambiental y carencia de áreas verdes.    

San Juan de Lurigancho es como una fragua. Un lugar de intensa actividad, en medio de los riesgos que significa vivir en una ciudad donde el 80% de su población vino a vivir aquí luego de realizar invasiones, urbanizaciones y cooperativas de vivienda, abandonadas a su suerte o a mitad de su habilitación urbana, instalando diversos tipos de negocios y talleres en un distrito con una zonificación urbana obsoleta que data de hace 25 años y que fue hecha para habitar unos 150 mil pobladores.  Uno de esos contrastes es la Municipalidad de San Juan de Lurigancho donde, por circunstancias imprevistas, llegué a trabajar a inicios de la década de los 90 durante la gestión del alcalde Pedro Zazzali Peña. Allí uno se desconcierta por el culto a la ilegalidad que impera en esta comuna que fue fundada en 1967, cuando por ley de la República, San Juan de Lurigancho quedó conformado como distrito. 

El propio hecho de que la mayoría de los pobladores de este distrito haya obtenido una vivienda o un pequeño negocio al margen de la ley -o muchas veces contra ella- hace que le importe muy poco lo que ocurre en su gobierno local. Hay un velo que le impide valorar cuánto le cuesta la corrupción en su vida cotidiana y cuánto mejor hubiera sido el impacto de la obra municipal si en este distrito existiese una sociedad vigilante de lo que hace y deja de hacer la autoridad municipal. 

De alguna manera, a diferencia de Villa El Salvador (una ciudad que surge de una “invasión planificada” y organizada por el propio Estado), el grado de indiferencia de la mayoría de los pobladores de San Juan de Lurigancho es directamente proporcional al grado de corrupción que ha venido creciendo en los últimos 15 años. En cambio, la Municipalidad de Villa El Salvador tiene como soporte su organización comunal.       

La estrecha relación entre ciudadanos y pobladores que ocurren en otros lugares del Perú y de las democracias avanzadas en el mundo no se produce en San Juan de Lurigancho por estos años. No ocurre esa rica relación que admira el politólogo francés Alexis de Tocqueville comentando sobre los orígenes de la vida municipal en América cuando dice: “Es en el municipio, en el centro de las relaciones ordinarias de la vida, donde vienen a concentrarse el deseo de estima, la necesidad de intereses reales, la afición al poder y al ruido; esas pasiones, que turban tan frecuentemente a la sociedad, cambian de carácter cuando pueden ejercerse tan cerca del hogar doméstico y, en cierta manera, en el seno de la familia”(
).

El problema es que la corrupción en esta municipalidad es anterior al ejercicio democrático de sus pobladores para elegir sus alcaldes. El distrito se crea en el año 1967. Entre los años 1970 y 1980  todos sus alcaldes son elegidos a dedo por la dictadura militar. He aquí la relación: El doctor Luis Suárez Cáceres (1970–1971); doctor Juan Sánchez Quintanilla (1971–1973); doctor Juan Cayo Muñoz (1973); doctor Crisólogo Linares Gonzales (1974–1975); señor César Ballón Moreano (1976–1978); señor Luis Romero Torres (1979) y el señor Raúl Ramírez Jananpa (1980).  

Durante estos 10 años los mandatos de los alcaldes no duran ni dos años cada uno y es evidente que la naciente burocracia municipal es designada mediante mecanismos de compadrazgo, favores, prebendas y por una autoridad que nadie controla. 

El primer alcalde electo Ricardo Reyes Dioses recién inicia sus funciones en el año 1981 con una legislación municipal totalmente obsoleta vigente desde el año 1892. En este caso, ni en los orígenes del municipio con autoridades elegidas a dedo, ni en aquellas surgidas por mandato popular funciona un régimen meritocrático para nombrar a sus funcionarios, empleados y obreros bajo el mecanismo de concurso público. Históricamente allí se originan las raíces de una burocracia que tolera la “corrupción sistemático–administrativa” y que luego va a devenir en la década de los 90 en una “corrupción sistémica”. 

En los últimos 20 años se ha producido una extendida corrupción en el gobierno local que compromete a su propio entorno social. Así, la Contraloría General de la República del Perú, la Oficina de Auditoría Interna de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho, diversos informes periodísticos y 122 denuncias penales y civiles que se encuentran en diversas instancias del Ministerio Público y el Poder Judicial, indican que la corporación edil se ubica entre las 10 municipalidades con mayores casos de corrupción entre las 2,100 municipalidades existentes en el territorio nacional. 

Para mayor ilustración presentamos un cuadro donde se puede observar el fuerte impacto social de la corrupción, la cual impide que gran parte de los recursos destinados a la Municipalidad de San Juan de Lurigancho se destine a los sectores más necesitados. Como muestra, en el cuadro 11 se exponen 12 casos de un total de 63 detectados en documentos oficiales correspondientes a gestiones municipales que datan de los años 1995 al 2005:

Como se puede observar en el cuadro 11, el impacto negativo de las irregularidades en los años indicados actúa directamente sobre la calidad del gasto dirigido sobre todo a los sectores de más bajos recursos. Como dato adicional nótese, además, que la municipalidad de este distrito recibió entre los años 2000 y 2005 los montos más altos en dos programas nacionales designados a revertir la pobreza.  Sin embargo, el aumento de las transferencias del Poder Ejecutivo a las municipalidades distritales para fines de inversión social fue inversamente proporcional al aumento de los casos de corrupción. (Ver cuadro 10): 

[image: image5.jpg]CUADRO 10
TRANSFERENCIAS RECIBIDAS DEL PODER EJECUTIVO PARA
REVERTIR LA POBREZA EN SJL ENTRE 1994 Y EL 2006

(En soles)
T
Vaso de Leche

(" 1994 S/. 9°084,000 )
1995 12°114,000
1996 137546,200
1997 16°261,506 S/. 97 899,124
2000 20, 468,368 10" 330,000
2001 19, 395,320 10" 450,000
2002 18, 369,023 10" 520,000
2003 21, 636 907 10" 550,000
2004 29, 473,830 10" 588,341
2005 27°799, 251 10" 588,341
2006 28" 288,733 10" 588,341
Total S/.216°437, 138 S/. 83'514,147

\_ Total General: S/. 299°951,285 Y,

Fuente: Ministerio de Economia y Finanzas.




Esta importante inversión del Estado es muy baja para la real demanda de un programa social, sin embargo, tampoco los indicadores de la pobreza en general y la pobreza extrema en particular no se han modificado sustantivamente durante los últimos años, como lo hemos expresado anteriormente. Por cada S/. 10 que el Estado destinó a programas sociales en San Juan de Lurigancho, por lo menos S/. 7 se perdieron en actos de corrupción o no cumplieron su objetivo por las deficiencias detectadas.          

Una prueba de que la corrupción es un fenómeno sistémico en muchas municipalidades y dependencias estatales en el Perú, en la dimensión que lo precisa el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) por intermedio del investigador Claudio Orrego Larraín, citado en varios capítulos de este libro, es que en el caso de San Juan de Lurigancho se registran interminablemente numerosos casos que datan de décadas anteriores, tal como ocurrió incluso con los alcaldes  designados  por  los  gobiernos  de  facto  entre  los  años  1967 y  1980. 

Así ocurrió con los alcaldes Luis Suárez Cáceres (1970–1971) y Crisólogo Linares Gonzales (1974–1975), quienes tuvieron que ser destituidos por el Ministerio del Interior de la época al haber cometido diversas irregularidades que fueron probadas por vecinos y el Ministerio Público. 

Los reportes de entonces registran cómo a mediados del año 1971 se forma un comité cívico en el novísimo distrito que prueba documentadamente al Ministerio del Interior la malversación de fondos del orden de S/. 700 mil. El alcalde Luis Suárez y sus funcionarios habían dispuesto el uso irregular de partidas presupuestales que estaban destinadas para hacer obras. La movilización de los pobladores al ministerio competente de la época terminó con una resolución publicada en El Peruano destituyendo como autoridad al ex arquero de la selección nacional de fútbol.                  

Sin embargo, nunca las dependencias estatales encargadas de impartir justicia y realizar el control del gasto impartieron un castigo o pena ejemplar. Todo esto configura una impunidad crónica en el Estado en el ámbito local.  

1. El entorno social de la corrupción en San Juan de Lurigancho.

Hay otras facetas que crean un entorno crítico para la reproducción de otras expresiones negativas en la sociedad de este distrito y que configuran una acentuada anomia social de la población para hacer frente a problemas graves que se presentan en la vida cotidiana como la corrupción estatal, la inseguridad ciudadana, el desorden urbano o la informalidad en los negocios y el comercio. Es el caso de la prostitución, las pandillas juveniles y discotecas clandestinas: Según informes de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho y la Policía Nacional, en este distrito, en el año 2004, funcionaban 50 prostíbulos informales, se movilizaban por calles peligrosas 29 pandillas juveniles y funcionaban 40 discotecas clandestinas o informales.  

Desde el año 1994 hasta el año 2005, en las “estadísticas de criminalidad” del Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI), el primer lugar lo ocupa el distrito de La Victoria, en segundo lugar está San Juan de Lurigancho con los índices de delincuencia (asaltos contra el patrimonio, atentados contra la salud y el tercer lugar lo ocupa el distrito del Cercado de Lima.  

Como es lógico deducir, el gobierno local no sólo puede tener autoridad moral para revertir estos índices de delincuencia, sino que se ubica en un entorno muy permisible para la violación de la ley. Menos aún puede desarrollar una estrategia de difusión de valores cuando es la primera dependencia del Estado en dar el mal ejemplo. 

Entre los años 1985 y 2001, tres alcaldes electos por la población terminaron encarcelados por casos de corrupción investigados por el Ministerio Público (Pedro Zazzali en el año 1993, Óscar Venegas en el año 1997 y Ricardo Chiroque el año 2000). 

A muy pocas cuadras de la municipalidad funciona la UGEL, la dependencia encargada de dirigir administrativamente más de un centenar de colegios estatales del distrito. En esa dependencia existen cerca de 120 procesos administrativos por acoso sexual, tráfico de notas, profesores fantasmas, entre otras irregularidades, sin que exista una estrategia de moralización desde el Ministerio de Educación. 

Del mismo modo, las precarias condiciones en las que funcionan las sedes del Ministerio Público y los Juzgados Mixtos del distrito, así como la influencia que ejerce el poder local sobre ellos para neutralizar cualquier denuncia contra la corrupción, configuran pues un entorno social e institucional donde la corrupción y la impunidad marcan la vida de las dependencias estatales de San Juan de Lurigancho.                             

2. Las causas de la corrupción en San Juan de Lurigancho.

Del comportamiento de la autoridad municipal y diversos hallazgos, denuncias, procesos judiciales y procesos administrativos se pueden señalar los siguientes factores que originaron la extendida corrupción en San Juan de Lurigancho:     

2.1. Factores sociopolíticos. 

La corrupción se extiende por la ausencia de una sociedad vigilante del uso de los fondos públicos y el accionar administrativo de la autoridad. La ausencia de integración social, organización vecinal fuerte y ejercicio de los derechos ciudadanos crean una actitud pasiva de la mayoría de la población frente a la extendida corrupción que ocurre en la municipalidad y otras dependencias estatales. Según diversas encuestas de opinión está muy arraigada en amplios sectores de la opinión aquel sentido común que dice “no importa que la autoridad robe, lo importante es que haga obras”. Por ello es crucial revertir esta expresión de la anomia social porque ninguna acción política que pretenda crear un sistema de transparencia estatal será exitosa si no se crea desde una ciudadanía crítica y vigilante en el manejo de los asuntos públicos, sobre todo cuando los sectores pobres no conocen o no son conscientes de cuánto les perjudica la corrupción.
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Empresa Recojo S.A.

Empresa Tour Car S.A.

Empresa INNTEC S.A.

1) Cami6n Compactadora de Placa X06893 del afio 2004
Se encuentra embargado por la Sunat segun Orden del Juez.
Tiene deuda de 150,000 soles con la Sunat.
2)Automévil Sedan (Toyota) Placa FO8554, afio 1994, sin
afectaciones.
3)Automévil Sedan (Toyota) PlacaA05213, afio 1992, sin
afectaciones.
4)Camion Baranda, Placa X06591, afi0 2003. Se encuentra
embargado por juez, por deuda con Latina Seguros y Reaseguros
por unmonto de $41,000 dolares.
5) Camién Recolector, Placa X0 3616 del afio 2000. Se encuentra
embargado como “Prenda Convencional” por deuda con
Latina Seguros y Reaseguros S.A. por una deuda de $ 165,000
Dolares.
6) Camion Baranda, Placa X05062, del afio 2002. Se encuentra
Embargado como *Prenda” por una deuda conla Sunat por un
monto de 17,595 soles
7) Camion Compactadora, Placa X01729, del afio 2000. Se
encuentra embargado como “Prenda Convencional” por deuda
con Leasing Total por deuda de Tour Car, por un monto de
$40,000 ddlares.
8) Camion Compactadora, Placa X01728, del afio 2000, se encuentra
embargado como “Prenda Convencional” por deuda con Sul
América Compaiiia de Seguros S.A.
9) Camién Recolector, Placa X03617, del afio 2000. Se encuentra
embargado como "Prenda Convencional” con Sul América de
Seguros S.A. por un monto de $165,000 ddlares.





Fuente: Oficina de Auditoría y Procuraduría de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho. 
                Contraloría General de la Republica. 

               Comisión Anticorrupción creada por Acuerdo de Concejo Nº 017 del año 2003.

En el distrito no tenemos partidos políticos que en sus agendas de trabajo tengan como prioridad el tema anticorrupción. Los grupos políticos y la clase política nacional o distrital no sólo toleran, sino que son condescendientes con la corrupción. La expectativa de ascenso al gobierno local expresa más un mecanismo de ascenso social y arribismo, en parte -por ejemplo- por el alto valor de las dietas de los regidores, el sueldo del alcalde y su capacidad de influir y beneficiarse de las licitaciones públicas y de las diversas modalidades de contratación que permite el Estado.     

La situación y los problemas descritos operan en un escenario donde la calidad del liderazgo vecinal y el político dejan mucho que desear, como se hace evidente en todo el escenario peruano. 

Luego de revisar los programas de gobierno de todos o casi todos los partidos políticos que actúan en el distrito, estos no tienen como prioridad en sus agendas futuras de llegar al gobierno municipal el tema de combate a la corrupción municipal. En la práctica predomina en el liderazgo vecinal y político lo que denominamos “la lógica obrista”, es decir, la oferta para hacer obras, pero no la oferta de realizar una reforma institucional para disminuir los enormes sobrecostos de la morosidad administrativa, los pésimos servicios y la corrupción del distrito de San Juan de Lurigancho. Obviamente, en las campañas electorales y en la formación de los cuadros la dimensión ética ocupa el enésimo lugar.   

2.2. Factores jurídico-institucionales.

1) La frondosa y confusa legislación estatal y municipal origina diversos sobrecostos, trámites, mecanismos de evasión  y que son el punto de partida para el nacimiento de diversas modalidades de corrupción. En ese laberinto legal es donde nace, crece y se reproduce la corrupción. Tres ejemplos concretos ilustran este problema: 

a.  La Ley de Contratación y Adquisiciones del Estado es confusa y contiene un articulado que se presta para la evasión de los mecanismos transparentes y competitivos al momento de realizar contratos, concesiones y compras por parte del Estado.  

b.  La obtención de las licencias de funcionamiento para instalar un negocio tarda hasta 180 días o un año, mientras en la Municipalidad de San Borja una licencia definitiva se puede obtener en tres días. En cambio, en San Juan de Lurigancho la obtención de una licencia de funcionamiento definitiva tarda 180 días y a un costo total de S/. 3 mil. (Ver gráfico en la página 132).  

c. El Programa del Vaso de Leche al ser un subsidio indirecto permite, por ley, excesivos procesos burocráticos, de licitación y distribución de los insumos del Vaso de Leche, que al final son atractivas para la corrupción y la elevación de los costos del insumo. Por ejemplo, el año 2004 mientras que en la Municipalidad de Ate-Vitarte una lata de leche evaporada se vendía en S/. 1.55, en San Juan de Lurigancho se vendía a S/. 1.76. Por esa excesiva diferencia el municipio impidió que 450 mil latas adicionales de leche al año lleguen a los niños más pobres. (Ver siguiente cuadro).

                                                                             CUADRO 12

Precios de insumos del Vaso de Leche en tres distritos del Perú  (año 2004)

	Distrito
	Precio por unidad de   leche (en soles)
	Empresa o institución proveedora

	San Juan de Lurigancho
	S/. 1.78 (leche evaporada en lata)
	NIISA Corporation

	Ate-Vitarte
	S/. 1.55  (leche evaporada en lata)
	CORLAC S.A.

	Taraco-Puno
	S/. 0.70 (litro de leche fresca)
	Ganaderos del lugar.


           Fuente: Consucode,  Foncodes, oficinas de logística de las municipalidades de     

                          Ate-Vitarte y San Juan de Lurigancho.

2) La corrupción crece porque no funcionan los organismos constitucionales de control, supervisión y justicia del Estado. La impunidad del delito y de las autoridades o funcionarios comprometidos en irregularidades en la ejecución de los fondos públicos crece porque hay tres instancias del Estado que no cumplen su labor: La Contraloría y la oficina de auditoría no realizan una acción concurrente o preventiva oportuna que evite el delito o suspenda un acto administrativo inmediatamente. Los fiscales tardan en promedio de ocho meses para descubrir si hay indicios de irregularidades y enviar sus atestados policiales a los juzgados. Los jueces tardan un promedio de dos años para dictar sentencia. En consecuencia, los actores comprometidos en actos de corrupción apelan a las estrategias de prescripción para evitar el castigo de la justicia. Todo esto configura una situación de impunidad crónica que se refleja en el hecho de que durante los últimos ocho años se han acumulado 62 casos de corrupción debidamente fundamentados sin que exista hasta ahora ninguna sentencia condenatoria ejemplar.

3) No se cumplen las normas que obligan a rendir cuentas, promover la participación y practicar la transparencia municipal. Lo paradójico de esta situación es que el fenómeno de la corrupción en San Juan de Lurigancho se da en un contexto legal donde la legislación contiene cerca de 16 mecanismos y/o derechos de participación, control ciudadano, rendición de cuentas y transparencia municipal. Esta lógica participativa formal de control en la ley aún no funciona por tres razones fundamentales: 

i)  Los ciudadanos no conocen estos derechos. 

ii) El Concejo Municipal no ha reglamentado esas normas a través de ordenanzas 

     para que puedan ejecutarse. 

iii) Los organismos de control estatal no exigen su cumplimiento.  

4) La extendida “cultura del secreto” de la administración estatal y municipal impide una gestión pública local transparente. La negativa de la autoridad y de la burocracia estatal para proveer de información a los ciudadanos opera como una suerte de blindaje institucional para que la ignorancia sobre el uso de los asuntos públicos se mantenga en el pueblo. Las autoridades y funcionarios, violando o desacatando la ley, no sólo se niegan entregar documentos a los vecinos que los solicitan, sino que ponen una barrera económica legal: el precio por cada hoja certificada de información le cuesta a cada ciudadano S/. 10, exactamente el 2,500% del precio de una fotocopia en el mercado.  

2.3. Factores culturales.

¿Cómo se explica que los pobladores de San Juan de Lurigancho hayan tolerado tanta corrupción y que ahora uno de los personajes (Ricardo Chiroque) que más violó la ley sea uno de los más populares en este distrito de casi un millón de pobladores? Esa tolerancia no la podríamos encontrar en un distrito bien organizado aunque pobre como Villa El Salvador u otros de carácter mesocrático como Miraflores o Surco. 

¿No será que en el trasfondo de esa actitud favorable de un poblador frente a Chiroque se refleje también cierta tendencia a seguir progresando a salto de mata entre la ley y la ilegalidad? ¿No será que aquel poblador al hacer su propio análisis de costo–beneficio siente que frente a los sobrecostos que le ofrece el Estado para progresar prefiere a una autoridad que lo deje progresar en un orden urbano chicha donde no existen normas de convivencia muy claras? 

La respuesta, por supuesto, es muy difícil y compleja de responder, pero si algo refleja esta tolerancia hacia la corrupción es la ausencia de ciudadanía de un extenso poblado donde en menos de 20 años su población creció 10 veces más entre los años 1970 y 2005 sin ninguna planificación del Estado.

Cuando aludimos a la escasez de ciudadanía nos referimos a cuatro componentes fundamentales: 

a) El cuadro de valores que se obtiene en la familia, la educación y en el entorno

    vecinal. 

b) La costumbre de respetar la ley en el entendido de que una sociedad para 

    desarrollarse necesita no sólo de recursos y oportunidades, sino de la convicción   

    de que es necesario respetar las reglas de juego de la convivencia humana. 

c) La información de los derechos y deberes que se tiene que cumplir. 

d) El ejemplo que se recibe diariamente de la autoridad o de quienes tutelan las instituciones de gobierno y de la justicia.                      

A nuestro juicio, el problema es que el espíritu emprendedor de los pobladores de este lugar se ha creado en su mayoría al margen del Estado y de la propia municipalidad dado que las asociaciones de vivienda, asentamientos humanos, cooperativas de vivienda, etc., se han ejercido de modo informal al margen del estado y muchas veces contra la normatividad legal tradicional. Recién en los últimos años estos sectores han accedido a la formalidad. Esto ha creado culturalmente una subestimación de la importancia del gobierno local para su desarrollo, tal como se expresa en la alta evasión tributaria y la falta de autoridad y demanda de orden urbano.  

En muchos casos, la indiferencia o la permisibilidad de estos sectores con la corrupción existente radican en la poca valoración que les ha brindado el Estado y al orden social en su desarrollo.   

Tomando en cuenta los estudios desarrollados por Olivera Prado, autor de la mirada sociológica de la corrupción, podemos llegar a la conclusión de que en San Juan de Lurigancho también se expresa esa otra cara de la intensa movilidad social que originó la acelerada ocupación urbana de Lima, una de cuyas expresiones es el achoramiento o la cultura de viveza que también llega al gobierno local. Olivera Prado denomina cultura de la viveza a “un sistema de ideas, valores y creencias que se han ido sedimentando a partir de la dinámica de la experiencia cotidiana vinculada a la movilidad social. Creemos que en gran parte esta cultura de la viveza tiene su origen en la “movilidad social sin sanción moral” analizada en el libro “Teoría y Estructuras Sociales” (Merton, 1965).  

Olivera Prado señala que una movilidad social de este tipo permite que una persona ascienda a las más altas escalas (socio-económicas) mediante el uso de cualquier medio, incluidos los que son contrarios a la moral social que cada sociedad posee en su conjunto. 

Frente al ascenso de contrabandistas, narcotraficantes y otros actores de la corrupción, no se da un ascenso social en quienes son cumplidores de las normas, lo cual lleva al convencimiento social que el honrado no triunfa, que para triunfar hay que ser vivo. En esta concepción que deprecia el valor de la persona honesta surge como contrapartida la tentación para promover  o alentar al más vivo para ponerse por encima de quien obra rectamente.  

San Juan de Lurigancho -como otros distritos de la capital- es producto de una intensa migración de zonas rurales a urbanas producida a través de diversas oleadas, especialmente durante las décadas de los  80 y 90. Sobre todo en los años de violencia política y terrorismo generada por los grupos de terroristas de Sendero Luminoso y el MRTA. Otros contingentes que poblaron gran parte de los 131 kilómetros cuadrados que tiene el distrito provienen de las nuevas generaciones que buscaron vivienda en la capital y la encontraron luego en esta quebrada. 

Esta forma de ocupación atípica del distrito ha creado algunas características. socioculturales dignas de tener en cuenta. Por ejemplo, la reproducción en la urbe de las costumbres que traen los provincianos se expresa también en la intensa actividad asociativa, de cooperación, actividades culturales y deportivas que conservan sus lazos anteriores a la llegada a la ciudad. 

En parte por esta razón, pero también por la necesidad de mejorar la calidad de vida, los pobladores han creado una extensa y variada organización vecinal y popular. Como tendencia encontrada a la anterior en los últimos años han crecido factores regresivos producto del crecimiento de la pobreza, la falta de oportunidad para los hijos de los migrantes y por la baja calidad educativa.

Esto se expresa en el aumento de la delincuencia juvenil, diversas expresiones de inseguridad ciudadana y una notoria anomia social que tolera la corrupción en el Estado en general. Es en este sector de la población donde los actores de la corrupción tienen su soporte social.

3.  Tipologías de la corrupción en San Juan de Lurigancho.

Una manera de medir el impacto y los índices de corrupción municipal es utilizando el cuadro de tipologías que utiliza Olivera Prado en su libro “Sociología de la Corrupción”. El estudioso sanmarquino aconseja evitar reducir el problema a una perspectiva exclusivamente jurídico–formalista para caracterizarlo como un problema  esencialmente social. 

En situaciones como San Juan de Lurigancho esto debe servir de base para diseñar una estrategia integral anticorrupción para no quedarse sólo en propuestas de tipo legal. Veamos brevemente la clasificación que establece Olivera Prado y cómo se expresan estas en nuestro distrito:

 3.1. Corrupción sistémico-estatal de alta nocividad social.

Es la corrupción que afecta a los sistemas políticos y puede abarcar modalidades de corrupción administrativa o normativa de alta nocividad social. Implica la presencia de redes de corrupción que capturan el Estado y cooptan ámbitos institucionales. La captura del Estado no es sólo de empresas privadas sobre el Estado, sino de núcleos corruptores que desde el Estado sirven a intereses privados de empresas, pero conectándolas a los designios del núcleo corruptor. Los intereses que los mueven no sólo son crematísticos, sino de mantención y dominio del poder.

La notable nocividad social se manifiesta en los altos costos y perjuicios económicos que ocasionan al desarrollo del país, así como a la afectación de la moral social y los deberes de función en áreas claves de la vida social. En esta tipología se ubican, por analogía, las irregularidades detectadas en el Programa del Vaso de Leche que comprometen a altos funcionarios de diversas municipalidades, empresas proveedoras de insumos lácteos y dirigentes de la organización. 

En el caso de San Juan de Lurigancho existen reiterados casos que comprometen a funcionarios y a los propios alcaldes que gobernaron entre los años 1998 y 2005.  

El caso más escandaloso se encuentra en el Trece Juzgado Penal de Lima para Reos Libres. Están involucrados 10 funcionarios, dos representantes de la empresa NIISA Corporation y cuatro dirigentes del Vaso de Leche en la gestión del actual alcalde Mauricio Rabanal. Los delitos son de colusión, abuso de autoridad, delitos contra la salud pública, falsedad ideológica, entre otros. La alta nocividad social a que se refiere Prado Olivera se expresa en la deformación y las cuantiosas pérdidas de un programa social dirigido a los niños. En este caso la corrupción ha comprometido a un grupo de dirigentes del Vaso de Leche en una cadena de irregularidades que van desde las ilegales declaraciones de urgencia para comprar insumos, licitaciones dirigidas a favorecer a una empresa, la alteración de los insumos, la entrega de hojuela de quinua en mal estado y las pérdidas en la distribución.     

La corrupción en el Programa del Vaso de Leche es un problema nacional en todo el  Estado frente a lo cual el Congreso es incapaz de producir una reforma para revertir la cadena de irregularidades. Todo indica la existencia de un poder fáctico de un monopolio privado de lácteos de alta influencia en el entorno presidencial, en Consucode y la mayoría de los alcaldes del país.  

3.2. Corrupción institucional de alta nocividad social.

Es la corrupción que se presenta en forma regular y generalizada en ámbitos institucionales donde se hace caso omiso de los procedimientos y responsabilidades formales y donde los protagonistas, si no participan directamente en el acto delictivo, están en connivencia con los transgresores de la norma. La alta nocividad social se da porque se presenta en áreas institucionales claves para la vida y la convivencia sociales afectando en esa medida aspectos importantes de lo que hoy se llama el capital social.

Por analogía es una tipología típica que en San Juan de Lurigancho compromete a las áreas de rentas, recaudación y fiscalización tributaria. Estas áreas administrativas de las municipalidades se convierten en cotos cerrados donde los funcionarios manejan a discreción la normatividad tributaria para favorecer o perjudicar empresas a través de mecanismos de extorsión, subvaluación de predios, arbitrios y tasas. 

Se generan en secreto tarifas, códigos informales y una cadena de tramitadores que utilizan la confusa ley y el manejo oculto de la data de los contribuyentes para beneficiar tanto a funcionarios como a determinadas empresas. En San Juan de Lurigancho “el caso Topy Top” y el misterioso manejo de las cobranzas a las grandes empresas prestadoras de servicios (Telefónica, Sedapal, Edelnor, entre otras) ponen en evidencia cómo esta situación institucional es nociva socialmente porque le priva a los pobladores de mayores recursos para mejorar los servicios municipales y obras importanes.             

El impacto social negativo de este tipo de corrupción viene afectando desde hace muchos años la capacidad de recaudación tributaria de las municipalidades. La desconfianza existente en los sistemas tributarios de cada comuna permite que la morosidad tributaria alcance los niveles que van desde el 40% hasta el 80%.     

3.3. Corrupción esporádico-individual de alta nocividad social.

Es la corrupción vinculada a actos delictivos esporádicos y oportunistas cometidos por personalidades relevantes de un contexto político o una sociedad, sea en aspectos administrativo-gubernamentales o normativos. Es de alta nocividad social porque afecta tanto al cumplimiento de deberes de función gravitantes para la sociedad o los intereses colectivos de la sociedad en su conjunto o porque está relacionada a delitos graves o al crimen organizado. El caso más sonado en los últimos años fue el del ex vicepresidente de la República, Raúl Diez Canseco. Éste utilizó su cargo de ministro de Comercio Exterior y Turismo para favorecer a discreción con una norma al padre de su amante. Aquello obligó luego a su renuncia.      

3.4. Corrupción institucional de efecto local.

Es la corrupción que se presenta en espacios normativo-institucionales de alcance local o regional, así como al interior de las organizaciones que conforman dichos ámbitos. Afectan a ese nivel tanto el cumplimiento de los deberes de los funcionarios públicos, como los intereses de las colectividades y la conciencia moral de los conjuntos sociales. Implica la ocurrencia de actos de corrupción con la permisividad y/o niveles de complicidad y aún la presencia de una subcultura de proclividad a la corrupción según las características propias de cada institución.

Esta tipología es la que más se acerca a la extendida corrupción de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho y que hemos detallado en otros capítulos de este libro (ver cuadro sobre el impacto social y económico de 12 casos de corrupción página 83). Es la expresión más clara de la corrupción de carácter sistémico existente. 

Una expresión clara de ello es el papel que juega el área de asesoría jurídica y las comisiones de procesos administrativos. En el primer caso, los funcionarios de esta área acomodan la ley o la transgreden en función de los intereses privados de la autoridad. En el segundo caso, las comisiones sirven desde hace dos décadas para atenuar o evitar las sanciones a los actores de hechos de corrupción.        

3.5. Corrupción esporádico-individual de efecto local.

Es la forma de corrupción cometida por directivos o funcionarios de espacios institucionales de alcance local y de las organizaciones. Afectan a ese nivel el cumplimiento de deberes de función, así como los intereses y la moral de colectividades sociales.

Dos casos muy evidentes reflejan que esta tipología sí se ha dado en San Juan de Lurigancho. La primera se dio entre los años 1999 y 2001 por los numerosos escándalos en los que estuvo implicado el ex alcalde Ricardo Chiroque (el viaje a Cuba que culminó con la muerte de un regidor y luego su detención en la cárcel, sufrida a raíz de una acción de control que desarrolló la Contraloría y que culminó con una denuncia penal). 

La segunda, menos grave, pero de impacto en la opinión pública, fue la detención del ex asesor del alcalde Mauricio Rabanal y Hugo López, detenidos por la Fiscalía de Prevención del Delito a causa de una extorsión al ex regidor Juan Mosquera por un monto de US$ 6,000. El caso fue difundido en el prestigioso programa “La boca del lobo” de César Hildebrandt. Como dice Prado Olivera, estos hechos afectaron “los intereses y la moral de colectividades sociales”.

En conclusión, al analizar los diferentes casos de corrupción en San Juan de Lurigancho podemos señalar qué tipologías de corrupción se han presentado según los casos que se expondrán más adelante:
CUADRO 13

Tipologías de la corrupción en San Juan de Lurigancho.
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En las próximas páginas podremos comprobar no sólo las tipologías de corrupción desarrolladas en el distrito de San Juan de Lurigancho, sino cuál es el impacto económico que tiene en la comunidad, algo que la mayoría de pobladores ignora o por lo menos subestima. Pondré en evidencia con una variada casuística cómo corroe la corrupción socialmente en una ciudad emergente y cuánto le cuesta a los pobladores el hecho de que los recursos se pierdan en el camino, mientras sólo unos cuantos se benefician.                

4. La casuística de la corrupción en San Juan de Lurigancho. 

Es seguro que los lectores de este libro, quienes viven en otros lugares del Perú, podrán encontrar rápidamente semejanzas con sus localidades donde viven. Por lo tanto, rápidamente se podrá concluir que la corrupción municipal es como una enfermedad que recorre muchas municipalidades del Perú sin que exista una política nacional para contenerla.       

A inicios del año 2003, siendo regidor de este municipio, tomé la iniciativa de crear una comisión anticorrupción, la cual presidí hasta diciembre de ese mismo año. 

En un primer momento la iniciativa fue muy positiva porque contó con el apoyo del Concejo Municipal, del alcalde Mauricio Rabanal, de la mayoría de dirigentes vecinales, de la “mesa de concertación”, de la iglesia y de los periodistas. Se desarrollaron audiencias públicas, un estudio de la corrupción ocurrida entre el año 1996 hasta el año 2002 y en varios casos la labor de la comisión terminó recomendando la presentación de denuncias al Ministerio Público, acciones de control por parte del Órgano de Control y otras iniciativas de corte legal. 

Había pues un amplio consenso para crear una corriente ciudadana anticorrupción que luego debería expresarse en reformas institucionales y generar un sistema de transparencia, acceso a la información y vigilancia ciudadana. Un amplio sector de vecinos estaba entusiasmado con la idea de superar la traumática etapa de escándalos y corrupción que tuvo su cúspide en la detención del alcalde Ricardo Chiroque en mayo del año 2001, después del escándalo que ocurrió en La Habana, Cuba, y que diera lugar a la muerte de un regidor.       

Esta experiencia se frustró entre octubre del año 2003 y febrero del año 2004 cuando el alcalde y su entorno se negaron a implementar las “10 recomendaciones anticorrupción” que la mayoría del Concejo Municipal aprobó el 22 de setiembre del año 2003. 

El punto de inflexión definitivo se dio a inicios del año 2004 cuando el alcalde debió implementar dos de las recomendaciones señaladas: 

1) Cambiar al jefe del Programa del Vaso de Leche, quien estaba comprometido en tres casos de dolo
    entre los años 1997–2000 y, 

2) Convocar a concurso público para designar al procurador municipal. 

El alcalde Mauricio Rabanal se negó tajantemente a cumplir estas dos recomendaciones invocando que ambas decisiones eran de su exclusiva competencia. Sin embargo, el momento era propicio para consolidar una política anticorrupción, toda vez que las mujeres organizadas del Vaso de Leche habían denunciado irregularidades en ese programa, lo cual repercutió en todos los medios de comunicación. 

Inmediatamente a los acontecimientos ocurridos entre el 10 y 13 de enero del año 2003, el contralor Genaro Matute envió un oficio al alcalde informándole que una misión realizaría una rápida acción de control para verificar las denuncias realizadas por miles de mujeres del Vaso de Leche.               

En febrero del año 2004, el alcalde Mauricio Rabanal mostró la evidente disposición para frenar una política de transparencia: objetó el dictamen de la comisión de asuntos legales que presidía la regidora Mónica Otárola sobre las modificaciones del Reglamento Interno del Concejo (RIC). 

El dictamen proponía mecanismos de transparencia para mejorar la calidad legislativa y fiscalizadora de los regidores. Por ejemplo, la comisión proponía crear la Comisión de Transparencia y Fiscalización en la cual obligaba al alcalde y a la secretaria municipal a entregar -por lo menos con cinco días de anticipación- los documentos a tratarse en la sesión de concejo junto con la convocatoria, además establecía la iniciativa de los regidores de prepublicar los proyectos de ordenanza para conocimiento previo de los vecinos a fin de democratizar las decisiones del Concejo Municipal.                                  

No es casual que la aprobación de este reglamento interno fuera el factor que provocó una seria crisis en el Concejo Municipal en febrero del año 2004. La aprobación del RIC por una mayoría multipartidaria de regidores fue una derrota del alcalde, lo que  provocó la formación de una amplia coalición de regidores que en su momento se llamó “Bloque Democrático por la Transparencia” (BDT) (
) y que abrió la posibilidad de retomar la agenda anticorrupción. 

Lamentablemente la experiencia fue efímera. Meses después, un grupo de tres regidoras abandonó el BDT claudicando ante la presión del alcalde y su entorno, poniéndose de espaldas a la propia organización partidaria que los designó como candidatos. 

De esta manera quedó bloqueada toda posibilidad de crear un sistema de transparencia municipal. Contrariamente, como veremos en este capítulo, la corrupción se profundizó casi en los mismos niveles que en la época de Ricardo Chiroque.  

En las siguientes fases y casos mostraremos diversos hechos de corrupción que comprometen a autoridades, funcionarios, trabajadores y empresas. Se podrá observar en muchos casos la reiteración del dolo y el hilo conductor existente entre la corrupción del pasado y el presente.                        

5.  Las áreas neurálgicas de la corrupción.

Una manera de mostrar hasta qué punto la irregularidad y el dolo en San Juan de Lurigancho alcanza una dimensión generalizada como para convertirse en un fenómeno local generalizado de carácter sistémico es cuando se evalúa su accionar específico en las diferentes áreas de la municipalidad. Allí se puede encontrar el modus operandi que va desde lo que podríamos llamar la “corrupción al menudeo” (llamada, académicamente, también corrupción sistemático–administrativa) que cometen los trabajadores y empleados, hasta “la alta corrupción” (corrupción sistémica) que es digitada desde la alta dirección de la municipalidad (alcaldía–gerencia municipal) y el acoso de algunas empresas y proveedores, quienes saben que esta municipalidad es propicia para sacar altos réditos en contratos y adjudicaciones. 

Si bien debemos diferenciar las irregularidades cotidianas en cada dependencia municipal -en las cuales está comprometida la burocracia, el personal contratado y un vasto entorno de tramitadores- de aquellas que se producen en los procesos de licitación o adjudicación de una obra (donde están comprometidos altos funcionarios). Lo cierto es que ambas se retroalimentan en tanto hay una complicidad explícita entre una y otra. 

Un caso típico se expresó recientemente en las deudas por cobranzas tributarias por parte de las empresas prestadoras de servicios por el escándalo de los videos donde se muestra a un empleado de carrera de la municipalidad cometiendo aparentemente un delito de cohecho activo al vender data del municipio a cambio de obtener el pago de sus devengados. Después que la denuncia fue presentada al Ministerio Público y difundida en varios medios de comunicación se produjo una virtual complicidad entre los sindicatos, los funcionarios municipales y un grupo de periodistas ligados a la gestión del alcalde Mauricio Rabanal. Los primeros guardaron silencio, los segundos hicieron lo mismo dirigiendo un proceso de auditoría que los exculpó del cohecho pasivo y los terceros negociaron con la información obtenida para obtener prebendas de la municipalidad.   

Del mismo modo y como veremos más adelante, si bien los operadores de las irregularidades cometidas para favorecer a la empresa Recojo S.A. en los procesos de licitación para la recolección de residuos sólidos no tienen nada que ver “formalmente” con la corrupción al menudeo que se producía en la distribución de la gasolina a las unidades en el “Grifo Universal” o en el robo del petróleo a altas horas de la noche en cada unidad móvil, lo cierto es que los altos funcionarios permiten ese sistema al no implementar medidas correctivas drásticas y un sistema de monitoreo del consumo de combustible. Queda aquí claro cómo ambos sistemas de corrupción se protegen mutuamente creando una extraña y perversa división del trabajo. Una cosa similar ocurre en el Programa del Vaso de Leche, según analizaremos también más adelante.

Sin embargo, veamos la dimensión y las formas que adquiere el dolo en las principales áreas de la municipalidad a través de una rica casuística que hemos reunido durante estos últimos cinco años:                             

a) Área de desarrollo urbano y las adjudicaciones de obras.

Los primeros síntomas de irregularidad en esta área se inician cuando cada año la alta gerencia municipal no publica en el diario oficial El Peruano el plan nacional de adjudicaciones y contrataciones tal como lo establece la ley, aunque sí los muestra con la debida anticipación a los proveedores más cercanos. Paralelamente el área respectiva oculta niega la información a los regidores, vecinos y empresas cuando se solicita el informe de la ejecución pormenorizada de cada obra. 

En la propia página web no existe ninguna información en los títulos de la gerencia de desarrollo urbano, en la jefatura de proyectos y obras públicas y en la jefatura de obras privadas. En esta última área es donde existe mayor acento la “cultura del secreto”. 

Los diferentes informes de la Contraloría General de la República y denuncias desarrolladas entre los años 1994 y 2005 nos indican las diferentes modalidades de corrupción en esta área, donde actúan la jefatura de proyectos y obras públicas, los comités de adjudicaciones bajo el monitoreo de la gerencia de desarrollo urbano que a su vez responde a los intereses de la máxima autoridad. Veamos las siguientes modalidades de corrupción en esta área.   

1. El fraccionamiento ilegal. 

Se insiste permanentemente en ejecutar el plan anual de obras a través de las modalidades de ejecución de menor cuantía para evadir las licitaciones públicas, sobre todo en la construcción de pistas y veredas. El efecto negativo que la población no percibe de esta modalidad irregular de contratación estriba en que se elevan los costos y aumentan los tiempos de ejecución promoviendo la atomización de la inversión del gobierno local. En lugar de someter a concurso público paquetes de ocho a 10 obras que pueden atraer el concurso de empresas con una mejor tecnología para actuar en zonas cercanas, la gerencia de desarrollo urbano y el comité de adjudicaciones optan de un modo reiterado por el mecanismo de fraccionamiento. 

Durante los años 2004 y 2005 encontramos dos casos específicos de esta modalidad: en la Asociación Pro-Vivienda Los Pinos a la altura de las cuadras 34 y 38 de la avenida Próceres de la Independencia se ejecutaron dos obras de pavimentación en una área continuada por un monto total de S/. 1´068,720.00, cuando en realidad pudo ser ejecutada por una sola empresa o sólo por el Ejército a un menor costo y en menor tiempo (
).  . 

Un caso similar ocurrió en la parte baja del distrito en el año 2005. Entre junio y noviembre se ejecutaron obras de pavimentación de las mismas características técnicas en Mangomarca, Ascarrunz Alto, Zárate y Campoy. Todas ellas en total sumaron la cantidad de S/.1´767,354, lo cual indica que por su proximidad geográfica pudo desarrollarse por la modalidad de licitación pública en una sola fecha y en una zona colindante. Si las cuatro obras se ejecutaban por una sola empresa se habría podido ahorrar tiempo y presupuesto porque así lo permite un proceso de licitación pública. Por ejemplo, la empresa ganadora de la buena pro pudo concentrar toda la maquinaria en un solo lugar para ahorrar tiempo y combustible.
En lugar de elaborar “paquetes de obras”, la gerencia de desarrollo urbano prefirió atomizar los proyectos de inversión en pequeños expedientes para favorecer a un grupo de empresas.  

Durante el año 2003 la municipalidad ejecutó nueve obras por la modalidad de adjudicación directa selectiva, dos obras por la modalidad de ejecución presupuestaria directa y 16 obras por la modalidad de adjudicación de menor cuantía. Durante el año 2003 no se desarrolló ninguna licitación pública por este concepto. Durante el año 2004 se ejecutaron 20 obras, ninguna de las cuales fue por la modalidad de licitación pública. 
Durante el año 2004 se ejecutaron dos obras de idéntica característica en un área colindante de la Asociación Pro–Vivienda Los Pinos que se encuentran entre las cuadras 34 y 38 de la avenida Próceres de la Independencia. La primera a través de la modalidad de Adjudicación Directa Pública Nº 001–2004–0 CEP/MDSJL por un monto de S/. 624,165 y la otra mediante un convenio con el Ejército por la cantidad de S/. 444,555. El fraccionamiento ilegal se demuestra cuando la Calle 8 de la primera obra colinda con la Calle 9 de la segunda obra. Durante el año 2003 el fraccionamiento se hace evidente cuando las adjudicaciones directas Nº 1 y Nº 4, para rehabilitar las vías de la Urbanización Zárate en 14 calles, se realizó en dos etapas cuando en realidad se pudo hacer en un paquete de una sola obra y con una sola empresa contratista fruto de una licitación pública. 
Durante el año 2005, de las 28 obras que se programaron en el Plan Anual de Adquisiciones, ninguna se ejecutó por la modalidad de licitación pública. 
2. Sobrevaluación y mala calidad de las obras.

Consiste en la sobrestimación de metrados en algunas partidas del presupuesto base de las obras lo cual origina muchas pérdidas. Colateral al reiterado fraccionamiento, los técnicos de la gerencia de desarrollo urbano elaboraron los expedientes de cada una de las obras con el objetivo de elevar a discreción el precio de esta para aumentar las “comisiones” que las empresas entregan a “la alta gerencia y la autoridad” (ver nota aparte). Por añadidura, en muchos casos, durante los años 1999 al 2002 la Contraloría ha detectado que se paga a los contratistas con partidas del presupuesto para obras que no fueron ejecutadas. Las inspecciones técnicas también demuestran la deficiente demolición de sardineles en la construcción de muchas obras. 

El perjuicio económico más alto para la municipalidad y la población se produce en los procesos de sobrevaluación de los costos y del metrado ante la ausencia de mecanismos de vigilancia. 

Como se podrá observar en las investigaciones hechas por la Contraloría en el año 2000 (ver caso 1)  y los indicios que presentamos en nota aparte sobre el caso Mangomarca y Las Flores, los ratios de sobrevaluación fluctúan entre el 15% y el 30%, siendo la particularidad de que es en las obras más pequeñas donde se observa los índices más altos, los que muchas veces pasan desapercibidos para la población y los propios órganos de control (ver caso 2). Lo grave de este mecanismo de corrupción es que en muchos casos la municipalidad y las empresas contratistas terminan en algunos casos por corromper a los dirigentes y los “comités de obras” que eligen los pueblos, lo cual es muy difícil de probar. Sin embargo, este es un factor que a la larga termina por generar desconfianza y debilita las organizaciones de los pobladores.                

3. Los plazos de tiempo como mecanismo para favorecer a determinados contratistas.

Los intentos deliberados del comité de adjudicaciones durante el año 2004 llegaron al extremo de buscar una nueva modalidad para favorecer a una determinada empresa: En diversos casos el “comité de adjudicaciones” resuelve otorgar la buena pro a empresas que se comprometen a ejecutar las obras en plazos de nueve a 13 días, lo cual contraviene las disposiciones del Consucode, tal como se demostró en las obras ejecutadas en el sector de San José de Tres Compuertas y en el caso de la obra programada para las calles de la Cooperativa de Vivienda Canto Grande Ltda. Valle Sharon por un monto de S/. 749,358.93, bajo la modalidad de Adjudicación Directa Pública Nº 001 para desarrollar construcción de sardineles, imprimación y carpeta asfáltica.

Es el caso que el Tribunal de Consucode a través de la Resolución 008/2004–TC –SI, de fecha 2 de enero del 2004 y previo informe técnico del Colegio de Ingenieros del Perú, resolvió la nulidad de la mencionada adjudicación que había otorgado a la empresa MANSECAR. Este informe técnico demostró las irregularidades señaladas que tendrían como objetivo favorecer a una empresa que había ofrecido desarrollar la obra en nueve días cuando los estándares mínimos señalan un plazo de 15 días como tope.        

Existen indicios como el caso de la Cooperativa Valle Sharon y Tres Compuertas se repiten en otras adjudicaciones, lo cual debe ser investigado por la Contraloría General de la República.

4. Falsificación de documentos. 

Otra de las modalidades para buscar un aprovechamiento ilícito en los procesos de adjudicación de obras en el área de desarrollo urbano es falsificar documentos para simular procesos donde se habría cumplido todos los requisitos de ley.    

El caso más escandaloso se produjo durante la gestión del alcalde Claudio Zuñiga entre enero y abril del año 2002. En esa oportunidad, Manuel Flores Torres, entonces director de desarrollo urbano y presidente del comité especial de adjudicaciones, y Augusto Páucar Puma, jefe de obras públicas e integrante del comité de adjudicaciones, en complicidad con ocho empresas evitaron un proceso transparente falsificando los sellos de Prompyme para simular una supuesta comunicación de la municipalidad con dicha institución. Como se sabe, esta entidad es la que de acuerdo a la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado debe comunicar de oficio a todas las Pymes los procesos de selección de menor cuantía que se desarrolla en toda entidad estatal. Sin embargo, no lo puede hacer si la respectiva dependencia estatal no le envía en su debida oportunidad las bases administrativas de aquellas obras que van a entrar en proceso de selección. 

En este caso se trató de simular un proceso para desarrollar ocho obras por un monto de S/. 4´438,892, falsificando documentos que supuestamente se había enviado a Prompyme. Al respecto, estas irregularidades no sólo fueron comprobadas por el Órgano de Control Institucional de la Municipalidad (
),  sino por el propio Ministerio de Trabajo, entidad que autorizó a su procurador en mayo del año 2003 iniciar las acciones legales contra el señor Manuel Flores Torres (
). En su momento, por iniciativa de la comisión anticorrupción de entonces, la municipalidad presentó el 5 de junio del año 2003 la respectiva denuncia penal ante el Ministerio Público.         

5. El tráfico y misterio de los terrenos “abandonados”.

A fines del año 1992, siendo trabajador contratado de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho, durante la gestión del alcalde Pedro Zazzali Peña, tuve conocimiento de un informe de la Dirección de Desarrollo Urbano que dio cuenta de la existencia de 52,000 terrenos abandonados. En aquella fecha me pareció misterioso que aquel informe no fuera entregado al alcalde de turno y menos para conocimiento del Concejo Municipal. Los trabajadores de entonces optaron por encarpetar el documento y entonces todo quedó oculto. Dicho documento mostraba una gama muy amplia de terrenos “abandonados” bajo las siguientes características: 

- Lotes de aportes para áreas comunes en las asociaciones de vivienda, urbanizaciones, cooperativas que habían terminado irregularmente sus procesos de habilitación urbana, pero no tenían uso ni inscripción en los Registros Públicos.

- Lotes de aportes para áreas comunes en asentamientos humanos y pueblos jóvenes.

- Lotes abandonados y no declarados en los Registros Públicos en áreas urbanizadas y en asentamientos humanos.

- Islas de terrenos baldíos cercanas a parques, colegios y áreas de propiedad privada sin ningún uso. 

- Lotes con propietarios que se encontraban no habidos. En muchos casos tuvieron el contrato de compra-venta pero nunca lo registraron.    

La inmensa cantidad de terreno abandonado, en estado baldío, de dudosa o confusa propiedad, era una expresión de la forma de ocupación urbana intensa y desordenada del distrito a través de la invasión, con adjudicaciones de vivienda informal o habilitaciones urbanas incompletas que entre los años 1965 al 2005 llegan a cerca de 200 habilitaciones aproximadamente. Otras causas han sido los cambios de legislación que entregaban a una u otra dependencia el manejo de los terrenos eriazos en propiedad del Estado. A mediados de la década de los años 80, el Poder Ejecutivo se preocupó de instalar cinco “Mercados del Pueblo” en áreas destinadas a aportes comunales, pero cuando esta opción de comercio a gran escala fracasó, tampoco las autoridades de la época se preocuparon por entregar esos lotes a la comunidad y terminar de inscribirlos en los Registros Públicos.         

Del mismo modo, la municipalidad hasta ahora no conoce qué tipos de terrenos estuvieron bajo conducción de Enace, Sinamos, la Municipalidad de Lima, IPD, Cofopri, etc. Del mismo modo, no hay manera de saber dónde termina la propiedad de la familia Rizo-Patrón o la comunidad de Jicamarca. Y lo que es peor, la propia Municipalidad de San Juan de Lurigancho hasta hoy no tiene claridad sobre la propiedad de sus terrenos, a tal punto que recién en abril del año 2006 se culminó el saneamiento de la propiedad en la zona llamada “La Lagunita” en el Jr. Los Amautas 180. 

Un informe reciente de la Gerencia de Asesoría Jurídica (
) da cuenta que de los 260,175 metros cuadrados que tiene el Gran Parque Wiracocha, 116,982 metros cuadrados se encuentran en manos de dos propietarios privados. El resto pertenece  al Estado,  pero tampoco se sabe a qué dependencia estatal.  

Esta faceta de la desordenada realidad urbana del distrito tiene tres causas fundamentales: 

1) Muestra la ausencia de un catastro urbano, un viejo problema común en todos

     los distritos del Perú que impide una gestión óptima del suelo. 

2) Revela la obsoleta normatividad  legal que impide agilizar al menor costo y en

     menor tiempo el saneamiento legal de este tipo de terrenos.  

3) Da cuenta de cómo las diversas gestiones municipales a través de la

    dependencia de desarrollo urbano nunca se propusieron ejecutar una estrategia 

    sostenida y transparente para cuantificar y calificar todos los “terrenos

    abandonados” y luego gestionar su saneamiento y definir el tipo de propiedad. 

El área de desarrollo urbano prefirió deliberadamente un manejo secreto de este tema convirtiendo la solución de cada caso en un espacio de negociación mercantilista para obtener jugosas comisiones o beneficiarse con terrenos. 

Existen varias modalidades a través de las cuales grupos privados establecen una relación con el área de desarrollo urbano para apropiarse de “terrenos abandonados”: 

a) En el caso de las áreas comunes en estado de abandono en urbanizaciones o asentamiento humanos, los dirigentes actúan con el área de catastro y obras públicas para obtener la documentación respectiva que les permita declararla apta para vivienda y así venderla en secreto a un privado a cambio de una comisión equivalente a un porcentaje del lote. Esto explica en parte la pugna de un sector de dirigentes por quedarse en el cargo y la división de muchas cooperativas y asociaciones de vivienda.  

b) En el caso de los lotes para fines de vivienda que se encuentran  abandonados y aparecen sin propietario ante los Registros Públicos, el tráfico consiste en crear las condiciones para acogerse a la prescripción adquisitiva de dominio. Para ello, los funcionarios municipales venden la información de manera secreta a los grupos privados sobre el estado de la propiedad, luego estos simulan a través de facturas el alquiler del terreno, pago de tributos a la municipalidad y otras actividades para luego fundamentar ante la municipalidad el uso del terreno. El siguiente paso es inscribirlo ante los Registros Públicos con el respaldo documentado de la municipalidad.

c) En el caso de los lotes de vivienda que pertenecen a Enace, “Mercados del Pueblo”, etc., pero que en la práctica no tienen ningún control o dominio específico, el tráfico se produce al más alto nivel del Ministerio de Vivienda, la Municipalidad de Lima y el municipio distrital. La osadía de la corrupción llega incluso al cambio de la ficha de los Registros Públicos de propiedad estatal a propiedad privada. (Ver caso 4).

Ciertamente existen otras modalidades, pero todas ellas muestran el mercantilismo en este ámbito para beneficio de unos cuantos. En 1992 la municipalidad pudo promover un mercado inmobiliario para el saneamiento, la venta o la entrega a la comunidad de las áreas comunes, pero en el marco de una política transparente. Sin embargo, desde aquella época hasta la actualidad el tráfico de terrenos ha terminado por afectar enormemente las áreas destinadas a zonas verdes para educación o recreación. Entre los años 1992 y 2005 han existido hasta cuatro intentos por realizar el catastro urbano, pero todos nunca sobrepasaron el 10% de la totalidad del área urbana del distrito. 

La siguiente historia es una de las tantas ocurridas en nuestro distrito. Poco a poco los facinerosos, en colusión con las autoridades y funcionarios locales, provinciales y nacionales, ganan una gran parte de territorio que debería estar destinado para usos comunes o a una subasta pública. Veamos este caso en base a un informe aparecido en la página web www. periodistaperu.com la segunda semana de diciembre del año 2005. 

6. El desperdicio del 80% del Foncomun.

En Lima y en todo el país, San Juan de Lurigancho es el distrito que más recursos recibió por transferencias del Fondo de Compensación Municipal (Foncomun), aporte que se deduce de un porcentaje del total del IGV que la Sunat cobra anualmente. Sin embargo, durante los últimos cuatro años por cada S/. 100 que la municipalidad recibirá por concepto del Foncomun, por lo menos S/. 80 se perdieron en gastos corrientes, casos de corrupción y proyectos de mala calidad. Mientras que entre los años 1994–2006 el distrito recibirá en total S/. 216´437,138, sólo entre los años 2003–2006 la gestión del alcalde Mauricio Rabanal recibirá el 49.50% del total de esos recursos recibidos durante 13 años que ascienden a la suma de S/. 107´198,721. (Fuente: Ministerio de Economía y Finanzas–Dirección de Presupuesto Público). 

El aumento significativo de las transferencias por este concepto se explica por el hecho de que entre los años 2001 y 2006 la recaudación tributaria a través de la Sunat ha subido en un 40% con respecto al año 2000. Una de esas explicaciones es que el IGV subió desde el año 2004 del 18% al 19%. Sin embargo, ¿cómo se explica que durante estos últimos cuatro años sólo S/. 74 de cada S/. 100 se hayan dirigido para inversiones realmente efectivas?   La explicación es muy simple, pero no es conocida por la población: los objetivos del Foncomun en realidad se han deformado por dos causas centrales:

1) El 74% se orienta al pago de gastos corrientes (gastos burocráticos, servicios

    de la deuda, pensiones, entre otros rubros). De este 74% por lo menos el 10%

    se pierden en gastos irregulares o de corrupción.   

2) Del 26% restante por lo menos el 8% se pierden en casos de corrupción, obras

    mal hechas o no realizadas, pese a que estuvieron presupuestadas. 
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Fuente: Gerencia de Planificacion para el Desarrollo y Jefatura de Presupuesto
de la Municipalidad Distrital de San Juan de Lurigancho.





Pero, ¿cómo demostrar que el 8% de los recursos asignados a inversiones netas se pierden en casos de corrupción, obras mal hechas o abandonadas? Para eso, toda vez que la gestión del alcalde Mauricio Rabanal ha priorizado exclusivamente en el rubro de gastos de capital la construcción de pistas (incluyendo la instalación de sardineles), hemos realizado una investigación en el mercado de la construcción para detectar el grado de sobrevaloración en los costos por cada metro cuadrado de pista, sobremetrado y otras irregularidades. 

Advertimos, sin embargo, que por lo menos en el 20% de las pistas hechas la población ha realizado con sus propios recursos la construcción de la base granular o afirmado, mientras la municipalidad ha instalado la carpeta asfáltica, lo cual disminuye el costo por cada obra en un 30% para el presupuesto municipal.      

Al respecto, tomemos las cifras oficiales sobre las obras realizadas expuestas por el alcalde Mauricio Rabanal, el 22 de setiembre del año 2005, realizada en el Parque Wiracocha. Según la autoridad mencionada, entre enero del año 2003 y setiembre del año 2005, la municipalidad construyó 492,264 metros cuadrados de pistas. La cifra es presentada como un gran récord cuando en realidad esconde los altos niveles de sobrevaluación. 

Según información obtenida en la revista Costos de la Cámara Peruana de la Construcción (Capeco), en  Sensico, la Municipalidad de Lima y de cinco proformas obtenidas en empresas conocidas en el mercado de la construcción, en agosto del año 2005 los costos promedios por cada metro cuadrado de pistas era el siguiente. (Ver cuadro 15): 

            - Instalación de base granular o afirmado:        Entre S/. 8  y S/. 13.

            - Instalación de carpeta asfáltica:                      Entre S/. 13 y S/. 17.50.

            - Instalación de sardineles sumergidos:            Entre S/. 9.50 y  S/. 15.50. 

Según las propias instituciones consultadas, el precio total promedio, en agosto del año 2005, por cada metro cuadrado de pista ascendía a la cantidad de S/. 37 soles. Esto quiere decir que con un presupuesto de S/. 23´568,187 la municipalidad, en realidad, debió construir 636,978 metros cuadrados de pistas. Sin embargo, teniendo en cuenta que en el 30% de las obras la comunidad aportó con el afirmado, la cifra construida debió ser mucho mayor. Esto confirma las denuncias presentadas en años pasados y en la presente gestión del alcalde Rabanal expuestas en líneas anteriores. Se trata pues de claros indicios de una escandalosa situación de corrupción donde en realidad por cada 100 metros cuadrados de pistas la gestión de Rabanal debió construir 30 metros cuadrados más.

CUADRO 15

  Cuadro comparativo sobre los costos por metro cuadrado de asfaltado (
).

	Empresa o institución consultada
	Precio por m2 de afirmado
	Precio por m2 de carpeta asfáltica
	Precio ml

por sardinel sumergido
	Costo total

	Bitumen SA
	10.90
	13.50
	15.50
	38.90

	JMG Contratistas
	8.37
	14.80
	13.50
	38.47

	JJL Cont. Generales SAC
	13.50
	16.00
	10.00
	39.50

	Constructora Shakafi SRL
	10.00
	16.50
	10.50
	35.00

	CA & JE SRL
	11.00
	17.50
	9.50
	38.00

	CAPECO – Revista COSTOS
	9.50
	14.00
	10.00
	33.50

	Municipalidad de Lima
	10.50
	14.50
	12.50
	37.50


           Fuente: Elaboración propia.   

El alto grado de pérdidas se debe a que los índices de sobrevaluación de las obras, sobremetrados y otras irregularidades aumentan porque, por lo menos, en el 30% de las obras realizadas la comunidad aporta pagando el afirmado con un promedio de S/. 120 a S/. 160 por cada lote.

Las pérdidas aumentan por los proyectos de mala calidad o inviables como en el caso del “Proyecto Río”, en el caso del Malecón Checa, donde entre los años 2003 y 2005 se han gastado aproximadamente S/. 700 mil, sin ningún logro a la vista. Las otras pérdidas se arrastran por el retraso o abandono de las obras, como ocurrió en el año 2003 donde se dejó de hacer obras por un monto cercano a los S/. 5 millones, mientras a la fecha, de las obras presupuestadas para el año 2005 no se han ejecutado otras por un monto similar. Por ejemplo, la rehabilitación de la Av. Canto Grande presupuestada por un monto de S/. 1´600,000 no ha sido ejecutada hasta la actualidad pese a ser un proyecto que data de hace varios años.

Con relación a las obras mal hechas, el 12 de abril del año 2005 la Sociedad de Auditoría Aguilar Roncal & Asociados detectó diversas irregularidades en los expedientes técnicos de las obras que la gerencia de desarrollo urbano ejecutó. Por ejemplo, en dicho expediente de las obras de pavimentación de la Av. Las Lomas (Zárate–Mangomarca) se encontraron las siguientes irregularidades: 

1) El expediente no cuenta con la documentación que sustente los gastos

    desarrollados sobre un presupuesto total de S/. 449, 589. 

2) Los metrados de las partidas que contiene el presupuesto referencial no tienen

     sustentación. 

3) La documentación del expediente de obra no cuenta con planillas que detallen

     los metrados obtenidos. 

4) No cuenta con las especificaciones técnicas por partida. Estas irregularidades,

    según la mencionada sociedad, contravienen la Resolución de la Contraloría  

    Nº 072–98–CG. 

Como es evidente, en este caso y en más de 45 expedientes técnicos estas irregularidades se producen deliberadamente para utilizar los recursos a discreción y favorecer a las empresas, los funcionarios y al entorno del alcalde (
).         

Estos indicios claros de ineficiencia en el gasto y casos de corrupción tiran por la borda la propaganda de la gestión del alcalde Mauricio Rabanal en el sentido de que la construcción de 492,264 metros cuadrados de pistas sería un gran logro, cuando en realidad con el Foncomun, al 70% de inversión neta, se debió construir hasta fines del año 2005 por lo menos 1’800.000 metros cuadrados de pistas.

b) Área de rentas y fiscalización tributaria.

Una ciudad que no tributa tiene menos posibilidades de progreso. No sólo porque su gobierno local tiene menos recursos para hacer obras y mejorar los servicios, sino porque la ausencia de cultura tributaria expresa también el vacío de un componente de ciudadanía a saber: cumplir con sus obligaciones. 

El problema en distritos como San Juan de Lurigancho radica en que el poblador percibe a la acción tributaria de la municipalidad como un espacio administrativo donde campea el abuso, los cobros antitécnicos e irracionales y un lugar donde “se arreglan” los ratios de cobranza tributaria.        

En San Juan de Lurigancho el bajo nivel de cultura tributaria existente (la morosidad llega al 80%) es directamente proporcional a los índices de corrupción, ineficiencia del sistema de cobranza y el ocultamiento permanente de información. Un fenómeno muy extendido en todas las municipalidades del Perú. 

El efecto es la desconfianza en la población que se genera diariamente en esta área no sólo por los casos de corrupción señalados, sino por el desorden que genera la transferencia de una gestión a otra, luego que se elige a un nuevo alcalde. 

Cada grupo de funcionarios que llega con la nueva gestión no sólo quiere aplicar su propio sistema, sino que al hacerlo llegó a crear dos datas paralelas, dos padrones de contribuyentes. Este interés por instalar un nuevo sistema en cada gestión indica el espíritu rentista de las gestiones por comprar un software a un sobreprecio y luego manejarlo en secreto sin  ninguna conexión con otras áreas. 

Es interesante constatar que las diferentes acciones de control desarrolladas en el área de rentas por la Contraloría entre los años 1996–1997 muestran una constante en irregularidades, deficiencias legales, ausencia de estadística actualizada, etc. Sin embargo, los problemas persisten sin solucionarse. Los problemas crónicos son:          

1. El misterio del padrón de los contribuyentes.  

Entre el año 1999 hasta el año 2003 el área de rentas tenía increíblemente dos padrones de contribuyentes elaborados por las empresas SISGEN y MUNISIS. Pese a que el Examen Especial 067–2000–CG/ B350, culminado por la Contraloría General de la República el 29 de diciembre del año 2000, recomendaba la unificación de la información de contribuyentes en un solo padrón, esta no ha terminado de ejecutarse hasta la fecha. 

Veamos la siguiente secuencia: el 25 de julio del año 2003 -en plena gestión del alcalde Mauricio Rabanal- la Sociedad Auditora Bello & Asociados señaló en su segunda observación que “la municipalidad no cuenta con el estado de cuenta corriente al no existir el padrón actualizado de contribuyentes dificultando las labores de fiscalización”. 

Más adelante señalaba que“la entidad al no contar con dicho documento no dispone de información actualizada que se conecte a la Vía Red del Sistema de Cómputo”. Por si fuera poco, al 30 de junio del año 2005, la Sociedad Auditora Roncal Asociados SAC determinó dos observaciones fundamentales que prolongaban el problema como una de las conclusiones de la auditoría desarrollada al primer año de la gestión del alcalde Mauricio Rabanal: 

1) “El software del área de rentas no estaba interconectado con la caja, siendo insuficiente a las necesidades de los usuarios porque el libro de caja es manual, es decir, no es sistema”. 

2) Más adelante recomienda “que se depure la relación de los contribuyentes por cobrar tributos municipales, ya que esta no se actualiza hace varios  años y  se provisione  a los deudores  incobrables”. 

Nótese que al 31 de diciembre del año 2002 las cuentas de cobranza dudosa ascendían a S/ 77`097,498. Por otro lado, la unidad de administración tributaria no tiene acceso a los estados de cuentas corrientes, situación que ocurre desde el año 1999 hasta el año 2005.   

¿Por qué durante seis años la administración municipal no resuelve este problema? ¿Es sólo una simple negligencia de los funcionarios -que dicho sea de paso nunca fueron sancionados en los respectivos procesos administrativos- o es que deliberadamente se fomenta este desorden para un manejo a discreción en las cobranzas por concepto de tributos y tasas? “El escándalo de los videos” que salió a la luz en enero del año 2005, donde se descubre la venta de información de un empleado municipal a funcionarios de la municipalidad a cambio de un pago de devengados ocurrido en junio del año 2004, es sólo una señal de hasta qué punto la data de los contribuyentes era utilizado para negocios turbios por parte de sectores privados, trabajadores y funcionarios. 

Si no, ¿cómo se explica que los empleados de la municipalidad y empresas privadas tengan en su poder la data de los principales contribuyentes como Telefónica, Edelnor, Sedapal, etc., y que esta no haya estado a buen recaudo en el área de rentas desde las gestiones anteriores? 

2. Las cobranzas ilegales por ordenanzas no ratificadas por la  

    Municipalidad de Lima.  

La sospechosa y prolongada ausencia de un solo padrón de contribuyentes y la ausencia de conexión del área de rentas con otras dependencias adquiere ribetes de alta ineficiencia y flagrante violación de la ley con el cobro ilegal de tributos y por otras irregularidades ocurridas en el sonado “caso Topy Top” (Ver caso 5). En el primer caso, el municipio desde el 30 de abril del año 1999 hasta el 18 de abril del año 2004 cobró tributos ilegales porque las ordenanzas en materia tributaria no fueron ratificadas por la Municipalidad de Lima, tal como lo estableció en su momento la Ley 23853 y ahora el Artículo 40 de la Ley Orgánica de Municipalidades 27972.  

Esta situación irregular dio lugar incluso a una resolución del Tribunal Constitucional publicada el 1 de febrero del año 2003, invalidando todas las ordenanzas y decretos de alcaldía que normaban las acciones tributarias que se acogían a la Ordenanza Nº 099 durante la gestión del entonces alcalde Ricardo Chiroque. Como era previsible esta grave situación tuvo dos efectos muy negativos para el desarrollo del distrito: Por un lado, bajaron drásticamente los índices de recaudación tributaria incidiendo en la falta de recursos para atender los servicios públicos y la atención de las áreas verdes. 

Por otro lado, el desprestigio y la desconfianza en la autoridad se afianzaron porque en el sentido común del poblador había una pregunta elemental: ¿Cómo puede exigir el cumplimiento de nuestras obligaciones tributarias una municipalidad que actuó al margen de la ley durante casi dos años? Obviamente las empresas más grandes del distrito encontraron el argumento legal favorito para no pagar sus impuestos. 

Según los propios informes de la Contraloría, por estas irregularidades, entre los años 1999 y 2004, la municipalidad dejó de percibir un promedio de S/. 80 millones. Con ese dinero las autoridades pudieron construir más de 2,300 kilómetros de pistas y veredas o comprar una flota moderna y un equipo completo de más de 120 unidades de recolección de residuos sólidos. He aquí, pues, una prueba fehaciente de los enormes costos de la corrupción municipal.

3. La extorsión a los contribuyentes y la subvaluación de los predios.

El funcionamiento aislado y como un compartimiento cerrado y secreto del área de rentas se hace con el deliberado propósito de manejar la data municipal de cada contribuyente con el propósito de chantajear o presionar a los contribuyentes con diversas modalidades. 

La extendida cultura del dolo va desde el negociado de los formularios a menor precio hasta el ofrecimiento de subvaluar los montos que el contribuyente debe pagar por concepto de impuesto predial, limpieza pública y relleno sanitario, parques y jardines y otras tasas. Aquí nuevamente se produce una división del trabajo. 

Como si hubiera un “pacto implícito” entre el entorno más cercano de la gerencia de rentas y los trabajadores de menor nivel en el sistema de cobranzas y en el área de fiscalización tributaria, los primeros se guardan para sí la extorsión de los principales contribuyentes (los llamados pricos) destacando empleados de confianza que salen semanalmente a realizar las notificaciones. Los segundos hacen de las suyas con los pequeños contribuyentes, cuyas transacciones se realizan en los alrededores de la municipalidad en contubernio con los tramitadores. Algunos cuentan incluso que se ha llegado a instalar una data paralela en los exteriores de la municipalidad, pero aquello nunca pudo demostrarse.

Una de las expresiones más claras de esta “división del trabajo” es la conocida rutina de los fiscalizadores que todos los fines de semana salen a rondar para verificar si los negocios, restaurantes y discotecas tienen licencia o cumplen los horarios y condiciones fijadas en sus respectivas licencias. 

La verdad de las cosas es que en la gran mayoría de los casos mal llamados “fiscalizadores” prefieren transar con los propietarios o administradores de los establecimientos para no ponerles la respectiva notificación, multa o cerrar el establecimiento a cambio de una “comisión”. Por cierto, ni el alcalde ni la gerencia de rentas ni el pueblo sabe cuánto dinero se pierde por este mecanismo y cuánto se contribuye a perpetuar la informalidad y el desorden.                              

Como prueba de lo anteriormente expuesto, presentamos al final de este capítulo dos ejemplos típicos: La primera del más  alto nivel municipal (el caso Topy Top) y la otra que hemos denominado la corrupción al menudeo. (Ver casos 5 y 6).       

c) Área de los programas sociales y del Vaso de Leche.

“Según un informe de la Contraloría General de la República, que recibió la rendición de cuentas de 1,778 municipalidades de todo el país y que sometió a un análisis de auditoría a 56 de ellas, cada vez son menos los niños de 0 a 6 años que reciben su ración de leche al día. Según la ley de creación del Programa Nacional del Vaso de Leche, la prioridad la tienen los menores de dichas edades y las madres gestantes y lactantes, y en cada caso de que exista el recurso se podrá atender a los niños de 7 a 13 años, a los ancianos y a las personas con tuberculosis. Sin embargo, en los últimos dos años ha disminuido en más de 600 mil, aproximadamente, las personas beneficiadas del grupo prioritario y, en esa misma cantidad, se incrementaron las del siguiente grupo”. (Diario El Comercio del 31 de enero del año 2005). 

Hemos dicho en los capítulos anteriores que el origen de la corrupción tiene su explicación en las malas leyes y en la ostentosa y confusa normatividad legal que emite el Estado. 

El caso del Programa del Vaso de Leche en San Juan de Lurigancho muestra cómo la autoridad máxima, un grupo de funcionarios, una empresa proveedora de lácteos y hasta un sector de dirigentas hacen de las suyas para utilizar varias leyes para institucionalizar la corrupción en uno de los distritos que cuenta con mayores recursos. Este distrito recibe por parte del Tesoro Público aproximadamente S/. 10’588,000. Un caso típico donde convive la corrupción pequeña con la corrupción de gran envergadura. (Ver casos 7 y 8). 

Estamos seguros de que el siguiente caso se reproduce en mayor o menor medida en otros distritos de Lima y el Perú. Sus diferentes variantes expresan el fracaso del subsidio indirecto como alternativa para mejorar eficazmente los programas sociales, algo que por cierto no pudo prever el fundador e impulsor del Programa del Vaso de Leche, Alfonso Barrantes Lingán. 

Después de todo creo que el alcalde “Frejolito” jamás imaginó que este programa se iba a perpetuar por más de 20 años. Él tuvo la percepción de que era un programa transitorio para amenguar los niveles de pobreza. El problema es que después las leyes han cambiado mucho y diversos intereses han terminado por deformar grotescamente sus objetivos.            

Los casos de corrupción que a continuación se describen confirman un estudio publicado en julio del año 2003 titulado “Las pérdidas en el camino”, fugas en el gasto público y transferencias auspiciado por el Banco Mundial (BM), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y la empresa Apoyo. 

Este estudio efectuado por los economistas Lorena Alcázar, Roberto López  Calix y Erik Wachtenheim llegó a la conclusión de que en el caso del Programa del Vaso de Leche existía “una fuga combinada efectiva del 71% entre el gobierno central y el beneficiario del Vaso de Leche. En otras palabras, los beneficiarios directos del programa (niños entre 0 y 6 años, mujeres gestantes y madres lactantes) sólo recibían S/. 0.29 asignado”. Ese mismo estudio señaló que el 97.33% de las pérdidas ocurridas por irregularidades se producían entre las municipalidades y los comités del Vaso de Leche. 

El caso de San Juan de Lurigancho no sólo confirma las conclusiones y recomendaciones de ese libro, sino que lleva las pérdidas a casos extremos con un fuerte impacto social en todo el distrito, a tal punto que en enero del año 2004 la Contraloría General de la República se vio obligada a desarrollar una acción de control en el Programa del Vaso de Leche de ese distrito. Días antes una marcha de numerosos comités beneficiarios había repercutido en todos los medios de comunicación. 

Tanto la Contraloría General de la República como la Policía Adscrita a este ente de control realizaron una investigación emblemática de la corrupción en el Programa del Vaso de Leche en San Juan de Lurigancho, cuyas diversas facetas estamos seguros de que se reproduce en otros distritos y dependencias del Estado que administran los programas sociales. 

Fruto de esa investigación es que se emitió el Informe de Verificación de Denuncia Nº 07–2004–CG/GDPC y el Atestado Policial Nº 067–2004– DIRCOCOR PNP–DIV PACGR. Ambos documentos dieron lugar a que la Tercera Fiscalía Anticorrupción, que preside la doctora Juana Meza Peña, emitiera denuncia penal contra el alcalde Mauricio Rabanal, ocho funcionarios, dos representantes legales de la Empresa NISSA Corporation y cuatro dirigentas de la organización del Vaso de Leche, entre ellas la cuestionada dirigenta Rosa Llamoja. 

En su momento, el Trece Juzgado Penal de Lima abrió el proceso de autoapertorio a los 16 implicados. De los 9,500 folios que obran en ese juzgado y de otros casos de corrupción ocurridos entre los años 1997 al 2005 podemos colegir la existencia de una cadena de la corrupción que se ha institucionalizado y compromete a importantes sectores de la organización del Vaso de Leche. 

Esta cadena del delito tiene los siguientes nudos, pasos y actores a saber: 

1. Tejiendo el soporte social de la corrupción.  

La autoridad, los funcionarios municipales y la empresa NISSA Corporation construyen el soporte social de la red de corrupción. 

El primer paso consiste en reconocer y registrar ilegalmente a una dirigencia social que utiliza mecanismos de presión y chantaje para favorecer a una sola empresa en el proceso de selección de los insumos, la licitación pública y en las declaraciones de “situación de urgencia” que los funcionarios operan. A cambio, el comité de administración del Programa del Vaso de Leche tolera que la dirigencia social, encabezada por la señora Rosa Llamoja, se convierta en un poder fáctico en todo el proceso de distribución, fiscalización y preparación. 

De este modo se produce una división del trabajo en toda la cadena del delito. Así como la alta dirección puede dirigir a discreción todo el proceso de licitación con el consentimiento de las representantes de la organización ante el comité de administración; la dirigencia ilegal puede manejar a su antojo el padrón de beneficiarias, tomándose la atribución en el camino de entregar los insumos a los comités que son leales a la dirigencia o maquinando asambleas, denuncias y actas para desestabilizar a las dirigentes honestas que critican la corrupción en el proceso. 

Lo anterior explica por qué la señora Rosa Llamoja tiene tanto poder en la organización distrital como para ser presidenta entre los años 2001 y 2008, todo un récord. Una verdadera dictadura de género en la organización distrital con el soporte de la administración municipal que es quien finalmente le otorga el registro y reconocimiento violando todos los procedimientos legales establecidos y contra diversos técnicos que recomendaron en su momento dejar sin efecto este reconocimiento legal para dar cauce a una elección democrática y transparente.       

2. La digitación del proceso de licitación pública.

El proceso de licitación pública de los insumos se realiza en el marco de una “cultura del secreto” para manejar los puntajes de las bases administrativas, evitando una competencia libre y transparente entre varios postores, lo que bajaría el precio de los insumos. Aquello se produce porque la Ley de Contrataciones y Adquisiciones permite un proceso de idas y venidas, apelaciones e impugnaciones que alargan el proceso casi un año. En este momento es donde actúa el “asesor de licitaciones”, hombre de extrema confianza del alcalde. Este es el que realmente prepara todos los documentos técnicos del proceso de licitación con el objeto de favorecer a una empresa.      

Así, la buena pro de la licitación del año 2003 se dio el 15 de noviembre de ese año, mientras que la del año 2004 se dio el 31 de diciembre. Es decir, el abastecimiento de los insumos del año 2004 se hace con el presupuesto del año 2005. 

Nótese que en este proceso, en el momento de seleccionar los insumos, los funcionarios y la dirigencia ilegal se dan maña para que en el proceso de degustación pública sólo asista una sola empresa (NISSA Corporation, quien además ofrece regalos a las dirigentas). Luego una “mayoría” de dirigentas firman un acta acordando como producto la hojuela de quinua y la leche evaporada. 

De esta manera sólo dos o tres empresas pueden competir violando todo principio de competencia. La utilización de la autoridad de un grupo de dirigentas y beneficiarias llega a tal extremo que el mismo día de la apertura de sobres se utiliza la “violencia de género” para expulsar del salón consistorial a cualquier empresa que no sea NISSA Corporation.                                                                      

3. Se inducen las “situaciones de urgencia” para favorecer a una sola

    empresa. 

Los funcionarios y el “asesor de licitaciones” inducen al Concejo Municipal para que este declare las “situaciones de urgencia” y provocar así las adquisiciones de menor cuantía que les permite a los funcionarios y el alcalde favorecer nuevamente a una sola empresa en este caso NISSA Corporation. 

En muchos casos, esto eleva a la larga el precio de los insumos que se compran. Así, entre enero del año 2003 y julio del año 2005 se han acordado en el Concejo Municipal cinco situaciones de urgencia. Previamente el alcalde y el “asesor de licitaciones” tardan deliberadamente la instalación del Comité Especial de Licitación Pública (72 días) y la publicación del Plan Anual de Licitaciones y Contrataciones que la ley establece. 

A su turno, el propio Comité Especial de Licitación colabora con prolongar el tiempo para provocar el periodo de situación de urgencia: Tarda 15 días en enviar las observaciones a Consucode y luego 30 días en elaborar las bases administrativas definitivas una vez que ese ente emitió las observaciones pertinentes. 

En todas estas declaratorias de urgencia, la autoridad municipal utiliza el fantasma “del desabastecimiento de la leche para los niños más pobres”. Por ello, otra vez se utiliza a un grupo de madres que presiona en las sesiones del Concejo Municipal. Obviamente en este proceso el presidente de la Comisión de Regidores del Programa del Vaso de Leche se integra a esta cadena de corrupción abandonando su rol fiscalizador que por ley le compete.

El atestado policial mencionado comprobó que con la declaratoria de estas tres situaciones de urgencia, desde el 1 de enero hasta el 21 de noviembre del año 2003, la municipalidad adquirió el 89.16% del presupuesto asignado por el Ministerio de Economía para el Programa del Vaso de Leche (S/. 9´441,270.72). En la práctica sólo el 10.84% del presupuesto fue ejecutado por el mecanismo de licitación pública, situación que se va a agravar en el año 2004 porque la buena pro fue publicada en El Peruano el 31 de diciembre del año 2004. Hemos llegado a la absurda situación por la cual con el presupuesto del año 2005 se paga una licitación correspondiente al presupuesto del año 2004.        

4. El Órgano de Control Institucional tolera el funcionamiento de la cadena

   de corrupción. 

Toda esta cadena del delito es tolerada por el Órgano de Control Institucional que se niega a realizar una “acción de control concurrente”, es decir en el mismo momento en que se cometen los delitos. 

Los diferentes auditores que ha tenido la municipalidad desde el año 1997 realizaron acciones de control luego que los delitos ya se habían configurado con holgura. Pero incluso en las propias acciones de control posterior el papel de la oficina de auditoría es complaciente con la corrupción. Esta es una de las razones por las cuales la Contraloría General de la República a través de su Resolución 225–2004–CG destituye al señor Abrahan Ponce Barraza como auditor, entre muchas razones, porque “las acciones de control posterior son de muy mala calidad” y porque se ha constatado “un inadecuado seguimiento de la implementación de las recomendaciones de los informes de auditoría emitidos” (resolución publicada en el diario oficial El Peruano el 29 de mayo del año 2004.)                   

El Órgano de Control Institucional es además complaciente con las diferentes irregularidades que la dirigencia de la organización del Vaso de Leche. No se conoce de ninguna acción ejemplar de auditoría ante las numerosas quejas de las beneficiarias del programa ante el abuso y la manipulación que realiza el jefe de programa y la cuestionada dirigencia social.  

5. El poder fáctico de un binomio: Un grupo de dirigentas corruptas y la 

    empresa NISSA Corporation.

Para la autoridad y los funcionarios que forman parte de esta cadena de corrupción les es preferible mantener al Programa del Vaso de Leche en estado de desorganización y que en la organización de las mujeres del Vaso de Leche no se ejerza la democracia y el cumplimiento de los estatutos. 

Se tolera así el reino de la anarquía y de creciente subjetividad y enfrentamiento en los comités de base. Prueba de ello es que desde marzo del año 2002 en San Juan de Lurigancho no se han realizado elecciones limpias y democráticas. El “poder fáctico” de la dirigencia se fortalece con los beneficios y regalos que se obtienen de la empresa NISSA Corporation y en otros casos con las amenazas y denuncias a las dirigentas honestas y a los regidores que denuncian las irregularidades. (La señora Rosa Llamoja se ha dado el lujo de denunciar a dos regidores simultáneamente, con resultados negativos para ella, tal como obran denuncias en el Tercer y Segundo Juzgado Penal de San Juan de Lurigancho).    

En este caso, la realidad no muestra un liderazgo de género como sujeto de transparencia y de un cambio en la calidad del liderazgo, sino gran parte de la dirigencia femenina social ha reproducido los vicios del Estado. 

Este sector ha preferido convivir con una municipalidad corrupta, pero que le garantiza prebendas y una indebida utilización de los insumos del Vaso de Leche. Aquello se puede constatar con los numerosos beneficiarios inscritos que han pasado los límites de edad para recibir los insumos del programa o de dirigentas que buscar ser apoderadas de sus nietos, sobrinos, ancianos o tebecianos para proseguir en la organización.

La cultura de la ilegalidad llega a tal extremo que en el nuevo estatuto que preside la señora Rosa Llamoja existen socias “fundadoras”, “beneficiarias” y “tutoras”. Es decir, puede haber una integrante que ya no tenga ningún hijo que reciba el vaso de leche, pero tiene los mismos derechos que una beneficiaria nueva. 

En el fondo, ese nuevo estatuto reconocido por los Registros Públicos previo reconocimiento de la municipalidad ha institucionalizado el predominio vitalicio de un grupo de dirigentas. Todo ello es posible porque la municipalidad tolera y avala una elección totalmente irregular de la organización del Vaso de Leche.              

6. El alcalde impide el rol fiscalizador de los regidores.    

La máxima autoridad impide ejercer el rol fiscalizador de los regidores y el Concejo Municipal. Esto se puso de manifiesto en tres ocasiones: a) En setiembre del año 2003 cuando el Concejo Municipal por amplia mayoría acordó las recomendaciones anticorrupción de una comisión mixta de regidores, dirigentas vecinales y la iglesia. La más notoria fue cambiar al jefe del Programa del Vaso de Leche (Eber Pezo), quien había estado implicado en tres casos de corrupción en el pasado. b) El 26 de marzo del año 2004, cuando una mayoría de ocho regidores del Concejo Municipal propuso al pleno la creación de una comisión investigadora para analizar las denuncias de corrupción y presentar las alternativas de rectificación. c) En julio del año 2004 cuando ocho regidores propusieron la censura del comité de administración del Vaso de Leche por haber incumplido el proceso de reorganización y reestructuración que el concejo le había encomendado en setiembre del año2003. En ninguno de estos casos el alcalde sometió a debate y votación estas iniciativas de fiscalización de los señores regidores. De esta manera se completaba el círculo de la ilegalidad en el Programa del Vaso de Leche de San Juan de Lurigancho. 

7. La empresa proveedora maximiza ilegalmente sus ganancias a costa de la

    salud de los niños.

Las empresas -en este caso NISSA Corporation- aprovechan de la alta dosis de impunidad y descontrol en el Programa del Vaso de Leche de San Juan de Lurigancho para hacer de las suyas, maximizar sus ganancias de un modo ilícito y enviar insumos de muy mala calidad a los beneficiaros. Una forma de aumentar sus ganancias es alterando el insumo hojuela de quinua. 

Así quedó comprobado cuando la empresa NISSA Corporation se compromete a través de una declaración jurada en entregar en cada bolsa de hojuela el 99.5% de hojuela lavada y el 0.5% de mix de vitaminas y minerales. Sin embargo, los informes de ensayo realizados por el Ministerio de Salud y la Policía encontraron en diversas muestras sólo el 93.13% de hojuela y el 6.87% de mix de vitaminas y minerales en cada bolsa. 

Del mismo modo, la empresa se comprometió en el contrato que sus productos tendrán “un tiempo de elaboración de tres meses al momento de la entrega, sin embargo la comisión de auditoría en las visitas de inspección al almacén conforme consta en actas verifica que los productos tienen 134 días de elaborados. 

Finalmente, la empresa NISSA Corporation con el aval del jefe del Programa del Vaso de Leche suministra insumos alimenticios (hojuela de quinua) que no contó con la calidad sanitaria al presentar contaminación microbiana que implicó riesgo para la salud de los beneficiarios. 

Así lo constata el Ministerio de Salud a través de sus Informes de Ensayo Nº 353, 354, 511, 512–2004– DQ–DM/CENAN, con el agravante de que dicha empresa fue advertida con un mes de anticipación a las denuncias públicas de las madres beneficiarias, tanto por la Contraloría General de la República como por el Ministerio de Salud. (Ver caso 7).  

d)  Área de servicios públicos locales.

En esta área la corrupción se manifiesta en dos planos de manera semejante al área de rentas y fiscalización tributaria. 

En el primero se reiteran las irregularidades para los procesos de licitación o adquisiciones de menor cuantía, tanto para la recolección de los residuos sólidos, el depósito o tratamiento de estos al relleno sanitario y la compra de combustibles, autopartes y repuestos. Allí intervienen directamente el alcalde, su entorno y el gerente municipal, supeditando a los demás operadores que deben favorecer a una empresa, es decir a las gerencias de servicios administrativos, asesoría jurídica, el jefe de abastecimiento y el comité de licitaciones. 

En un segundo plano se produce la corrupción al menudeo, tanto en la distribución irregular o el robo de combustible como en las pequeñas sobrevaluaciones en la compra y tráfico de autopartes y repuestos del parque automotor que está destinado para el servicio de limpieza pública. 

Por otro lado, las irregularidades en esta área convive en todo el territorio distrital con la proliferación de recicladores y recolectores informales de residuos sólidos que atentan diariamente contra la salud, como si la gestión municipal fuera consciente de su ineficiencia perpetua y verse obligada así a tolerar que este sector informal recoja aquel porcentaje de basura que la empresa privada contratada ni la municipalidad puede realizar.

El presupuesto municipal para la gerencia de servicios públicos locales ascendió en total durante el año 2005 a la cantidad de S/. 13’500.000, pues comprende el barrido de calles, el contrato de empresas privadas para el recojo de residuos sólidos y disposición final, el recojo de desmonte, compra de combustible y repuestos y parques y jardines.

Veamos pues, de acuerdo a la documentación analizada del Órgano de Control Institucional, las acciones de la Contraloría y las denuncias presentadas ante el Ministerio Público y de qué modo operan las irregularidades en este sector: 

1. Los contratos irregulares para la recolección de residuos sólidos y la 

    disposición final. 

Los montos considerables que se destinan cada año no sólo para los contratos sino para la compra de combustible, alquiler de maquinaria y repuestos resultan atractivos para las mafias de corrupción o para aquellos proveedores dispuestos a ganar los contratos o adquisiciones a como dé lugar. Del mismo modo que en el Programa del Vaso de Leche se apela permanentemente a las “situaciones de urgencia” por la ineficiencia de los comités en realizar los concursos públicos. Así, entre los años 2000 y 2005 se ha recurrido a un promedio de 16 situaciones de urgencia, lo cual encarece los compromisos y evita la transparencia de los procesos. 

Sin embargo, los altos niveles de corrupción en esta área se han dado en los procesos de licitación pública para las empresas que deben recoger la basura y los contratos de reparación de maquinaria. Al respecto, veamos el hilo conductor existente en el escandaloso caso “Fercasa” ocurrido entre los años 2000 y 2001 y del caso “Recojo” entre los años 2003 y 2005.   

DEL CASO “FERCASA” AL CASO “RECOJO”

1.1 Delitos de peculado, concusión y defraudación en agravio del Estado.

Entre los años 2000 y 2005 hay dos casos emblemáticos que muestran los altos costos que tienen para el servicio de limpieza pública y el área de parques y jardines y las diversas irregularidades en perjuicio de un servicio que nunca funcionó a nivel óptimo. 

Este es el caso “Fercasa” durante la gestión del ex alcalde Ricardo Chiroque y el caso “Recojo” durante la actual gestión del alcalde Mauricio Rabanal. 

Sin embargo, hay una diferencia fundamental: en el primer caso la Contraloría General de la República y la Policía han comprobado con pruebas la gravedad de los delitos, pero en el segundo la gestión ha logrado un férreo blindaje para evitar que las pruebas lleven a una denuncia ante los órganos pertinentes. Casi todo se sabe respecto al caso “Recojo”, incluso por testimonio de los propios integrantes de los comités de licitaciones de los años 2003 y 2004, empleados contratados por la modalidad de servicios no personales, pero nadie tiene el valor de entregar las pruebas o mostrar sus testimonios directamente. Pero es evidente que hay un hilo conductor entre ambos. Veamos el modus operandi de la corrupción en cada caso:                           

1.2 El caso “Fercasa”

Este es uno de los casos más escandalosos desde la creación de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho y que en la actualidad se encuentra en el Trece Juzgado Penal de Lima. Están gravemente comprometidos dos alcaldes (Ricardo Chiroque y Claudio Zúñiga), 11 funcionarios y el representante legal del Grupo Fercasa, Luis Fernando Cácela. El caso se inició a través de la Denuncia  Penal Nº 355 –2002 presentada por el municipio de San Juan de Lurigancho el 11 de abril del año 2002. 

Luego se presenta una segunda Denuncia Penal Nº 583–2002, realizada el 11 de julio del año 2002, por los dirigentes sindicales Marcelino Cocchi, Pablo Vega, Macedonio Pariona y Wilson Cabanillas. Ambas fueron presentadas ante el módulo distrital del Ministerio Público. 

Las dos denuncias tienen sustento en el Examen Especial (Nº 2–2184–2001– 008) del caso realizado por la oficina de auditoría, entre agosto y setiembre del año 2001. Luego, tales denuncias fueron acumuladas el 8 de enero del año 2003 por la Fiscalía Provincial de Lima. 

1. Ante la solicitud del director de servicios a la ciudad, Juan Flores Ventura, para declarar en “situación de urgencia” el servicio de limpieza pública del distrito en vista de la inoperatividad de la flota vehicular antigua, el Concejo Municipal de San Juan de Lurigancho declara en “situación de urgencia” el servicio de limpieza pública por el lapso de 60 días. El proceso irregular se inicia cuando el Concejo Municipal, por iniciativa del entonces alcalde Ricardo Chiroque, toma la decisión sin que se adjunte en la convocatoria y el mismo día de la sesión de concejo el correspondiente informe técnico-legal. Esta “situación de urgencia” es prorrogada de manera “indefinida” el 28 de febrero del año 2001. Es evidente que la intención era lograr la exoneración del proceso de selección a través del mecanismo de licitación pública.      

2. El entonces alcalde Ricardo Chiroque, los funcionarios Manuel Salazar Castañeda (ex director de asesoría jurídica), José Castillo Soto (ex director de asesoría jurídica), Héctor Campos Leyton (ex director municipal), Jorge García Rojas (ex director municipal), Marco Rojas Granados (ex director de administración), Jorge Altuna Cerna (ex jefe de tesorería) y Juan Flores Ventura (ex director de servicios públicos) actúan ilegalmente para producir un “fraccionamiento indebido” a través de la modalidad de adjudicación directa de menor cuantía para la reparación de (nueve unidades) y la compra de (2) unidades  para el servicio de limpieza pública.

Se realizan cuadros comparativos de tres empresas privadas: “Grupo Fercasa S.A.”, “Industria Grupo Acolla” y la “Casa del Volquete”. Posteriormente estas dos últimas, a través de sendas comunicaciones, señalan que nunca participaron del proceso de selección.   

3. Los tres contratos firmados por el entonces alcalde Ricardo Chiroque, entre enero y abril del año 2001 -cuyo monto total asciende a la cantidad de S/. 1’463,287- contienen las siguientes irregularidades: 

a) Se eludió ilegalmente la prohibición de fraccionamiento que establece la Ley

    de Contrataciones del Estado vigente en esa fecha. 

b) Los funcionarios de la municipalidad entregaron la maquinaria por repararse

    el 2 de febrero del año 2001, cuando en realidad recién se firman los contratos

    definitivos el 18 de abril del mismo año. 

c) Se tomó S/. 647,506 de fondos provenientes del Foncomun sin que se haya determinado la modificación presupuestal correspondiente.

d) Los funcionarios con autorización de los alcaldes Ricardo Chiroque y Claudio Zúñiga pagaron los contratos (S/. 412,624 en una primera oportunidad; S/. 659,799 en una segunda oportunidad y S/. 115,780 en la tercera oportunidad) sin la respectiva conformidad de servicio, violando flagrantemente las normas del sistema de abastecimiento. Se configuran así los delitos de peculado, concusión y corrupción de funcionarios. 

4) La empresa Fercasa con el aval de los funcionarios municipales entrega vehículos para el servicio de limpieza pública en pésimo estado de reparación. Así lo determinan técnicos del Instituto de Motores de Combustión Interna de la Universidad Nacional de Ingeniería que obran en los expedientes. Las unidades reparadas presentan deficiencias en los mecanismos del vaciado de carga, frenos y sistema hidráulico. 

5) Los funcionarios municipales no respetaron la normatividad vigente en el uso de los requisitos de contraentrega de una garantía en el caso de los tres contratos realizados. 

La empresa Fercasa no respetó las cláusulas de los contratos. Las cartas-fianzas vencieron sus plazos sin ser renovadas ni ejecutadas. El Grupo Fercasa antes y al momento de suscribir el primer contrato con la municipalidad no contaba con la constancia de habilitación para contratar con el Estado, documento que debió expedir al Consucode.

Finalmente, las resoluciones de alcaldía que firman los alcaldes Ricardo Chiroque y Claudio Zúñiga y los contratos aprobados no especifican de acuerdo a ley qué partida específica del presupuesto se usa como fuente de financiamiento para el pago correspondiente al Grupo Fercasa. 

6) Según los tres contratos firmados, el Grupo Fercasa debió reparar 18 vehículos  de limpieza pública (compactadoras, cisternas y un tracto) y una unidad en calidad de venta. Sin embargo, a fines del año 2002 se tiene perfecto conocimiento que cuatro unidades no fueron devueltas a la municipalidad.  

7) Cabe resaltar que el 6 de junio del año 2001, en momentos que el señor Ricardo Chiroque era perseguido por la justicia y en circunstancias que el señor Claudio Zúñiga ya había asumido la alcaldía, este hace caso omiso de las diversas irregularidades denunciadas por regidores, funcionarios y trabajadores. 

Pese a ello, el señor Zúñiga firma las cartas junto con el director de administración, Marco Rosas Granados, y por el jefe de tesorería, Jorge Altuna Cerna, para ser dirigidas al Banco de la Nación a fin de que esta entidad estatal y financiera extienda los dos correspondientes cheques de gerencia por los montos de S/. 247,174 y S/. 43,322, cancelando el 40% restante del segundo y tercer contrato. 

Esa decisión la toma el alcalde Zúñiga y su entorno pese a la existencia de un peritaje técnico de los ingenieros de la UNI que había detectado las mencionadas fallas en la maquinaria “reparada”. A la fecha, pese a haber transcurrido cuatro años de estas graves irregularidades y actos de corrupción, el Poder Judicial no dicta sentencia ni en primera instancia. Por otro lado, de los 11 funcionarios que se les abrió proceso administrativo por este caso ninguno ha sufrido una ejemplar sanción. 

Mientras tanto, según un informe de la Dirección de Servicios Públicos, por la pérdida de cuatro unidades (un camión madrina, un tracto cisterna, una compactadora y una camioneta doble cabina) la municipalidad deja de recoger diariamente 90 toneladas de basura lo que origina pérdidas del orden de S/. 2´631,677 al año.    

1.3 El caso “Recojo”.

Cuando a mediados del año 2003 se instaló el comité para realizar el Concurso Publico Nº 001–2003  para contratar los servicios de recolección de residuos sólidos que integraban Mebes Quispe, Carlos Yance y Jimy Sota, acordaron por unanimidad dar la buena pro a la empresa Diestra S.A. por presentar las mejores ofertas que le dieron el más alto puntaje. Sin embargo, no imaginaron que en la casa del alcalde en Campoy, Mauricio Rabanal, y el gerente municipal los iban a obligar inmediatamente que modificaran toda la calificación de la última etapa del proceso. Esto para favorecer, con la buena pro, a la empresa Recojo S.A., una empresa aparentemente ligada al gerente municipal Juan Carlos Zelada y a la ex alcaldesa de Pueblo Libre, Paquita Izquierdo, a través de testaferros. 

Uno de los miembros del comité de licitaciones cuenta que  dicho comité encargó a Mebes Quispe (entonces director de administración) acercarse a la casa del alcalde en Campoy e informar sobre el resultado de la calificación, pero éste regresó de dicho lugar compungido y de mal humor informando a los demás miembros del comité que había que modificar de inmediato los términos de calificación de la última etapa del proceso para favorecer a la empresa Recojo.  El meollo de la cuestión radicaba en que la empresa Diestra S.A. había ofrecido para el contrato 12 compactadoras a S/. 3.00 menos que la empresa Recojo por la recolección de cada tonelada de residuos sólidos. 

Obviamente modificar tal calificación era imposible de hacer en un juego limpio de concurso en el mercado, pero los integrantes del comité se vieron obligados a hacerlo, dando la buena pro -el 23 de octubre del año 2003- a una empresa que ofrecía menor calidad en el servicio de unidades de recolección y con un precio más alto por cada tonelada recogida. 

En realidad, la empresa Recojo -como le consta a los vecinos de la parte baja del distrito que veían pasar el servicio en el año 2003- recogía la basura en camiones chancheros, pero cobraba puntualmente a la municipalidad como si estuviera prestando servicio en camiones tipo compactadora. Aquello ocurría porque los miembros del comité de licitaciones, por “orden superior”, no tuvieron otra alternativa que poner en el puntaje final del concurso que dicha empresa ofrecía 12 camiones compactadoras, cuando esta empresa en realidad no tenía esta maquinaria. Esa era la única manera de ganar el concurso y así lo hicieron violando flagrantemente la Ley de Contrataciones del Estado y en estrecha complicidad con los representantes legales de la empresa Recojo. 

La prueba más contundente de que la Empresa Recojo S.A. no contaba con camiones compactadoras en el año 2003 la encontramos en el Sistema de Registro de la Propiedad Vehicular, donde todas las empresas formalmente constituidas deben tener registrados todos sus vehículos. Según el registro 150201 de fecha 26 de octubre del año 2005, la Empresa Recojo S.A. sólo registra el vehículo de placa XO6893. La Partida Registral Nº 11063910 indica en las características del vehículo que este tiene carrocería tipo “compactadota” y fue fabricado el año 2004, lo cual prueba que el año 2003 la empresa Recojo no tenía ninguna compactadora. Prueba además que el año 2003 la empresa ni siquiera tenía camiones barandas de su propiedad registrados en el Sistema de Registro de la Propiedad Vehicular.                 

La segunda irregularidad se produce en los planes operativos para ejecutar el contrato. Según el plan acordado entre la municipalidad y los funcionarios de la cuestionada empresa, ésta debería hacerse cargo de la parte baja del distrito hasta la avenida Los Postes en la Urbanización San Hilarión. Sin embargo, durante gran parte de los  años 2003 y 2004, la flota de compactadoras y camiones de la municipalidad recorrían diversas calles de las avenidas Zárate, Las Flores, Campoy, Chacarilla Otero, Ascarruzn, entre otras, realizando la recolección de residuos sólidos que le correspondía hacer a la empresa contratada vía concurso. 

Se llegaba así al absurdo donde el municipio subsidiaba a la empresa privada en la prestación del servicio, lo cual, por otro lado, reprueba dos cosas: 

Primero, que efectivamente no era cierto el ofrecimiento que la empresa Recojo había hecho para ganar el concurso, ya que se ponía en evidencia que la capacidad de recolección de los camiones chancheros no podía ser igual a una compactadora. Segundo, que los funcionarios municipales ocultaron el incumplimiento de la empresa, con el objeto de favorecerla deliberadamente, al no poner en ejecución las cláusulas del contrato que obligan al  cumplimiento del servicio.                                              

La tercera irregularidad se hace evidente posteriormente cuando entre los años 2004 y 2005 y con el aval de los funcionarios municipales integrantes del comité de licitación pública encargados de llevar a cabo los procesos de licitación y el actuar del gerente municipal, Juan Carlos Zelada, se desarrolla una concertación de voluntades entre las empresas Recojo S.A. y Tour Car S.A. que tienen como propietario a una sola persona (Enrique Villasana Yábar) para obtener la buena pro de los concursos públicos de los mencionados años. Este concierto de voluntades para delinquir se da en las siguientes acciones: 

1)  La Municipalidad de San Juan de Lurigancho a través del Comité Especial de Adjudicaciones otorga la buena pro del Concurso Público Nº 001–2003 a las empresas Recojo S.A. y Tour Car S.A. la concesión del servicio de limpieza pública por un monto de S/. 550,000. Esto se hizo sin tomar en cuenta que la empresa Tour Car S.A. estaba gravemente comprometida en una denuncia por falsificación de documentos, hecho que dio lugar a que la Segunda Sala Especializada en lo Contencioso y Administrativo emitiera una sentencia el 13 de octubre del año 2003 declarando nula la resolución del Comité de Adjudicaciones de la Municipalidad de Jesús María.

2)  En la licitación pública del año 2004 realizada a través del Concurso Público Nº 001–2004 y en la Adjudicación de Menor Cuantía Nº 009–2003–E– CEP/MDSJL, la Municipalidad de San Juan de Lurigancho contrató los servicios de las empresas Recojo S.A.  y Tour Car S.A. sobre la base de tomar como válido una constancia de haber efectuado una “excelente labor” en  educación y cultura ambiental en la Municipalidad Distrital de Jesús María, cuando más bien un proceso penal llevado a cabo por el propio municipio determinó que esta empresa había presentado cartas-fianza al Banco Interbank, cuyo contenido fue adulterado, lo que dio lugar a la suspensión del contrato entre dicha municipalidad y la mencionada empresa.

3)  La empresa Tour Car S.A. presenta contratos de alquiler de vehículos en la Municipalidad de Jesús María de propiedad de la empresa Diestra SAC, actuando en los hechos como una socia estratégica que ganó la concesión en Jesús María. Sin embargo, en octubre del año 2003 en San Juan de Lurigancho el consorcio Recojo S.A.-Tour Car S.A. “le ganó” a la empresa Diestra SAC en el Concurso Público Nº 001–2003 para contratar los servicios de recojo de residuos sólidos por un monto de S/. 550,000 y recoger 13,100 toneladas métricas.

4) La Municipalidad de Jesús María declaró nula la concesión del servicio de limpieza a la Empresa Tour Car S.A. por falsificar documentos, esta misma empresa presentada con su nombre comercial, se consorcia con la Empresa Recojo S.A., teniendo las dos un solo propietario. Sin embargo, la Municipalidad de San Juan de Lurigancho no tomó ninguna acción al respecto, a pesar de las graves acusaciones hechas por el sindicato de trabajadores y las denuncias realizadas en la opinión pública distrital. 

En este caso ha existido una grave omisión de funciones del jefe del Órgano Institucional de la municipalidad al no realizar ninguna acción de control preventiva ni posterior durante los años 2004 y 2005. Del mismo modo, le compete también una responsabilidad al alcalde por no tomar ninguna medida de corrección pese a las denuncias hechas por los medios de comunicación, entre ellas las de la revista señal alternativa.     Posteriormente, los contratos de servicio del grupo de empresas Villasana Yábar se han multiplicado hasta llegar a tener, bajo la figura de licitaciones, concursos o adjudicaciones en exclusiva el servicio de limpieza pública del distrito. 

Queda por investigar cómo hace la Empresa Recojo S.A. para lograr que la Municipalidad de San Juan de Lurigancho no le retenga la suma de S/. 850.000 dispuesto por la Sunat por deuda tributaria o cómo ha hecho el municipio para que los contratos suscritos con la empresa Tour Car S.A. ahora sean asumidos por las empresas Innovaciones Tecnológicas del Medio Ambiente S.A. (INNTEC), empresas cuyo principal accionista es Villasana Yábar.

Según información obtenida en el Sistema de Registro de la Propiedad Vehicular sobre las unidades que tienen las empresas Recojo S.A., Tour Car S.A. e  INNTEC S.A., las únicas propiedades vehiculares con sus respectivas afectaciones registrales son las siguientes: 
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Como se puede observar, cuando a fines del año 2003 la Municipalidad de San Juan de Lurigancho le dio la buena pro a las empresas Recojo S.A. y Tour Car, ninguna de ellas tenía registrado en el Sistema de Registro de Propiedad Vehicular un solo vehículo para brindar el servicio de recolección.
Recién el año 2004 la empresa Recojo logra comprar un camión compactadora. Mientras tanto, la empresa INNTEC S.A. sólo reporta dos camiones compactadoras, dos camiones recolectores y dos camiones baranda. La pregunta que fluye entonces es: ¿Por qué los diferentes comités para los concursos públicos de los años 2003 y 2004 le dieron la buena pro a esta extraña asociación cuando en realidad las tres empresas sólo podían exhibir en su propiedad una cantidad de tres compactadoras? Sin embargo, en los informes técnicos comparativos los miembros del respectivo comité dieron como cierta la oferta de 12 camiones compactadoras. 

Lo grave del asunto es que existen indicios suficientes para afirmar que la municipalidad pagó a estas empresas como si el servicio prestado fuera de compactadoras cuando en realidad la mayoría de estos vehículos eran camiones baranda.

Contrastes de la corrupción en esta área. Si entre los años 2000–2001 la empresa Fercasa terminó por apropiarse ilícitamente de cuatro unidades de limpieza pública de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho; entre los años 2003 y 2005 las empresas Recojo S.A, Tour Car S.A. e Inntec S.A. han financiado con dinero del municipio la compra de por lo menos cinco unidades vehiculares, con irregulares contratos y adjudicaciones de menor cuantía por un monto aproximado de S/. 11 millones. 

Paradójicamente durante estos años la municipalidad no compró ninguna unidad vehicular para modernizar su flota y las que tiene en la actualidad están a punto de colapsar. El hilo conductor de ambos procesos ocurridos en los últimos seis años radica en la complicidad de las empresas y funcionarios para beneficiarse del presupuesto anual de la municipalidad, mientras cada día se deja de recoger 98 toneladas de basura.   

A fines de mayo del año 2006, el fracaso del sistema de limpieza de la gestión del alcalde Mauricio Rabanal lo llevó a tomar una acción desesperada con la finalidad de buscar un impacto en la opinión pública distrital en los últimos meses de su gestión. A través de un acuerdo de concejo se autorizó a la administración efectivizar un préstamo bancario (con el Banco de la Nación) para comprar 10 camiones compactadoras por un monto de S/. 4’967,157 a una tasa efectiva mensual del 13% en el plazo de cuatro años.  

Es decir, la municipalidad pagará hasta el año 2010 la suma total aproximada de S/. 5’612, 887. Por lo tanto, el precio total que el municipio pagará por cada unidad será de S/. 561, 288, aproximadamente unos US$ 171,647 por cada unidad. Un gasto totalmente oneroso e ineficiente, toda vez que el precio al contado de un camión compactadora en el mercado varía entre 96,000 y 110,000 dólares americanos                             

1.3 Adulteración, robo de combustible y el tráfico de autopartes.

Así como en el más alto nivel se monitorea a discreción los procesos de licitación para favorecer a determinadas empresas, en el área de servicios públicos de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho ha existido desde hace muchos años una mafia de trabajadores, quienes coludidos con funcionarios realizaron diversos actos para beneficiarse con las siguientes acciones ilegales:

i) La adulteración de combustible: Los márgenes de ganancia ilegal que las empresas proveedoras de combustible obtienen en los procesos de concesión aumentan porque el sistema de distribución y consumo de combustible tolera que los empleados de la empresa privada proveedora y los trabajadores de la municipalidad no fiscalicen la calidad del combustible. De este modo, por ejemplo, la empresa deposita en los tanques del surtidor petróleo Diesel 2 mezclado con kerosene o con agua, lo cual aumenta sus ganancias por cada galón. Es decir, la empresa no sólo obtiene una sobreganancia por el precio que le paga la municipalidad -en la página 112 demostramos que entre los años 2003 y 2004 el municipio pagó por cada galón de gasolina de 97 octanos un precio de S/. 13.9, mientras que en los grifos del mercado se vendía a S/. 11.45-, sino por la menor cantidad de petróleo neta por cada galón que le entrega a la municipalidad a cambio de darle agua y kerosene.              

Como es obvio, la municipalidad no sólo se perjudica por los sobreprecios que pagan a la empresa concesionaria, sino por el deterioro acelerado de los motores de las unidades vehiculares dedicadas a la limpieza pública y por el uso de combustible adulterado que afectan gravemente las bombas de inyección. 

Esta situación ha sido confirmada tardíamente cuando a solicitud de la municipalidad, el Laboratorio de la Facultad de Petróleo, Gas Natural y Petroquímica de la Universidad Nacional de Ingeniería emitió los Informes de Ensayos Nº IE–72505 - IE–70905 de fecha 9 de diciembre del año 2005. Dichos informes concluyen que el combustible Diesel 2 que venía suministrando la empresa Inversiones y Servicios Universal no se encontraba de acuerdo a las normas técnicas de Osinerg. 

Sin embargo, la pregunta que fluye es la siguiente: ¿Por qué recién a inicios del año 2006 los funcionarios toman acciones penales contra el Grifo Universal cuando ya existían denuncias del sindicato de trabajadores e informes periodísticos que datan de los años 2002 y 2004? Como se sabe, entre los años 2003 y 2005 el Grifo Universal no sólo se hizo acreedor a tres buenas pro para proveer de combustible, sino por lo menos cinco adquisiciones directas que la favorecieron de un modo privilegiado.                               

ii) El robo de combustible: La ausencia de mecanismos eficaces de control permite que un grupo de choferes y ayudantes de las unidades de recolección de residuos o camionetas vendan clandestinamente y a terceras personas parte del combustible que diariamente se les entrega en el surtidor. Esta venta informal se desarrolla de vehículo a vehículo en lugares ocultos del distrito o en altas horas de la noche. En el área de servicios públicos cada cierto tiempo se presentan denuncias de los propios trabajadores honestos, pero en realidad nunca se ha tomado acciones ejemplares.                            

iii) El tráfico de autopartes: El descontrol existente en las áreas de maestranza y mantenimiento genera un vacío donde actúan trabajadores contratados o nombrados que simulan reparación de piezas en otros talleres privados. Sin embargo, los años pasan y esas piezas no retornan a la municipalidad ante la pasividad de los jefes y gerentes. 

En otros casos se producen mecanismos de sobrevaluación en la compra de autopartes, proceso en el que participan los cotizadotes y el propio jefe del área de abastecimiento de la municipalidad. Al respecto existen sendos informes del sindicato de obreros municipales dando cuenta de estos hechos.     

e) El área de logística.  

Es notorio constatar que durante la actual gestión municipal el alcalde, el entorno familiar y la alta gerencia defienden con uñas y dientes al jefe de abastecimiento, Román Terrones Montano, para que éste permanezca en su puesto. La Contraloría General de la República, en el caso del Vaso de Leche, y un grupo de ocho regidores a inicios del año 2004 demostraron que el mencionado funcionario está comprometido en delitos de colusión, omisión de funciones y otros, pero el alcalde se niega a realizar el cambio solicitado por una mayoría de regidores a inicios del año 2004. ¿Cómo explicar este comportamiento de la máxima autoridad en un área que por sus funciones debe exhibir una alta dosis de transparencia?

La respuesta es muy simple. El área de abastecimiento siempre ha sido uno de los lugares más codiciados por las mafias de la corrupción en todas las dependencias estatales y la Municipalidad de San Juan de Lurigancho no podía ser la excepción. Y es que esa dependencia siendo una de las áreas encargadas de desarrollar las compras y adquisiciones por diferentes modalidades (recibir y dar donaciones, elaborar los contratos, etc.) es también una de las áreas más difíciles de controlar por parte del Órgano de Control Institucional, los regidores y la prensa independiente. En la actual gestión de Mauricio Rabanal esa área funciona como un área casi secreta sin la presencia de un trabajador de carrera.           

Obviamente, de acuerdo al Reglamento Organización y Funciones (ROF) de la comuna, la jefatura de abastecimiento actúa directamente con el “comité permanente de adquisiciones” del cual es integrante.  

Durante el año 2003 se pudo obtener valiosa información que encuentra indicios razonables de numerosas irregularidades y bajo diferentes modalidades que en su momento fueron mostradas en febrero del año 2004 por ocho regidores integrantes del “bloque democrático”. Lamentablemente, la inacción del Órgano de Control Institucional y la labor auditora tenue de las respectivas sociedades auditoras impiden que se pongan en custodia las pruebas fehacientes del delito en vista de que esta es donde los funcionarios tienen la capacidad de “regularizar” con documentos los actos ilícitos cometidos.    

Entre diciembre del año 2003 y enero del año 2004 tuve la oportunidad de acceder a valiosa y abundante documentación sobre diversas compras y adquisiciones del área de abastecimiento. Esta información fue ordenada en 40 órdenes de servicio y de compra, donde se puede notar diversas irregularidades a saber y que en total ascienden a la cantidad de S/. 1´688,197. En todos los casos los documentos son firmados por el señor Román Terrores Montano.  

1) En la compra de diversos bienes y servicios (papel, compra de rollos de película, impresión de recibos de cobranza para caja de tesorería, compra de videos cassetes, etc.), encontramos una sobrevaluación con un promedio que fluctúa entre el 100% y 400%. Por ejemplo, la municipalidad pagó, el 5 de diciembre del año 2003, por la impresión de 10 millares de comprobantes una cantidad que sobrepasa en un 200% el precio del mercado a través de la Orden de Servicio Nº 001186–05–12–2003. Mientras en la misma fecha en el mercado se pudo comprar una cantidad apreciable de rollos Ultra Kodak 400 al precio de S/. 8,00, el municipio pagó, a través de la Factura Nº 0292, un precio de S/. 16.50 por 30 rollos de película a la Empresa Vierochka (RUC 10094548646).              

2) En diversas compras el área de abastecimiento comete varias irregularidades de modo reiterado: se utiliza órdenes de servicio para comprar un bien cuando en realidad debió utilizarse una orden de compra; en algunas compras no se registran ingresos de los bienes adquiridos porque no figuran las notas ingreso al almacén; en otros casos si bien supuestamente se compró un bien este nunca llego a  la municipalidad.      

3) Existen indicios de una sobrevaluación del orden del 30% en la compra de 57 computadoras adquiridas a la empresa JCLM el 20 de enero del año 2004 a través del Contrato de Licitación Pública Nacional Nº 003–03–CE/MDSJL. 

4) En el caso de la compra y consumo de combustible se encontraron los siguientes indicios de irregularidades: Se compró gasolina de 97 octanos a un precio sobrevaluado. Mientras que en los grifos de la época se podía comprar este combustible al precio de S/. 11.45 por galón, la municipalidad compró la unidad al Grifo Inversiones y Servicios  Universal S.A. al precio casi de S/. 14.00  (S/.13.91) tal como puede comprobarse en la Orden de Compra Nº 0000532 del 30 de octubre del año 2003. Adviértase que por ser el proveedor una empresa ganadora de una licitación por el tiempo de un año, esta debió vender más bien  a la municipalidad cada galón a un precio razonablemente inferior que en el mercado de combustibles. También se advierten otras irregularidades: Durante todo el año 2003 el control del consumo del combustible se ha hecho sin una directiva específica que debió ser ejecutada por el área de abastecimiento. En el consumo del combustible no se usan partes diarios para el control del combustible por cada una de las unidades móviles de la municipalidad. En suma durante el año 2003 hubo un descontrol total en el consumo de combustible.     

Al realizar las consultas legales del caso hemos constatado que las diversas irregularidades cometidas por el área de abastecimiento con el aval del Comité Permanente de Adquisiciones violan las siguientes normas legales que rigen los sistemas de abastecimiento y activos fijos de las dependencias estatales: a) El Decreto Legislativo Nº 22867, Ley de Desconcentración en el Sistema de Abastecimiento; la Resolución del INAP Nº 118–80–INAP/DNA, Normas Generales del Sistema de Abastecimiento; el Manual de Administración de Almacenes para el Sector Público Nacional y la Resolución de la Contraloría Nº 072–98 Normas de Control Interno para el Área de Abastecimiento y Activos Fijos.

Por otro lado, le compete en este caso una responsabilidad central al Comité Permanente de Adquisiciones por no realizar acciones de control en los siguientes aspectos: a) Garantizar una función  adecuada de los cotizadotes para buscar los mejores precios. b) Evitar que primero el proveedor ingrese sus productos al almacén y luego regularice los pagos. c) Capacitar a los trabajadores de almacén y abastecimiento para evitar confusiones en la expedición de órdenes de compra y de servicio, etc. d) Dictar las directivas necesarias en coordinación con la gerencia de presupuesto y planificación para el desarrollo para el control del consumo del combustible.        

f)   Área de auditoría y asesoría jurídica.

Irónicamente la cultura de impunidad adquiere forma legal en aquellas áreas donde más bien debería existir la voluntad de implementar una “estrategia de corrupción cero” a través de medidas preventivas o consejos a la autoridad, al Concejo Municipal y a los funcionarios para evitar las irregularidades en sus diferentes variantes como hemos apreciado en las páginas anteriores.  

Sin embargo, la falta de independencia del Órgano de Control Institucional, el culto a la ilegalidad,  por “sacarle la vuelta a la ley” por parte de los funcionarios de la gerencia de asesoría jurídica, termina por fortalecer el blindaje jurídico a los actos irregulares, sobre todo de aquellos dirigidos por la alta dirección y la alcaldía. 

En lo que se refiere al Órgano de Control Institucional, es revelador de la impunidad existente durante estos ocho años apreciar cómo la selección del jefe de esta área también está plagada de irregularidades, las que se hacen con el exclusivo propósito de tener un auditor “de confianza del alcalde y de la alta dirección administrativa”. Tres acciones de la propia Contraloría corroboran esta apreciación: 

1) En diciembre del año 2000 el Informe de la Contraloría General de la República Nº 067–2000–CG/B350 detectó que las “irregularidades en concurso público de méritos para la designación del titular del órgano de auditoría interna permitió designar a un profesional que no garantizaba la independencia funcional”. 

Anecdóticamente, la comisión del concurso público para designar al nuevo auditor de la época fue presidida por el propio alcalde Ricardo Chiroque. (Ver Resolución de Alcaldía Nº 005 del 4 de enero del año 1999). 

2) Tres años más tarde, la misma Contraloría General de la República a través de su Resolución Nº 225–2004–CG destituye al señor Abrahan Ponce Barraza como auditor, entre muchas razones, porque “las acciones de control posterior son de muy mala calidad” y porque se ha constatado “un inadecuado seguimiento de la implementación de las recomendaciones de los informes de auditoría emitidos”. En esa misma resolución la Contraloría también señala como una de las causales de la destitución del señor Ponce Barraza haber sido designado en un proceso irregular. (Resolución publicada en el diario oficial El Peruano el 29 de mayo del año 2004.) 

3) Ahora en el año 2005, la jefatura del Órgano de Control Institucional funcionó como encargatura, es decir con un empleado contratado de confianza del alcalde y el gerente municipal. Recién desde el mes de mayo del 2006, la municipalidad cuenta con una auditora independiente, designada por Concurso y remunerada por la Contraloría.  
Como se puede deducir, durante estos ocho años, en los cuales se han presentado múltiples casos de corrupción, la Municipalidad de San Juan de Lurigancho nunca pudo contar con un profesional de alta calidad, emanado de un concurso público transparente. Mejor dicho, las autoridades de turno y los funcionarios de confianza de los alcaldes han bloqueado esta posibilidad. He aquí una prueba evidente de la “corrupción sistémica”  a la que hemos aludido anteriormente.

A la falta de independencia del auditor se agrega el papel negativo del área de asesoría jurídica. Esta instancia encargada de emitir opinión legal sobre todos los temas que aborda el Concejo Municipal; sobre los contratos que firma el alcalde y las diversas resoluciones de alcaldía que firma el titular, en lugar de alertar a la autoridad y a la alta dirección administrativa, el área de asesoría jurídica sobre la inminencia de un delito o irregularidad termina en casi todos los casos por sumarse a la cadena del delito. Veamos cuatro casos emblemáticos. 

a) En el caso Fercasa el examen especial de la Contraloría (1) determinó responsabilidad de dos directores de asesoría jurídica (Manuel Salazar Castañeda y José Castillo Soto). La responsabilidad radicó en que ambos funcionarios no actuaron a tiempo ni emitieron su opinión legal ante las irregularidades ocurridas en tres contratos y en la propia ejecución del mismo. 

b) En la diversidad de casos de corrupción ocurridos en el Programa del Vaso de Leche desde el año1997, especialmente el que dio origen en el año 2004 al Informe de Verificación de Denuncia de la Contraloría Nº 07–2004–CG/CDPC y a la correspondiente denuncia penal que se procesa en el Trece Juzgado Penal de Lima, el área de asesoría jurídica asumió siempre una actitud pasiva y de aval de estas irregularidades. Por ejemplo, desde el 29 de diciembre del año 2000 la Contraloría alertó sobre el fraccionamiento irregular en la compra de insumos del Programa del Vaso de Leche a través de las “situaciones de urgencia”, sin embargo, el área jurídica durante estos cinco años nunca emitió una opinión en contra de la evasión de las licitaciones públicas. 

Entre enero de los años 2003 y 2005 se han producido seis declaratorias de urgencia y en ninguna de ellas el área legal tuvo una opinión -por lo menos crítica- de la viabilidad legal de las mismas. 

c) En el caso de la denuncia que se originó por el conocimiento público de dos videos donde cuatro funcionarios negocian irregularmente con dos trabajadores información de los principales contribuyentes a cambio del pago de devengados, el gerente de asesoría jurídica (Aldo Bolaños) en lugar de advertir a los gerentes de rentas, administración y tesorería sobre el procedimiento irregular de pagar los devengados, éste jugó más bien un rol activo en promover que el jefe de tesorería (Nelson Rodríguez) entregue un cheque por pago de devengados al empleado Jorge Zegarra cuando en realidad el procedimiento violaba las normas legales. Ese acto configuró un indiscutible delito de cohecho pasivo por parte de los trabajadores y de cohecho activo por parte de los funcionarios. 

Como estos, se pueden mostrar cientos de casos en que la oficina de asesoría jurídica se suma a la cadena del delito de un procedimiento para firmar un contrato irregular para dar una opinión legal donde se induce al Concejo Municipal a cometer errores o cuando el alcalde lo requiere para emitir luego una resolución de alcaldía que no se ajusta a la ley. Quizá el caso más vergonzoso y servil del gerente de asesoría jurídica fue cuando ante el pedido de un regidor para solicitar que el Concejo Municipal acuerde la convocatoria a una audiencia pública de rendición de cuentas, el informe técnico legal de respuesta de esa área recomendaba declarar improcedente dicho pedido, llegando al ridículo de pedir que el regidor solicitante del pedido recolecte firmas, según la Ley 26300, desconociendo que la Ley del Presupuesto Participativo y las Directivas del MEF obligan a los alcaldes a rendir cuentas a la comunidad. (Ver caso 9).

g) Las prescripciones y la impunidad en los procesos administrativos. 

Una manera de probar hasta qué punto la institución municipal no hace uso de la ley y las normas de rango menor para corregir los casos de corrupción o irregularidades administrativas ocurridas en gestiones pasadas, es el tratamiento displicente que se ha dado a los procesos administrativos y disciplinarios cada año. De este modo se hace una costumbre en las gestiones la inercia de las llamadas “prescripciones” por la cual un funcionario de carrera o un ex funcionario de confianza que ya no trabaja en la municipalidad termina librado de toda sanción. En otros casos, las medidas disciplinarias son tenues, creando una sensación de que la autoridad es débil.      

Lo más grave consiste en que ese ex funcionario pudo haber cometido un grave error en San Juan de Lurigancho en años anteriores, por el cual pudo ser suspendido o destituido, pero viene trabajando en otra municipalidad o dependencia estatal sin  que nadie se percate de nada. Una prueba es lo ocurrido entre los años 1999 y 2005 donde por negligencia de la autoridad prescribieron 67 procesos administrativos. 

Es decir, las comisiones especiales designadas para tal efecto no hicieron nada para calificar las sanciones o declarar sin lugar a sanción. Nótese que entre el año 1999 y el año 2005 se cometen los más graves casos de corrupción, como el caso Fercasa, la falsificación de lo sellos de Prompyme o el descubrimiento de una mafia de corrupción en el Programa del Vaso de Leche, entre muchos casos. Durante ese periodo estuvieron con proceso administrativo 12 trabajadores estables y 55 ex funcionarios de confianza no estables. Según los informes de auditoría y de las sociedades auditoras, entre mayo del año 1999 y agosto del año 2005 se debieron realizar 130 procesos administrativos contra 15 empleados estables y a 68 ex funcionarios que ocuparon cargos de confianza entre los años 1999 y  2005 (
).  (Ver cuadro 16).                          

Por otro lado, muy pocos saben que después que la Contraloría desarrolla una acción de control para ver si encuentra hallazgos de corrupción o irregularidades administrativas, procede luego a fijar recomendaciones al área donde se cometió anormalidades. De este modo, la acción de control no sólo puede devenir una denuncia penal o civil -que en este caso le compete a la procuraduría municipal- ante el Ministerio Público o una sanción administrativa, sino que se obliga a la institución municipal a corregir los errores cometidos y evitar que se reproduzcan en el futuro. 

En consecuencia, un proceso anticorrupción no sólo debe quedarse en el seguimiento de las denuncias, sino también en vigilar que las recomendaciones emanadas se cumplan. 

Al respecto, de los 42 casos de corrupción que hemos detectado, la oficina de auditoría dedujo la aplicación de 305 recomendaciones que consisten en la apertura de procesos administrativos, medidas administrativas, capacitación de funcionarios, supervisión de funciones, mecanismos de control, etc., que permitan que las áreas comprendidas corrijan los errores cometidos. Por ejemplo, producto del informe largo de auditoría del periodo 2002 sobre irregularidades en cuentas bancarias porque no se encontraban anotadas en los registros contables por un importe de S/. 1’231,361 y US$ 29 mil, el Órgano de Control Institucional dispuso el inicio inmediato de procesos administrativos disciplinarios para la aplicación de sanciones. Sin embargo, al 31 de marzo del año 2003 esta recomendación no se había aplicado, pese a que el alcalde dispuso hacerlo mediante Memorando Nº 008–2003–A/MDSJL para que se tomen acciones necesarias.

[image: image7.jpg]CUADRO 16
CUADRO COMPARATIVO SOBRE LOS PROCESOS
ADMINISTRATIVOS (1999-2005)

p

1999- 2001 9 19 Setiembre 1999- Febrero
2001
2001- 2002 3 36 Febrero del 2001
2002- 2003 3 48 Febrero-octubre del 2003
2003- 2004 12 Diciembre del 2005
130 procesos administrativos sin sancién o con sancién muy tenue.

\
(*) En muchos casos un funcionario o trabajador estable tuvo mas de tres procesos
administrativos a la vez





Según el informe de auditoría remitido el 12 de mayo del año 2003, de las 305 recomendaciones emitidas aún no habían sido implementadas el 41% y sobre todo en las áreas más neurálgicas donde se generaron casos de corrupción o irregularidades administrativas. Esto indica la necesidad de un monitoreo permanente de la alta dirección para su aplicación. 

La gestión de Mauricio Rabanal ha profundizado esta lógica de impunidad de las comisiones de procesos administrativos. Así ocurrió con las recomendaciones emitidas por la Sociedad Auditora Ángel López Aguirre y Asociados SC, producto del informe largo, el presupuestal y el financiero para el periodo auditado del año 2003. Las recomendaciones establecían abrir proceso administrativo a 12 funcionarios, entre los que se encontraba el gerente municipal (involucrado en ocho observaciones), la gerenta de desarrollo urbano, Romelia Zegarra, entre otros. Para tal efecto, el alcalde designó a tres comisiones para realizar estos procesos administrativos. Al final, por resolución de alcaldía ningún funcionario tuvo una sanción ejemplar y enérgica. A cada uno de los involucrados solo se le habría entregado una carta de amonestación, lo que equivale en términos prácticos a perdonar sus irregularidades.  

Por ejemplo, varias de las recomendaciones de la mencionada sociedad auditora tenían a la base graves irregularidades, tal como ocurrió en la responsabilidad administrativa de Romelia Zegarra Acuña, ex jefa de proyectos, inversiones y obras públicas, Marco Antonio Vásquez Fernández, ex jefe de planificación y presupuesto, y Joaquín Gutiérrez Rojas, ex gerente de planificación de desarrollo, por no haber coordinado ni justificado técnicamente los motivos de la no ejecución de las obras incluidas en el presupuesto modificado al efectuar la evaluación anual del presupuesto de la municipalidad.

Las obras no ejecutadas ascendían aproximadamente a S/. 4.5 millones, pese a que la municipalidad obtuvo un préstamo de S/. 4 millones del Banco de la Nación y recibió el año 2003 la cantidad de S/. 21’636,841 por concepto del Foncomun. Sin embargo, para los funcionarios de confianza del alcalde Rabanal ese error fue mínimo y sólo requería una “amonestación”.                                 

La gestión del alcalde Rabanal delata su propia disposición de fomentar la impunidad a través de estas comisiones, tal como se expresa en la no publicación de las resoluciones en El Peruano, así como en la resolución que habría exculpado a la doctora Ana Delgado de la Flor de las acusaciones por haber cobrado irregularmente doble sueldo en las municipalidades de San Juan de Lurigancho y Ate-Vitarte. Sin embargo, sospechosamente ninguna de estas resoluciones es publicada en El Peruano y menos en el Portal Electrónico.                                                     

h)  El papel de las Sociedades Auditoras.

Luego de hacer una revisión de los diferentes documentos emitidos por las sociedades auditoras entre los años 1999 y el 2004 se puede comprobar el pírrico aporte de este mecanismo de control para revertir la corrupción de carácter sistémico en la Municipalidad de San Juan de Lurigancho. Contrariamente se podría llegar más bien a la conclusión de que este es un mecanismo engañoso que impide observar a profundidad el culto a la ilegalidad existente en el municipio desde hace muchos años. En otros casos esos procesos terminan atenuando las irregularidades en una relación casi secreta entre los auditores, el alcalde y los funcionarios municipales. 

Al revisar los informes largos de las sociedades auditoras sobre los años 2002 y 2003 y 2004 (
) encontramos una permanencia de irregularidades que se repiten y que no llevan a recomendar acciones drásticas. Sobre el particular hemos tomado una muestra de cinco casos que permanecen intactos durante los cuatro años sin que se hayan cumplido las recomendaciones y menos aplicado sanciones. 

a) La calidad del gasto es ineficiente. Excesiva orientación al rubro gastos

    corrientes e incumplimiento de las leyes sobre el presupuesto público. 

b) Se viene realizando el fraccionamiento irregular en la compra de insumos del  

     Programa del Vaso de Leche.

c) Existen cuentas bancarias que no se encuentran registradas en los registros

    contables por montos que fluctúan entre S/. 1 millón o S/. 2 millones.

d) No se evidencia que las áreas de planeamiento, racionalización y estadística

     cuenten con una programación mensual de ingresos y egresos.

e) No se ha elaborado el plan estratégico institucional de la municipalidad, pese a

    las reiteradas observaciones de los auditores y de regidores del Concejo

    Municipal.

f) El margesí de bienes de la municipalidad no ha sido actualizado. 

Al analizar el comportamiento del alcalde, la dirección municipal, el Órgano de Control Institucional y las comisiones de procesos administrativos para velar por el cumplimento de las recomendaciones que se deducen de estos informes de las sociedades auditoras se pueden comprobar tres situaciones anómalas: 

1) Las recomendaciones no han sido implantadas durante estos cuatro años. 

2) No existen sanciones ejemplares para lograr el cumplimiento de las

     recomendaciones. 

3) Las sociedades auditoras si bien comprueban la persistencia de las

     irregularidades durante cuatro años, no recomiendan sanciones más drásticas

     para su cumplimiento.

Por otro lado, la ineficacia de los informes de las sociedades auditoras entra en contradicción con la eficacia de las acciones de control que desarrolla la Contraloría General de la República. Por ejemplo, para las sociedades auditoras la problemática del Vaso de Leche se reduce al fraccionamiento permanente en la adquisición de los insumos y la ausencia de padrones actualizados de beneficiarios. En cambio, para la Contraloría el tema es más grave, puesto que el problema central de la irregularidad radica en los procedimientos violatorios de la ley al momento de emitir la buena pro en las licitaciones públicas para comprar los insumos. 

Si es cierto que la labor de las sociedades auditoras debe desarrollarse de manera cerrada, es evidente que esta se produce en una relación que le impide una acción independiente y con conocimiento integral de los problemas que aqueja a la municipalidad. Este hecho se pone en evidencia en dos planos: por un lado, la municipalidad es la que paga a las sociedades, llegándose al extremo de que una de ellas exigió un pago de devengados por un informe desarrollado cuatro años atrás. Por otro lado, las sociedades auditoras no reciben los informes de hallazgos que pueden mostrar los regidores, dirigentes vecinales e instituciones. Todo esto hace estéril su trabajo, en términos prácticos termina por administrar simplemente el culto a la ilegalidad en la administración municipal. 

Si hiciéramos un análisis de costo-beneficio sobre el aporte de estas sociedades llegaríamos fácilmente a la conclusión de que sus logros han sido casi nulos para corregir la extendida corrupción existente en San Juan de Lurigancho. Lo aconsejable sería de que los recursos destinados para tal fin puedan servir más bien para fortalecer el Órgano de Control Institucional, dotando a esta área de profesionales competentes y recursos necesarios para desarrollar con celeridad sus planes anuales de control. Por ejemplo, es irónico que a estas alturas la Contraloría no tenga recursos para realizar el concurso público interno para designar a un nuevo auditor. Entre junio del año 2004 y junio del año 2006, la oficina del Órgano de Control Institucional ha estado bajo el mando de una encargatura, es decir de un funcionario de confianza designado por el alcalde. 

i) Poniéndole vendas a la ciudadanía.

“El mayor activo económico que posee el Estado no son sus cientos de inmuebles, maquinarias y equipos, ni el presupuesto que maneja, ni sus depósitos en el sistema financiero, sino las diversas bases de datos, registros, estudios e informes analíticos que posee”.

                Beatriz Boza, ex presidenta del Indecopi (
).   

Para que todos los actos ilegales aquí descritos fluyan con rapidez y con la máxima discreción, es imprescindible que los operadores de la corrupción pongan excesivas trabas y costos para que los ciudadanos puedan acceder a la información de los actos realizados por la municipalidad. Que a los regidores e instituciones de control se les niegue la información o se las entregue cuando el delito ya está cometido, “regularizado”, atenuando así el impacto negativo de los actos cometidos. 

1. Un distrito líder en fomentar “la cultura del secreto”.

En mi experiencia personal como regidor y la de mis colegas de oposición hemos podido constatar qué tan importante es que los ciudadanos estén bien informados para que pueda emerger una sociedad local crítica y vigilante. 

Cuando se impide el acceso a la información, la población actúa y opina como si tuviera una venda en los ojos. Y tarde o temprano esto termina también por originar indiferencia y resignación frente al dolo, como si muy poco se pudiera hacer para impedirlo. Pese a que en la Constitución, en diversas normas legales y en la propia Ley de Transparencia Fiscal, se exige transparencia estatal, a la larga las autoridades se dan maña para informar lo que les interesa y ocultar lo que la ciudadanía y la opinión pública requieren.

La primera valla que impide la información es el precio de S/. 10 que el ciudadano tiene que pagar por cada copia de una hoja de un expediente. Aquello es uno de los primeros impactos de indignación que el ciudadano percibe de la gestión, pero que al final lo pone en repliegue cuando constata que por un expediente de 10 páginas tiene que pagar S/. 100, cuando a pocos metros de la municipalidad lo podría obtener sacándole copias al precio total de S/. 0.40.          

2.- Los códigos secretos para impedir el acceso a la información.

Es cierto que la gestión de Mauricio Rabanal no ha llegado al descaro de emitir un memorando dirigido a los funcionarios y trabajadores contratados prohibiendo que estos entreguen información a los regidores, periodistas o ciudadanos si no cuentan previamente con la aprobación del alcalde y el gerente municipal, como sí lo hizo Ricardo Chiroque en el año 1999. Pero ha utilizado un mecanismo más eficaz para cerrar el flujo de información que pueda rápidamente provocar una denuncia o una acción preventiva para evitar el dolo: sin un documento firmado impone esa prohibición como una condición de lealtad para que un funcionario, trabajador contratado o nombrado pueda quedarse en el puesto.

Complementariamente a esa acción, impide que los trabajadores puedan laborar en aquellas áreas neurálgicas, salvo en los casos en que ellos demuestren de manera fehaciente y servil cumplir con ese código secreto.    

El siguiente testimonio personal se muestra que en la Municipalidad Distrital de San Juan de Lurigancho está institucionalizada esta cultura del secreto. Quiero remitirme a una muestra de las diferentes solicitudes de información que no se encuentran en la página web y que entre los años 2003, 2004 y 2005 solicité con carta dirigida al alcalde y que después fue autorizada por el Concejo Municipal. 

La negación de la información dio lugar a un recurso de queja ante la Defensoría del Pueblo el 12 de octubre del año 2005 con la respuesta negativa de la municipalidad a la respectiva Acción Defensorial.

Una situación similar ocurrió con mis colegas regidores Juan Baldeón del APRA, Romer Layme y Joel Estraver de Unidad Nacional y Juan Silva de Perú Posible. Veamos la relación de los 21 pedidos de información:
1) Requerimiento de información sobre el directorio de los principales contribuyentes; declaraciones juradas de autovalúo presentadas por la Empresa Topy Top ante la municipalidad por todo concepto; copia de los decretos supremos y modificatorias que aprueban los valores arancelarios oficiales de terrenos y valores unitarios oficiales de edificación, así como tablas de depreciación; etc., utilizados por nuestro municipio para el cálculo del impuesto predial de los años 2000, 2001, 2002, 2003, 2004 y 2005; copia del estado de cuenta de la Empresa Topy Top correspondiente a los años anteriormente señalados, discriminando montos a pagar en cada uno de esos años; información sobre los procesos administrativos iniciados por dicha municipalidad contra la Empresa Topy Top desde el año 1996 a la fecha actual como consecuencia de las acciones de fiscalización tributaria; información sobre las empresas prestadoras de servicios de agua potable, luz eléctrica, telefonía y otras a las cuales nuestra municipalidad le ha iniciado proceso administrativo por fiscalización tributaria; etc. Esta solicitud de información fue presentada el 21 de junio del año 2005 y a la fecha no ha sido entregada.

2)  Una reiterada solicitud para que se me haga llegar una relación completa de la totalidad de los proyectos de inversión de obras públicas ejecutadas entre enero y diciembre del año 2003, entre enero y diciembre del año 2004 y entre enero y julio del año 2005, desagregada en nueve ítems, entre ellas copias de los oficios enviados a Prompyme con las bases administrativas de las diferentes adjudicaciones realizadas.  Esta solicitud presentada el 19 de agosto del año 2005 se reitera el 2 de noviembre del año 2004 y que hasta la fecha no ha sido entregada de manera completa, pues ha sido autorizada en dos oportunidades por el Concejo Municipal.

3) Copia certificada y completa del informe largo de auditoría desarrollado por la Sociedad Auditora Ángel López Aguirre y Asociados SC correspondiente al ejercicio presupuestal del año 2003. La solicitud fue presentada el 28 de abril del año 2005 y no es entregada hasta la actualidad, pese a que el plazo de reserva de dichos documentos que establecen las normas de control ya vencieron el 15 de julio del año 2005. 

4) Copia del “cuadro de recomendaciones” emitidas por el Órgano de Control Institucional que se dedujeron del informe largo de auditoría desarrollado por la Sociedad Auditora Ángel López Aguirre y Asociados SC correspondiente al ejercicio presupuestal 2003. La solicitud fue hecha el 25 de mayo del año 2005 y no es entregada hasta la actualidad, pese a que el plazo de reserva para la implementación de dichas recomendaciones, según las normas de control, ya venció el 15 de julio del año 2005.   

5) Copias certificadas del Informe Técnico Nº 001–05–CKS–GDU–MDSJL emitida el 6 de enero del año 2005 por la gerencia de desarrollo urbano y copia del Oficio Nº 325–2005–GDU–MDSJL emitido el 13 de abril del año 2005 por la gerencia de desarrollo urbano. Estos dos documentos fueron solicitados el 26 de mayo del año 2005 y tampoco han sido entregados hasta la actualidad.     

6) Informe sobre si existe recurso impugnatorio contra la Resolución Gerencial Nº 2052 del 5 de julio del año 2004 que reconoce la junta directiva de la Organización del Vaso de Leche de la Cooperativa La Huayrona. Fue presentada el 20 de diciembre del año 2004 y no es entregada hasta la actualidad.

7) Copia de todas las resoluciones de alcaldía que abren proceso administrativo y las que establecen sanciones o no a los servidores públicos; copia de todas las resoluciones de alcaldía donde se inicia proceso administrativo y las que sancionan o no a ex funcionarios y trabajadores estables. Todas ellas publicadas y no publicadas en El Peruano. Igualmente, copia de todas las resoluciones de alcaldía que abren proceso administrativo y de las que sanciona o no a funcionarios y trabajadores estables producto de la función de las comisiones presididas por el gerente municipal, la procuradora municipal y el gerente de asesoría jurídica. La formación de estas comisiones fue producto de las recomendaciones emanadas del informe largo de auditoría desarrollado por la Sociedad Auditora Ángel López Aguirre y Asociados SC para el ejercicio presupuestal del año 2003. Fue solicitada el 31 de agosto del año 2005 y hasta la actualidad no ha sido atendida.          

8) Copia certificada completa del expediente que dio lugar a la Resolución Jefatural Nº 00101–JARM–GSAM–MDSJL y un informe y copia del Expediente Nº 10763 presentado el 15 de julio del año 2005.  Fue solicitada el 19 de agosto del año 2005. Sólo se ha entregado un informe escueto de una hoja, pero no se ha entregado las copias de los expedientes solicitados.             

9) Copia de los documentos elaborados por el “comité técnico” que fue designado por Decreto de Alcaldía Nº 007–2004–MDSJL el 24 de febrero del año 2004 para encargarse de elaborar la propuesta del plan de desarrollo integral concertado. La solicitud fue presentada el 22 de abril del año 2005 y hasta la fecha no ha sido entregada.     

10) Copias de las bases administrativas correspondientes a todas y cada una de las adjudicaciones de menor cuantía mediante las cuales se adquirió los insumos para el Programa del Vaso de Leche (leche más hojuela de quinua). Este pedido de información fue hecho el 17 de noviembre del año 2003 y hasta la fecha no ha sido entregada.       

11) Informes pormenorizados y documentos relacionados con el proceso de Licitación Pública Nº 001–2003–PVL/MDSJL; un informe referido a los fundamentos de hecho y derecho jurídico que sustentan haber declarado desierta la licitación del año año 2003; copia de las actas de las sesiones del comité especial referidas a la celebración de la licitación pública del año 2003. El pedido se realizó el 19 de noviembre del año 2003 y no ha sido atendido hasta el día de hoy.

12) Un informe cronológico del proceso de Licitación Pública Nº 001–2003– PVL–MDSJL; copias de la convocatoria a licitación, bases administrativas, adjudicaciones de la buena pro y demás documentos; un informe referido a los fundamentos de hecho y derecho que declaran desierta la licitación pública de insumos del Vaso de Leche para el año 2003 y copia de las actas de las sesiones realizadas por el comité especial referidas a la celebración de la licitación pública señalada no ha sido entregada hasta la actualidad.

13) Un informe sobre el estado de la tributación (aporte y grado de morosidad) de cada uno de los pueblos integrantes de las ocho zonas del distrito durante los años 2003 y 2004. Esta información fue solicitada por segunda vez el 30 de marzo del año 2005 a través del Oficio Nº 004–RCM–NCS–2005 y no ha sido atendida hasta la actualidad. Ha sido autorizada en dos oportunidades por el Concejo Municipal.  

14) Un informe sobre la relación pormenorizada del aporte tributario y grado de morosidad de cada uno de los pueblos que conforman la zona 5, según la Ordenanza Nº 011 aprobada el año 2003. La solicitud fue hecha el 17 de setiembre del año 2003 a través del Memorando Nº 059–NCS–PCAC–MDSJL–2003 y no ha sido entregada hasta la actualidad.          

15) Requerimiento del diagnóstico de todas y cada una de las 415 áreas verdes o parques que tiene el distrito discriminando los siguientes aspectos: nombre de cada parque o área verde, extensión de cada uno de ellos, a qué urbanización o pueblo pertenecen, si tienen o no conexión de agua y bajo qué modalidad (riego o agua potable) y las dificultades económicas que tiene cada una de ellas. La solicitud fue hecha el 29 de marzo del año 2005 con el Oficio Nº 005–RCM–NCS–2005 y no ha sido atendida hasta la actualidad. 

16) Copia del documento completo referido al examen especial del Programa del Vaso de Leche sobre el “caso Elizabeth Buendía Oré del Asentamiento Humano Juan Pablo II” realizado por el Órgano de Control Institucional. El documento fue solicitado con el Memorando Nº 14–NCS–RCM–2004 de fecha 28 de julio del año 2004. El requerimiento no ha sido entregado hasta la actualidad. 

17)  Relación completa de la totalidad de los proyectos de inversión de obras públicas ejecutadas entre enero del año 2003 y octubre del año 2004 desagregada en varios ítems, entre ellas copias de los oficios enviados a Prompyme con las bases administrativas de las diferentes adjudicaciones realizadas. La información fue solicitada el 2 de noviembre del año 2004 y no es entregada de manera completa hasta la actualidad. Sólo se entregó el 2% de la información con un pequeño listado de obras hechas en el año año 2003 y que por lo tanto no son nada útiles para realizar la fiscalización que le corresponde realizar a un regidor.                       

18)  La recaudación diaria y mensual de los ingresos del Gran Parque Wiracocha; los correspondientes planes operativos que se ejecutaron durante los años 2003 y 2004; presupuestos institucionales desagregados, ejecución presupuestaria y evaluación presupuestaria de la administración del parque. Esta solicitud fue hecha también el 2 de noviembre del año 2004 y sólo ha sido entregada en un 10% de lo solicitado.                        

19) Copias de las planillas de pagos de los obreros, empleados, funcionarios de confianza y personal contratado con sus correspondientes resoluciones de alcaldía que aprueban los contratos. La información fue solicitada el 8 de setiembre del año 2004. Sólo se entregó la planilla de obreros y empleados, mas no de los trabajadores contratados y las correspondientes resoluciones de alcaldía que aprueba los contratos por la modalidad de servicios no personales.

20) Un informe detallado y copias de las órdenes de servicio que mensualmente se emitieron para los pagos por concepto de servicios de publicidad que la municipalidad contrató con personas naturales y jurídicas durante los años 2003, 2004 y 2005 en diarios, revistas, radioemisoras y televisión (por cable y señal abierta), tanto a nivel local como nacional. La información fue solicitada oralmente en la sesión ordinaria del Concejo Municipal de fecha 20 de diciembre del año 2005. La solicitud fue reiterada el 3 de enero del año 2006 y hasta la fecha no ha sido entregada. 

21) Solicitud de un informe documentado de los pagos efectuados a los regidores por concepto de dietas correspondientes a los ejercicios fiscales 2003, 2004 y 2005. Los documentos requeridos fueron: a) comprobante de pago de dietas y los documentos sustentatorios del concepto de gasto, b) planillas de dietas pagadas mensualmente correspondiente al año 2005, c) Libro Mayor Analítico de la cuenta 10: Caja y Banco de los años 2003, 2004 y 2005, d) Estado de las cuentas corrientes y de ahorro de la Municipalidad Distrital de San Juan de Lurigancho, en forma mensual de los años 2003, 2004 y 2005. Esta información fue solicitada el 27 de enero del año 2006, fue autorizada por el Concejo Municipal, pero hasta la fecha no ha sido entregada en su totalidad. 

Como se podrá observar, todos estos requerimientos de información tienen que ver con las áreas donde tradicionalmente se han producido irregularidades en la municipalidad, como después lo comprobó la Contraloría y la Policía en el caso del Programa del Vaso de Leche. 

La negativa para entregar información referida a la licitación de ese programa tenía la intención de evitar una denuncia que bloqueara los actos de colusión que ahora se investigan en el Trece Juzgado del Poder Judicial de Lima. Del mismo modo, eso explica la reticencia de la gerencia de desarrollo para entregar un informe detallado sobre los proyectos de inversión desarrollados. Al negar esta información se oculta los montos de los contratos, los nombres de las empresas, expedientes técnicos, las metas físicas, las actas de entrega de obra, entre otros aspectos cruciales para que un regidor pueda desarrollar una adecuada fiscalización.

3. El pronunciamiento de la Defensoría del Pueblo.

Este vía crucis por exigir información para fines de fiscalización tuvo un momento decisivo con el pronunciamiento institucional de la Defensoría del Pueblo de fecha  23 de marzo del año 2006, luego de la presentación de un “recurso de queja” contra la Municipalidad de San Juan de Lurigancho que interpuse el 12 de octubre del año 2005. 

Los funcionarios se negaron nuevamente a entregar la información a la Defensoría luego de recibida la acción defensorial. Después de seis meses de reiterada negativa dicha Defensoría se pronunció tibiamente expresando lo siguiente al alcalde Mauricio Rabanal Torres: “Preocupa a la Defensoría del Pueblo la conducta desplegada por la secretaria general de la municipalidad que representa al no atender los pedidos de información formulados por el señor Neptalí Carpio Soto, regidor municipal, en el sentido de que en virtud del inciso 22) del Articulo 9 de la Ley 27972, Ley Orgánica de Municipalidades, las solicitudes de información planteadas por los regidores se encontrarían sujetas a una suerte de decisión discrecional de la secretaria general y la gerencia municipal”. 

Más adelante, el pronunciamiento institucional de la Defensoría termina señalando lo siguiente: “Exhortamos a usted señor alcalde a garantizar el acceso a la información de los regidores de la Municipalidad Distrital de San Juan de Lurigancho de acuerdo a los criterios expuestos. Asimismo, solicitamos a usted nos informe con carácter de urgencia a cerca de las acciones que la municipalidad que representa adoptará al respecto” (
).                              

Es lógico que si a un regidor y a la propia Defensoría se le niega la información, los ciudadanos tampoco podrán encontrar información importante en la página web de la municipalidad. Esto porque la data que se exhibe en el portal es muy pobre y desactualizada. Por ejemplo, cuando uno ingresa a las secciones “servicios municipales” o “transparencia municipal” -que debería ser una de las ventanas más actualizadas del portal- no se encuentra ningún tipo de información en las subsecciones como desarrollo urbano, rentas, programas sociales, servicios públicos, participación ciudadana, etc. Una cosa similar ocurre en la sección de “transparencia municipal”.                         

Obviamente,  la pregunta que se desprende de este análisis es la siguiente: si a los regidores se le oculta esta información o se tarda hasta tres años en entregarla, ¿qué posibilidad puede tener un vecino en obtenerla? Es evidente que ninguna. De este modo, la municipalidad aparece como una institución premoderna de espaldas a sus contribuyentes. Y este es uno de los factores más fuertes de desprestigio, desconfianza que aísla a la autoridad de la sociedad local. Una imagen propia de una sociedad local cerrada a merced de las lealtades extremas que exige el alcalde a su entorno.

j) La grave responsabilidad de los regidores. 

No cabe duda de que en toda esta cadena del culto a la ilegalidad le compete una responsabilidad central al Concejo Municipal y a los regidores de las diferentes bancadas políticas. Durante todos estos años la performance es negativa, más allá de los valiosos casos donde los regidores de manera individual o en grupo lograron articular denuncias consistentes o iniciativas legislativas valiosas para crear una cultura de transparencia. En otros casos, como ocurrió en la gestión del ex alcalde Óscar Venegas o Ricardo Chiroque, varios regidores lograron articular movimientos vecinales contra la corrupción que pusieron en jaque a la autoridad de turno. Sin embargo, el rol del regidor tiene aún una deuda moral con la población de San Juan de Lurigancho. 

A mi juicio, la experiencia de San Juan de Lurigancho como regidor y el intercambio de puntos de vista con otros regidores de la capital y del interior del país me llevan a las siguientes hipótesis de por qué existe un límite muy pronunciado sobre el rol legislativo y fiscalizador que la ley le confiere.   

En primer lugar existe un problema en la calidad para seleccionar a los regidores por parte de los partidos políticos o movimientos vecinales que aspiran a gobernar una comuna.

Generalmente el candidato a la alcaldía de la lista postulante se preocupa más por el grado de lealtad o los recursos económicos que le puede ofrecer un candidato a un regidor antes que su real capacidad profesional, honestidad, trayectoria y arraigo social. 

Por esta razón, en la mayoría de los casos los regidores y las bancadas de oposición muestran muchos límites o tardan demasiado para mostrar capacidad legislativa e independencia como representantes verdaderos de la comunidad. 

Para superar esta deficiencia hay dos opciones por dilucidar en una modificatoria de la ley municipal y la electoral: o los candidatos a regidores son elegidos por voto preferencial o son elegidos en elecciones primarias. 

En el segundo caso parece razonable que la derogatoria del voto preferencial obligue a que en el proceso de elecciones internas para listas cerradas cree mejores condiciones para el surgimiento de mejores opciones que se traduzcan en una mejor calidad de liderazgo en los concejos municipales.                

En segundo lugar, la mayoría de los alcaldes y su entorno impiden una práctica plural en las comisiones ordinarias, en la generación de normas y las iniciativas anticorrupción. El copamiento de las presidencias de todas las comisiones -y la mayoría oficialista en cada una de ellas- se convierte automáticamente en un gran desincentivo para las iniciativas legislativas de un concejal de oposición y en el ámbito provincial local sobre el caso de la negativa del alcalde a someter a la orden del día las propuestas de regidores de oposición. 

A la larga, los propios regidores que representan a la mayoría terminan siendo perezosos porque están sólo a la espera de la generación exclusiva de normas por parte de los funcionarios de confianza del alcalde. A contracorriente de esta actitud, aquellas municipalidades que han tenido la sagacidad de designar una composición plural en el cuadro de comisiones y aceptar en el orden del día iniciativa de regidores de todas las bancadas ha terminado por crear no sólo un ambiente democrático en el Concejo Municipal, sino ha creado una saludable competencia en materia legislativa, de fiscalización y presentación de proyectos de desarrollo de la comunidad.    

En el caso de San Juan de Lurigancho se ha llegado al extremo de caricaturizar el nombramiento de los integrantes de la comisión de transparencia y fiscalización. La mayoría oficialista tolera la presencia de un regidor de oposición como presidente de dicha comisión, pero se preocupa al extremo de ponerle una mayoría oficialista férrea para bloquear cualquier iniciativa de fiscalización. Como se ha hecho evidente, esta comisión nunca funcionó porque la mayoría oficialista no asiste a ninguna reunión para evitar cualquier intento fiscalizador.        

En cuarto lugar y colateral a lo anterior, las salas de regidores no tienen el suficiente soporte legal para hacer un contrapeso ante las iniciativas que generan los funcionarios. Para que un regidor multiplique su aporte legislativo y fiscalizador necesita de un soporte técnico que debe traducirse en dos aspectos: a) Debe haber en cada sala de regidores asesores a tiempo completo en materia de derecho administrativo, municipal, financiero y económico que formen parte de la carrera municipal para acumular un know how en los variados ámbitos de la problemática municipal. 

2) Debe tener acceso inmediato en la misma sala de regidores y cuando lo requiera de parte de los funcionarios para producir legalmente y tener conocimiento de causa de todos los aspectos que se tratan en el Concejo Municipal y en las comisiones ordinarias. Lamentablemente ambos aspectos no son cubiertos por la mayoría de las gestiones municipales. Por esta razón, muchas veces los temas tratados en las sesiones de Concejo Municipal son abordados con superficialidad y con el monopolio de la información por parte de los funcionarios de confianza del alcalde.          

En cuarto lugar, la Ley Orgánica de Municipalidades 27972 ha recortado el rol fiscalizador y legislativo a los regidores, tanto en su acción individual como en cuerpo colegiado a través del Concejo Municipal, cuando en realidad debió ampliar sus competencias fiscalizadoras y en otros ámbitos del quehacer comunal. Pongamos algunos ejemplos: en la anterior Ley 23853 no se necesitaba que un regidor solicite al Concejo Municipal la autorización para que se atienda los pedidos de información; igualmente esa norma daba facultad al Concejo Municipal para censurar cualquier funcionario, figura legal que en la presente ley prácticamente no existe. 

Del mismo modo, el Concejo Municipal funcionaba como instancia de apelación en aplicación del principio de pluralidad de instancias. En cambio, en la nueva ley ese principio desaparece concentrando todas las decisiones en el alcalde o sus funcionarios. Como estos se pueden encontrar varios cambios que afectan el rol fiscalizador de los regidores. 

Como es sabido, ni la ley anterior ni la actual permiten que el Concejo Municipal tenga mayor injerencia o posibilidad de exigir al Órgano de Control Institucional realizar acciones de control concurrente o posterior. Los regidores ahora no pueden censurar a un funcionario municipal como sí lo permitía la ley anterior, lo cual lleva a casos extremos, como el que presentaremos más adelante, en el Concejo Municipal del distrito de La Victoria, donde el alcalde prácticamente se mofa de los acuerdos del Concejo Municipal. La Ley 27972 concentra esa potestad al alcalde, mientras el Concejo Municipal sólo puede recomendar que el titular del pliego ordene una acción de control al auditor.         

En quinto lugar, la práctica de estos 25 años de vida democrática municipal ha demostrado que el monto de las dietas de los regidores tiende a convertirse en un arma de doble filo. Por un lado, desde una perspectiva positiva el regidor puede tener mayores posibilidades de recursos para realizar labores de investigación, fiscalización, producción de normas y relaciones con la comunidad que intenta representar. 

Por otro lado, el monto de la dieta en muchos casos se convierte en un privilegio que linda con lo ético, sobre todo en regidores que aportan muy poco en el cumplimiento de las competencias que la ley le confiere. En otros casos, los excesivos montos de las dietas que los concejos municipales acuerdan no sólo se convierten en un incentivo para el arribismo social, sino son utilizados por los alcaldes para chantajear a los regidores en la medida en que no existe una norma legal que haga punible el incumplimiento del pago de dichas dietas. Obviamente, existen numerosos casos en el Perú donde los regidores prefieren bajar la guardia en su rol  fiscalizador por la preferencia del pago puntual de las dietas.

No se debe pasar por alto los numerosos casos en los cuales los concejos municipales, por la responsabilidad compartida entre funcionarios y regidores,  cometieron graves irregularidades en el pago de sus dietas. El caso más común es el mecanismo de indexación del monto de las dietas de acuerdo al aumento de la UIT cada año. 

Al respecto, la Contraloría ha detectado varios casos donde existe responsabilidad penal y administrativa. El caso más emblemático lo constituye la Municipalidad de Ate. Según la denuncia realizada por ese ente de control, los regidores de ese Concejo Municipal con la complicidad del alcalde se indexaron el monto de las dietas por cobrar conforme al aumento del monto de la UIT. El perjuicio a ese municipio fue de S/. 1’605,155, lo cual dio lugar a una denuncia por abuso de autoridad (
).       

La solución a este problema estriba en tres decisiones fundamentales: En primer lugar, el pago de las dietas debe formar parte del sistema de remuneraciones de los altos funcionarios del Estado, tal como lo contempla la Ley 28212. “De la jerarquía y las remuneraciones de los altos funcionarios y autoridades del Estado”. Así lo establece su Artículo 5 cuando dispone que los “regidores municipales reciben dietas, según el monto que fijen los [...] Concejos Municipales de conformidad con lo que disponen sus respectivas leyes orgánicas. En ningún caso dichas dietas pueden superar en total el 30% de la remuneración mensual [...] del alcalde correspondiente”. 

De esta manera se permite fijar topes para evitar los excesivos montos de las dietas que pagan las municipalidades como San Juan de Lurigancho. El problema es que esa ley aún no ha entrado en vigencia por la reticencia del Poder Ejecutivo para aprobar y publicar su reglamento. 

En segundo lugar, y colateral a lo anterior, deben emitirse normas que permitan un control de la labor de regidores, estableciendo mecanismos de descuentos, rendición de cuentas y horarios de labor en los concejos municipales para mejorar su producción legislativa y de fiscalización. En tercer lugar, las normas deben impedir a los alcaldes y sus funcionarios de confianza que utilicen el pago de la dieta como un mecanismo de chantaje para maniatar su rol fiscalizador. Sobre estos tres aspectos proponemos algunas alternativas en los próximos capítulos de este libro.     

k) La colusión con el Ministerio Público y la Policía.   

Tanta irregularidad y tan amplia casuística se hubiera reducido a su mínima expresión si en el distrito de San Juan de Lurigancho las dependencias descentralizadas del Ministerio Público, el Poder Judicial y la Policía hubieran actuado con celeridad para actuar en el marco de su competencia. 

Sin embargo, el comportamiento de estas dependencias sin proponérselo o no terminan por cerrar el circuito del dolo a favor de las mafias de la corrupción y la violación permanente de la ley en el ámbito municipal. Es como si formaran parte del blindaje de la impunidad en lugar de ser un factor sancionador de la corrupción. 

Como si fuera una telaraña, los tentáculos de la corrupción municipal inciden en los fiscales, jueces y policías que laboran en el distrito. Esto se produce de tres maneras: 

a) La defensa legal de los acusados logra imponer la dilatación de los procesos de investigación o de denuncia, pese a que muchos de ellos cuentan con acciones de control del OCI Municipal y/o atestados policiales. Por ejemplo, los procesos de investigación policial que ordenan los fiscales tardan hasta 18 meses para culminar en un atestado o parte policial antes de ser devueltos a las fiscalías. Por su parte el fiscal tarda hasta ocho meses en formular la respectiva denuncia policial ante el Poder Judicial.   

b) El alcalde y los funcionarios municipales se preocupan de establecer una relación especial con los comandantes de las comisarías para luego inducir en las investigaciones policiales que les ordenan los fiscales o cuando los vecinos y regidores presentan denuncian policiales. La municipalidad tiene una veintena de policías remunerados, mientras permanentemente se organizan desayunos y almuerzos en lujosos hoteles para crear una “empatía” que luego actúe como un blindaje en el momento que los funcionarios o la máxima autoridad son denunciados por los vecinos. Es sintomático observar cómo la policía acude presurosa frente a cualquier actuación de protección de la autoridad, mientras ese comportamiento no ocurre con los llamados de la comunidad para proteger la seguridad de las calles o ante el inminente delito.                        

c) Lo más grave ocurre en el Poder Judicial. En este poder del Estado los procesos tardan hasta siete y ocho años antes de dictarse sentencia. Por ejemplo, los ex alcaldes Luis Suárez, Óscar Venegas y Ricardo Chiroque tienen procesos judiciales donde es casi imposible que puedan escapar de una sentencia condenatoria, pero esos procesos llevan varios años sin llegar a un término. Todo ello contribuye al triunfo de las estrategias de dilación y prescripción que elaboran los abogados de los acusados. Aquí se cierra pues el circuito de la impunidad, en un país donde la justicia se compra y donde las instalaciones del Poder Judicial se convierte muchas veces en un “mercado de resoluciones y sentencias”, como en algún momento lo denunció el entonces Decano del Colegio de Abogados de Lima, Anibal Torres.            

l) La displicente defensa legal de la municipalidad.

Uno de los mejores aliados que tienen los acusados por casos de corrupción en el Ministerio Público y el Poder Judicial fue la reiterada displicencia del área de asesoría jurídica hasta el año 2003 para llevar con eficacia y eficiencia los diferentes casos de corrupción y evitar la impunidad y la prescripción de los procesos (
). Luego, cuando de acuerdo a la Ley Orgánica de Municipalidades 27972 la defensa externa le correspondería a las procuradurías municipales imaginamos que esta situación iba a cambiar. 

Sin embargo, a un año de instalarse esta nueva área, la Sociedad de Auditoría Aguilar Roncal & Asociados por mandato de la Contraloría detectó en su informe largo que “un aproximado del 40% de los expedientes de la municipalidad se encuentran en estado de abandono por mas de seis meses a la espera del pronunciamiento del Ministerio Público para dictaminar si existe delitos en los hechos denunciados o a la espera de sentencia en procesos judiciales sino de diligencias (observación 17)”(
). Producto de esa observación es que 5 de abril del año 2006 se inició proceso administrativo a la procuradora Yolanda Ramos.    

No era la primera vez que una acción de control detectaba esta pésima defensa legal. Una situación similar ocurrió los años 2002 y 1999. Lo más grave radica en la observación 20, donde la acción de los auditores detectó “inexistencia de contratos de asesores externos”, estando comprometidos los estudios jurídicos Caval, Blume, Moreno, etc. Se llega, inclusive, a señalar que “el estudio Caval Abogados y Asesores EIRL ocultó información con anuencia de la municipalidad, ya que el referido estudio entregó un informe en el que faltaban 71 expedientes por detallar su situación”. 

Es decir, los auditores no sólo verificaron que los juicios por corrupción estaban abandonados, sino que la propia área competente se había convertido en un espacio de graves irregularidades. Por ello los auditores llegaron a la conclusión de que “se incumple el principio de eficiencia en la prestación de servicios para el Estado (DS Nº 012–2001–PCM, Artículo 3) y  tiene como causa la simulación de una necesidad de contar con un Estudio Jurídico Externo conllevando un gasto mensual de S/. 6,100.00, y tiene como efecto producir un desorden en esta área de la municipalidad, ya que dificulta la determinación de cuántos y cuáles expedientes penales tiene la comuna, así como conlleva mayores gastos”.                                          

Huelgan más comentarios. La impunidad crónica en San Juan de Lurigancho se reproduce y retroalimenta por todo lugar. A tal punto que la propia procuraduría municipal termina siendo duramente cuestionada a sólo dos años de su constitución.     

6.   A manera de conclusión: “El circuito del dolo”.
Después de haber expuesto esta amplia casuística y relatar las diversas modalidades de corrupción y dolo podemos encontrar un circuito interno que funciona de diversas formas en cada gestión municipal, pero tiene como objetivo evadir la ley para buscar el enriquecimiento ilícito. Esta cultura de aprovechamiento ilícito permanente se da la mano con la gestión ineficiente en el plano administrativo de las diferentes gerencias y jefaturas. 

Todo esto incide en la ineficiente asignación de recursos públicos locales, sobre todo de aquellos dirigidos a los más pobres. Atando cabos y en base a la casuística documentada que el lector podrá leer en las páginas posteriores, veamos cómo opera diariamente este circuito y cómo se ven involucrados autoridades, funcionarios, proveedores privados y trabajadores:  

De manera implícita o explícita este circuito funciona de la siguiente manera a través de una secuencia de 13 pasos a saber:  

1)  El primer paso del circuito consiste en mantener a la ciudadanía desinformada. A los  dirigentes vecinales, instituciones y hasta regidores se les niega o retarda la información cada vez que se genera un proyecto de inversión pública o una norma legal que le permite a cada gestión municipal el manejo discrecional de los proyectos de inversión.

2)  Por negligencia o por una actitud deliberada, el entorno del alcalde y los funcionarios de línea bloquean cualquier intento de modernización de la administración para mantener los sobrecostos, excesivos trámites y la ausencia de automatización entre las diversas dependencias municipales. Se crea así un escenario endógeno discrecional para ocultar información y fomentar el funcionamiento de la data municipal por compartimentos estancos.           

3)  El Órgano de Control Institucional no realiza una acción preventiva, pues carece de independencia frente a la autoridad y la alta gerencia. Sobre todo si el jefe de esta área termina siendo un hombre de confianza del alcalde, de la alta gerencia administrativa y remunerado por la municipalidad.

4)     La gerencia de asesoría jurídica o los asesores de “la alta dirección” en lugar de alertar sobre una probable ilegalidad se convierten más bien en el soporte “jurídico” de una acción dolosa, induciendo al Concejo Municipal, los comités de licitaciones o de adjudicaciones -según sea el caso- para tomar una mala decisión o cuando el alcalde deba emitir un decreto o resolución de alcaldía.

5)     Las jefaturas y los órganos de línea acomodan o delinean sus informes técnico en función de los intereses de las mafias de corrupción. No hay independencia de criterio de los funcionarios porque no hay meritocracia. En el fondo no existe independencia de criterio porque toda la documentación se debe acomodar en función de los intereses de la máxima autoridad.

6)     El alcalde contrata a un “experto en licitaciones y contratos”. La autoridad impone desde arriba a través del “asesor de licitaciones” los términos en que las comisiones de adjudicación de obras y comités de licitaciones o concursos deben calificar a las empresas concursantes para favorecer a una de ellas. El asesor lleva los informes técnicos hechos para ser aprobados a rajatabla por los integrantes de cada comité de licitación o adjudicación. Todo ello con el objeto de favorecer a una empresa.

7)     Los proveedores y empresarios que en cada gestión municipal inciden en la elaboración y ejecución de contratos ilícitos están al acecho desde que se percatan del favoritismo de uno o dos candidatos favoritos a las elecciones a la alcaldía. Desde el proceso electoral se anticipan para rodear a los alcaldes, financiando las campañas electorales a cambio de posteriores contratos. Desde allí empieza a funcionar la llamada “corrupción corporativa”.

8)     Las comisiones de regidores actúan como entes pasivos de los proyectos que se generan en las gerencias. El alcalde y su entorno se cuidan mucho de garantizar la mayoría de las presidencias de las comisiones en manos de sus partidarios. Se evita que los regidores tengan  asesores técnicos que hagan un contrapeso al monopolio de la información u opinión técnica de los funcionarios.

9)     El alcalde tiene cuidado que los proyectos que interesan ser aprobados sin el veredicto previo de la opinión pública en las sesiones de concejo se entreguen el mismo día y al iniciar las sesiones del Concejo Municipal. El factor sorpresa es fundamental para imponer rápidamente un proyecto o una norma. No se respeta el reglamento interno del Concejo Municipal que obliga con anticipación de cinco días a la entrega de los documentos que deben debatirse en las sesiones y a ser publicados en la página web de la municipalidad.

10)  Las comisiones de procesos administrativos provocan la prescripción de los procesos o presentan sanciones muy leves que luego son apeladas en interminables procesos que nunca terminan en una sanción ejemplar a un trabajador. Las principales resoluciones no son publicadas en El Peruano para evitar que la opinión pública se percate de los actos de impunidad.

11) La mayoría de regidores y un gran sector de trabajadores municipales prefieren guardar silencio o cohabitar con esta corrupción a condición que se mantengan sus privilegios laborales y sus dietas. En este circuito -como hemos dicho anteriormente- conviven y se retroalimentan la “corrupción sistemática– administrativa (la corrupción al menudeo) con la corrupción sistémico–estatal (la gran corrupción).

12) Los fiscales, jueces y las comisarías que funcionan en el distrito de San Juan de Lurigancho contribuyen al blindaje de la impunidad  a través de mecanismos dilatorios, de protección, de limpieza o “arreglo” cuando los vecinos, regidores y las dependencias correspondientes denuncian actos de corrupción. Con esta negligencia o deliberada actuación del Ministerio Público, la Fiscalía y la Policía  se cierra el circuito del dolo.

13) La procuraduría municipal y las áreas de asesoría jurídica encargadas de la defensa legal en los fueros del Ministerio Público y el Poder Judicial se muestran permanentemente displicentes abandonando los casos de corrupción. Y lo que es peor, esas áreas se prestan para beneficiar a estudios jurídicos externos con contratos e informes de dudosa calidad que perjudican al  presupuesto municipal.               

No pretendo afirmar que este circuito se repita en los mismos términos en cada municipalidad, pero es probable encontrar muchas semejanzas en un grueso sector de municipalidades del Perú. (Ver árbol de problemas). Tampoco debo dejar de reconocer a muchos trabajadores honestos y eficientes que contribuyen silenciosamente a brindar información para sacar a flote estas irregularidades.   
De hecho hay municipalidades donde funciona más bien un circuito virtuoso donde predomina la transparencia y la acción preventiva del delito. Por ejemplo, es reconfortante observar cómo en los portales electrónicos de las municipalidades de Villa El Salvador, Los Olivos, Miraflores y Surco se brinda abundante información casi sin ocultar nada. En el municipio de Miraflores se puede contemplar en su portal todos los informes y acciones de control de auditoría, mientras en el municipio de Surco tiene una comisión anticorrupción de carácter mixto donde confluyen regidores, periodistas y vecinos. He allí un contraste muy marcado con la precaria información que ofrece el portal de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho y el boicot que hacen los regidores oficialistas para impedir que funcione la comisión de fiscalización y transparencia.

Hasta ahora hemos analizado cómo funciona la corrupción en las esferas administrativas más importantes de la municipalidad. En las próximas páginas se verá cómo funciona esta cultura de gestión a la hora de aprobar el principal instrumento de gestión que debe guiar el accionar de una ciudad: su plan de desarrollo.    
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DIEZ CASOS DE CORRUPCIÓN

Testimonios y casuística

(En las siguientes páginas ponemos en evidencia varios casos emblemáticos de corrupción y algunos testimonios. Allí se puede encontrar el modus operandi de las diferentes mafias en base a documentos de la Contraloría General de la República, sociedades auditoras, el Ministerio Público, atestados y  partes policiales o denuncias que se encuentran en proceso de investigación).            

Caso 1    

EL “ASESOR DE LICITACIONES” Y EL MONITOREO 

DE  LOS  COMITÉS DE LICITACION  
Hallazgos encontrados por una comisión auditora de la Contraloría 

durante el año 2006 en plena gestión del alcalde Mauricio Rabanal (
)   

En una corporación con una férrea cultura del secreto es muy difícil encontrar la punta de la madeja del enrevesado proceso por el cual el alcalde y los funcionarios, del más alto nivel, manejan a discreción los diferentes contratos de obras, servicios y  adquisición de bienes. 

Sin embargo, el examen especial desarrollado por la Contraloría, entre agosto del año 2005 y marzo del año 2006, encontró el hilo conductor entre los procesos irregulares que desarrollan los comités que se conforman para desarrollar estas compras y adquisiciones y el papel del alcalde y su entorno más cercano para monitorear a discreción estos procesos y obtener así las consabidas “comisiones” de enriquecimiento ilícito. 

Según el informe de comunicación de hallazgos firmada por la auditora encargada, CPC Patricia Tatiana Rodríguez Samaniego, de fecha 14 de marzo del año 2006, se detectó diversas irregularidades en el contrato y la labor desarrollada por el abogado Fabián Félix Susaníbar Tello “por servicios de asesoría especializada y consultoría en materia de contrataciones y adquisiciones del Estado” por el periodo de marzo a noviembre del año 2003 por S/. 35,700 (incluye impuestos de ley) y de enero a abril del año 2004 por S/. 24,400 (incluye impuestos de ley) que suma un total de S/. 60,100.00 sin que se haya evidenciado el desarrollo del proceso de selección que correspondía de acuerdo al TUO de la Ley de Contrataciones y Adquisiones del Estado aprobado por Decreto Supremo Nº 012–2001–PCM y su reglamento. Los hallazgos no refutados por el alcalde y cinco funcionarios comprometidos revelan lo siguiente: 

1) “Los contratos de locación de servicios firmados con fechas 17 de marzo del año 2003 y el 6 de enero del año 2004 entre el señor Mauricio Rabanal Torres, alcalde de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho  y el abogado Fabián Félix Susaníbar Tello por los periodos de marzo a noviembre del año 2003 y enero a abril del año 2004 por el servicio de asesoría legal especializada hacen referencia a procesos de selección. Sin embargo, de la revisión a los comprobantes de pago y a la información proporcionada por el área de abastecimiento se ha evidenciado que no se ha realizado proceso alguno”. Es decir, en la cláusula objeto del contrato de fecha 17 de marzo del año 2003 se hace referencia a las bases administrativas de un proceso de selección, mientras que en los antecedentes del contrato de fecha 6 de enero del año 2004 se hace referencia al proceso de Adjudicación Nº 001–2004–CEP/MDSJL. No obstante, cuando los auditores de la Contraloría solicitaron formalmente al jefe de logística se les proporcione la documentación sustentatoria esta nunca fue encontrada ni hallada. Concretamente hubo una grosera simulación de un proceso que nunca existió.                                           

2) “Carencia de informes favorables para la adquisición por parte de la jefatura de planificación y presupuesto y de la oficina de logística”. La comisión auditora solicitó los siguientes informes: a) Al jefe de planificación y presupuesto respecto a la disponibilidad presupuestal para este servicio. b) Al gerente de administración los informes favorables respecto a las calificaciones del locatario, la naturaleza del servicio, el tiempo de duración del mismo y el monto de los honorarios con la finalidad de sustentar la contratación del señor Susaníbar. Sin embargo, las áreas mencionadas, incluyendo al jefe de logística, Román Terrores Montano, indicaron que “en sus archivos no ha sido posible localizar los documentos solicitados”(¡?). 

La Contraloría advierte que “se ha contravenido lo dispuesto por el Artículo 13 de la Ley de Presupuesto del Sector Público para el año fiscal 2003 que establece que los contratos que contravengan el citado artículo serán nulos de pleno derecho, sin perjuicio de las responsabilidades del funcionario del pliego que autorizó tales actos, así como del titular del pliego”, (el alcalde).  La Contraloría señala, además, que se ha transgredido tres leyes que regulan el sector.    

3) “Cancelación de honorarios sin acreditación de labor realizada y duplicidad de funciones con las del comité especial”. En este caso los auditores de la Contraloría detectan de manera in fraganti cómo se produce la manipulación del “asesor de licitaciones” sin comprometerse documentariamente.“Se ha evidenciado que no existe documentación sustentatoria sobre asesoría especializada en el tema de contrataciones y adquisiciones del Estado por cuanto de acuerdo a lo informado las labores realizadas en algunos casos son de competencia del comité especial, tales como son la elaboración de bases (marzo del año 2003) y elaboración de sustentación de las observaciones (abril del año 2003)”. 

El documento de la Contraloría precisa que el señor Fabián Susaníbar “El asesor de licitaciones” participó en 112 decisiones que tienen que ver con licitaciones públicas, adjudicaciones directas selectivas y de menor cuantía, concursos públicos, declaraciones de urgencia, etc. Concluye señalando que “los hechos descritos se deben al accionar irregular de los funcionarios de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho, quienes contrataron el servicio de asesoría especializada sin proceso de selección, sin que se cuente con informes favorables de la oficina de planificación y presupuesto y de la jefatura de logística, permitiendo así mismo pagos por un monto total ascendente a S/. 60,100.00 (incluye impuestos de ley) por trabajos especializados no sustentados, cuyos resultados no se conocen y que de acuerdo al detalle de las labores realizadas por el abogado contratado dicha persona se limitó a informar principalmente sobre el estado situacional de los procesos de selección, así como realizar labores propias del comité especial y de la oficina de logística, cuyas funciones y responsabilidades están determinadas en la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado y su Reglamento”. 

Del informe de los auditores de la Contraloría se puede colegir el poder fáctico que tiene aquel asesor ante los comités especiales o de adjudicaciones. Existen todos los indicios de que es él quien realmente decide y prepara toda la documentación por encargo directo del alcalde para orientar las calificaciones en un sentido u otro. Esto confirma aquel trascendido por el cual se señala que los integrantes de esos comités no hacen nada o se les impide opinar o solicitar cualquier tipo de información. Se cierne sobre ello la frase que dice: “Ustedes sólo firman lo que trae preparado el asesor de licitaciones por encargo del alcalde”. Pero por eso mismo dicho personaje se cuida mucho de no dejar documentos que acrediten un mayor delito. Eso explica el porqué del 98% de sus participaciones no tiene documentación que sustente su labor. Es que “el asesor se impone siempre, pero nunca deja huellas del delito”, comentan algunos funcionarios en voz baja”.   
Esta grosera manera de manejar los comités de concursos y licitaciones habría dado lugar a fines del año 2005 a la renuncia de la Señora Katia Mundaka, quien hasta entonces ejercía la Gerencia de Desarrollo Económico y Social, habiendo expresado abiertas discrepancias por la manera en que se desarrolló la última licitación para la compra de los insumos del Programa del Vaso de Leche.          

Sin embargo e irónicamente, como si al alcalde no le interesara en absoluto el tema, el señor Fabián Susaníbar aparecía hasta junio del año 2006 como asesor de confianza del alcalde Mauricio Rabanal y desde enero del año 2005 en las sesiones del Concejo Municipal. En cada sesión siempre aparece a la diestra del alcalde. La pregunta que fluye entonces es: ¿Qué hace un asesor de licitaciones en las sesiones de Concejo Municipal, ya que en realidad ese lugar debería ser ocupado por un especialista en derecho municipal?                                                               

Caso 2

“LOS EXPEDIENTES DE RICARDO CHIROQUE”

Cuando el 29 de diciembre del año 2000 Ricardo Chiroque estaba al frente de la alcaldía de San Juan de Lurigancho gozando de una amplia popularidad, la Contraloría General de la República, a través del Examen Especial Nº 067–2000–CG/B350, emitió un informe muy amplio encontrando 34 irregularidades, de las cuales un 70% se consideran actos de corrupción muy graves. Esta acción de la Contraloría dio lugar posteriormente a una denuncia penal, razón por la cual el mencionado ex alcalde fue detenido en mayo del año 2001. Una de las áreas donde se detectó mayores irregularidades fue en la del proceso de ejecución de obras. 

Para darnos una idea de la magnitud de las irregularidades se ha tomado una muestra de nueve casos para ver cómo opera la corrupción en este sector (páginas 102 al 172). (En el caso que se encuentra actualmente en la Corte Superior de Lima. El fiscal ha pedido 15 años de cárcel para Ricardo Chiroque y otras penas a más de 20 para los ex funcionarios):

Sobrevaluación y sobremetrado en las obras.

1) “Alameda Av. El Muro–Saúl Cantoral”.

Irregularidades: Sobrestimación de metrados en algunas partidas del presupuesto e irregularidades detectadas en el proceso de selección del contratista origina S/. 33,000 de pérdidas. 

2) “Culminación y ampliación de la Plaza de Armas de la Ciudadela Mariscal Cáceres”.

Irregularidades: Sobrestimación de metrados en algunas partidas del presupuesto, irregular proceso de selección del contratista para la ejecución de la obra y autorizaciones de pago al contratista por partida que no fueron ejecutadas originan pérdidas de S/. 54,477. 

3) “Agencia Municipal Canto Grande”.

Irregularidades: Sobrestimación de metrados en algunas partidas del presupuesto base de la obra e irregularidades detectadas en el proceso de selección del contratista ha ocasionado pérdidas por un monto de S/. 25,037.

4) “Sardineles en la berma secundaria de la Av. Próceres de la Independencia”.    

Irregularidades: Se pagó al contratista partidas del presupuesto por obras que no fueron ejecutadas; deficiente demolición de sardineles y deficiencias en la construcción de la obra detectadas en la visita de inspección técnica. Estas irregularidades originan pérdidas del orden de S/. 17,082. 

5) “Rehabilitación de la Avenida Canto Grande”.

Irregular proceso de selección del contratista.

6) “Parque Principal Asentamiento Humano 27 de Marzo”.

Irregularidades: Deficiencias en la elaboración del expediente técnico e irregular proceso de selección del contratista ocasionó pérdida por sobrevaloración del orden de S/. 77,147.    

7) “Parque Paradero Nº 19–Avenida Próceres de la Independencia”. 

Irregularidades: Sobrestimación de metrados en algunas partidas del presupuesto e irregular proceso de selección del contratista origina pérdidas del orden de S/. 13,963. 

8) Irregular contratación de consultor para la elaboración del expediente técnico de la obra “Corredor Vial Próceres de la Independencia” ocasiona perjuicio económico de S/. 45,000.   

9) Duplicidad de pagos por diversos conceptos al ejecutar obras en forma fraccionada durante el periodo 1999–2000 ocasiona pérdidas económicas por S/. 71,951.  

Como se puede apreciar, las diversas irregularidades llegan a sumar pérdidas del orden de S/. 337,657. Con ese mismo monto de dinero se pudo realizar otra obra similar a la Alameda Av. El Muro–Saúl Cantoral.

El ejemplo de corrupción anterior, debidamente auditado por la Controlaría por el cual se encuentra procesado actualmente el alcalde Ricardo Chiroque y otros funcionarios, demuestra que la corrupción afecta socialmente a la comunidad, sin que esta tenga plena conciencia del impacto social de las pérdidas. Sin embargo, como venimos demostrando en todas las secuencias de este libro “los costos de la corrupción municipal” atentan a la larga de un modo muy perverso a la comunidad. 

Caso 3

EL CASO MANGOMARCA Y LA COOPERATIVA LAS FLORES

EN LA GESTIÓN DE MAURICIO RABANAL

Uno de los modos de aumentar los niveles de sobrevaluación consiste en fomentar la participación de los pobladores a través del programa de obras compartidas. A través de este mecanismo cada propietario de lote participa con una cuota de dinero que permite que la población costee la etapa del afirmado o la base granular, mientras la municipalidad se encarga de instalar la carpeta asfáltica. 

Sin embargo, esta parece ser más bien una manera de aumentar los índices de sobrevaluación. Se oculta así la trama de la irregularidad, utilizando la buena fe de los vecinos, quienes participan con el sano objetivo de alcanzar la meta física de una obra. Un caso típico ha ocurrido durante los años 2004 y 2005 en Mangomarca, una de las zonas más hermosas de San Juan de Lurigancho, pero que ha sufrido un fuerte deterioro durante los últimos 20 años por el abandono de las autoridades locales.               

En esta zona, durante agosto y setiembre del año 2005, la municipalidad anunció con bombos y platillos que había ejecutado obras de pavimentación en la urbanización Villa Mangomarca y la Calle Templo Tardío con una meta física de 7,600 metros cuadrados y por un monto de S/. 359,000.

 Sin embargo, una investigación desarrollada por los propios pobladores de Villa Mangomarca demostró claros indicios del engaño de la municipalidad. Los dirigentes de las principales urbanizaciones desarrollaron consultas técnicas a ingenieros y obtuvieron proformas de empresas que mostraban índices muy claros de irregularidad que a continuación detallamos: en los costos del afirmado o base granular que fueron financiados por los propios pobladores se detectó una sobrevaluación aproximada de S/. 120,000, es decir del 34% del total de la obra se pagó a la empresa contratista como si la municipalidad hubiera financiado también la base granular o el afirmado. (La obra fue realizada por la empresa ECOS APARCANA RODOLFO–INGENIERO) en un plazo de 30 días.  

Durante el mismo periodo de ejecución de la obra mencionada, la municipalidad trató de simular esta escandalosa sobrevaluación realizando en la Calle Templo Tardío un recapeo en una extensión aproximada de 1,200 metros cuadrados, lo cual ni siquiera llega a atenuar los costos totales de sobrevaluación. 

 La crítica de la población se hizo más evidente porque durante el año 2004 se ejecutaron dos obras por concepto de adquisición directa selectiva con evidentes signos de irregularidad. Por un lado se construyeron 60 metros de vereda a un solo lado a la altura de las cuadras 23 y 24 de la Avenida El Santuario por un costo total de S/. 28,000 con una sobrevaluación de más del 200%. Por otro lado, se desarrolló obras de recapeo a la altura de la Avenida Mangomarca-Parque Cívico por un monto de S/. 28,000, lo cual también tendría una sobrevaluación de más del 100%. 

Todo esto dio lugar a una gran indignación de los pobladores de Mangomarca. Sobre todo porque la municipalidad al momento de inaugurar las obras en el Templo Tardío y Villa Mangomarca realizó una profusa propaganda anunciando que las obras mencionadas tendrían un impacto en más de 10 mil pobladores, lo cual no se ajustaba a la realidad. Actualmente la gran mayoría de avenidas y calles, huacas y parques de esta importante población de San Juan de Lurigancho están en completo abandono.

Algo similar ocurrió con la denominada obra “rehabilitación de la Av. Las Flores de Primavera” (Adjudicación Directa Selectiva Nº 011–2004–0–CEP/MDSJL). En ese caso el presupuesto municipal fue de S/. 415,696 para una meta física de 7,630 metros de asfaltado, sardineles y veredas. Sin embargo, los estudios técnicos y análisis de costos arrojaron una sobrevaluación del  24%.  

La municipalidad, a través de obras complementarias de jardinería y sembrío de plantas ornamentales, trata de crear un impacto como si la obra hubiera requerido de los gastos totales de la respectiva partida presupuestal, cuando en realidad aquellos gastos complementarios forman parte de otras partidas presupuestales que no deben ser contabilizadas.

Caso 4

CONCESIÓN  ILEGAL  DE CEMENTERIOS  PROVOCA

LA  PÉRDIDA  DE  205,000 METROS CUADRADOS

El 10 de noviembre del año 1999 varios periódicos de Lima, entre ellos, La República y el diario Ajá,  informaban de una violenta toma del cementerio el “Paraíso de Santa María” en el distrito de San Juan de Lurigancho por parte de los pobladores de los asentamientos humanos 27 de Marzo y Santa María. El móvil de la protesta, según esos dos diarios, era el alza indiscriminada de tarifas para enterrar a los muertos, la falta de limpieza, cobros indebidos y la inseguridad de las tumbas de los familiares en protesta. La irrupción en el campo santo obligó al entonces alcalde Ricardo Chiroque a dialogar con los dirigentes de ambos asentamientos para luego tomar la administración del mencionado cementerio de un área de 65,000 metros cuadrados. 

El alcalde se vio obligado a intervenir en vista de que la empresa concesionaria de nombre  HYC-DATA SR Ltda. no atendía el reclamo de los vecinos. El burgomaestre de entonces anunció la disolución del contrato de concesión entre la Municipalidad de San Juan de Lurigancho y la mencionada empresa, así como la construcción de un cerco perimétrico para dar seguridad al cementerio y mejorar la limpieza interna. 

Algún tiempo más tarde todo quedó en promesa y hoy, tanto el cementerio el “Paraíso de Santa María” como “El Sauce” (con una extensión de 140,000 metros cuadrados), tienen una pésima administración, allí donde las tumbas se profanan o hacen las veces de un muro de contención. La ausencia de un cementerio digno de los que se nos van es uno de los problemas centrales del planeamiento urbano del distrito, sobre todo de los sectores más pobres de San Juan de Lurigancho.

Ambos cementerios comprenden un área de 205,000 metros cuadrados y de haber tenido una adecuada administración que priorice la ocupación vertical de alta densidad debió dar como resultado que hasta hoy ese espacio no se preste para la tugurización y el desorden. El problema es que irregulares concesiones desarrolladas por las gestiones de Óscar Venegas en el año 1993 y Ricardo Chiroque entre los años 1999–2000 provocan la pérdida total de esa área de terreno, casi del tamaño del Gran Parque Wiracocha, en manos de empresas de cuestionable legalidad. 

La historia de esta concesión irregular se inicia el 25 de junio del año 1993 cuando el ingeniero Alejandro B. Concepción Gálvez presenta un proyecto de cementerio para ser estudiado por el despacho del alcalde Óscar Venegas y por la dirección de desarrollo urbano. 

A inicios de diciembre del año 1993 se aprueba el proyecto de concesión, mientras el 17 de ese mismo mes se emite el informe del comité de otorgamiento de la concesión aprobándose el calendario de obras y participación de ingresos proyectados. El 10 de diciembre, a través de la Resolución de Alcaldía Nº 001313, se firma el contrato de concesión entre el alcalde Óscar Venegas y la empresa HYC-data SRL. El plazo de concesión, según dicho contrato, duraba hasta diciembre del año 2013. El proyecto preveía una participación del 25% a favor de la municipalidad y el 75% para la mencionada empresa. Lo extraño es que nunca se reportó ingresos por ese porcentaje al municipio. 

Dos años más tarde, el Concejo Municipal, a través del Acuerdo de Concejo Nº 0064 de fecha 4 de agosto del año 1995, aprueba una moción presentada por el regidor Herbert Villafán Broncano, quien en su artículo primero dispone “autorizar el inicio de las acciones civiles para lograr se declare nulo el acto jurídico y el proceso de concesión de los mencionados cementerios e iniciar las acciones penales y civiles a que haya lugar a fin de lograr la restitución de los cementerios y el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados, así como la sanción de los que resulten responsables de estos actos írritos”.  

El proyecto del acuerdo de concejo es muy consistente, pues se basó en un informe legal que encontró las siguientes irregularidades en el proceso de concesión a cargo del comité de concurso o subasta que le otorgó la buena pro a la empresa HYC-data SRL y su posterior ejecución: 

1) Se otorgó la concesión con una autonomía irrestricta a la empresa donde la municipalidad no tenía ningún tipo de injerencia. (Por ejemplo no existía ningún tipo de participación en la regulación de las tarifas ni mecanismos de supervisión). 

2) La municipalidad en el caso del cementerio “Paraíso de Santa María” entregó a título gratuito 246 nichos vacíos que fueron construidos por la municipalidad para beneficio exclusivo de la empresa ganadora de la buena pro, lo cual originaba pérdidas a la comuna. 

3) El otorgamiento de la concesión como acto jurídico deviene en nulo por su evidente finalidad ilícita y por no haberse respetado la forma prevista por la ley al haberse omitido establecer condiciones elementales para salvaguardar los intereses de la municipalidad y la comunidad en general. 

4) La empresa, entre los años 1993 y 1995, evadió impuestos y estableció un sistema informal de cobranza a través de “notas de pedido” en los que irregularmente se establecían las tarifas y se evitaba girar los recibos de pagos para no pagar el IGV perjudicando al Estado y la población.

Posteriormente, el 15 de mayo del año 1998 se constituye la sociedad de la empresa jurídica ganadora de la buena pro en el año 1993. De este modo, la empresa maquina un cambio de razón social para evadir a la ley y a la Sunat. Sin embargo, en octubre del año 1999 los dirigentes del Asentamiento Humano 27 de Marzo presentan una denuncia penal contra el ex alcalde Óscar Venegas y el propietario de la empresa Concepción Chávez acusándolos de los delitos de defraudación tributaria, estafa y contra la ecología y el medio ambiente. Posteriormente el 29 de abril del año 2002 el 43vo Juzgado Penal de Lima emite sentencia. Luego se crea la figura de sobreseimiento de la instrucción.

A fines del año 2002 la defensa legal de la municipalidad abandona el caso, lo cual profundiza la administración ilegal de facto del cementerio pese a los intentos de la administración de Ricardo Chiroque de retomar el control de los cementerios. Peor aún la gestión del alcalde de “Vamos Vecino” vuelve a firmar un contrato de concesión que reproduce las mismas irregularidades del año 1993.  Posteriormente, el 22 de setiembre del año 2003, a propuesta de la comisión anticorrupción, el Concejo Municipal, a través del Acuerdo de Concejo Nº 070, dispone que el alcalde ordene al Órgano de Control Institucional la realización inmediata de un examen especial sobre el caso para darle consistencia legal a la defensa de la municipalidad a fin de recuperar el control de las mencionadas áreas. Sin embargo, ni el Órgano de Control Institucional ni la Procuraduría Municipal han desarrollado acción alguna para recuperar los 205,000 metros cuadrados que son de propiedad del municipio.

A fines del año 2005 ambos cementerios expresan una versión kafkiana de los horrores de la corrupción municipal en contubernio con una empresa. Los malos olores, el abandono o el retiro de tumbas, el tráfico de nichos y un entorno fétido y desordenado muestran los efectos de una irregular concesión, de la cual se han beneficiado con holgura las autoridades y funcionarios de turno así como una empresa de muy discutible consistencia legal y financiera.

Caso 5

FONAFE Y EL TRÁFICO DE APORTES COMUNALES EN

LA CIUDADELA DE MARISCAL CÁCERES.


Dirigente vecinal descubre a dos traficantes de lotes y obliga a los funcionarios a tomar acciones legales.
El comité central de las obras de la Ciudadela Mariscal Cáceres–II Sector, SJL, presidido por Luis Cuyubamba, denunció el tráfico de terrenos de aportes comunales que por ley tienen calidad de imprescriptibles e inalienables. Según esta denuncia, la municipalidad conocería de estas irregularidades al haber sido informadas por las autoridades de MERCADOS DEL PUEBLO SA, en liquidación.


El 6 de setiembre del año 2005, MERCADOS DEL PUEBLO SA, en liquidación, responde el Oficio Nº 314-2005-GM/MSJL indicando que los bienes de MESA consisten, fundamentalmente, en los módulos metálicos desmontados, infraestructuras de los Mercados del Pueblo, mas no de los terrenos que son propiedad comunal bajo la modalidad de aportes. Una de las entidades del Estado que debería explicar su participación es el Fondo Nacional de Financiamiento de la Actividad Empresarial (Fonafe). En tal sentido, Cuyubamba indicó poseer información donde estaría involucrado un empresario de la zona alta dedicado en los últimos meses al giro de la construcción de centros comerciales.“Esta persona habría adquirido estos terrenos, por eso es necesario investigar y deslindar responsabilidades”, sentenció el dirigente. 


En San Juan de Lurigancho existen cinco infraestructuras de Mercados del Pueblo SA e igual número de terrenos que son aportes comunales. En el caso del inmueble ubicado en la esquina de la Av. El Muro y el Jirón Intermedio (Mza. N1) de la Urbanización Mariscal Cáceres, donde entre los años 1985-1990 se habría instalado una sede de los llamados Mercados del Pueblo SA. Una acción rápida del señor Luis Cuyubamba, con el apoyo del regidor Neptalí Carpio, obligó a los funcionarios a evitar que se consumara una apropiación ilícita de este terreno. 

La acción terminó con una denuncia penal a los señores Raúl Morales Limaco y Juan Carlos Mondragón, quienes de manera concertada pretendían consumar diversos actos administrativos para apelar a la estrategia de prescripción e inscribir el terreno a nombre del primero de ellos en los Registros Públicos. La denuncia penal fue realizada el 18 de abril del año 2006 ante la Tercera Fiscalía de San Juan de Lurigancho por los delitos contra la fe pública.                

¿Cómo intentaron apoderarse de este terreno ambos sujetos? Recurrieron al siguiente plan: Con fecha 21 de noviembre del año 2005, Raúl Morales Limaco y Juan Carlos Mondragón presentaron declaraciones juradas de autoavalúo por inscripción en el Registro de Contribuyentes de Rentas de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho como propietarios del predio en mención por los ejercicios 1996 y 2000 a la fecha respectivamente, adjuntando como prueba la copia legalizada notarialmente del contrato de compra-venta entre ambos. Es decir se trataba de simular una venta del inmueble intentado sorprender a la municipalidad. Ellos pretendían aprovecharse de esta situación a sabiendas que la infraestructura del fenecido Mercado del Pueblo estaba en venta. No obstante querían aprovecharse de la situación para apoderarse también del predio. 

Hasta los primeros días de marzo del año 2006, el área de rentas y fiscalización tributaria no conocía de los intentos facinerosos de ambas personas y probablemente de no mediar la acción del dirigente vecinal Luis Cuyubamba, Morales y Mondragón ya hubieran sorprendido a los Registros Públicos para inscribir la propiedad a su nombre. Sin embargo, una rápida acción de Luis Cuyubamba, en compañía del regidor Neptalí Carpio, obligó al jefe de fiscalización tributaria a realizar un proceso de fiscalización que terminó por demostrar tres cuestiones: 1) Según la Sunarp el terreno no estaba inscrito a nombre del señor Morales Limaco. 2) Ambos personajes habían sorprendido a la Notaría Espino para que les emita notarialmente un contrato de compra-venta que presentaron a la municipalidad. 3) La fiscalización hecha en el terreno también demostró que ambos sujetos no eran propietarios del terreno. 4) Los señores Morales y  Mondragón en complicidad con funcionarios de Cofopri lograron acreditar la posesión del terreno para luego sorprender a los trabajadores de la municipalidad.                               

 
Posteriormente, el caso es denunciado al Concejo Municipal por parte del regidor Neptalí Carpio. Luego el 16 de marzo del año 2006 se emite la Resolución Gerencial del Área de Rentas Nº 00296 que declara nula la inscripción en el sistema informático de los supuestos contribuyentes Morales y Mondragón. Más adelante el 18 de abril la procuraduría municipal denuncia a ambos personajes ante el Ministerio Público. 

Al conocer este caso, la pregunta que fluye es la siguiente: ¿Cuántas acciones más de estas características se desarrollarán sin que los vecinos puedan actuar? ¿Hubiera podido ser posible detectar este intento de apropiación ilícita de un terreno de la comunidad sin la participación de los vecinos? He allí una interrogante para tomar en cuenta.           

Caso 6

El CASO TOPY TOP

Una empresa exitosa en exportación,  pero ingrata

con San Juan de Lurigancho.

Una de las características de un importante sector de los grandes empresarios que tienen sus fábricas en nuestro distrito es la ausencia de identificación con el lugar donde obtienen mano de obra barata, allí donde muchas veces con la complacencia de funcionarios municipales eluden de diversas formas los pagos de impuestos y tasas. Eso quizás explique el porqué la diferencia de los pequeños empresarios y artesanos que si bien tienden a organizarse; estos medianos y grandes propietarios de fábricas nunca han mostrado interés por crear un gremio empresarial en San Juan de Lurigancho. 

Aquello me recuerda un punto de vista común que tuvimos con Mauricio Rabanal cuando asumí la jefatura de la campaña electoral de Somos Perú en junio del año 2002 en San Juan de Lurigancho. El acuerdo -de ganar las elecciones municipales- consistía en impulsar decididamente la creación de una especie de Confiep del distrito y una cámara de comercio para lograr su compromiso en el desarrollo local a manera de una plataforma pujante y organizada de empresarios que apuesten a la exportación.  

Como sabemos, la gestión municipal actual no hizo hasta hoy ningún esfuerzo por auspiciar un gremio empresarial. Este ente bien pudo darle un impulso innovador a los debates del plan de desarrollo; en un distrito donde los empresarios migrantes han sido el factor principal de desarrollo desde la década de los 70 del siglo pasado. Uno de esos empresarios exitosos son los hermanos Aquilino, Manuel y José  Flores, naturales de Huancavelica, quienes lideran la empresa Topy Top con mucho éxito en el rubro de confecciones. Durante los años 2003 y 2004 esta empresa ocupó el primer y segundo lugar en el ranking nacional en volúmenes de exportación. Esta empresa se instala en el año 1995 en San Juan de Lurigancho cuando implementan una planta modelo de exportaciones de Full Package en la Av. Santuario 1323 Zárate. De esta manera empiezan sus primeros embarques de exportación a países como Argentina, Paraguay, Chile, Brasil, Ecuador y Colombia.

La empresa Topy Top durante el año 2004 tuvo la sorprendente capacidad de generar cerca de 6,000 empleos directos e indirectos llegando aquel año a exportar US$ 55.12 millones. Según el reporte semanal de la Cámara de Comercio de Lima del 31 de octubre del año 2004, Topy Top ha logrado, hasta abril del año 2005, posicionar junto con el Banco Wiese su tarjeta de crédito como un importante medio de pago en Lima y en las principales provincias, contando a la fecha con 80 mil tarjeta habientes, teniendo previsto para fines del año 2005 lograr un parque de 140 mil tarjetas emitidas a través de mayores promociones para sus usuarios y la apertura de cinco nuevas tiendas en ciudades donde aún no tienen presencia.
Sin embargo, ¿cómo se explica que una empresa tan exitosa como Topy Top haya tenido una relación tan conflictiva y a la vez misteriosa con la Municipalidad de San Juan de Lurigancho? La siguiente síntesis de un emblemático caso de corrupción, en el caso de una cobranza tributaria -que compromete a funcionarios de la municipalidad desde el año 2002 hasta el año 2006- muestra aquella otra cara que en el ámbito nacional hemos visto de empresarios exitosos como Dionisio Romero, los hermanos Schuzts, los anteriores dueños del Banco Wiese; todos ellos comprometidos con la red de corrupción montesinista.  

Veamos la evolución del caso Topy Top como un caso simbólico de corrupción en el área de rentas y fiscalización tributaria:                               

1) La negativa a declarar sus obligaciones tributarias. 

Los primeros indicios de evasión de la ley por parte de la empresa Topy Top se dieron desde el año 1996. A partir de esta fecha fue renuente a pagar sus obligaciones tributarias por concepto de impuesto predial y arbitrios. Esto provoca la legítima y legal reacción municipal que a  través  de la Resolución Nº 011–2002–DR/MDSJL de noviembre del año 2002 notifica a la empresa para que esta pueda presentar la información respectiva sobre sus obligaciones tributarias. En la misma notificación se le indicó la fecha para que los funcionarios municipales fueran a acercarse a la fábrica para realizar una inspección ocular de los predios de la empresa con la finalidad de fijar las tasas que debe pagar por concepto de obligaciones tributarias. Pese a que la municipalidad presentó un informe  preliminar, la empresa Topy Top se negó a abrir sus puertas para que los trabajadores del área de rentas puedan realizar una inspección ocular del predio ubicado en la Avenida El Santuario 1323.  

La acción que la municipalidad pretendía desarrollar se basaba en el Artículo 62 del Decreto Supremo Nº 135–99–EF.      

Ante esta actitud de la empresa, la Municipalidad de San Juan de Lurigancho procedió a emitir los respectivos valores en base presunta conforme a lo establecido por el Artículo 64 del Decreto Supremo Nº 135 mencionado. Dicha acción se tomaba sobre la base del conocimiento de los antecedentes de la empresa de evadir los pagos correspondientes de arbitrios municipales y la nulidad de las resoluciones de determinación 096 y 097 del año 2000 que figuran en el Expediente Nº 15226–00 del 7 de noviembre del año 2000 y el Expediente Nº 11545 del 18 de julio del año 2002 sobre resolución del Expediente Nº 15226. 

2) El sospechoso papel de los funcionarios municipales.  

Posteriormente, el ejecutor coactivo del municipio Alfredo Rumaldo Gómez, mediante la Resolución Nº 01 del 29 de noviembre del año 2002, implementa la medida cautelar previa en el procedimiento coactivo seguido contra TOPY TOP S.A a solicitud del director municipal, César Marchena Mori. Sin embargo, en dicho acto administrativo ocurre algo muy raro por parte de los funcionarios municipales. En la medida cautelar no se adjuntan los documentos que sustentan el acto administrativo. Surge entonces la primera pregunta: ¿Se pretendía inducir a error por parte de la acción municipal para darle armas a la empresa en el plano legal?                  

Posteriormente, el 5 de diciembre del año 2002 el ejecutor coactivo Rumaldo Gómez y el auxiliar coactivo Mario Cabrera Carlos resuelven levantar la medida cautelar previa en forma de retención hasta por el monto de S/. 3’500,000 dispuesta por Resolución Nº 01 del 29 de noviembre del año 2002. Sin embargo, como si los funcionarios coactivos de la municipalidad tuviera la intención de darle armas legales a la empresa Topy Top, violan el debido proceso, toda vez que el Texto Único Ordenado del Código Tributario otorga a las municipalidades, en su condición de administradora de tributos, la facultad de fiscalización, la misma que al concluir, conforme se prescribe en el segundo párrafo del artículo de la norma acotada, la administración tributaria antes de la emisión de la correspondiente resolución de determinación, sea esta resolución de multa u orden de pago podrá comunicar sus conclusiones a los contribuyentes indicándoles expresamente las observaciones formuladas a fin de que el contribuyente o responsable pueda presentar por escrito las  observaciones a los cargos formulados, debidamente sustentados a efectos que la administración los considere en cumplimiento del debido proceso. Aparece entonces aquí la segunda pregunta: ¿Por qué los funcionarios municipales no hicieron llegar las conclusiones a la empresa Topy Top para dejar sin ningún argumento legal y proceder luego a una impecable cobranza coactiva? 

En este contexto es que la empresa en cuestión presenta el 16 de diciembre del año 2002 a través de un Documento Simple Nº 13908 un recurso de reclamación contra nueve resoluciones de determinación con el argumento de haberse violado el debido proceso al no haber concluido el proceso de fiscalización. Posteriormente, con otro recurso y documento simple, Topy Top solicita el 26 de diciembre del año 2002 una inspección real con una verificación in situ del predio materia del proceso. Luego, sin mediar orden ni proveído alguno por el encargado de la dirección de rentas como tampoco pronunciamiento alguno de la Administración Tributaria, el Consorcio Estudio Castro García y Asociados SAC, Sistemas Catastrales y Negocios SAC, y, J.O. Sosa Gallegos &  Asociados con extrema celeridad procede a realizar una “acta de verificación”. En las conclusiones del “proceso de fiscalización” señalan que la empresa Topy Top tiene canceladas sus obligaciones tributarias con la municipalidad, correspondiente a los años 1996, 1997, 1998, 1999 y 2000. Quedaba así entonces el terreno expedito para favorecer a la empresa y anular la referida cobranza coactiva.                
3) La anulación de la deuda por un monto de S/. 3´500,000.

Un detalle para tomar en cuenta en esta acción municipal es que se produce en los últimos días de la gestión del cuestionado alcalde Claudio Zúñiga, quien había llegado al Concejo Municipal en calidad de teniente alcalde de Ricardo Chiroque de las filas de “Vamos Vecino”. En esos días el alcalde no iba a la municipalidad apreciándose un evidente vacío de poder de una gestión sumamente cuestionada, por numerosos casos de corrupción  y desorden administrativo.              

Es en este contexto y de manera sorprendente donde el entonces director de rentas, Juan José Pinedo Vásquez, emite el 27 de diciembre del año 2002 la Resolución Directoral Nº 03786 donde se anula la deuda a la empresa Topy Top. Por esta flagrante irregularidad es que la comisión anticorrupción, donde tuve la oportunidad de presidir el año 2003, recomienda al pleno del Concejo Municipal, en su informe de setiembre del año 2003, la aplicación del correspondiente proceso administrativo. Sin embargo, recién el 4 de febrero del año 2005 -25 meses después del delito-  el alcalde Mauricio Rabanal resuelve iniciar este proceso al cuestionado ex director de rentas por haber favorecido a la empresa Topy Top.   

En descargo de la acción tomada por el director de rentas, los señores Alfredo Rumaldo Gómez y Mario Cabrera Carlos expresan en un informe dirigido al entonces director municipal, César Marchena Mori, lo siguiente: “Según el literal C del Artículo 22 de la Ley 26979 que aprobó la Ley de Procedimientos de Ejecución Coactiva establece la responsabilidad penal o administrativa del ejecutor, auxiliar coactivo y de la entidad, así como la responsabilidad solidaria civilmente entre ellos en los casos cuando se inicie un  procedimiento sin que el acto de resolución administrativa que determine la obligación hubiese sido notificada”. 

Surge entonces aquí la tercera pregunta: ¿Quién tiene la responsabilidad en este proceso irregular, donde desde el año 1996 una empresa se niega a pagar sus tributos con una férrea defensa legal y, como todo indica, corrompiendo a funcionarios y envolviendo a la municipalidad en una lucha legal que no tiende cuándo acabar?                                

4) El papel de la gestión del alcalde Mauricio Rabanal 

    para recuperar la deuda millonaria de Topy Top. 

Ya en plena gestión del nuevo alcalde Mauricio Rabanal, el 12 de enero del año 2003 y mediante resolución coactiva se declara improcedente la decisión que tomó la dirección de rentas el 27 de diciembre del año 2002. Los ejecutores coactivos ordenaron se prosiga con  la cobranza según su estado. Luego, el 28 de enero del mismo año se expide la resolución coactiva donde se ordena hacer efectivo el apercibimiento decretado en autos contra la empresa Topy Top. Sin embargo, el 17 de febrero del año 2003 la empresa Topy Top, mediante Expediente Administrativo Nº 02338, solicita “la abstención de actos ilícitos e improcedencia del procedimiento coactivo” amparando su petición en una Resolución Directoral Nº 03786 expedida por la dirección de rentas de fecha 27 de diciembre del año 2002 y firmada por el señor José Pinedo donde resuelve anular las resoluciones de determinación y de multa generadas contra la empresa Topy Top.                  

La nueva directora de rentas, Ana Delgado de la Flor, tardó sin embargo seis meses para emitir el 26 de junio del año 2003 la Resolución Directoral Nº 01341 declarando la nulidad de la Resolución Directoral Nº 03786 que se había dado el 27 de diciembre del año 2002. Ordena se prosiga con la cobranza coactiva a la empresa Topy Top.  Sin embargo, el 7 de julio del año 2003 los obligados interponen un recurso solicitando la nulidad de la Resolución Directoral Nº 01341.

Después del 26 de junio del año 2003, el tema Topy Top pasó a formar parte de la agenda secreta de la gestión del alcalde Mauricio Rabanal y de la cuestionada gerenta de rentas Ana Delgado de la Flor, concuñada del mencionado burgomaestre. A la fecha no sólo no se ha cobrado la deuda a esta empresa, sino que probablemente sigue evadiendo el pago de sus impuestos. Una pista que podría dar luces sobre un probable arreglo irregular entre la gestión de Rabanal y la empresa Topy Top es el hecho de que desde fines del año 2003 la empresa CUSTER Sport Wear, de propiedad del alcalde y su esposa María Elena Backus, vienen desarrollando procesos de subcontratación a través de los  cuales la empresa de los hermanos Flores delega en CUSTER una parte de la fabricación de las confecciones que la empresa Topy Top tiene que entregar a sus clientes, tanto peruanos como extranjeros. 

Queda pendiente por parte del Órgano de Control Institucional, la propia Contraloría General de la República o una eventual denuncia ante el Ministerio Público para sacar a flote la verdad sobre esta misteriosa deuda hasta ahora no cobrada por parte de la municipalidad. Mientras tanto, la gestión de Rabanal niega todo tipo de información sobre la empresa Topy Top.   Este es uno de aquellos que han dado lugar a un pronunciamiento de la Defensoría del Pueblo. Sin embargo, la férrea cultura del secreto de la gestión de Rabanal mantiene en el misterio este proceso de fiscalización tributaria.                                  

Caso 7

LA EXTORSIÓN Y LAS NOTIFICACIONES PREVENTIVAS FALSAS.

Delito contra la  administración pública bajo la modalidad de cohecho activo y corrupción de funcionarios. 

El siguiente caso es uno de los cientos que tiene como protagonistas a funcionarios o trabajadores de menor rango. Allí no participa la alta dirección administrativa de la municipalidad ni el entorno del alcalde, pero a la larga tiene su complacencia. Ocurrió entre el 11 y 14 de julio del año 2003 en las inmediaciones de la agencia municipal de Canto Grande, siendo partícipes del delito el encargado del área de fiscalización, Jorge Vayes Melgarejo y el obrero José Guerra Rojas, quien se encontraba laborando también en el área de fiscalización de esta dependencia municipal. Los detalles que aquí narramos obran en el Atestado Nº 132–VII DIRTEPOL/CSE y el libro de ocurrencias que obra en la comisaría de Santa Elizabeth. El caso se encuentra actualmente en el  Poder Judicial.  

El hecho ocurrió cuando la entonces jefa de la agencia municipal de Canto Grande, Dionicia Paredes, toma conocimiento a través de una denuncia presentada por la señora Rosalía Luna Benítez de un intento de extorsión por una supuesta subvaluación en la declaración del impuesto a la renta. Al tomar conocimiento del hecho, la directora de rentas de la municipalidad, Ana Delgado de la Flor, se dirige por escrito al despacho del entonces jefe de asesoría jurídica, doctor Yoni Anyosa Rosas, para que esta área tome las medidas inmediatas del caso. El señor Jorge Vayes Melgarejo había ofrecido a la señora Rosalía Luna no cobrar una multa comunicada a través de una notificación a cambio de que ésta le entregara la cantidad de S/. 500. 

La municipalidad, por intermedio del jefe de asesoría jurídica, articula un operativo junto con la fiscal Rosalía Bravo Puente, la comisaría de Santa Elizabeth y el apoyo de los equipos sofisticados de filmación de Canal 9. La señora Rosalía Luna accede a la solicitud  del municipio para desarrollar el operativo y asiste el viernes 11 de julio a la agencia municipal de Canto Grande con una cámara oculta adherida a su cuerpo. En la agencia busca al señor Vayes para conversar sobre el dinero solicitado, el que inicialmente fue de S/. 1,000 y luego rebajado a S/. 500. En el área de fiscalización es atendida por un obrero (José Guerra Solís) que se encontraba trabajando. Este responde a la señora Luna que el señor Vayes no se encontraba y que podía dejar el dinero a fin de entregárselo. Se graba con claridad el diálogo donde el obrero Guerra Solís insiste en la extorsión quedando en evidencia la complicidad con el jefe del área de fiscalización. Sin embargo, la entrega del dinero se posterga para el 14 de julio. 

El lunes 14 de julio el dinero que la señora Rosalía Luna iba a entregar a los extorsionadores es fotocopiado levantándose el acta correspondiente en presencia de la Fiscalía. Con la presencia de dos efectivos de la comisaría de Santa Elizabeth se coordinan todos los detalles del operativo anticorrupción que también sería filmado. Al llegar a la agencia municipal la señora Luna entrega el dinero al empleado municipal Jorge Vayes, pero este señala que a quien debe entregar el dinero es al señor José Guerra. 

La señora Luna insiste en entregar el dinero al señor Vayes, pero este señala que se encontraba efectuando el respectivo arqueo de caja del día. 

En consecuencia, la señora Luna entrega los S/. 500 al señor Guerra en las inmediaciones de un mercado cercano a la agencia municipal, lugar donde los mencionados trabajadores municipales acostumbraban a extorsionar a los contribuyentes. Posteriormente, el señor José Guerra entrega el dinero a su jefe el señor Jorge Vayes. En ese preciso momento interviene la Fiscalía con ayuda de la policía encontrándose en un cajón del escritorio del señor Vayes el dinero cuyas numeraciones habían sido previamente fotocopiadas. 

Posteriormente los denunciados son detenidos en la comisaría de Santa Elizabeth para ponerlo a disposición de la Fiscalía y el Poder Judicial. El doctor Yoni Anyosa culmina así un excelente operativo que culmina con éxito. Sin embargo, varios meses después esa misma actitud no se toma cuando el trabajador municipal Óscar Zegarra logra negociar información de los principales contribuyentes a cambio del pago de sus devengados.

Caso 8

REVELADORA CONFESIÓN DE UN EX  JEFE DE ABASTECIMIENTO

En los siguientes extractos del Atestado Policial Nº 067–2004–DIRCOCOR PNP–DIV PACGR, página 65, se podrá observar cómo funcionó desde inicios del año 2003 una red delictiva que comprometía a funcionarios, el alcalde, la empresa NISSA Corporation y un grupo de dirigentas. Veamos un extracto de la reveladora manifestación del ex jefe de abastecimiento de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho y del comité especial permanente de adquicisiones, Abelardo Morales Indacochea, refiriéndose a la operación de  las compras irregulares:

“El señor Mebes Quispe Quincho (director de administración de la municipalidad) y el gerente de la Empresa NIISA Corporation, Moisés Martín Alfaro Barreto, se reunieron el 12 de enero del año 2003 con la finalidad de acordar abastecer el Programa del Vaso de Leche de insumos alimenticios de hojuela de quinua enriquecida y leche evaporada entera. Dicha inquietud fue llevada al alcalde distrital quien, luego de las consultas respectivas, dio su visto bueno, dicho acuerdo debió regularizarse a través de una addenda de extensión del contrato, adjuntando como prueba de las entregas de insumos del Vaso de Leche constancias de pago a personal policial que custodia la distribución de insumos alimenticios correspondientes a los días 13 y 14 de enero, cuatro días antes de la firma del contrato de acuerdo con la Adjudicación de Menor Cuantía Nº 03–2003–CEP– MDSJL”. 

“Sobre el particular, Moisés Alfaro Barreto, gerente de la Empresa NIISA Corporation S.A., reconoce haberse reunido en enero del año 2003 antes de la firma del contrato de suministro de insumos alimenticios para el Programa del Vaso de Leche con la Municipalidad de San Juan de Lurigancho, indicando que dicha reunión se realizó a pedido de funcionarios de la municipalidad, quienes precisaban conocer nuestra participación en los procesos de selección”.              

Nótese que el 10 de enero del año 2003 el Concejo Municipal por Acuerdo Nº 008–2003 acordó declarar en “situación de urgencia” por “única vez y con la presentación de tres preformas de empresas el programa del Vaso de Leche”. En esa reunión en ningún momento se planteó la posibilidad de generar un contrato de addenda con la mencionada empresa. El comité especial nunca pudo mostrar si para realizar el suministro se solicitó las propuestas de otras dos empresas como sí lo acordó por unanimidad el Concejo Municipal.  De este modo quedó en evidencia la colusión entre funcionarios, el alcalde y la empresa. 

Caso 9

LA HISTORIA DE “LA CALATITA”

Eran las 3 de la tarde del 20 de marzo del año 2006 cuando en medio de la intensa campaña electoral por las elecciones presidenciales, los televidentes nos sorprendimos cuando una reportera de Canal 2 anunciaba la detención de una banda que comercializaba clandestinamente los tarros de leche evaporada luego de cambiar las etiquetas de un programa social por unas etiquetas falsas de una conocida empresa de lácteos. La operación fue desarrollada eficazmente por la Fiscalía de Prevención del Delito y la Policía Nacional al mando del comandante Pedro Gómez. La policía detuvo a Gregorio Lugo Bardales a la altura de la cuadra 12 de la Avenida Lima. 

Gómez, quien manejaba una camioneta Station Wagon, trasladaba varias cajas de leche evaporada robadas y cambiadas con etiquetas falsas de varios centros de acopio de Lima    -entre ellos de San Martín de Porres  y San Juan de Lurigancho- para llevarlas a una tienda de Las Flores. El caso se encuentra actualmente en investigación policial.                          

Como un secreto a voces en miles de mujeres de los comités del Vaso de Leche, la  historia anterior y la siguiente se repite de diversas maneras e intensidades en diferentes lugares donde llega este programa social que ya cumple más de 20 años. Para evitar represalias contra las personas que saben y han visto la manera cómo se vende “por lo bajo” las latas de leche que les entrega el programa y que las propias señoras llaman “La Calatita”  porque se les quita la etiqueta del Programa del Vaso de Leche de la respectiva municipalidad. A continuación pasamos a narrar una historia en un lugar supuesto, pero que en realidad ocurre en muchos  lugares de San Juan de Lurigancho, de Lima y el Perú.    

Este hecho se desarrolla sobre todo en las zonas urbanas más densas, allí donde es difícil denunciar con pruebas a un pequeño grupo de  las dirigentas del Vaso de Leche que se apropian de una ración de latas para venderlas al precio de S/. 1.00, cuando en realidad el precio en el mercado es de S/. 2.00.          

Pedro Pesantez Vega, vecino del Asentamiento Humano Los Vencedores II, revela en su testimonio cómo termina la cadena de la corrupción en el Programa del Vaso de Leche. Esta vez las protagonistas son un grupo de dirigentas del Vaso de Leche, quienes venden latas de leche Gloria a una tienda ubicada en la Calle Los Rosales Lote 14 Manzana H del Asentamiento Humano Los Vencedores II.  

El señor Pesantez declara que varias veces ha visto a las “dirigentas cuando se acercan todos los  sábados a las 11 de la mañana a esta dirección donde hay una casa en cuyo interior hay una fábrica de zapatillas y zapatos donde laboran unos ocho trabajadores. El dueño de este taller tiene la obligación de dar raciones de leche a sus trabajadores porque trabajan con insumos químicos y para ello requieren tomar leche para evitar la intoxicación. Ellas traen dos o tres cajas llanas de latas de leche Gloria pero sin etiqueta y a los 15 minutos se retiran muy sonrientes”. “Tengo entendido -prosigue Pesantez- que los días jueves a partir de las 5 de la tarde las dirigentas reciben la leche para todo el pueblo y luego separan dos o tres cajas. Luego esperan dos días para entregarlas al taller. Hace como cuatro años que veo que realizan la misma operación. Por algo será que las dirigentas siempre pugnan por ser reelegidas y parece que lo logran porque cada año veo las mismas caras”, enfatiza el poblador.               

La pregunta que surge es la siguiente: ¿Cómo se las ingenian estas señoras para guardar esta cantidad y luego venderla clandestinamente? La respuesta es muy simple. La clave está en el manejo del padrón de beneficiarios del respectivo comité. Si formalmente aparecen 2,500 beneficiarios, en la práctica 300 o 400 son fantasmas, pero aquella es una información que sólo maneja un reducido grupo de dirigentes. Por ejemplo, en un padrón de beneficiaros con un alto componente de niños entre 7 y 13 año o ancianos es fácil desviar los insumos recibidos en uno u otro sentido.     

Como el caso anterior y la denuncia hecha por la Fiscalía existen miles en Lima. Por ejemplo, en el verano hay dirigentas que venden clandestinamente “La Calatita” a las tiendas que hacen helados o ellas mismas utilizan esas raciones para elaborar o vender los conocidos “shups” que otros venden en las playas y otros centros de concentración poblacional. Estas son pues “Las pérdidas en el camino”, aquel último eslabón de la cadena donde todo se hace difuso y muy difícil para una actuación eficaz de los órganos de control. En esa trama están comprometidas miles de mujeres que han hecho de esta actividad ilícita una forma de costearse la vida a costa de impedir que “La Calatita” llegue realmente a los niños que necesitan este programa social. Adquiere ahora sentido la afirmación de la Contraloría General de la República cuando señala que “en los últimos dos años ha disminuido en más de 600 mil, aproximadamente, las personas beneficiadas del grupo prioritario y, en esa misma cantidad, se incrementaron las del siguiente grupo”. (Diario El Comercio del 31 de enero del año 2005). 

Caso 10

LA NEGACIÓN A RENDIR CUENTAS: DEFENDIENDO LO INDEFENDIBLE

El siguiente caso muestra el rol que jugó en su momento la gerencia de asesoría jurídica para intentar de un modo burdo dotar de sustento legal la negativa del alcalde y un sector de los regidores del Concejo Municipal para rendir cuentas. Denota un caso típico de corrupción normativa para inducir al Concejo Municipal que tome la decisión de no convocar a una audiencia pública de rendición de cuentas, tal como lo han hecho muchas municipalidades de Lima y del interior del país a través de acuerdos de Concejo. 

Es el caso que con fecha 14 de julio del año 2004 el regidor Neptalí Carpio solicitó con oficio dirigido al alcalde someter a la estación orden del día del Concejo Municipal un proyecto titulado “Aprueban desarrollar la primera rendición de cuentas de la Municipalidad del Distrito de San Juan de Lurigancho”. El mencionado proyecto hasta la fecha no ha sido sometido a la orden del día. Lo grave del asunto radica en los fundamentos que utilizó el Informe Nº 1115-2004–GAJ/MDSJL de Asesoría Jurídica, de fecha 22 de octubre del año 2004, para desestimar esta iniciativa, tergiversando totalmente las normas legales y bloqueando la capacidad de iniciativa que tienen los regidores y el Concejo Municipal. 

El informe parte de reconocer la existencia de dos manifestaciones en la institución de rendición de cuentas: “la primera forma en que se expresa la rendición de cuentas es a través del derecho de control que tienen los vecinos sobre los gobiernos locales. La segunda es a través de la obligación que tienen los titulares de las entidades públicas de rendir cuentas mediante informes anuales y de fin de gestión sobre los resultados de la misma ante la Contraloría General de la Republica”. Más adelante el informe señala de modo sorprendente que “del tenor del planteamiento de la moción presentada por el regidor Neptalí Carpio Soto se desprende que esta se refiere al derecho de exigir la rendición de cuentas a los gobiernos locales que tienen los vecinos del distrito”. ¡Como si la iniciativa de un regidor ante el Concejo Municipal puede tener la calidad de una iniciativa de un vecino cualquiera y no como parte de las facultades propias de una autoridad con capacidad de legislar y fiscalizar! Así lo establece la Ley Orgánica de Municipalidades 27972 en los incisos 8 y 14 del Artículo 9 y en los incisos 1 y 2 del Artículo 10 de la referida ley. En consecuencia era obligación del alcalde someter a debate dicha iniciativa legislativa para que el Concejo la apruebe o desapruebe. 

Lo más grave, sin embargo, radica en el desconocimiento o el olvido interesado de los funcionarios de la gerencia de asesoría jurídica de la Ley Marco del Presupuesto Participativo 28056 que fue promulgada el 25 de noviembre del año 2003 y su reglamento. El Artículo 11 de la mencionada ley establece claramente que “los titulares de pliego de los gobiernos regionales y gobiernos locales están obligados a rendir cuenta de manera periódica ante las instancias del presupuesto participativo, sobre los avances de los acuerdos logrados en la programación participativa, así como del presupuesto total de la entidad”. Cabe indicar que esta ley rige 11 meses antes que la gerencia de asesoría jurídica recomendara declarar “improcedente” la iniciativa legislativa del regidor Neptalí Carpio.      

Por la existencia de esa norma es que el Ministerio de Economía y Finanzas en sus instructivos de los años 2004 y 2005 fijó directivas precisas para que los gobiernos locales desarrollen el proceso de rendición de cuentas. Por ejemplo, el Instructivo Técnico del MEF Nº 001-2005-EF/76.01 va más allá estableciendo que los alcaldes deben presentar en las audiencias públicas un resumen ejecutivo del contenido de la rendición de cuentas.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                   

Queda pues en evidencia el desconocimiento de la referida gerencia municipal respecto a que la Ley 26300 “Ley de los Derechos y Control Ciudadano” ya había sido superada en la normatividad peruana el año 2003. En este caso, la rendición de cuentas como figura jurídica ya no sólo puede ser invocada como un derecho de los ciudadanos presentando el 20% de firmas de los electores -en este caso de un distrito-; sino es una obligación de las autoridades locales y regionales. Por ello tiene sentido lógico que un regidor proponga un acuerdo de concejo para hacer viable la rendición de cuentas a través de audiencias públicas, tal como lo vienen haciendo numerosas municipalidades distritales y provinciales. 

En este contexto resulta ridículo que el área de asesoría jurídica determine que la referida petición del regidor autor de la iniciativa “resulta improcedente, pues no se ha cumplido con el requisito y el procedimiento contemplado en la Ley 26300, habida cuenta que el Jurado Nacional de Elecciones no ha corrido traslado de alguna demanda de rendición de cuentas planteada contra la Municipalidad de San Juan de Lurigancho”. Como si los funcionarios de la gerencia de asesoría jurídica hubieran emitido un informe en el año 1997 cuando ya estaba en vigencia la Ley 26300. 

En el fondo la intención del área legal encargada de asesorar al alcalde era evitar la rendición de cuentas. Sin embargo, por la presión de las juntas vecinales, consejeros, la opinión pública distrital y ante el flagrante error interesado de interpretación jurídica la referida gerencia tuvo que cambiar de opinión, ya que seis meses después la bancada oficialista presentó un proyecto vergonzante donde “recomendaba por acuerdo de concejo” desarrollar una rendición de cuentas. Pero incluso dicho acuerdo no fue ejecutado por el alcalde. Debe quedar claro que no existe rendición de cuentas auténtica si no asiste el alcalde a la misma y si esta no es convocada públicamente por el Concejo Municipal, fijando fecha y lugar y publicando un resumen ejecutivo, tal como lo ha establecido la Contraloría General de la República.

A mediados de setiembre del año 2005, el alcalde Mauricio Rabanal se vio obligado a rendir cuentas, pero lo hizo realizando una pantomima, con una convocatoria de 48 horas de anticipación, sin acuerdo de concejo previo publicado en los periódicos y sin ningún tipo de propaganda. Era claro que el objetivo era cumplir con las formalidades de ley, toda vez que desde el 29 de agosto del año 2005 el contralor Genaro Matute envió una misión de auditores a San Juan de Lurigancho para realizar un examen especial de los años 2003, 2004 y 2005.         

El caso muestra, pues, cómo un área de la municipalidad induce al Concejo Municipal para cometer un error o actúa “por órdenes superiores” para emitir un informe que debe ser observado por los órganos de control. Del mismo modo en que el área legal, en otros casos de corrupción ocurridos en el pasado trata de dotar de soporte legal a una irregularidad como la declaratoria de una “situación de urgencia” sin que existan causales o para la firma de un contrato que no reúne los requisitos legales, en este caso la gerencia de asesoría jurídica actuó como un ente que impide generar y legislar en positivo sobre  mecanismos de transparencia establecidos por ley.                          

Este triste papel de la gerencia de asesoría jurídica me recuerda un pasaje que pinta de cuerpo entero la mediocridad de los funcionarios de esa área empeñados en blindar a la alta autoridad frente a flagrantes irregularidades.  

Me refiero a la opinión que el señor Aldo Bolaños dio en el Concejo Municipal a mediados del año 2004 cuando llegó a vaticinar que una ordenanza o un acuerdo de concejo podían ser válidos con el voto aprobatorio de cuatro regidores. Es decir, el Concejo puede sesionar con nueve miembros que hacen el quórum de ley, pero puede darse el caso de que en una votación dos regidores voten en contra de un proyecto de ordenanza, tres se abstengan y cuatro voten a favor. Esa temeraria posición que contraviene lo señalado en el Artículo 58 del actual reglamento del Concejo Municipal establece que la mayoría simple está constituida por la mitad más uno del número hábil de regidores, es decir, nueve votos.

Es decir, el señor Aldo Bolaños descubrió la cuadratura del círculo. 

Capítulo V

LOS PLANES DE DESARROLLO Y 

Y  EL DESPRECIO DE LA LEGALIDAD

“La corrupción se produce por un decaimiento en la integridad valórica y la atomización de la sociedad. Cuando en una sociedad la línea divisoria entre el bien y el mal se hace confusa e intrasable, cuando aumenta el umbral de tolerancia pública frente a los hechos que se saben cuestionables o abiertamente corruptos, cuando se modifica el ethos social y lo que desde él se entiende por éxito (dinero rápido, astucia, etc.) o cuando existe una carencia de cuerpos intermedios que aglutinen y den voz a la ciudadanía…es en este sentido que la sociedad se constituye en un factor facilitador de la corrupción”.

                                                                                               Claudio Orrego Larraín(
). 

Ahora que todas las regiones y ciudades del Perú vienen discutiendo sus planes de desarrollo, es oportuno recordar una fórmula básica que permite hacer sostenible en el tiempo estos instrumentos fundamentales de gestión, en el marco de la planificación estratégica. Aquella sostenibilidad - por ser los que generan escenarios de confianza para fomentar consensos en torno a propuestas de desarrollo - depende de cuatro factores claves a saber:  

1.     Fluida transparencia y acceso a la información por parte de los agentes participantes,

      tanto a nivel regional y local (TI). 

2.    Un marco jurídico estable, expresado en ordenanzas y reglamentos previamente

      consultados entre la población (MJE). 

3.     Alta voluntad de concertación y tolerancia de la autoridad y de los agentes participantes

      para poner en vigencia un sistema de participación y concertación (VCT).

4.    Ejecución cada año de una práctica ascendiente de rendición de cuentas con

      mecanismos de vigilancia y control ciudadanos (RC).

Los índices positivos para alcanzar las metas por cada factor pueden variar, según las características de cada ciudad (grado de informalidad, calidad de desarrollo urbano, nivel de ciudadanía, etc.), pero la fórmula necesaria para crear Escenarios Participativos y de Concertación (EPC) que permitan elaborar Planes de Desarrollo Sostenibles (PDS) en el tiempo y respetados por los futuros alcaldes y los diversos agentes económicos siempre será la siguiente: 

                                                            TI   +    MJE

                                        EPC:       _______________     =   PDS               

                                                          VCT   +    RC 

Si no se cumplen cuando menos parcialmente estos cuatro factores, es ilusa la pretensión de estabilizar mecanismos de participación y concertación local arriando banderas en la lucha contra la corrupción o tolerando altos índices de ineficiencia en el gasto local. Es como pretender vitaminizar un cuerpo humano enfermo sin  matar o bloquear el virus que deteriora la salud del paciente. Lamentablemente existe una corriente en los debates del plan de desarrollo de los distritos de Lima y del interior del país que compromete a un sector de ONG, empeñado en activar algunos mecanismos que establece la Ley Orgánica de Municipalidades, pero prescindiendo de otros que fomentan la vigilancia y control. Este punto de vista termina guardando silencio respecto a las irregularidades que cometen las autoridades locales, so pretexto de poner en vigencia los procesos del presupuesto participativo y el plan de desarrollo. Al final, este sector termina asumiendo un papel permisivo de la corrupción, en gran medida para garantizar el aval y convenios que les provee los gobiernos locales para obtener financiamiento internacional.                           

Por ejemplo, el problema que tienen estas organizaciones en distritos como Comas, El Agustino, San Juan de Lurigancho y Ate-Vitarte, muchas de ellas agrupadas en la “mesa de concertación”, estriba en que no entienden que la corrupción es esencialmente un fenómeno social antes que jurídico. Esto refleja la crisis de valores y la anomia social en amplios sectores de la ciudadanía que origina desintegración y mayor atomización social. Es un grave error suponer que se puede articular una estrategia de desarrollo distrital sobre la base de los fundamentos de la planificación estratégica, haciendo abstracción del culto a la ilegalidad que predomina en el gobierno local y su entorno social. 

Sin embargo, este sector de ONG, agrupadas en la mesa de concertación, viene intentando desde el año 1998 elaborar un plan de desarrollo con una lógica permisible de las irregularidades, sin percatarse de la extremada desconfianza en la autoridad municipal.  

Al respecto, no sólo es oportuna la cita anterior de Claudio Orrego Larraín en su libro “Corrupción y Modernización del Estado”, sino otra referida al efecto nocivo de la corrupción frente a la participación ciudadana. El estudioso chileno, quien actualmente se desempeña como alcalde de la comuna de Peñalolén, dice: “El efecto paralizador y desmoralizador del cuerpo social que produce la corrupción es tan nocivo precisamente porque destruye el único elemento verdaderamente efectivo para solucionar el problema en el largo plazo: la participación ciudadana”. Precisamente por ello y porque el plan de desarrollo sólo tendrá éxito cuando se integra a la mayoría de las sociedades locales a una estrategia de largo plazo, es absurdo pretender su éxito y legitimidad social con un comportamiento timorato frente a la corrupción como lo viene haciendo un sector de ONG del distrito.                            

Los mecanismos que la gestión del alcalde Mauricio Rabanal ha utilizado para aprobar el plan de desarrollo que debe regir los destinos de un distrito tan grande como San Juan de Lurigancho en los próximos años muestran de qué manera el sistema de participación que manda crear la Ley Orgánica de Municipalidades 27972 se puede convertir en un remedo de participación y concertación con un efecto contrario al espíritu participativo de la ley. Los mecanismos que estableció con buena intención la Ordenanza Municipal Nº 011 el año 2003 tienden crecientemente a convertirse en un sistema de manipulación como prolongación de la corrupción en la esfera vecinal.

De alguna manera existe una colisión  entre dos enfoques del planeamiento estratégico. Es posible que el alcalde haya trasladado equivocadamente, del mundo empresarial al público, el enfoque de planeación estratégica “descendiente” (visión vertical) “que consiste en que la planeación en una empresa centralizada se lleva a cabo en el nivel más alto de la organización” (la alcaldía) como señala Simón Andrade en su libro “Planeación Estratégica”. Sin embargo, esta visión colisiona con el enfoque de planeación estratégica “ascendiente” “en el cual la alta dirección no da los lineamientos a las divisiones, sino que les pide que presenten sus planes…este material se revisa en los altos niveles de la dirección y se sigue el mismo proceso mencionado en el enfoque descendiente”(
) . 

Sin embargo, es imposible la convivencia de ambos enfoques en la medida en que la Nueva Ley Orgánica de Municipalidades 27972, en lo que se refiere a los procesos de planificación, concertación y aprobación presupuestaria, ha optado por el enfoque ascendiente el cual no es asumido en la práctica por el alcalde y sus principales funcionarios.                     

Todo el proceso que se inició desde enero del año 2005 estuvo plagado de irregularidades y la negativa de los funcionarios por aprobar una adecuada normatividad para dotar de alta legitimidad, sostenibilidad y nivel técnico al plan de desarrollo. Es sorprendente que la actual gestión municipal desperdició una excelente oportunidad lograr un gran acuerdo distrital a manera de contrato social local para potenciar nuestro desarrollo. Nos parece entonces imprescindible hacer un deslinde técnico, normativo y político del proceso de aprobación del plan de desarrollo que ha terminado en una nueva frustración.         

  1.  Sin estabilidad jurídica local no se puede planificar con un horizonte de 20 años. 

En los últimos 20 años hemos vivido hasta tres procesos frustrados por lograr que un plan de desarrollo se convierta en el instrumento rector del desarrollo distrital. Los valiosos intentos y la buena fe de los vecinos e instituciones que participaron en todos estos procesos cayeron en saco roto porque las diferentes gestiones municipales priorizaron una orientación cortoplacista que desconoció los planes aprobados, tal como ocurrió con los intentos ocurridos entre los años 1988-1990 y entre los años 1999-2001. 

En la práctica se impuso una “lógica obrista” que priorizó la ejecución de obras y servicios sin ningún plan, lo cual fue funcional a un crecimiento desordenado, informal, con una extendida corrupción en la municipalidad y con excesivos sobrecostos para los vecinos que querían acceder a la formalidad. No obstante, es innegable que en nuestro distrito hay un gran espíritu emprendedor y de progreso, tal como se expresa en el desarrollo de los asentamientos humanos, cooperativas de vivienda, urbanizaciones populares y el aporte de la empresa privada, entre ellas, la pequeña empresa de origen migrante y el papel de las mujeres luchadoras.    

Resulta por ello sorprendente que la actual gestión municipal, en lugar de aprovechar los  mecanismos participativos que establece la Nueva Ley Orgánica de Municipalidades, las leyes de descentralización y del presupuesto participativo, para dotar al proceso de una ordenanza que regule todo el proceso de concertación, debate técnico, aprobación, ejecución y cumplimiento obligatorio de las gestiones venideras, haya optado por una estrategia burocrática que carece de un diagnóstico previo, el aporte de los profesionales del distrito  y por cierto los actores del sistema de participación ciudadana. El proceso, iniciado en enero del año 2005, se dio más bien como una prolongación en el ámbito participativo del culto a la ilegalidad de la administración municipal. La corrupción normativa que hemos comentado anteriormente se expresó con creces en los rasgos de ilegalidad que detallamos a continuación:  

1.1. El proceso no tuvo como soporte una ordenanza. ¿Cómo explicar que el presupuesto participativo, que es un instrumento de gestión de alcance anual, tenga cada año una ordenanza y que el proceso para la aprobación y ejecución del plan de desarrollo no?  

1.2 En todo el proceso de elaboración del plan de desarrollo, el Consejo de Coordinación Local no tuvo un reglamento pese a la existencia de un dictamen favorable de la comisión mixta que fue designada para revisar la Ordenanza Nº 030. La ordenanza que establecía el reglamento fue aprobada después del proceso, deformando totalmente el espíritu participativo y concertador del proyecto presentado por una subcomisión integrada por regidores de varias bancadas, consejeros y dirigentes vecinales. Por citar sólo un ejemplo, se ha violentado flagrantemente la Ley Orgánica de Municipalidades 27972 en lo que concierne a la naturaleza consensual del funcionamiento del Consejo de Coordinación Local como “órgano de coordinación y concertación de las municipalidades distritales” prevista en los artículos 102 y 103 de la mencionada ley. Es el caso que el Artículo 34 de la Ordenanza Nº 062 aprobada el 23 de mayo del año 2005 establece en su Artículo 34 sobre el “quórum y mayorías” lo siguiente: “El quórum para las sesiones del Consejo de Coordinación Local distrital es de la mitad más uno del número hábil de sus miembros.  Mayoría simple: Es la mitad más uno del número hábil de consejeros”.  

Este artículo anula cualquier posibilidad de concertación en dicho ente puesto que se ha deformado el Artículo 103 de la Ley Orgánica de Municipalidades que a la letra dice: “Para la instalación y funcionamiento del Consejo de Coordinación Local distrital se requiere de la asistencia de la mitad más uno de sus miembros. La ausencia de acuerdos por consenso no impide al Concejo Municipal Distrital decidir lo pertinente. La asistencia de los alcaldes es obligatoria e indelegable”. De esta manera, la Ordenanza Nº 062 ha desnaturalizado la esencia concertadora del consejo de coordinación local convirtiéndolo en un ente apéndice del Concejo Municipal. Al respecto, resulta desconcertante el silencio de un sector de la “mesa de concertación” sobre esta grosera deformación del Consejo de Coordinación Local. 

1.3. En todo el proceso fue notorio que formalmente el CCL no participó del proceso, tal como lo establece la ley. Tampoco existió voluntad de aprobar el dictamen de la ordenanza marco del Sistema de Participación y Control Ciudadano. Esta norma también fue aprobada después que culminó todo el proceso burocrático.  

1.4. La administración no respetó el espíritu participativo del Instructivo Nº 001-2005-EF/76.01. 

1.5. No se designó a tiempo la comisión permanente del Consejo de Coordinación Local.  

1.6. Hasta ahora no se han creado los comités de control y vigilancia violando claramente la Ley del Presupuesto Participativo y los instructivos técnicos del MEF.

1.7. En el colmo del desprecio por la ley, las ordenanzas que aprueban las reglas de juego para aprobar el presupuesto participativo del año 2006 y la ordenanza que aprueba el reglamento del Consejo de Coordinación Local se publicaron en el diario oficial El Peruano después que esos procesos culminaron. Es decir, en rigor jurídico esos procesos fueron ilegales porque las normas legales no se publican para “regularizar los procesos” al antojo de los funcionarios, sino para darle consistencia legal al proceso desde su punto de inicio.           

Todo esto no garantiza la estabilidad jurídica para que el plan de desarrollo sea sostenible durante los próximos 10 años porque los órganos de control y vigilancia no tendrán a qué atenerse jurídicamente. 

Al respecto veamos lo que estableció el Instructivo Técnico del MEF Nº 001-2005  EF/76.01, página 21, para compararlo con la realidad de un proceso errático: “La participación de la sociedad en la toma de decisiones sobre cómo asignar los recursos públicos requiere para su implementación exitosa y consolidación en el tiempo no sólo de un adecuado arreglo institucional y jurídico y de una decidida voluntad política de las autoridades, sino también de una mejora sustancial en las capacidades técnicas y de gestión en los órganos subnacionales de gobierno y en la burocracia en general”. 

La propia Defensoría del Pueblo y las instituciones Red Perú y Ceprodep  han realizado durante los años 2005 y 2006 evaluaciones sobre la implementación de los presupuestos participativos. La primera de ellas ha llegado a conclusiones semejantes a las aquí señaladas. Por ejemplo, en lo que se refiere a la cuestión normativa la Defensoría señala que una de las limitaciones del proceso radica en que “los gobiernos locales, especialmente los distritales, elaboran el plan de manera apresurada, dejando de lado la metodología sugerida y pasando por alto la razón de ser de dicho instrumento (se refiere a los instructivos técnicos que cada año emite el MEF); como consecuencia, la priorización de acciones no es siempre la más adecuada”(
). 

Queda pues en evidencia cuán equivocada es la pretensión de concertar burocráticamente el PDMDC en el Consejo de Coordinación Local  y luego aprobarlo en el Concejo Municipal “al caballazo”. Desde nuestro punto de vista, un distrito tan complejo y con una gran población como San Juan de Lurigancho se requiere un marco jurídico a través de una ordenanza que regule cuando menos seis aspectos fundamentales:

a) Definir cómo se aprueba y concerta el PMDC. Allí la clave radica en dotar de altísima  legitimidad al proceso para lograr un acuerdo social distrital de desarrollo, teniendo en cuenta la diversidad cultural y poblacional de un distrito con cerca de un millón de habitantes. Se requiere establecer mecanismos de convocatoria a los profesionales de cada zona, instituciones, partidos políticos, así como el adecuado financiamiento del proceso con especial incidencia en una campaña informativa que motive la participación del vecindario. 

El alcalde y el Concejo Municipal deben jugar un rol activo en este proceso. 

b) La aprobación del contenido técnico del plan. Para ello se requiere de un equipo técnico de alto nivel que combina la presencia de profesionales del distrito y de otros lugares, pero con una probada experiencia en la elaboración de planes de desarrollo. En este caso es imprescindible desarrollar un convenio con el Instituto Metropolitano de Planificación para articular el esfuerzo distrital con los esfuerzos del cono y toda la metrópoli.

c) La adecuación del gobierno local para cumplir las metas del plan y a través de ellas producir una reingeniería institucional con sustento en la planificación estratégica. La ordenanza debe fijar obligaciones institucionales a cada gerencia y jefatura para evitar          -como ocurrió con el plan de desarrollo aprobado en el año 1989- que luego las gestiones municipales posteriores no apliquen sus acuerdos.

d) Deben fijarse las obligaciones del gobierno local y los plazos para enlazar el plan de desarrollo con los otros instrumentos de gestión que establece la Ley 27972: el plan urbano, la nueva zonificación urbana, el plan de acondicionamiento territorial, el plan de desarrollo ambiental y el plan de desarrollo de capacidades. Si la ordenanza y los órganos de control designados por la sociedad no realizan una vigilancia ciudadana para que las diversas áreas municipales se rijan por las estrategias y metas que fija el plan de desarrollo, este se quedará con el tiempo como una entelequia. 

Por ejemplo, ¿qué pasos debería dar la gerencia de desarrollo urbano, junto con la gerencia de desarrollo urbano para reubicar y formalizar en espacios adecuados a los 7,000 ambulantes que existen en las diversas calles del distrito? ¿Cómo debería participar la comunidad para decidir en qué destinan los 180,000 metros cuadrados que están al costado del Gran Parque Wiracocha? Todos esos aspectos pueden ser abordados con una visión de planificación estratégica interiorizados en la mente de la burocracia municipal. Y no hay manera de hacerlo si no se regulan todos esos aspectos en una ordenanza municipal, revirtiendo la cultura cortoplacista.    

e) La aprobación de los mecanismos de control y vigilancia ciudadana que garanticen el cumplimiento del PMDC en el presupuesto participativo y el plan estratégico institucional. Insistimos en que es importante una ordenanza que regule todos estos aspectos, descentralizando la participación de estos órganos de control en cada zona, comuna y sector.  

f) La ordenanza tiene también que fijar la manera en que se actualiza el plan de desarrollo para evitar que el ingreso de una nueva gestión municipal, con un color político diferente a la actual, termine por volver a intentar aprobar su propio plan ignorando el anterior, como  ha ocurrido en el pasado.  

En suma, la ordenanza a la que aludimos debe ser justamente el instrumento que permite el empoderamiento de la sociedad local antes, durante y sobre todo en el momento de ejecución del plan de desarrollo. Sin embargo, pese a existir un proyecto de ordenanza presentado por el autor de este libro que regula estos aspectos y que tiene informe favorable de la gerencia de asesoría jurídica y la gerencia de presupuesto y planificación para el desarrollo, el alcalde no la sometió a debate en el Concejo Municipal. 

  2) Sin alta legitimidad el plan de desarrollo es una entelequia.

Contrariamente a los positivos esfuerzos de Ate-Vitarte, Villa El Salvador, Villa María del Triunfo y otros distritos donde asisten un promedio de 1,800 representante en los debates de aprobación de sus respectivos planes de desarrollo, en San Juan de Lurigancho el proceso se redujo a la participación de un promedio de 100 representantes y vecinos. La  administración municipal no realizó una intensa convocatoria a los vecinos (“los agentes participantes” según las normas del MEF). Esto explica el amplio descontento de los representantes vecinales y consejeros locales que no son escuchados cuando plantean sus propuestas para revertir este proceso burocrático. Al final, a mediados de junio del año 2005 el tema del plan de desarrollo terminó siendo marginal para la población. 
Para tener una idea del grado de asistencia es interesante comparar los niveles de asistencia en los debates del plan de desarrollo con el censo de organizaciones de pobladores que la municipalidad realizó por mandato de la Ordenanza Nº 005
.  

Pese al tiempo transcurrido, este documento tiene plena vigencia y no es útil para realizar una comparación con los pobres niveles de asistencia que hubo en los ocho talleres zonales realizados entre el 2 de marzo y el 17 de abril del año 2005. Según el censo en San Juan de Lurigancho existen 501 centros poblados a través de 226 asentamientos humanos, 136 agrupaciones familiares, 66 asociaciones de vivienda, 39 urbanizaciones, 23 cooperativas de vivienda y 11 pueblos jóvenes. Existen 300 comedores populares y 248 comités del Vaso de Leche, 78 comités formales de mototaxistas y una decena de organizaciones de artesanos y pequeños y microempresarios. Esto quiere decir que tan sólo el universo dirigencial alcanzó en el año 1997 la cantidad de 1,137 organizaciones territoriales y sectoriales.            

En cambio, según el propio informe técnico de la gerencia de planificación para el desarrollo, presentado el 25 de abril, en los ocho talleres de las zonas para debatir los diferentes tópicos sólo hubo 579 participantes, con un promedio de 72 asistentes por cada taller, lo cual revela la pobre convocatoria desarrollada por la municipalidad. (Ver siguiente cuadro). 

CUADRO 17

Cuadro de asistencia a los ocho talleres de planificación de 
carácter zonal durante el año 2005*

(asistencia abierta a todos los ciudadanos)

	Zona 1
	Zona 2
	Zona 3
	Zona 4
	Zona 5
	Zona 6
	Zona 7
	Zona 8

	129 participantes
	67 participantes
	83 participantes
	107 participantes
	112 participantes
	85 participantes
	102 participantes
	58 participantes


   Incluye la asistencia de regidores, funcionarios y trabajadores municipales que en total suman 164.

     Fuente: Informe de la Gerencia de Planificación para el Desarrollo.    

Como se puede apreciar, la situación devino una orientación totalmente burocrática del proceso que le imprimió la gestión municipal y la comisión técnica con el apoyo del sector de ONG agrupadas en la “mesa de concertación”. Esa lógica en términos prácticos terminó por vaciar de contenido vecinal y participativo al proceso, aislando peligrosamente a los diversos dirigentes de las juntas vecinales, redes públicas y consejeros locales que fueron elegidos en noviembre del año 2003 y que hasta hoy intentan de buena fe aportar al proceso participativo. 

Por eso tiene lógica que en el padrón de inscritos para las elecciones vecinales de noviembre-diciembre del año 2005 sólo figuren 4,447 ciudadanos, mientras en el año 2003 se inscribieron 11,350 ciudadanos. Para colmo, en las elecciones de las comunas desarrolladas el 8 de diciembre del año 2005 sólo votaron 1,027 vecinos, mientras que en las elecciones para representantes del CCLD sólo participaron ocho instituciones aptas para ser elegidas. En noviembre del año 2003 quedaron 17 instituciones aptas para ser elegidas al Consejo de Coordinación Local, mientras en diciembre del año 2005 esta cantidad se redujo a casi la mitad: sólo nueve instituciones quedaron aptas.        

Para colmo, la gestión municipal no ha cumplido con dar un local a las juntas vecinales y redes predominando un comportamiento de maltrato y subestimación a los líderes elegidos.  En el fondo se trata de imponer una lógica inaceptable donde “los dirigentes deben hacer lo que la comisión técnica y el alcalde ordenan”. 

La limitada participación de la población en los debates del plan de desarrollo guarda relación con la involución que tuvo también el presupuesto participativo durante los años 2003 y 2005. Así lo pudo verificar la propia ONG PROPOLI a través de un excelente estudio desarrollado en marzo del año 2005. En una de sus conclusiones del documento “Balance del Proceso de los Planes Concertados y Presupuestos Participativos” el señor Nauca concluye en señalar que: “Se percibe entre los actores locales que tanto el proceso del presupuesto participativo del año 2004 y del año 2005 lo consideran con una participación ciudadana limitada. Ello puede deberse a que el número de organizaciones e instituciones sociales supera largamente el número de entidades registradas para el proceso”. Más adelante precisa el informe que “las limitaciones en la difusión del proceso provocan un nivel de participación limitado excluyendo a sectores representativos como las mujeres organizadas y jóvenes”
. La consultoría de PROPOLI también da cuenta que“es escaso el apoyo en recursos de logística para el proceso, que hay mucho desconocimiento de los funcionarios y la sociedad civil sobre el presupuesto participativo, consideran que hay una burla de los acuerdos del proceso participativo por parte de la gestión municipal sumado a la inoperancia y desidia de los funcionarios”. 
Es de destacar cómo la gestión municipal impidió en todo momento el cumplimiento de la Ley Orgánica de Municipalidades 27972 que en su Artículo 108 establece la obligatoriedad de convocatoria cuando menos de cuatro sesiones ordinarias de las juntas vecinales.

La negativa para realizar esta convocatoria ha sido funcional al interés por evitar la institucionalización de un  sistema de participación que debe tener en las juntas vecinales el soporte fundamental.

Estamos seguros de que si la gestión actual hubiera tomado la decisión de fortalecer las juntas vecinales, estas se hubieran convertido en la columna vertebral de todo el sistema de participación, irradiando la participación de nuevos sectores, instituciones en cada una de las zonas y comunas. Sin embarco, la miopía de la gestión o la falta de valoración de la participación han terminado por burocratizar y desvalorizar las juntas elegidas en noviembre del año 2003 con un gran entusiasmo. A estas alturas las juntas vecinales están bastantes debilitadas.           

 3) La estrategia del “Llanero solitario”.    

Uno de los problemas que debe enfrentar una visión ordenada de la ciudad de Lima es la tendencia a atomizar la planificación y la inversión pública en 44 unidades territoriales como si no existiera conexión entre distritos limítrofes. A diferencia de ciudades como Madrid o Santiago de Chile, cada alcalde distrital quiere tener su propio plan de desarrollo, como si la historia empezara cada vez que se elige un nuevo alcalde.            

Por las características geográficas y de dependencia monocéntrica de San Juan de Lurigancho, una perspectiva acertada de su desarrollo debe entender que es esencial articular sus objetivos con otros distritos vecinos (El Agustino, Rímac, Comas, Ate-Vitarte y la propia Municipalidad de Lima, entidad que aprueba, por ejemplo, los planos de zonificación urbana) y con dependencias adscritas al Poder Ejecutivo. 

Sin embargo, la visión burocrática de la administración municipal cometió un grave error cuando promovió el año 2005 el debate del plan de desarrollo sin fomentar la participación del sector privado, los partidos políticos y, sobre todo, las diferentes dependencias que tienen incidencia en el desarrollo del distrito y donde hay una significativa inversión pública cada año. Dependencias como la Municipalidad de Lima, IMP, UGEL, Cofopri, Enace, Minsa, Mindes, etc., estuvieron ausentes de este proceso. Con esta lógica unilateral y localista fue imposible revertir aquella tendencia crónica por la cual en nuestro distrito -y en otros de la capital-, el sector público y privado invierten sin ningún nivel de articulación.

Es evidente que un proceso serio de alta voluntad concertadora bien podría lograr el concurso de estas dependencias para articular acciones conjuntas. Por ejemplo, con la Municipalidad de Lima se podría acelerar la aprobación de la nueva zonificación urbana y comprometerla en la ejecución de megaproyectos; con Enace se podría implementar una estrategia de saneamiento legal de terrenos o con Cofopri se podría obtener información valiosa para el catastro de un promedio de 30,000 títulos y mercados recientemente formalizados. Con la Municipalidad de Lima y el propio Congreso desde ahora se podría delimitar los nuevos fines urbanos de aquella área de 700 mil metros cuadrados donde están ubicados los dos penales, al tiempo que se concerta una ley en el Congreso que haga viable su erradicación en los próximos 10 años
.
Resulta ilustrativo constatar que la gestión que conduce el partido Somos Perú no haya tenido siquiera conocimiento de la existencia de la excelente Ordenanza Nº 099 aprobada en 1997 -emitida justamente durante la gestión de Alberto Andrade en Lima- y que acordó la “Gestión del Sistema Metropolitano de Planificación y Presupuesto Municipal”. Pese a las modificaciones existentes, esa norma de rango provincial es de cumplimiento obligatorio a tal punto que la Contraloría General de la República ha obligado a la autoridad provincial para su debido cumplimiento. En la actualidad un promedio de 28 distritos de Lima tienen convenios aprobados para elaborar conjuntamente los planes de desarrollo distrital.   

Pese a la existencia de este valioso instrumento normativo, la gestión municipal actual y la miopía de las ONG han preferido la estrategia del “Llanero solitario” para aprobar el plan, cuando la ciudad de Lima necesita de una concertación de todos sus alcaldes, respetando sus propias diversidades.           

Esta crítica no debe escatimar la exigencia que debemos hacer desde San Juan de Lurigancho para que la propia Municipalidad Metropolitana de Lima asuma la responsabilidad de impulsar el plan metropolitano de desarrollo y los mecanismos de  participación y control que de acuerdo a ley debe cumplir. 

  4)  Sin rendición de cuentas no hay planes eficaces. 

No hay que olvidar que cualquier intento por validar una estrategia de desarrollo debe partir por reconocer la existencia de una crisis de autoridad, desprestigio del gobierno local, alta morosidad tributaria y una extendida corrupción que compromete a sectores del entorno social del gobierno local. Pero la gestión municipal quiere imponer un rumbo en el proceso de aprobación del PMDC sin rendir cuentas sobre la base de un reglamento, sin proveer de la información necesaria a los agentes participantes y sin desarrollar un intenso programa informativo en la comunidad, en un distrito que tiene una población del tamaño de una provincia. 

El remedo de rendición de cuentas que el alcalde realizó a fines de setiembre del año 2005 no se acerca siquiera a los mínimos requisitos que requiere un distrito tan grande como San Juan de Lurigancho.    

El PMDC no debe ser otra cosa que un Acuerdo Social Distrital donde todos los sectores sociales, políticos  y económicos concertan una estrategia de desarrollo para crear riqueza y distribuirla adecuadamente luchando contra la pobreza, así como para crear las vigas maestras de un crecimiento urbano ordenado y con factores de creciente sostenibilidad ambiental. 

Una prueba fehaciente de la cultura del secreto de la actual gestión municipal es no sólo la negativa para aprobar una ordenanza que reglamente las audiencias públicas de rendición de cuentas, sino el deliberado ocultamiento de los documentos de la comisión técnica designada por Decreto de Alcaldía Nº 007  2004  MDSJL. ¿Por qué se ocultan los documentos de esta comisión que costó decenas de miles de soles a la municipalidad? ¿No será que la gestión municipal ya tiene un plan de desarrollo y ahora viene presentando sólo una pantomima para fingir un proceso de participación y concertación? 

Como se ha podido constatar en el año 2005, la administración municipal, con el alcalde a la cabeza, no rindió cuentas como lo establece la Ley de Presupuesto Participativo 28056 y el Instructivo Técnico del MEF Nº 001-2005-EF/76.01. Incluso hizo caso omiso de un acuerdo de concejo que timoratamente le recomendaba rendir cuentas. Aquello es muy grave porque cabe recordar que el Artículo 11 de la mencionada ley establece claramente que “los titulares de pliego de los gobiernos regionales y gobiernos locales están obligados a rendir cuentas de manera periódica ante las instancias del presupuesto participativo sobre los avances de los acuerdos logrados en la programación participativa, así como del presupuesto total de la entidad”. 

La reticencia de la gestión municipal se ha hecho más evidente cuando se impide la  aplicación del Artículo 10 del Reglamento Nacional del Presupuesto Participativo que a la letra dice: “Corresponde a la sociedad civil la vigilancia a los gobiernos regionales y locales respecto del cumplimiento de los acuerdos y resultados del proceso participativo. Para dichos efectos, los agentes participantes eligen y conforman los comités de vigilancia, control del presupuesto y gestión de los gobiernos regionales y locales. De encontrarse indicios o pruebas de presuntos delitos en la gestión de los gobiernos regionales y locales, el comité de vigilancia tiene la facultad de realizar la denuncia correspondiente ante la Defensoría del Pueblo, la Contraloría General de la República, el Ministerio Público o el Congreso de la República, según corresponda”.

Esta falta de transparencia explica por qué en el  proceso estuvieron ausentes gran parte de los actores sociales, culturales y económicos que cambiaron la realidad de San Juan de Lurigancho en los últimos 20 años, transformando un distrito exclusivamente residencial a uno mixto donde resaltan las facetas productiva, comercial y creativa: nos referimos a los pequeños empresarios, asentamientos humanos, mototaxistas, mercados formales e informales, artesanos, Vaso de Leche, comedores populares y los medianos y grandes empresarios. 

Es iluso pretender la sostenibilidad de un plan de desarrollo si ellos mismos sienten la absoluta falta de transparencia en el uso de los recursos públicos locales.  

 5) Visión empírica y sin diagnóstico consensual. 

La metodología burocrática del proceso que criticamos acentuó su rumbo errático porque adolece de dos insumos fundamentales: 

1) No tiene un diagnóstico serio y sustentado en documentos de las propias áreas de la municipalidad, del INEI, la Sunat y otras dependencias que nos pueden presentar la fotografía y el sociograma de una realidad distrital que viene cambiado mucho durante los últimos 20 años. Ese diagnóstico debe ser recreado en cada una de las ocho zonas para luego desarrollar una microplanificación en cada una de ellas. 

2) No utiliza las técnicas modernas para medir la expectativa de vida de los ciudadanos de un  distrito con cerca de un millón de habitantes y que servirían para elevar la calidad del debate y participación de los representantes de los diferentes componentes del sistema de participación que diseñó la Ordenanza Nº 011 del año 2003. A estas alturas el proceso debiera contar ya con una gran encuesta distrital, focus group o las estadísticas sistematizadas de las dependencias aludidas. Pero la comisión técnica ha rebajado el nivel de debate en los diferentes talleres y comisiones.  

 Se ha impuesto así una metodología que está marcada por la especulación y opiniones elementales que reducen el ámbito de discusión como si estuviéramos en un mero taller de capacitación de las ONG. La lógica inductiva de los talleres bloquea las posibilidades de un debate plural y de alta reflexión que requiere la elaboración de todo plan de desarrollo, salvo el valioso aporte de algunos técnicos invitados y los propios representantes vecinales.

 6)  El cuestionable papel de un grupo de ONG del distrito. 

Nadie que esté en su sano juicio puede negar el papel positivo que las ONG vienen realizando durante mucho tiempo promoviendo labores sociales, promoción del empleo, creación de infraestructura, desarrollo de capacidades y desarrollo productivo. En la última década su ámbito de actuación ha ido más allá con éxito en el mundo de las microfinanzas, la defensa del medio ambiente y otros ámbitos. Sin embargo, discrepamos abiertamente del comportamiento actual que viene teniendo un sector de ellas desde que se promulgó la Nueva Ley Orgánica de Municipalidades 27972. 

En lugar de asumir una labor crítica de los errores aquí señalados, las ONG agrupadas en la “mesa de concertación” de San Juan de Lurigancho no sólo guardan un extraño silencio, sino que avalan en la práctica muchos de los errores comentados en este pronunciamiento.  Estas muestran indiferencia ante la falta de un reglamento del Consejo de Coordinación Local, no emiten ningún pronunciamiento sobre la exigencia de rendición de cuentas hecha por los representantes vecinales, consejeros y menos promueven los mecanismos de vigilancia y control que establece la ley. 

Tampoco cuestionan aquella negativa situación por la cual cerca del 70% de los recursos del Foncomun  se destinan a gastos corrientes, a pagar deudas y no a la inversión en obras. Para colmo avalan en su totalidad las irregularidades del actual proceso de debate del PDMDC. 

En esta crítica no pretendo meter en un solo saco a todas las ONG. Hay otras que conservan la calidad, sus valores éticos de antaño y el espíritu crítico del Estado que siempre deben tener. Como lo hemos señalado anteriormente, la ONG PROPOLI, pese a tener un convenio con la municipalidad, no ha escatimado realizar una crítica sustentada en estudios rigurosos, sin embargo el municipio ha impedido a toda costa su divulgación.   

Para rectificar esta concepción en un nuevo intento por validar y enriquecer el plan de desarrollo aprobado en diciembre del año 2005 propongo 10 medidas fundamentales de rectificación: 

El relanzamiento del proceso con la convocatoria a un megaevento distrital y la participación de la Municipalidad de Lima, Instituto Metropolitano de Planificación, dependencias del Poder Ejecutivo, especialistas en la materia, partidos políticos, etc., que permitan conseguir nuevas facetas de legitimidad del plan de desarrollo concertado. Es fundamental un convenio con el IMP. Este relanzamiento tiene que producirse en una nueva gestión municipal, con nuevas autoridades elegidas en el año 2007.  

a) Este proceso de validación de los aportes que se podrían rescatar de los documentos técnicos elaborados entre enero y mayo del año 2005 podrían enriquecerse con los resultados del censo poblacional del año 2005, cuyos resultados se dieron a conocer a fines del mismo año.        

b) La modificación del reglamento del Consejo de Coordinación Local y la reglamentación de los otros aspectos que estableció la Ordenanza Marco del Sistema de Participación Ciudadana. Es imprescindible restituir los artículos que fueron elaborados por una comisión mixta, así como devolver el carácter consensual de sus acuerdos. Inmediatamente después debe elegirse la comisión permanente con una composición plural.

c) La aprobación de una ordenanza que regule todos los seis aspectos anteriormente expuestos relacionados al proceso de elaboración, aprobación y ejecución del plan de desarrollo municipal concertado.

d) La institucionalización de las audiencias públicas de rendición de cuentas con la correspondiente aprobación de una ordenanza que la reglamente.

e) La convocatoria a las sesiones ordinarias de las juntas vecinales y la aprobación de su reglamento por el Concejo Municipal al igual que para las redes públicas.  

f) La aprobación de una ordenanza para el presupuesto participativo de los próximos años con una convocatoria amplia a los agentes participantes. Este instrumento normativo debe avanzar en fijar los mecanismos de distribución por zonas, así como las obras de alcance distrital.   

g) La creación a través de la ordenanza  de los órganos de control y vigilancia que establece la ley y el MEF para vigilar el cumplimiento de los acuerdos del presupuesto participativo de los próximos años.

h) El reimpulso del proceso de aprobación del plan de desarrollo a través de una campaña informativa, inscripción de nuevos agentes participantes. Para ello debe convocarse a la realización de nuevos talleres en cada una de las zonas que permitan superar debilidades como ha ocurrido con la escasa participación y ausencia de diagnóstico zonal.  

i) La convocatoria a los principales partidos políticos y movimientos que tiene  presencia en el distrito.  

j) La actualización del diagnóstico distrital y zonal sobre la base de los resultados del reciente censo nacional y el censo económico desarrollado con la colaboración de la Institución Cuanto. A partir de esta actualización es que debe implementarse una estrategia de microplanificación de carácter zonal con la participación también de los  profesionales de cada una de las ocho zonas que permitan concretar las estrategias globales del plan de desarrollo concertado.

Para ejecutar estas 10 medidas se requiere una clara voluntad para generar un diálogo abierto, de rectificación y tolerancia que permita arribar a un gran pacto distrital para el desarrollo a través del PMDC. Obviamente la implementación de estas correcciones sólo será posible hacerlas viables en la nueva gestión municipal a elegirse en noviembre del año 2006. 

Capítulo VI

¿HAN FRACASADO LOS “EMPRESARIOS 

EXITOSOS” EN  LA GESTIÓN LOCAL?

“La ética pública ha de ser correlativa de la privada. Mal podrá defender la integridad y la moralidad en el plano público quien carece de ella. El buen comportamiento del político en su esfera privada se reflejará sin duda en su función pública y desplegará efectos positivos sobre la comunidad que representa y dirige”.

                                                                                         José Manuel Urquiza
.  

1. Populismo y corrupción en el liderazgo de izquierda y de los “empresarios exitosos”

    en las municipalidades 

Mirando la ciudad de Lima con optimismo somos testigos de la aparición de nuevos liderazgos locales, de la mano con la consolidación de ciudades emprendedoras en los conos norte, este y sur de Lima. 

El auge socioeconómico del distrito de Los Olivos no puede explicarse al margen de la gestión de un alcalde excepcionalmente creativo como Felipe Castillo y el aporte de nuevos inversionistas en varios proyectos como el Megaplaza. Una cosa similar podríamos decir del alcalde de Chorrillos, Augusto Miyashiro, al frente de una ciudad que ha marchado de la mano con una población muy preocupada por conservar las áreas verdes de su distrito. Alcaldes de esa misma estirpe podemos encontrar también en las zonas mesocráticas de la capital y en el interior del país.  

El notable liderazgo de Felipe Castillo en Los Olivos al frente de un distrito que ve nacer una nueva clase media y una capa emprendedora de empresarios guarda correspondencia con una gestión donde existe química entre la eficiencia y la transparencia. 

Aquella municipalidad, creada en el año 1989, es una de las corporaciones que menos casos de corrupción exhibe, según las acciones de control desarrolladas por la Contraloría. Bastaría observar la prolija información que muestra su página web en comparación con otras municipalidades para ver cómo en Los Olivos la calidad del liderazgo junta en un solo haz eficiencia, creatividad y transparencia. (Ver caso 10).                                

Y es que el punto de partida de una exitosa iniciativa para revertir la corrupción depende de tres factores fundamentales: a) la emergencia de un nuevo liderazgo político de carácter ético y eficiente que promueva el conocimiento, b) el acceso a la información y c) una vasta red de vigilancia ciudadana.  

Esos tres factores por sí solos bajarán notablemente los índices de irregularidad, provocando la sensación de mayor gobernabilidad en nuestro país y en las sociedades locales. Con seguridad, la voluntad política permitirá el afinamiento y la realización de una corriente nacional anticorrupción en plazos cortos y con el mejor resultado posible.

Por eso es importante estudiar la trayectoria y la tipología de los liderazgos que han accedido a los gobiernos nacionales, regionales y locales para luego auscultar los rasgos de un nuevo liderazgo en los diferentes niveles del Estado. Estamos seguros de que el caso de San Juan de Lurigancho se reproduce también en el ámbito nacional, con sus propias características, luego de analizar las características del liderazgo local desde que en el año 1980 en el Perú se volvieron a elegir democráticamente los alcaldes provinciales y distritales. 

Para tener una idea inicial de las características de los principales personajes que llegaron al sillón municipal de San Juan de Lurigancho,  entre los años 1980-2002, veamos la relación de los 10 alcaldes electos que tuvo el distrito, señalando su profesión, ocupación y militancia política. 


           NOMBRE                           PERIODO                          OCUPACIÓN Y MILITANCIA


1)  Ricardo Reyes Dioses               1981 - 1983             Químico-farmacéutico y militante de Acción Popular.
2)  Óscar Venegas Aramburú         1984 - 1986              Médico pediatra y militante de Izquierda Unida. 
3)  Víctor Ortiz Pilco                        1987 - 1989                                Ingeniero y militante del APRA. 
4)  Pedro Zazzali Peña                   1990 - 1992               Dirigente popular y militante de Izquierda Unida.
5)  Óscar Venegas Aramburú         1993 - 1995                          Médico y ex militante de Izquierda Unida.
6)  Yonel Bravo Tello                      1995 - 1996                         Odontólogo sin militancia previa.
7)  Luis Suárez Cáceres                 1996 - 1998                            Médico sin militancia previa.
8)  Ricardo Chiroque Paico            1999 - 2001               Empresario de confecciones y sin militancia. 
9)  Claudio Zúñiga                          2001 - 2002               Empresario de confecciones y sin  militancia.
10)  Mauricio Rabanal Torres         2003 -  2006               Empresario de confecciones, economista y con

                                                                                                      militancia en Somos Perú desde 1998 

A primera vista se puede observar dos etapas: la primera, entre los años 1980 y 1998,  donde los alcaldes provienen de los partidos políticos con una clara identidad política, alternándose entre alcaldes de filiación acciopopulista (Reyes) aprista (Ortiz Pilco) e izquierdistas (Venegas, Zazzali). En este tiempo, cuatro profesionales de la salud (tres médicos y un odontólogo) llegan al sillón  municipal. 

La segunda etapa entre los años 1998 y el 2006,  donde los alcaldes electos son empresarios y sin militancia partidaria (Chiroque, Zúñiga y Rabanal). En ambas etapas la mayoría de ellos tienen alguna profesión (salvo Chiroque, Zazzali y Zúñiga). 

2.  El predominio izquierdista entre los años 1980 y 1995.

Los alcaldes que acceden al sillón municipal entre los años 1980 y 1996 lo hacen en un contexto donde en San Juan de Lurigancho hay una clara inclinación a la izquierda, tanto en la presencia electoral, como en la dirigencia social y vecinal. Eso explica en gran medida la elección de tres periodos de gobierno en manos de alcaldes de trayectoria izquierdista (Óscar Venegas en dos oportunidades y Zazzali en una oportunidad). Cabe recalcar que entre los años 1980 y 1997, los alcaldes no contaban con recursos importantes, tanto por concepto de transferencias en los rubros del Foncomun, canon, sobrecanon y Vaso de Leche. Así, mientras en 1992 el presupuesto local es de S/. 19 millones, en el año 1997 sube a los S/. 51 millones, mientras que el año 2005 asciende a la suma de S/. 73 millones. 

Durantes  este  periodo  destacan  cinco características principales en la gestión de los alcaldes:

1) Las gestiones acompañan la demanda de los asentamientos humanos, cooperativas de vivienda y urbanizaciones populares por obtener los servicios de agua potable, electricidad y titulación de la propiedad.  

2) Se produce la mayoría de las invasiones, tanto en propiedad estatal como privada, proyectándose hasta la comunidad de Jicamarca y las adjudicaciones informales. Los alcaldes y los propios regidores se convierten en abanderados de esas invasiones, tal como ocurre en los asentamientos humanos José Carlos Mariátegui, 10 de Octubre, Casa Blanca, Motupe, Montenegro, entre otros. 

3) Asistimos a las primeras experiencias de los programas sociales (Vaso de Leche, comedores populares, clubes de madres) y la extensión de las pistas, parques y veredas como obra municipal.  

4) Los alcaldes tienen que gobernar con una fuerte presencia de Sendero Luminoso, sobre todo en la parte alta del distrito. 

5) San Juan de Lurigancho no adquiere aún una alta importancia estratégica, tanto para el Estado como para los partidos políticos. Sin embargo, las gestiones de los alcaldes metropolitanos Alfonso Barrantes, Jorge del Castillo y Ricardo Belmont desarrollan una significativa obra en el distrito, sobre todo en la habilitación de zonas de expansión urbanas, pistas e infraestructura deportiva.     

Pese a que el gobierno local carece de importantes recursos (las gestiones no cuentan con recursos del Foncomun y canon), la corrupción predomina en gran parte de la agenda política distrital. Este periodo termina con un saldo de dos alcaldes requeridos por la justicia y con orden de captura acusados por corrupción (Óscar Venegas y Pedro Zazzali).

Sin embargo, Pedro Zazzali es absuelto por la Corte Suprema que lo declara inocente. Venegas apela a la estrategia de prescripción, pero en sus dos gestiones se descubren contundentes casos de corrupción, varios de los cuales hasta hoy se procesan en el Poder Judicial.  

3.  El liderazgo vecinal y el de género. 

Destaca en este periodo la fortaleza y extensión de las organizaciones populares que da lugar hasta tres generaciones de dirigentes, entre los que migran del interior del país y los hijos de los invasores. 

Una cosa similar ocurre en las urbanizaciones y cooperativas, en cuya gran mayoría no culminan las habilitaciones urbanas y la entrega de títulos de propiedad. La demanda por la ampliación de servicios sociales, la titulación de las viviendas y los programas sociales generan un liderazgo contestatario y de demanda frente al Estado y el gobierno local. Aparece el liderazgo de género en los comedores populares y el Vaso de Leche. Un promedio de 15 mil mujeres incursionan como líderes, en distinto nivel y con diferentes grados de participación.   

Sin embargo, la división de la Izquierda Unida, la caída del muro de Berlín, el fracaso aprista y la presencia del terrorismo senderista terminan por erosionar la expectativa de progreso de estos sectores y la calidad del liderazgo predominante. Nunca debemos olvidar el hecho de que en San Juan de Lurigancho,  Sendero Luminoso asesina a varios dirigentes populares utilizando, a su vez, el chantaje con los dirigentes vecinales. Su accionar  crea una situación de miedo, sobre todo en la parte más alta de Canto Grande.    

La burocracia municipal se muestra ineficiente para convertirse en instrumento promotor del desarrollo distrital, convirtiendo a la Municipalidad de San Juan de Lurigancho en una de las más costosas para acceder a la formalidad, tal como lo demostró “El Otro Sendero”, de Hernando de Soto. Entre 1975 y 1995 ninguna gestión municipal logra controlar el crecimiento urbano del distrito y ejecutar una estrategia de formalización. Se muestran así los cimientos de una nueva ciudad al noreste de Lima, a lo largo de una quebrada que se prolonga hasta Jicamarca, donde la mayoría de la población que accede a la vivienda, los negocios y empresas, lo hace al margen de la ley y en muchos casos contra la legalidad estatal. 
4.  El predominio de los “empresarios exitosos” e independientes (1996 y el 2006).

Es durante la gestión del alcalde de Lima, Ricardo Belmont, y durante los 10 años de gobierno del presidente Alberto Fujimori, donde se produce un salto adelante en los índices de progreso de San Juan de Lurigancho. Pero, paradójicamente, la creación de riqueza popular, la expansión de los pequeños negocios y la inversión estatal en obras de infraestructura, servicios y la titulación de los asentamientos humanos se ejecutan como parte de un régimen político nacional y local que utiliza el clientelaje de los programas sociales y la obra pública para deformar el liderazgo vecinal que había crecido extendidamente durante las décadas del 70 y 80. 

Entre los años 1996 y 2001, Cofopri entrega cerca de 35,000 títulos de propiedad en San Juan de Lurigancho, fundamentalmente en asentamientos humanos y urbanizaciones populares. En el año 1996 en los registros de la Sunat se reportan 43,000 personas naturales y jurídicas inscritas mientras que las decisiones del presidente Fujimori y el Parlamento dirigido por Cambio 90 y Nueva Mayoría incrementan drásticamente las transferencias al distrito por concepto del Foncomun, canon minero y del Vaso de Leche. Todo ello multiplica la capacidad de la municipalidad para hacer obra pública. Del mismo modo, las empresas de servicios privatizadas (Edelnor y Telefónica) y  Sedapal e Infes extienden la infraestructura que elevan parcialmente la calidad de vida del distrito de San Juan de Lurigancho. 

Fue sintomático el hecho de que la multiplicación de la inversión pública y privada en San Juan de Lurigancho, si bien aumenta la sensación de progreso del distrito, no se condice con el aumento de los índices de inseguridad pública, desorden urbano y falta de transparencia municipal. Hasta el año 2002, un poblador del distrito que quiere obtener una licencia de funcionamiento para instalar un negocio tiene que realizar trámites por 22 pasos administrativos a un costo total de más de S/. 2,200
 y por un tiempo total de dos años antes de obtener su licencia definitiva.     

Entre los años 1999 y 2002 se producen los casos más escandalosos de corrupción en la municipalidad, tal como hemos demostrado en el caso Fercasa, en el Vaso de Leche, obras públicas, el caso Topy Top, la política tributaria, entre muchos otros. En el año 1999 la gestión municipal de Ricardo Chiroque, con el respaldo del gobierno de Fujimori, obtiene lo que ningún gobierno local había logrado en el ámbito nacional: un préstamo del Banco de la Nación del orden de S/. 14 millones. 

Sin embargo, en diciembre del año 2000, la Contraloría General de la República descubre delitos de malversación de fondos, peculado, colusión, concusión y otros delitos en la ejecución de obras y servicios que terminan con la detención de Ricardo Chiroque, el 14 de mayo del año 2001. La gestión del entonces coordinador nacional de “Vamos Vecino” termina en medio de un escándalo por los incidentes ocurridos en La Habana-Cuba, donde muere un regidor. La justicia confirma que Chiroque había viajado a Cuba violando la ley,  toda vez que tenía comparecencia restringida. 

Claudio Zúñiga, al asumir la alcaldía a fines del año 2001 -en su condición de teniente alcalde de la lista de “Vamos Vecino”- aparece sólo como la prolongación de la corrupción de Ricardo Chiroque. 

Pronto aparecen en su gestión otros casos igualmente escandalosos: el caso Fercasa, la falsificación de sellos de Prompyme, el uso indebido de los fondos de otro préstamo del Banco de la Nación por el orden de S/. 3 millones, entre otros, debidamente auditados por el Órgano de Control Institucional. La mayoría de ellos realizados a exigencias del Concejo Municipal y/o a propuesta de la comisión anticorrupción designada el 26 de febrero del año 2003. Tanto es el desgaste y la crisis de gobernabilidad en la gestión de Zúñiga que éste se ve obligado a despachar fuera de la municipalidad.  

La gestión de Mauricio Rabanal si bien tuvo la virtud, en un primer momento, de denunciar la corrupción ocurrida entre los años 1997 y 2002 y equilibrar las finanzas locales, no tuvo la voluntad política de crear un  sistema de transparencia que revierta la impunidad existente en el pasado. Contrariamente, los casos ocurridos en el Programa del Vaso de Leche (16 personas procesadas en el Trece Juzgado Penal de Lima); la detención por parte de la fiscalía del entonces asesor Hugo López, por extorsión de un ex regidor y denunciado por el prestigioso periodista César Hildebrandt; el escándalo de los videos donde se muestran indicios de delito por cohecho activo y pasivo, el caso de las donaciones por Navidad no presentadas al Concejo Municipal, el caso “Recojo”, la denuncia de la doctora Norma Fernández por descuentos ilegales a trabajadores contratados y funcionarios para financiar la campaña electoral, entre otros, revelan que la corrupción puede vestirse de diversas maneras y adquirir modales de apariencia transparente, pero en el fondo muestran que tienen un mismo hilo conductor con la corrupción del pasado.  

Una manera de mostrar ese hilo conductor, al que aludimos, es revelando de modo irrebatible las características de la corrupción y la falta de transparencia del pasado (1997- 2002) y la del presente (2003-2006). Esa comparación no sólo muestra que el dolo y el culto a la ilegalidad se mantienen intactos, sino que el carácter nocivo de la corrupción terminó debilitando el tejido social, el liderazgo vecinal y la reserva moral de la sociedad local. Prueba de ello es la caricatura del sistema de participación que se ha orquestado desde las áreas competentes de la administración municipal. Veamos a continuación las características de la corrupción durante las gestiones de Ricardo Chiroque y Mauricio Rabanal:    

1) En ambos periodos no existe independencia del Órgano de Control Institucional. El alcalde Mauricio Rabanal llegó en el año 2004 al negarse con descaro a someter a la orden del día una moción presentada por la mayoría de regidores (ocho de un total de 15 regidores) para exigir a la Contraloría la convocatoria a un concurso público que permita tener un auditor independiente. Nótese que una característica del periodo 1999 y 2005 es que careció de independencia del auditor. 

En el año 1999 la Contraloría destituyó al auditor al detectar un concurso fraudulento; en el año 2003 la Contraloría destituyó nuevamente al auditor al detectar -entre varias causales- que su designación por concurso fue también irregular; mientras en la actualidad la jefatura de esa área funciona a través de “encargatura” de extrema confianza del alcalde y el gerente municipal. Como se puede observar, la gestión actual prefirió mantener el statu quo señalado. 

En esta ausencia de control cabe recalcar la negación del alcalde y su entorno para implementar “las 10 recomendaciones anticorrupción” que el Concejo Municipal acordó en setiembre del año 2003, luego  de aprobar el informe de la comisión anticorrupción sobre los periodos 1997-2002. Fue también sintomático que el área de asesoría legal y la Procuraduría Municipal haya muchas veces abandonado la defensa legal en los diferentes casos de corrupción cometidos por los alcaldes Luis Suárez, Ricardo Chiroque, Claudio Zúñiga y sus respectivos funcionarios. Se cierne así el peligro que prescriban o se archiven los casos por la ausencia de los abogados de la municipalidad, en las fiscalías y en el Poder Judicial. 

2) En ambas gestiones existió y existe la negativa a entregar información a los regidores y los vecinos que la solicitan. Si bien en la gestión de Ricardo Chiroque mediante memorando obligó a los funcionarios a negar el acceso a la información, durante la gestión de Mauricio Rabanal persiste esta práctica en el mismo grado, pese a que ahora la nueva Ley Orgánica de Municipalidades determina que son los concejos municipales los que autorizan las solicitudes de información que presentan los regidores. En el caso de los vecinos, el TUPA ha puesto la valla de S/. 10 por cada página certificada de información solicitada, casi el 2,000% más del precio de un fotocopiado en el mercado local. Mientras tanto, la información que brinda la página web de la municipalidad es totalmente insuficiente. 

3) Las irregularidades se mantienen en las áreas neurálgicas señaladas en capítulos anteriores como se puede verificar en el caso “Fercasa” (2000), el caso “Recojo” (2003- 2004) y las irregularidades en la ejecución de obras públicas.                

Los niveles de corrupción existente en la gestión de estos dos alcaldes, donde ambos como empresarios ligados a la fabricación de confecciones se presentaron en sus campañas electorales como “empresarios de éxito”, nos llevan inevitablemente a plantear las siguientes interrogantes: ¿Eran realmente exitosos ambos empresarios cuando llegaron a la alcaldía o es que utilizaron a la municipalidad para intentar resolver la falencia económica de sus empresas? En el supuesto éxito del mundo empresarial, ¿cómo se expresó luego en la modernización de la municipalidad? ¿Se trasladó realmente la supuesta eficacia de la gerencia en el ámbito privado a la administración municipal o es que la corporación edil mantuvo la ineficiencia del pasado agregando nuevos problemas en la gestión de la comuna? 

La información obtenida nos lleva fehacientemente a dos conclusiones: 

1) Ambos empresarios, dedicados al rubro de confecciones, no sólo mostraban el éxito pregonado, sino que reflejaban graves problemas financieros al momento de llegar a la alcaldía. 

2) Ambos, según las diversas acciones de control desarrollado por la Contraloría General de la República, entre los años 1999-2005 y los informes de cuatro sociedades auditoras, mostraron una muy mala performance en la conducción administrativa, financiera y en los servicios públicos de la municipalidad, poniendo en evidencia una pésima conducción gerencial en el ámbito del sector público.

No obstante, hay una diferencia entre la corrupción de Chiroque y Rabanal. El primero fue un alcalde que hacía pública la ostentación del poder, transgrediendo la ley de modo desembozado y haciendo gala de una sensualidad en el poder, relaciones con la farándula y los nexos de la corrupción fujimorista. En cambio, Rabanal es un líder que aparenta buenos modales, logra establecer un blindaje de él y su entorno para evitar ser denunciado y se cuida mucho de no aparecer como el autor intelectual de los delitos. Pero, por eso mismo, el estilo de la corrupción de Rabanal es más peligroso que el segundo porque es más difícil de ser desenmascarada, tanto legal como socialmente. Sin embargo, todo indica que pronto la Contraloría, la sociedad civil y las denuncias de los propios regidores desarticularán este blindaje, mostrando que la corrupción rabanalista es tan perversa como la de Ricardo Chiroque.            

Indicios de quiebra empresarial.

Para demostrar las dos conclusiones anteriores nos remitimos a la siguiente información debidamente documentada.         

1) Los empresarios exitosos en el rubro confecciones-textiles se miden según los estándares de exportación obtenidos entre los años 1999 y 2004. Durante estos cuatro últimos años, tanto la empresa Apache de propiedad de Ricardo Chiroque y la empresa Custer Sport Wear de Mauricio Rabanal no aparecen entre los primeros mil empresarios con éxito en este rubro. Esto se puede confirmar en el reporte de la Cámara de Comercio de Lima, elaborado sobre la base de los informes de la Sunat. Allí ambas empresas no figuran en ese ranking pese a que las exportaciones aumentaron del 12% al 39.5% entre los años 2002 y 2005. Igualmente, ambas empresas tampoco figuran en el ranking de las 3,000 empresas y entidades más representativas del Perú,  según la institución Créditos Perú. Tampoco hemos podido encontrar que ambas empresas figuren dentro de las 66 empresas de San Juan  de Lurigancho que forman parte del Comité de Confecciones de la Sociedad Nacional de Industrias.

Desde el punto de vista financiero ambas empresas (Apache y Custer) entre los años 1998 y 2005 se encontraban en una muy mala situación financiera, lo cual obligó  a la creación de otras empresas en el mismo giro, las que luego de un tiempo revelaron el mismo desbalance, deudas vencidas con ejecuciones coactivas e intervenciones del Poder Judicial. Como demostración presentamos dos casos específicos donde existe indicios razonables de que ambos empresarios se encuentran quebrados o en una pésima situación financiera: 

a) Entre los años 2000 y 2005, las empresas de Ricardo Chiroque han sufrido hasta cinco intervenciones por parte de la Sunat y el Poder Judicial ante deudas y demandas de incautación de bienes. Así ocurrió en el año 2000 cuando el Cuadragésimo Juzgado Civil, a cargo del magistrado Ulises Yaya Zumayita, trabó embargo contra la empresa “Denim Corp.” de propiedad de Ricardo Chiroque por un crédito impago de US$ 250,000 al el Banco Nuevo Mundo. (Ver caso 12).

Los graves problemas financieros y legales de “Apache” obligaron a Ricardo Chiroque a constituir nuevas empresas para evadir los cobros de la Sunat,  la municipalidad y el Poder Judicial. Es ilustrativo constatar que ninguna de sus empresas posee página web, como sí exhiben empresas como Topy Top.    

b) El empresario Mauricio Rabanal ya en noviembre del año 2002 -dos meses antes de asumir la alcaldía de San Juan de Lurigancho-, en vista de las deudas protestadas y su grave situación financiera, se vio obligado a corromper a un funcionario de la municipalidad para obtener un certificado de parámetros urbanísticos falsos y luego obtener del Banco Continental un préstamo y línea de descuento de letras por un monto ascendente a S/. 2’007,500. (Ver caso 13).              

La grave situación de la empresa Custer de propiedad del actual alcalde de San Juan de Lurigancho se agudizó entre los años 2003 y 2005, llegando a un cierrapuertas virtual. 

En la actualidad el edificio Custer, ubicado en la Avenida Abancay 459, se encuentra cerrado y en venta desde hace dos años, mientras sus 35 tiendas están alquiladas a otras empresas o simplemente cerradas. La situación empresarial de la familia Rabanal-Backus se agudizó a inicios del año 2005 cuando la empresa Custer perdió un aliado estratégico en Estados Unidos para desarrollar actividades de exportación de confecciones y colocar prendas de vestir a través de la cadena de almacenes JC Penny Van.

El propio ambiente laboral en la mencionada empresa ratifica lo que afirmamos. Una carta abierta del Sindicato Único de Trabajadores de la Empresa Custer Sport Wear SA, fundado el 2 de julio del año 2005 y reconocido por el Ministerio de Trabajo el 21 de julio del año 2005, denuncia haber iniciado “reclamos por el pago de sus beneficios económicos, CTS (que no los está pagando desde el año 1992), vacaciones, gratificaciones, etc. Y los derechos laborales de los trabajadores que están protegidos por la Constitución y los convenios con la OIT”. La carta abierta denuncia que se viene “despidiendo a más de 14 trabajadores, principalmente a los dirigentes y miembros fundadores del sindicato”.          

Por si fuera poco, el 31 de enero del año 2004, en el Registro Nacional de Protestos y Moras se pudo constatar que la empresa Custer Sport Wear tenía 58 anotaciones de protestos, moras, procesos judiciales y arbitrales con diferentes empresas proveedoras y entes financieros
.      

2)  Los informes de la Contraloría del año 1999, los informes de las sociedades auditoras de los años 2000, 2002, 2003 y 2004, que auditan las gestiones de Ricardo Chiroque, Claudio Zúñiga y Mauricio Rabanal,  y los estudios de instituciones privadas, concluyen una y otra vez en el hecho de que la administración de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho no sólo no ha modernizado su situación, sino que mantiene graves problemas de ordenamiento y de gestión que ubican a este municipio como una de las más costosas en cuanto a la prestación de servicios, atención al público y acceso a la formalidad. 

Veamos algunos ejemplos de esta situación gerencial de la municipalidad.              

2.1. Se ubica en Lima Metropolitana entre las cuatro corporaciones que tiene los índices más engorrosos y lentos (12 requisitos burocráticos) para obtener licencias de funcionamiento e imponer barreras burocráticas. (Ver “Diagnóstico de Trámites Municipales para Empresas”, página 10, de la ONG Ciudadanos al Día del 10 de enero del año 2006).   

2.2.  Forma parte de las 15 municipalidades de Lima Metropolitana que hasta agosto del año 2005 no tenían plan integral de desarrollo ni plan estratégico institucional, pese a que la Contraloría lo viene requiriendo desde el año 2002. (Ver informe de la Sociedad Auditora Bello & Asociados del año 2003).        

2.3.  Se encuentra entre los 10 municipios de Lima Metropolitana con los índices más altos de morosidad y evasión tributaria con un promedio del 80%.      

2.4.  Forma parte de las municipalidades del Perú donde el alcalde no ha rendido cuentas, tal como lo establece la ley, ni tiene ordenanzas que reglamente las audiencias públicas, pese a que así lo establece la ley y las directivas de la Contraloría de los años 2004 y 2005. Tampoco existen ni se han normado los comités de control y vigilancia de acuerdo a ley y las normas del MEF. (Ver informes de la Contraloría, la Defensoría del Pueblo y denuncias de vecinos)     

2.5.  En Lima Metropolitana es una de las municipalidades con los precios más altos para la contratación de los servicios públicos y compra de insumos del Vaso de Leche. (Ver páginas  60-68). 

2.6.  Es una de las municipalidades del país con el costo más alto para el ciudadano que pretende acceder a la información. El TUPA de la corporación municipal establece que por cada copia de información solicitada el ciudadano debe pagar S/. 10.00, es decir el equivalente al 2,000% del precio del mercado de una fotocopia (S/. 0.40). (Ver TUPA actual).

Por lo tanto, mas allá de los positivos logros alcanzados en el equilibrio financiero, esta corporación edil está muy lejos de ser un ejemplo de eficiencia y conducción gerencial moderna. 

5. Las experiencias de lucha contra la corrupción.

¿Cómo respondieron las organizaciones vecinales y las fuerzas vivas del distrito de San Juan de Lurigancho en estas tres décadas de permanente corrupción en el gobierno local? La respuesta es ineludible para evaluar la calidad del liderazgo desde la perspectiva contestataria y de la calidad de las propuestas que en su momento se realizaron. (Ver caso 13). 

Es evidente que la trayectoria de lucha contra la corrupción a nivel vecinal es inversamente proporcional al crecimiento de la corrupción en el gobierno local. Cuanto más creció la corrupción menos capacidad de respuesta ha existido por parte de la población. Eso explica en gran medida la atomización social existente y la burocratización del liderazgo vecinal.  

Si bien en cada situación donde ocurrieron casos de corrupción en la municipalidad existió protesta y organización ad hoc (comités de lucha, comisiones multisectoriales, comisiones anticorrupción, etc.), creadas para enfrentar situaciones de abierto perjuicio al patrimonio y recursos dirigidos a la comunidad, la verdad es que es cada vez menor en el tiempo el grado de respuesta por parte de la ciudadanía. Eso comprueba la alta tolerancia social existente frente a la corrupción a la cual hemos aludido anteriormente.

Han existido tres hitos muy importantes para destacar la respuesta de la comunidad durante los últimos 10 años. El primero se dio para enfrentar la corrupción del alcalde Óscar Venegas durante los años 1993 a 1995. En este periodo de gobierno se destaca el papel de los regidores Herbert Villafán, Raúl Tovar  y Jonel Bravo Tello, quienes luego de un periodo de denuncia de varias irregularidades logran una mayoría en el Concejo Municipal, compuesto en aquel entonces por 19 regidores. Los hallazgos encontrados por auditoría interna, la Contraloría y el Ministerio Público fortalecen la lucha anticorrupción que a su vez se ve acrecentar por la prepotencia y torpeza del alcalde Venegas. Este ya había tenido malos antecedentes y orden de captura durante los años 1984-1986. 

Diversas organizaciones vecinales y el propio Sindicato de Trabajadores Municipales (Sitramun) toman la bandera de la lucha anticorrupción y asumen como suya la necesidad de la renuncia del alcalde Venegas. Este momento culmina exitosamente con la vacancia del alcalde y la asunción del mando por parte del teniente alcalde Jonel Bravo Tello. Sin embargo, aquel movimiento exitoso no culmina con una política institucional de cambio que revierta la cultura del dolo mirando hacia delante.  

El segundo hito se produce contra la gestión de Ricardo Chiroque entre los años 1999- 2001. La extremada corrupción del alcalde fujimorista provoca un amplio frente de oposición compuesto por organizaciones del Vaso de Leche, regidores, organizaciones vecinales, trabajadores municipales y organizaciones políticas. El alto grado de participación de la comunidad se debe también a la descomposición del régimen de Alberto Fujimori que utilizaba a San Juan de Lurigancho como un lugar emblemático de presencia social. 

Recordemos que Ricardo Chiroque llega a ser coordinador nacional del “Movimiento Vamos Vecino”. 

En el Concejo Municipal, un grupo de regidores compuesto por Raúl Tovar, Priscilla Talavera, Juan Mosquera y Jorge Zacarías logra articular una oposición consistente que termina con denuncias ante la Contraloría General de la República y el Órgano de Control Institucional. El 16 de agosto del año 2000 la Contraloría ordena la realización de un examen especial a cargo de la auditora Laura Espejo Sarmiento. El Informe Final Nº 067–2000–CG/B350 se presenta el 29 de diciembre del mismo año detectando numerosos casos de corrupción que dan lugar a una denuncia penal del alcalde y varios funcionarios por parte del procurador de  la Contraloría.                                                                      

Los dirigentes vecinales toman la iniciativa para formar un comité multisectorial. Otro grupo forma el comité de lucha contra la corrupción encargado de realizar acciones diarias para presionar a la Contraloría y el Poder Judicial, las que se desarrollan exitosamente. Pronto las irregularidades cometidas se exteriorizan en la opinión pública nacional como parte de la descomposición del gobierno fujimorista. Finalmente, el escándalo nacional e internacional desatado en La Habana donde muere un regidor; el caso Fercasa, las obras irregulares, etc., terminan comprometiendo muy gravemente al entonces alcalde Ricardo Chiroque, quien ya tenía orden de comparecencia. 

Finalmente, el 14 de mayo del año 2001, Ricardo Chiroque termina preso. Semanas después asume la alcaldía Claudio Zúñiga, quien había sido hombre de confianza de Chiroque hasta fines del año 2000.       

Sin embargo, de la misma forma que en la jornada contra el alcalde Óscar Venegas, pronto la realidad muestra que la secuela de irregularidades no acaba con la caída de un alcalde si  las luchas anticorrupción no se traducen luego en una reforma institucional que acabe con la corrupción sistémica y modernice los sistemas administrativos y de gestión pública local. 

Curiosamente, algunos regidores que habían luchando contra la gestión fujimorista terminan envueltos en ella o administrando la mediocre performance municipal. Por ejemplo, la regidora Priscila Talavera que había ingresado como integrante de Somos Perú termina como candidata a primera regidora en una lista presidida por Claudio Zúñiga, comprometido en varios casos de corrupción, entre ellos el caso Fercasa. Decisiones como estas terminan por desarmar un bloque anticorrupción y sobre todo aumentar los niveles de escepticismo de los pobladores que acompañaron las denuncias contra el alcalde Chiroque. La población siente otra vez que de nada vale vacar a un alcalde cuando después nada cambia en el tipo de gestión municipal    

El tercer hito se produce entre enero del año 2003 y mayo del año 2005 durante la gestión del alcalde Mauricio Rabanal, quien había prometido luchar contra la corrupción en su campaña electoral. El primer gesto se produce el 10 de enero de ese mismo año cuando una mayoría del Concejo Municipal decide rebajarse el monto de sus dietas en un 25%, tal como había sido una promesa electoral. Se promueve así una fugaz expectativa de cambio que va a coronarse con la creación de la Comisión Anticorrupción el 26 de febrero del año 2003 a través del Acuerdo de Concejo Nº 017. 

La comisión, que tuve el honor de presidir, era de carácter mixto compuesta por representantes de la sociedad civil y regidores. Destaca la participación de la Iglesia Católica, la “mesa de concertación” y un dirigente vecinal elegido por voto secreto en una masiva asamblea general de representantes desarrollada en el auditorio de la UGEL 5.  El objeto de la comisión era investigar el impacto económico y social de la corrupción entre los años 1996 y el 2002, así como presentar propuestas de denuncias nuevas y recomendaciones para crear un sistema de transparencia institucional hacia el futuro.        

Después de un fructífero periodo de seis meses de audiencias públicas, investigaciones, presentación de denuncias, visitas a la Contraloría, el Poder Judicial y el Ministerio Público y de sistematizar documentación sobre la corrupción, la comisión anticorrupción presenta el 22 de setiembre del año 2003 su informe al Concejo Municipal para su aprobación. Los regidores aprueban por mayoría el informe destacando la aprobación de “las 14 recomendaciones anticorrupción”. 

El artículo segundo del Acuerdo de Concejo Nº 070 dispone “encargar al alcalde la implementación de las 10 recomendaciones contenidas en el informe del 28 de agosto del año 2003 y las cuatro recomendaciones de fecha 19 de setiembre del año 2003 contenidas en el informe complementario, las que serán aplicadas en el marco de la ley”. 

La aprobación de estas 14 recomendaciones abrían la posibilidad de iniciar una reforma institucional que promoviera mecanismos de transparencia, acceso a la información y fortalecimiento de la defensa legal de la municipalidad.   

Lamentablemente ese periodo termina en una nueva frustración. El alcalde Rabanal se niega abiertamente a implementar estas recomendaciones, tal como ocurrió cuando la mayoría de los regidores de Somos Perú le proponen implementar la primera recomendación que señalaba la convocatoria a un concurso público para designar al procurador municipal y la cuarta recomendación que proponía cambiar al jefe del Programa del Vaso de Leche, Eber Pezo, comprometido en tres casos de corrupción en el pasado.              

Este tercer y último hito termina con dos hechos que ponen a prueba la gestión de Rabanal respecto al tema de la corrupción. 

El primer hecho se presenta en junio del año 2004 cuando la Contraloría detecta graves irregularidades en el Programa del Vaso de Leche ante denuncias presentadas por un masivo sector de dirigentes. Pese a la certeza de las denuncias que terminan en el Trece Juzgado Penal de Lima con 16 personas denunciadas por delitos de colusión, contra la fe pública, abuso de autoridad y contra la salud; el alcalde termina protegiendo abiertamente a los funcionarios acusados.   

El segundo hecho se presenta en febrero del año 2004 cuando se aprueba el Reglamento Interno del Concejo Municipal (RICM). En la respectiva sesión de concejo el alcalde se opone abiertamente a las innovaciones del RICM para crear un sistema de transparencia desde dicho concejo:

a) Mejorar la producción legislativa del concejo y los mecanismos de fiscalización. 

b) La creación de una comisión de fiscalización y transparencia. 

c) Ratificación de la comisión del Vaso de Leche.

d) Creación de mecanismos de entrega de documentos y prepublicación de las normas para fomentar la transparencia en las decisiones del Concejo Municipal. 

Sin embargo, pese a la oposición del alcalde una mayoría de nueve regidores contra seis del oficialismo logra imponer esos cambios provocando una crisis que da lugar al nacimiento del Bloque Democrático por la Transparencia (BDT), una experiencia inusual donde ocho regidores de varias fuerzas políticas logran transformarse en una mayoría democratizante de las decisiones en el máximo órgano de gobierno. 

No obstante, la  experiencia del BDT dura muy poco. Dos regidoras de Unidad Nacional (Estefanía Alarcón y Jenny Ortega) claudican ante el alcalde, mientras Mónica Otárola vuelve a votar con el sector oficialista de Somos Perú. Por otra parte, la “mesa de concertación” que había jugado un papel muy importante en la comisión anticorrupción abandona las banderas que el Concejo Municipal acordó el 22 de setiembre del año 2003, convirtiéndose en virtual soporte de la corrupción en el ámbito del presupuesto participativo, el plan de desarrollo y las fraudulentas elecciones de las juntas vecinales y el Consejo de Coordinación Local desarrolladas entre noviembre y diciembre del año 2005. 

De esta manera fracasa otro intento por crear un sistema anticorrupción en San Juan de Lurigancho. Esta frustración nuevamente incide en la desazón de varios centenares de dirigentes vecinales que habían fijado sus expectativas en la gestión del alcalde Mauricio Rabanal.  

6.  ¿Han  fracasado los empresarios en la gestión municipal?

A estas alturas cabe entonces hacerse la siguiente pregunta: ¿Cómo explicar el fracaso o los límites de un grupo de empresarios en la conducción municipal mirando sus gestiones desde la perspectiva de la calidad de liderazgo, formación profesional y cultura cívica? 

Todo indica que este fracaso se debe a tres razones fundamentales que deben ser materia de una mayor investigación: 

En primer lugar, la tendencia de estas gestiones a evadir la ley permanentemente se presenta en el ámbito público como la prolongación de un crecimiento mercantilista y    semiinformal de estos empresarios. Como muchos de ellos se iniciaron y crecieron económicamente al margen de la ley o contra ella, buscando evadir a la Sunat y otras formas de evasión y/o elusión para disminuir sus costos de acceso a la legalidad, se puede concluir que esa cultura empresarial emergente se trasladó a la municipalidad y luego multiplicó el dolo, sin percatarse que una institución pública es permanentemente auditada por los órganos de control y sujeta a la crítica de la opinión pública y del periodismo.

En segundo lugar, la debilidad de los partidos políticos y del propio sistema político ha impedido que estos empresarios hayan tenido la capacitación necesaria -antes y durante las gestiones municipales- para prepararse y capacitar a sus equipos directivos municipales. 

Es ilustrativo observar, por ejemplo, cómo los partidos políticos durante los últimos años tienen muy poca injerencia en la vida municipal, orientando a sus alcaldes, regidores y funcionarios. Tampoco se desarrollan intercambios de experiencias municipales en el partido, ni existe el propósito de contar con una línea estratégica de desarrollo municipal, en parte porque los propios alcaldes lo impiden. 

Cada gestión municipal se desarrolla como un compartimiento estanco, sin la vigilancia y orientación de los partidos. En estas condiciones, los tipos y costumbres del liderazgo empresarial no tienen cómo cambiar de rumbo cuando estos alcaldes se encuentran en los avatares de sus gestiones. Nótese incluso que tanto Ricardo Chiroque como Mauricio Rabanal ocuparon u ocupan puestos muy importantes en sus respectivos partidos políticos: Chiroque fue en su momento coordinador nacional de “Vamos Vecino” y Rabanal es actualmente segundo vicepresidente de Somos Perú.

En tercer lugar, el liderazgo empresarial en la conducción de las municipalidades muestra también sus límites en la formación cívica y cultura democrática de estos empresarios. Sólo basta comprobar las relaciones prebendarias, de caciquismo y las relaciones familiares que influencian la vida municipal para demostrar qué tan poco democráticos fueron y son los alcaldes que provienen de una trayectoria empresarial. Ello demuestra no sólo la manera en que dirigen sus empresas, sino probablemente revela también una formación educativa muy deficiente, tanto en el nivel primario, secundario y educación superior.

Quisiera relatar en este caso un testimonio personal: Durante los años 1997-2003 en que estuve militando en el partido Somos Perú, Mauricio Rabanal siempre reiteraba ante la militancia la promesa de luchar porque San Juan de Lurigancho, el distrito más populoso del Perú, tuviera el derecho a contar hasta con tres candidatos al Congreso de la República en las elecciones del año 2006. “Les invoco para que se preparen porque cualquiera de ustedes tiene el derecho a ser candidato al Congreso”, arengaba cada vez que podía. Y casi siempre los militantes y simpatizantes aplaudían fervorosos por esa promesa de su líder local que repitió durante varios años. 

Sin embargo, toda esa prédica cayó en balde cuando en diciembre del año 2005 el entorno del alcalde impuso a su esposa María Elena Backus como candidata al Congreso, sin ninguna oposición entre su ya raleada militancia. Aquello me recuerda un acto similar de Ricardo Chiroque ante las elecciones del Congreso en el año 2000. Aquella vez el cuestionado alcalde impuso también a su hermano como candidato a las elecciones al Congreso. 

Hay varios casos en Lima y otras regiones del Perú donde los alcaldes han impuesto a sus esposas o hermanos como candidatos al Congreso, utilizando los recursos municipales para impostar una cultura patrimonialista, donde las familias terminan siendo las propietarias de los partidos. Y en casi todos los casos la población los ha castigado no votando por ellos.                                    

En conclusión, los señores Ricardo Chiroque, Claudio Zúñiga y Mauricio Rabanal, todos ellos empresarios del rubro de confecciones, al llegar a la alcaldía y en el transcurso de sus mandatos de gobierno no sólo no demostraron ser “empresarios de éxito” como pregonaban, sino que tampoco demostraron una conducción administrativa moderna de la gestión municipal. Al revés, toda la estadística oficial y privada demuestra que durante los años 1999 y 2005 se produce la corrupción más alta de la historia de San Juan de Lurigancho.  

Queda así en evidencia la deuda que tiene el liderazgo que proviene del mundo empresarial del distrito para mejorar cualitativamente la conducción de una de las municipalidades con mayor población y mayor cantidad de transferencias del Tesoro Público.         

Al transitar de los límites de la hegemonía del liderazgo populista a la corrupción de los “empresarios exitosos” en las municipalidades, lo cierto es que queda pendiente la insurgencia de un liderazgo estadista, transparente y concertador en San Juan de Lurigancho. Llenar ese vacío de conducción en un distrito de la amplitud de una provincia es crucial para potenciar el progreso de esta ciudad. Y ese debe ser uno de los temas que debe llamar la atención de los ciudadanos en las próximas elecciones municipales y regionales de noviembre del año 2006.  

En conclusión, han fracasado tres empresarios confeccionistas en la gestión pública local. Se ha mostrado así que el supuesto éxito en el mundo empresarial no se refleja automáticamente en la gestión pública. Sobre todo porque es en la esfera pública donde se pone en evidencia la cultura política que se tiene, los grados de tolerancia y la vocación de transparencia. 

En el ámbito empresarial una persona puede tener una etapa de éxito, pero ello no refleja todos los ámbitos de la personalidad de ese empresario, los que muchas veces quedan ocultos al interior de la empresa. 

No pretendo generalizar esta evaluación a otras realidades porque de hecho existen empresarios de otros rubros que sí han tenido éxito en la gestión pública. Sólo quiero llamar la atención respecto al hecho de que el éxito de un empresario en el mundo de los negocios y la manufactura no necesariamente se va a expresar en la misma dimensión en el ámbito publico municipal.                      

TESTIMONIOS Y CASUÍSTICA

(Tres casos que prueban el contraste entre dos alcaldes exitosos y dos empresarios que estaban casi quebrados al momento de llegar a la alcaldía el año 1999 y luego el año 2003 en San Juan de Lurigancho. También entregamos a ustedes una selección de los mejores personajes que lucharon contra la corrupción entre los años 1971 y el 2006).

Caso 10

DOS PROFESIONALES DE CALIDAD,  DOS  ALCALDES  DE PRESTIGIO.

En los conos norte y sur de Lima hay dos experiencias de gestión municipal que merecen destacarse. En el distrito de Los Olivos se perfila claramente con tres periodos consecutivos de gestión como alcalde al señor Felipe Castillo. En Chorrillos se consolida también con más de ocho años de gestión consecutiva Augusto Miyashiro. El primero de ellos, natural de Huaraz, destacó en el ámbito privado como médico en la especialidad de ginecología y medicina general, mientras el segundo, natural de Lima, es ingeniero civil, un empresario de relativo éxito en el rubro de cerámica, artesanía y lámparas.

Felipe Castillo bordea los 56 años, es propietario de la Clínica Santa Rosa, ubicada en la Avenida El Trébol donde también vive con sus tres hijos y esposa. Antes de llegar a la municipalidad gozaba ya de un amplio prestigio como médico de su barrio.                 

Cuando uno visita ambos distritos cambia de opinión respecto de aquella propuesta planteada por algunos sectores para evitar la reelección de los alcaldes. Si un alcalde hace obra, respeta la ley y escucha a la comunidad no tiene sentido privarle el derecho al pueblo para reelegirlo, algo que no ocurre en otros distritos de la capital. Chorrillos crece con una evidente armonía entre el orden urbano, ornato y el cuidado o ampliación de las áreas verdes y el crecimiento del comercio, una faceta de todos los distritos de Lima donde la oferta sobrepasa largamente a la demanda. En Los Olivos en cambio, el rasgo principal es el crecimiento de varios emporios comerciales, pero que aún no han afectado el orden urbano por la calidad de la obra distrital. En todo caso, el reto de Castillo como alcalde y de los que lo sucederán en el futuro será evitar un conflicto entre la demanda por instalar nuevos negocios y el respeto de una nueva zonificación urbana. 

Los propios regidores de oposición de Miyashiro en Chorrillos reconocen “la muñeca” y el pragmatismo del alcalde para manejarse en un Concejo Municipal donde no tiene mayoría. Casi al inicio de su tercer periodo de gobierno en el año 2003, el entonces electo alcalde por Somos Perú perdió la mayoría en el Concejo Municipal por las abiertas discrepancias con su teniente alcalde. Pese a ello Miyashiro ha sabido sobrellevar la dinámica del Concejo Municipal con una plataforma mínima de trabajo y poniendo por delante el diálogo para garantizar la ejecución de obras.

Una de las cosas que más recuerda Nicolás Kusonoki, ex director municipal de la Municipalidad de Los Olivos durante el año 2004, es la meticulosidad del alcalde Felipe Castillo para lograr que la mayoría de los recursos propios y los provenientes del Foncomun se orienten efectivamente para proyectos de inversión. “Felipe siempre trabaja en equipo y nos arengaba para lograr la meta respecto a que la mayoría del presupuesto se oriente a obras y no a burocracia. Siempre buscaba los precios más bajos y la mayor calidad”, precisa el ex funcionario edil. Otra faceta de Castillo es su creatividad para crear una expectativa de progreso y originalidad de su distrito. “Es el caso de la construcción del Hospital Municipal y ahora con el Palacio de la Juventud, obras sobre la cuales había mucho escepticismo al comienzo y ahora son toda una realidad”, afirma Kusonoki. 

Por cierto, no todo es color de rosa en la gestión de ambos alcaldes. Así por ejemplo, el 17 de febrero del año 2005 la Contraloría General de la República a través de la Resolución Nº 074–CG autorizó a su procurador iniciar las acciones legales pertinentes contra los funcionarios comprometidos en la entrega irregular de una licencia de carácter industrial que perjudicaría a los Pantanos de Villa por afectar ordenanzas metropolitanas que protegen el medio ambiente. Allí los funcionarios cometieron varios delitos, entre ellos abuso de autoridad, aprovechamiento indebido y entrega ilegal de licencias. El caso se ventila actualmente en el Poder Judicial.                                                        

Por su parte, Felipe Castillo mantiene una cordial relación con la comunidad, pero aún no ha logrado traducir su indiscutible prestigio en redoblada participación comunitaria en el presupuesto participativo, el plan de desarrollo y en el Consejo de Coordinación Local. El grado de asistencia y legitimidad en estas instancias  deja mucho que desear.    

______________________________________________________________________

PERSONAJES QUE DESTACARON EN LA LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN

(1 9 7 1 - 2 0 0 6)

Desde la creación del distrito en el año 1967 hasta los primeros meses del año 2006, hay muchos dirigentes vecinales, mujeres luchadoras, empresarios y profesionales que nunca agacharon la cabeza frente al chantaje, el amedrentamiento o una prebenda. La mayoría de ellos nunca han tenido la ocasión de recibir una medalla o un autentico homenaje de parte de la municipalidad, ni siquiera con una mención honrosa. En un distrito, con una alta tolerancia social y espíritu acomodaticio, es hora de reivindicar a los hombres y mujeres que dieron ejemplo de honestidad, más allá de las discrepancias y trayectorias de cada uno de ellos. He aquí una relación de los mejores hombres que lucharon contra la corrupción en San Juan de Lurigancho.      

- Genaro Meléndez Villalobos, vecino de Zárate y ex dirigente del Comité Cívico, encabezó las movilizaciones para destituir al alcalde Luis Suárez el año 1971, quien fue acusado de malversación de fondos destinados a actividades deportivas y otras obras. El Ministerio del Interior destituyó al señor Suárez según resolución aparecida en El Peruano el 22 de junio del año 1971.  

- Pedro Dioses Atoche, vive en el Asentamiento Humano 5 de Noviembre, es trabajador cesante de la municipalidad y uno de los mejores directores de limpieza pública que tuvo el municipio. Fue secretario general y secretario de defensa del Sitramun cuando los trabajadores lucharon contra la corrupción del alcalde Óscar Venegas y luego a la corrupción de Ricardo Chiroque.

- Félix Serveleón. Valiente vecino de Zárate. En reiteradas oportunidades impulsó comités de lucha contra la corrupción, los cuales jugaron un papel crucial en la caída de los alcaldes Venegas y Chiroque. Destaca una inolvidable acción donde solo y sin mayor compañía denunció a Ricardo Chiroque en una ceremonia por el aniversario distrital. Fue expulsado de dicha reunión por la Policía ante una orden del entonces alcalde. 

- Enrique Plufcker Matute. Fundador del distrito de San Juan de Lurigancho, empresario  y vecino de Canto Rey. Fue 4 veces regidor y militante del PPC hasta su fallecimiento. Nunca cobró sus dietas en la municipalidad. Destacó en 1999 por sacar a flote un intento irregular de privatización del servicio de limpieza pública impulsado por el entonces alcalde, Luis Suárez Cáceres. Al final, el Concejo se vio obligado a desaprobar dicho proyecto. Se le recuerda como un honorable y respetado vecino.     

- Máximo Venegas Retamozo. Vecino de Zárate. Su persistencia viene desde las luchas contra la corrupción del ex alcalde Luis Suárez, designado a dedo en la década del 70 por la dictadura militar. Se caracteriza por apoyar siempre las luchas contra la corrupción.

- Edelmira Rocillo. Vecina de Canto Grande. Mujer valiente que encabezó las marchas del Vaso de Leche entre los años 2003 y 2005 y que terminaron con una denuncia a 16 personas en el Poder Judicial por delitos de colusión y otros. En la actualidad se cierne sobre ella una querella presentada por la Empresa NIISA Corporation por la cual tendría que pagar S/. 150,000. 

- Nicolás Salas. Vecino de Ascarruzn. Dirigente del Frente Único de Instituciones por el Desarrollo. Destacó en la formación del comité multisectorial que se creó para luchar contra las irregularidades de la gestión del alcalde Ricardo Chiroque. Es un persistente luchador en el plano legal para hacer prevalecer los derechos de los vecinos y las áreas verdes.

- Herbert Villafán Broncano. Profesor, vecino de la Urbanización San Carlos y dirigente de una federación de mototaxistas. Como regidor en los años 1993-1995 fue uno de los primeros en denunciar la corrupción de la segunda gestión del entonces alcalde Óscar Venegas. Por esta razón fue desaforado ilegalmente por una mayoría de regidores. Sin embargo, el Poder Judicial a nivel civil y luego la Fiscalía, declararon ilegal la vacancia,  ordenando su reposición en el Concejo Municipal. Meses después un amplio bloque de fuerzas terminaron por expulsar a Oscar Venegas de la alcaldía.
- Raúl Tovar Noroña. Empresario y vecino de Zárate. Como regidor,  entre los años 1995 y 1997 y entre los años 1999 y 2002, luchó contra la corrupción de los alcaldes Óscar Venegas y Ricardo Chiroque, respectivamente. Tuvo la audacia de tomar el sillón municipal del alcalde,  anunciando la caída definitiva de Óscar Venegas.

- Juan Mosquera Zavala. Controvertido y díscolo empresario. Sin embargo, como regidor y ciudadano es el que mayor cantidad de denuncias presentó ante la Contraloría y el Ministerio Público. Tuvo destacada participación en la captura del asesor del alcalde Mauricio Rabanal, Hugo López, quien terminó preso por flagrante delito de extorsión. El caso fue expuesto en el programa televisivo “La boca del lobo” de César Hildebrandt.

- Priscila Talavera. Vecina de Zárate. Como regidora destacó entre los años 1999 y 2000 por enfrentarse abiertamente en las sesiones de concejo denunciando la corrupción y la prepotencia del entonces alcalde Ricardo Chiroque. Era una de las pocas mujeres que hacían callar al alcalde Chiroque. Sin embargo, se le cuestiona por haber aceptado participar como candidata a primera regidora en una lista del ex – alcalde Claudio Zuñiga, el año 2002.
- Dalila Portocarrero. Profesora y vecina de la zona rústica de Canto Grande. Falleció el 12 de febrero del año 2005, víctima de una penosa enfermedad. Como regidora destacó entre los años 1995 y 1997 por denunciar actos de corrupción en la gestión del entonces  alcalde Luis Suárez Cáceres.  Hasta el año 2005 fue una persistente y leal militante de su partido, Somos Perú, preocupada por la mejora de la calidad del liderazgo.            
- Pablo Vega. Trabajador municipal y militante de izquierda. Alguna vez llegó a decir que si fuera por él “expulsaría al 50% de los trabajadores por ser cómplices de la corrupción”. Ha sido candidato a la alcaldía el año 2002. Es un trabajador disciplinado y eficiente.  

- María Rojas. Fiscal del Centro de Acopio Inmaculada Concepción del Vaso de Leche de San Juan de Lurigancho y vecina del Asentamiento Humano 5 de Noviembre. Pese a ser madre en extrema pobreza fue capaz, junto con su centro de acopio, de denunciar a 13 funcionarios de la municipalidad ante la Contraloría General de la República y a Rosa Llamoja ante el Poder Judicial por su ilegal elección como Presidenta de la Organización Distrital del Vaso de Leche.       

- Patricio Chura. Ex – Dirigente del Sindicato de Obreros Municipales de San Juan de Lurigancho. Es un controvertido activista sindical. Sin embargo, en los momentos decisivos supo ponerse a la cabeza de los obreros municipales para denunciar la corrupción durante los últimos 20 años.    

- Orlando Hinostroza Pomahuali, Luis Levano Muñante y Luis Peña Gonzáles. Tres destacados dirigentes que denunciaron, junto a otros dirigentes, las irregularidades en la implementación del llamado “Sistema de Participación Ciudadana de San Juan de Lurigancho” durante los años 2004 y 2005. Tuvieron la audacia de instalar el primer Comité de Vigilancia y Control. Meses después, recién en junio del 2006,  la gestión del alcalde Rabanal se vio obligada a presentar al Concejo Municipal un Reglamento de los Comités de Vigilancia y Control, pero con un claro sesgo corporativo y antidemocrático.          
- Herbert Bejarano Jara. Fue fundador del primer periódico distrital (“Los Andes”) con difusión regular hasta junio del año 2006. Es un persistente y acucioso periodista de investigación local. Pese a los reiterados intentos de las gestiones de turno por neutralizar la prensa independiente, Bejarano siempre supo conservar una línea periodística crítica de la corrupción municipal en San Juan de Lurigancho.    

Pido disculpas por las omisiones.

================================================================      

                                                             Caso 12

DEUDAS Y EMBARGOS A LAS EMPRESAS  DE RICARDO CHIROQUE

(Reproducción del informe de María Elena Hidalgo, integrante de la Unidad de Investigación del diario La República y que  fue publicada el 21 de octubre del año 2000)


“Por un crédito impago de un cuarto de millón de dólares, el Banco Nuevo Mundo demandó judicialmente al dirigente del movimiento gobiernista “Vamos Vecino” y alcalde de San Juan de Lurigancho, Ricardo Chiroque Paico. Debido a la insistencia de Chiroque de no honrar su deuda, el Cuadragésimo Juzgado Civil, a cargo del magistrado Ulises Yaya Zumaeta, trabó embargo contra la empresa “Denim Corp” de propiedad del burgomaestre oficialista.

 
En cumplimiento de la resolución, el pasado 20 de marzo la secretaria del juzgado, Isabel Flores Tarqui, acompañada de una pareja de efectivos policiales se presentaron en el local de la compañía demandada con la finalidad de embargar la maquinaria que Chiroque adquirió con el dinero que le prestó el Banco Nuevo Mundo. Sin embargo, un grupo de efectivos del serenazgo de San Juan de Lurigancho, así como individuos contratados por el alcalde, impidió violentamente el ingreso de la autoridad judicial para proceder a ejecutar la resolución del tribunal.


Los hechos quedaron consignados en el “incidente de embargo” que presentó ante el Cuadragésimo Juzgado Civil la secretaria del mismo, Isabel Flores Tarqui: “Los custodios de la Policía Nacional y los representantes del banco demandante sufrieron fuertes agresiones por parte de los representantes de la demandada (...), incitando a terceras personas a que se impida a través de métodos violentos el cumplimiento de la orden”.  “Al intentar ingresar al lugar, miembros del serenazgo nos impidieron el paso”, dijo el abogado del banco, Julio Valdez Castillo: “También se presentó un grupo de sujetos al parecer contratados por el alcalde Chiroque. Nos arrojaron kerosene y bombas incendiarias para amedrentarnos, incluso retuvieron por unos minutos a uno de los trabajadores del Banco Nuevo Mundo, a quien amenazaron con golpearlo si no se retiraba”, precisó.


Finalmente, la secretaria del juzgado y los efectivos policiales ingresaron a “Denim Corp” constatando que las maquinarias no se encontraban en el local y que, por el contrario, el lugar servía como fábrica de paneles de “Perú 2000” y almacén de material propagandístico de la misma agrupación oficialista.


Al respecto, el “incidente de embargo” precisa que en el establecimiento del alcalde Chiroque se intervino la cantidad de “50 tableros con los logotipos de Chiroque-Perú 2000-Al Congreso de color blanco con letras rojas”, en referencia a los paneles de propaganda de la campaña del hermano del burgomaestre de San Juan de Lurigancho.


”El juzgado comprobó que el alcalde Ricardo Chiroque le está dando uso indebido al local que le entregó el Banco Nuevo Mundo. El establecimiento es para fabricar jeans y no para ser utilizado como dependencia política de Perú 2000”, dijo el abogado de la entidad bancaria. En 1997, Ricardo Chiroque Paico solicitó al Banco Nuevo Mundo un cuarto de millón de dólares para montar una empresa textil dedicada exclusivamente a la confección de jeans. Además del crédito, el dirigente de “Vamos Vecino” logró que el banco le proporcione el inmueble para habilitar la fábrica, así como la maquinaria respectiva. El banco aceptó el pedido entregándole en calidad de “leasing” (arrendamiento financiero donde el inmueble pasa a propiedad del empresario una vez que termine de cancelarla), el inmueble de la calle Santa Amelia Nº 734 (San Juan de Lurigancho) valorizado en US$ 500 mil. También le entregó maquinarias por un monto de US$ 600 mil.


Sin embargo, Chiroque y “Denim Corp” dejaron de cumplir con los pagos de arrendamiento financiero en enero del año 1999. Y en noviembre del mismo año no cancelaron un pagaré por US$ 240 mil. La negativa pertinaz del alcalde gobiernista a honrar sus deudas obligó al Banco Nuevo Mundo a solicitar la devolución de sus propiedades. Es decir el inmueble de Santa Amelia y las maquinarias. Pero cuando el juzgado se presentó en el lugar no estaban los equipos y ahora Chiroque alega que el local es de su propiedad. 


A raíz de las agresiones de serenazgo de San Juan de Lurigancho y de un grupo de personas contratadas por el alcalde Chiroque para impedir el embargo, el Banco Nuevo Mundo denunció ante el Ministerio Público a Ricardo Chiroque por los delitos de secuestro, agresión y desobediencia a la autoridad. Ricardo Chiroque Paico es uno de los prominentes miembros de “Vamos Vecino” y de la alianza “Perú 2000”. Su nombre recientemente ha sido envuelto en un caso de falsificación de firmas para la inscripción de la nueva agrupación oficialista. De acuerdo con testimonios de ex funcionarios y servidores del concejo de San Juan de Lurigancho, en el palacio municipal empleados del distrito falsificaron alrededor de 200 mil firmas, las que fueron recabadas por Luis Navarrete Santillán, también dirigente de “Vamos Vecino”. 


Navarrete, amigo de Chiroque, fue identificado por los testigos del fraude masivo de rúbricas en Bellavista como uno de los organizadores. Según éstos, el alcalde de San Juan de Lurigancho era mencionado en todo momento por Navarrete como uno de los colaboradores de la falsificación de firmas”.

                                                               CASO 13

         LA EMPRESA CUSTER Y LOS PARÁMETROS URBANÍSTICOS FALSOS

Existen todos los indicios documentados de que a pocos días de ganar las elecciones a la alcaldía de San Juan de Lurigancho la familia Rabanal - Backus corrompió a un funcionario municipal para obtener un  certificado falso.        

El 16 de octubre del año 2002, justo cuando se entraba a la etapa más caliente de la campaña electoral municipal para llegar a la alcaldía del distrito más populoso del Perú, la sociedad conyugal Rabanal-Backus logró inscribir en los Registros Públicos la regularización de un contrato de ratificación de hipoteca sobre un inmueble de su propiedad garantizando un crédito otorgado por el Banco Continental de hasta US$ 550 mil y una línea de descuento de letras de hasta US$ 35,000 (aproximadamente S/. 2’047,500 en la fecha).

Un año atrás, el 31 de diciembre del año 2001, la mencionada sociedad conyugal obtiene un Certificado de Parámetros Urbanísticos de Contenido Falso Nº 02342 firmado por el funcionario ex jefe de obras privadas Valentín Terroba Endara precisando que la zonificación del inmueble ubicado en la manzana Ñ lote 2 de la Urbanización Parcelación Campoy correspondía a una calificación I-2 (industria liviana). El expediente fue tramitado por el señor Onofre Núñez Zurita que hasta julio del año 2005 trabajaba en la gerencia de asesoría jurídica de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho. Sin embargo, el propio Onofre Núñez obtuvo el 12 de diciembre del año 2000 un Certificado de Parámetros Urbanísticos Nº 0532, debidamente firmado por los dos funcionarios del área de desarrollo urbano, Jaime Lizama Baca y Pedro Gervasi Lock, indicando que la zonificación del inmueble ubicado en la manzana Ñ lote 2 de la urbanización Parcelación Campoy correspondía a una R-3 (residencial de media densidad), donde se ubica ilegalmente la fábrica Custer de propiedad de la sociedad conyugal Rabanal-Backus. 

Es decir, en menos de un año y sin autorización de la Municipalidad de Lima Metropolitana se cambió la zonificación con la única finalidad de favorecer los intereses económicos del grupo Rabanal-Backus. Debe destacarse que el expediente para emitir dos certificados de parámetros tiene el mismo número signado con el Nº 17334-00 que a la fecha se encuentra perdido. El Certificado de Parámetros Nº 02342 de contenido falso fue utilizado para levantar la carga registral inscrita en los Registros Públicos que consignaba que la fábrica Custer se había construido en una zona residencial.  

Las denuncias penales puestas ante el Ministerio Público a mediados del año 2004 prueban fehacientemente a través de sendos documentos del Instituto Metropolitano de Planificación y la Gerencia de Desarrollo Urbano de Lima Metropolitana -a través de una inspección ocular realizada- no sólo que la comuna limeña no emitió ninguna ordenanza de cambio de zonificación en esa área donde funciona la fábrica Custer, sino que dicha entidad estaba ubicada ilegalmente según el Plano de Zonificación General de Lima Metropolitana “Lima 36” aprobado por Ordenanza Nº 163 del 26 de noviembre del año 1998. Del mismo modo, mediante Oficio Nº 310 la Municipalidad de Lima a través de la gerencia de desarrollo urbano, el 8 de junio del año 2004,  ratifica que la industria Custer Sport Wear ubicada en la manzana Ñ lote 2 Calle 11 de Campoy no tiene antecedentes de trámite de habilitación urbana. 

Lo más grave de este caso es que frente a dos denuncias presentadas por el regidor Neptalí Carpio Soto y los ciudadanos Eduardo Chumpitaz y Arturo Peña la Fuente ante el Ministerio Publico en junio del año 2004, la familia Rabanal-Backus a través de sus abogados han buscado impunidad en la Policía de investigaciones en la avenida Aramburú, violando nuevamente la ley y como todo indica existen indicios de haber corrompido a la Policía que investiga el caso. Así, sin solicitar o esperar los documentos de las instancias correspondientes, el policía encargado de la investigación con un simple parte policial da lugar a que la fiscalía de San Juan de Lurigancho archive el caso. Resulta inaudito que con un simple informe de un funcionario de la gerencia de desarrollo urbano se hayan transgredido las competencias de la Municipalidad de Lima y la ley de procedimientos administrativos. Debe recordarse que la única instancia que puede realizar un cambio de zonificación es la Municipalidad de Lima mediante ordenanza expresa.      

La contundencia de esta denuncia dio lugar en enero del año 2006 para que la doctora Olga Zegarra Rosa, fiscal superior penal de Lima, ordene una nueva investigación sobre el caso desautorizando así un parte policial que había intentado impunidad a la familia Rabanal-Backus.           

Capítulo VII

AGENDA NACIONAL ANTICORRUPCIÓN 

EN LAS MUNICIPALIDADES

“Yo tenía esperanza en que después de lo que se descubrió el año 2000 (los videos de Montesinos), cuando se vio tanta corrupción, iba a haber un esfuerzo de la sociedad, especialmente de los que tienen responsabilidad en diversos poderes públicos para luchar frontalmente contra la corrupción. Pero seguimos viendo que está enquistada por todos los lugares”.

Monseñor Luis Bambarén (
). (A nueve días de las elecciones presidenciales el año  2006).  

Al referirse a la difícil tarea de diseñar la estructura del Estado de Derecho, el padre de la división de poderes, Montesquieu, decía que “son los hombres los que crean las instituciones y luego estas con el tiempo moldean su comportamiento”. La cita es oportuna para recordar la importancia que tiene para los hombres del presente crear instituciones que acaben con la impunidad y la cultura del dolo, acostumbrando a los ciudadanos del futuro a respetar la ley y a las autoridades a rendir cuentas de sus actos.      

En esa tarea de reforma institucional de los próximos años surge una pregunta fundamental: ¿Cuál es el lugar del gobierno local y la región en la necesaria reforma del Estado y de una agenda anticorrupción a nivel nacional? La respuesta es esencial: si en todos los países que han alcanzado el desarrollo existe una constante por la cual los mejores líderes y gobernantes surgen desde los condados, ayuntamientos y estados federales, es obvio que una agenda anticorrupción en el Perú debe contribuir también a la aparición de una y varias generaciones de alcaldes, regidores y tecnócratas que a partir de la experiencia de gestión local luego lleguen a los gobiernos regionales y al gobierno nacional, fomentando una ejecutoria cualitativamente diferente, mostrándose como buenos gobernantes y con una alta dosis de honestidad y austeridad. 

Pero esa ley no parece ocurrir en el Perú donde en la mayoría de municipalidades existe una cultura del dolo, evasión de la ley y marcada ineficiencia. Urge pues una agenda anticorrupción en las municipalidades. Esa exitosa plataforma por la transparencia fiscal debe luego convertirse en el cimiento de una nueva clase política, orgánica al espíritu emprendedor de la mayoría de las ciudades del Perú.         

El municipio debe ser el primer escalón para un gobierno que le devuelva poder al ciudadano, fomente la libertad de empresa y genere la sensación de respeto a una estrategia de desarrollo urbano consensuada por la mayoría. Es en la gestión de las ciudades donde se debe poner a prueba la voluntad por derogar, una a una, todas las ordenanzas y normas mediante las cuales el Estado ha desbordado su ámbito natural: la protección del ciudadano contra la violencia o el fraude, la ejecución de obras de infraestructura pública y servicios públicos eficientes. Todas las otras ordenanzas -que cobran impuestos abusivos- exigen costosas licencias, confieren monopolios, crean barreras contra el libre acceso y quieren regular todo lo que hace el ciudadano para  ser eliminadas o reformadas al costo mínimo. El resultado será una municipalidad promotora de la libertad económica y aprecio por la defensa del bien común.    

Por ello, no cabe duda de que una agenda anticorrupción debe ser indesligable de una agenda muy ambiciosa para realizar la tan ansiada reforma del Estado, la madre de todas las reformas, que tanto el ex presidente Alberto Fujimori como el actual mandatario Alejandro Toledo pregonaron, pero no tuvieron ni la visión estatal ni la voluntad política para ejecutarla en toda su dimensión. Le tocará al nuevo gobierno elegido en el año 2006 la responsabilidad de asumir esta tarea, para lo cual requerirá de una alta legitimidad, difícil de obtener por la tendencia a la fragmentación política que revelan las encuestas.

Decimos que es indesligable porque una agenda anticorrupción está íntimamente ligada a la búsqueda de una nueva relación entre el Estado y la sociedad. Tan importante es para el ciudadano que el Estado le sea menos costoso en trámites, en carga impositiva, mala atención, poca inversión pública en servicios, educación, salud y seguridad pública, como que el 15% del presupuesto de la República se pierda por actos de corrupción, como lo ha señalado el contralor general de la República. La corrupción es tan costosa como es esa tendencia imparable de los últimos años donde creció sin interrupción la recaudación tributaria por parte de la Sunat, al tiempo que crecía el gasto fiscal en gastos corrientes, planillas y otros privilegios de la alta burocracia estatal. 

Esa nueva relación entre el Estado y la sociedad a la que aludimos no puede surgir sólo desde arriba por más legitimidad que alcance el nuevo gobierno nacional, los sucesivos gobiernos regionales y nacionales que surjan de las elecciones de noviembre del año 2006 y de un Parlamento Nacional menos fragmentado y con calidad parlamentaria muy superior al actual hemiciclo. 

La conquista de un escenario de transparencia estatal requiere antes que todo de una sociedad vigilante, con partidos políticos renovados y nuevas élites que reviertan la crisis de valores de la sociedad peruana. Esa corriente nacional por acabar con la corrupción surgida desde abajo tiene que imbricarse con la renovación de la burocracia estatal para crear un momento fundacional donde emerja una meritocracia, hija de varias reformas en el sistema de empleo público, la carrera administrativa y la profundización exitosa de la descentralización. Por añadidura requerirá inevitablemente una autoridad central fuerte y con capacidad de frenar las tendencias centrífugas que intentaran paralizar una reforma del Estado con drásticas medidas anticorrupción.                                 

Tan importante como aprobar un paquete anticorrupción será la derogatoria de miles de leyes que confiscan nuestra actividad económica diaria sustrayendo gran parte de la riqueza nacional que producen todos los peruanos. Y quizá la tarea más difícil será la reforma tributaria que hace que en el Perú se venda la gasolina más cara del planeta, yendo a parar a una burocracia adicta a succionar la mayoría del presupuesto nacional. 

En fin, una agenda anticorrupción en el Perú tiene que formar parte de una revolución pacífica contra el Estado, contra su clase política cleptocrática y su andamiaje jurídico estatizante de la sociedad. Allí en ese trance el municipio debe jugar un papel crucial para devolverle la confianza de la gente en sus gobernantes.  

Hay que recordar que las municipalidades son más antiguas que el Estado, puesto que éste surgió del proceso de unificación de las monarquías europeas en el Renacimiento; mientras que aquellas se formaron alrededor del siglo XII, y aún antes, en el Imperio Romano, como las más espontáneas, humanas y amables de las sociedades para atender los problemas diarios de los vecinos. 

Las municipalidades fueron realidades vitales antes que la ley se ocupara de ellas. La ley no las creó, sino que simplemente reconoció su existencia. Por ello el resultado de una agenda anticorrupción en las sociedades locales debe ser que el vecino sienta que la municipalidad es un aliado de su negocio, un protector de su propiedad, en libertad y armonía. La municipalidad no debe ser una carga diaria para los pobladores como ocurre en la mayoría de las ciudades del Perú.     
1. El nuevo gobierno nacional y la plataforma anticorrupción. 

A pocas semanas de instalarse el nuevo gobierno nacional,  ¿cuáles deberían ser las vigas maestras de una reforma estatal que incorpore cambios institucionales para institucionalizar un sistema anticorrupción en el Perú? En las próximas páginas esbozaré algunos cambios indispensables de nuestro sistema político en la perspectiva de reducir la corrupción a su mínima expresión. Aquello es muy importante en la visión y misión de este libro porque es muy difícil hacer prevalecer una agenda en esta materia en el ámbito municipal si no hay estrategia anticorrupción que atraviese todas las instancias del Estado.          

a)  Superar la jerarquía de poderes y el presidencialismo.

Una de las causas de la corrupción en el Perú proviene de la tradición presidencialista que heredamos desde los inicios de la República. El “sultanismo”, como llamaba Max Weber, está muy enraizado en la cultura de gobierno nacional. Aquello origina un sistema estatal que carece de contenido racional y que desarrolla en extremo la esfera del arbitrio libre y de la gracia del jefe, tal como se ha expresado en el gobierno de Toledo. 

En nuestro país esa racionalidad de la discreción para obtener privilegios utilizando o violando la ley que se dio desde la época Colonial y el Virreynato debe cambiar marchando hacia un régimen parlamentarista. El culto a la ilegalidad o el “sacarle la vuelta a la ley” es tan antigua en las altas esferas del sistema presidencialista como para pretender combatir la corrupción sin cortarle las alas al Primer Mandatario de la nación.  

El presidencialismo peruano difiere de países como Norteamérica donde funcionan las instituciones y se respetan los diferentes niveles de gobierno. En cambio la cultura del dolo en el Perú está íntimamente ligada a un presidencialismo que genera un sistema jerárquico que supedita al Poder Judicial y los gobiernos locales. Este sistema fue facilitado por el predominio de regímenes verticales de poder, algunos de ellos disfrazados con antifaces democráticos debe cambiar con una preponderancia del Parlamento Nacional al tener un poder decisorio en la designación del Primer Ministro como Jefe de Gobierno, mientras el presidente de la República se convierte en Jefe de Estado. 

Sin embargo, ese cambio para tener éxito requiere de otro indispensable: revertir la fragmentación de los partidos políticos en el Parlamento, los concejos regionales y municipales para evitar que el remedio sea peor que la enfermedad. Pero también requiere quitarle algunos privilegios al Parlamento, tal como ocurre en el mandato discrecional para subirse los sueldos y ejecutar el presupuesto a su antojo. Por ello se requiere reformas adicionales para el éxito de una transición de un régimen presidencialista a uno parlamentario que estabilice la República. A mi juicio esos cambios, cuya ampliación no es finalidad de este libro, son los siguientes para que puedan tener empatía institucional con una agenda anticorrupción:

-  La renovación por tercios del Congreso a la mitad del mandato presidencial para

    promover el control de los electores sobre los parlamentarios. 

- Anular el voto preferencial y optar por el sistema de elección por listas cerradas, pero

   previas elecciones primarias en los partidos debidamente supervisadas por los organismos

   electorales.    

- Legislar sobre las restricciones para evitar la impunidad parlamentaria y el poder de los

   lobbies de la corrupción o grupos mercantilistas en la producción legislativa del

   Congreso. La inmunidad debe de reducirse a los actos ejercidos durante el periodo

    parlamentario. En todos aquellos actos pasados los congresistas deben ser juzgados como

    cualquier ciudadano.  

-  La autorización de apertura de las cuentas bancarias para aquellas personas que postulan

    a un cargo público o funcionario de alto nivel en el Estado.

-  El juicio de residencia a los presidentes durante un año una vez culminado su mandato de

    gobierno.     

-  La incorporación de los distritos electorales uninominales y el sistema de mayorías en

    nuestra legislación electoral.

- Imponer la imprescriptibilidad de los delitos cometidos por funcionarios públicos y

   autoridades en nuestra Carta Magna y el Código Penal. 

- La flexibilización de las barreras que impiden el ejercicio del derecho a revocatoria en los

   gobiernos regionales, municipalidades provinciales y distritales.    

La implementación de estas reformas políticas expresan la intención de refundar la República a través de la creación de un “momento constitucional” a través de la convocatoria a una Asamblea Constituyente, un periodo muy intenso de reforma constitucional. 

Este cambio histórico en la relación entre los poderes del Estado y los gobiernos subnacionales obligará posteriormente no sólo a una lógica de inevitable concertación entre los poderes Ejecutivo y Legislativo, sino que aumentará el control del electorado sobre sus representantes al tiempo que se buscará disminuir drásticamente la fragmentación partidaria. Con ello se evitarán leyes sorpresas como la “Ley Wolfenson” o parlamentarios que representan a narcotraficantes, grupos de poder económico de oscura trayectoria o violadores de secretarias. 

Obviamente, la transición al régimen parlamentario debe expresarse también en los concejos regionales y concejos municipales, allí donde el presidencialismo opera en la forma de “alcaldismo” que la actual Ley 27972 ha profundizado al extremo y donde los concejales están pintados en la pared en muchos casos. Por ejemplo, sería aconsejable que la designación del gerente municipal sea ratificada por el Concejo Municipal o que quien presida el Concejo Municipal sea el primer regidor elegido u otro teniente alcalde. Medidas similares deben ser tomadas para los concejos regionales.            

b)  Mayor autonomía del Contralor, con capacidad sancionadora y acción preventiva.

El Perú debe marchar hacia un sistema de control más autónomo coherente con la transición a un régimen parlamentario. El Contralor y la meritocracia de los auditores distribuidos por todo el país deben ser una institución a manera de verdadero guardián de los recursos del Estado, pero también del respeto y la correcta aplicación de la ley. 

No sólo debe ser una Contraloría ocupada de la acción de control preventiva, sino la preventiva, en cuyo caso cobra sentido la potestad auditora para evitar la corrupción normativa, aquella que muchas veces precede a la mala utilización de la ley para dirigir o utilizar con intereses ocultos. En ese sentido, la normatividad peruana sobre la dirección y elección del contralor  y los auditores debe acercarse más a la normatividad de Costa Rica, allí donde la independencia del sistema de control ha puesto a disposición del Ministerio Público y este a las rejas a ex presidentes y autoridades de diverso nivel y color político en un tiempo récord, cortando de cuajo la corrupción, algo que no ha sucedido en el Perú durante las últimas tres décadas. (Ver cuadro 18).

Quizá lo aconsejable sería que el contralor general de la República pueda ser elegido por un cuerpo de delegados provenientes de los tres poderes del Estado, de las facultades Derecho y Contabilidad y de otras respetables instituciones de la sociedad civil. De esta manera  se podrá evitar que de la falta de autonomía del Contralor pasemos a la politización y confrontación de su designación si esta sólo la dejamos en manos del Congreso.   

Adicionalmente la Contraloría debería tener capacidad de anulación de actos administrativos cuando se ponga en evidencia actos de corrupción que afectan gravemente el patrimonio del Estado, programas sociales o el medio ambiente. El caso ocurrido en Brasil, donde la Contraloría de ese país (llamado allá Tribunal de Cuentas), suspende la construcción de 131 proyectos viales, entre ellos, la construcción de la Carretera Transoceánica del lado brasileño. Obviamente, esa misma capacidad la deberían tener los auditores en cada dependencia que permita suspender un acto de corrupción local y regional. Luego de fomentar la corrección de un acto doloso el proceso ante el Ministerio público y penal debe proseguir en cuyo caso el Estado y su patrimonio no se perjudica, pero los responsables de los delitos seguirán siendo procesados.
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La Contraloria General de la Republica es una
entidad descentralizada de Derecho Publico que
goza de autonomia conforme a su ley organica. Es
el organo superior del Sistema Nacional de
Control. Supervisa la legalidad de la ejecucion del
Presupuesto del Estado, de las operaciones de la
deuda publica y de los actos de las instituciones
sujetas a control.

El Contralor General es designado por el
Congreso, a propuesta del Poder Ejecutivo.

El mandato del Contralor es de siete afios. Puede
serremovido por el Congreso por falta grave

La Contraloria General de la Republica es un
organo constitucional fundamental del Estado,
auxiliar de la Asamblea Legislativa en el Control
Superior de la Hacienda Publica y rector del
sistema de fiscalizacion que contempla esta ley.

El Contralor tiene un mandato de ocho afios y es
elegido dos afios después de iniciado el mandato
presidencial. Goza de inmunidad.

En el ejercicio de sus potestades, la Contraloria
General de la Republica goza de absoluta
independencia funcional y administrativa,
respecto de cualquier Poder, ente u 6rgano
publico. Sus decisiones solamente se encuentran
sometidas a la Constitucién Politica, a tratados o
convenios internacionales y laley.





c) Antes que los códigos hay que cambiar la mente de los jueces.  

Hasta ahora todo intento por generar un sistema anticorrupción choca contra un muro infranqueable formado por un Poder Judicial convertido en un mercado de resoluciones judiciales que promueven la impunidad, atenúan el delito o dilatan sentencias. Es por esto que la reforma más difícil de implementar es la de la judicatura en un sistema anticorrupción estatal, no tanto porque se requieran nuevos códigos y leyes, sino porque el cambio debe producirse en la mente y los corazones de los jueces.  Esta reforma de valores y de una costumbre litigante en los jueces tiene que empezar desde las facultades de derecho de las universidades y terminar con órganos de control más rigurosos que incorporen a la sociedad civil en la vigilancia de los actos del Poder Judicial.

Sin embargo, desde el punto de vista institucional se debe incorporar, en los próximos años, un componente exitoso de la justicia anglosajona en el Poder Judicial peruano: los “jurados judiciales”, tal como se viene haciendo en Argentina, Bolivia y otros países. 

Sobre esta atrevida reforma veamos lo que nos dice María Luján López evaluando esta embrionaria experiencia en Argentina: “Asimismo no es función del pueblo arrogarse el juzgamiento de las causas en lo que hace al derecho, aunque sí lo es  para hacer apreciaciones acerca de las cuestiones de hecho. Lo anterior se llevará a cabo bajo la forma de organización de jurados, dejando a los magistrados permanentes a cargo del cumplimiento de la tarea de analizar el derecho aplicable, como resultante de la determinación de los hechos por los jurados. Porque es sabido que los jueces permanentes van adquiriendo un espíritu corporativo, pudiendo verse tentado por diferentes intereses, o cuestiones de orden personal, de partido, evidenciando tendencias al favoritismo e inclinaciones en función de alguno de los restantes poderes del Estado. Por esta razón es mejor dejar la  apreciación de las causas “a cara o seca” antes de ponerlas enteramente en manos de jueces proclives a las desviaciones en el ejercicio de su función hacia uno u otro lado. Pero  la opinión de 12 hombres honestos da todavía una mayor expectativa de poder hacer justicia que librar la cuestión al azar”(
). 

d) La descentralización y la apertura a las sociedades locales y regionales. 

Hay que ser perspicaces en el hecho de que la descentralización no camina automáticamente de la mano con una acción proba de sus gobernantes. Al contrario, como ha ocurrido en la década pasada, en Argentina y en estos días en Brasil, la descentralización puede ser sólo un cauce para la desconcentración de las mafias de la corrupción y el traslado a las sedes subnacionales de la incompetencia del gasto público que puede terminar hasta multiplicando la deuda pública. 

La clave para evitarlo -de cara a una política pública que promueva la probidad- radica en institucionalizar dos componentes en la formación de los novísimos gobiernos subnacionales: el nacimiento de una empleocracia estatal regional de alta calidad y la apertura de las gestiones de gobierno a la participación ciudadana.           

e) Reforma de los sistemas de contratación y adquisiciones del Estado.

Requerimos con urgencia eliminar todas las leyes y normas que crean diversos subterfugios y enredos para eliminar la transparencia en los sistemas de contrataciones y adquisiciones del Estado. Se impone una nueva ley que obligue en todos los niveles del Estado a generalizar los concursos públicos y licitación para las adjudicaciones de obras, compras estatales y servicios públicos. El objeto de esta reforma es marchar a las compras estatales a gran escala, pero con una rigurosa normatividad que garantice la transparencia.  

La ley de contrataciones aprobada en el Congreso en el año 2004 terminó institucionalizando diversas modalidades como las situaciones de urgencia, desabastecimiento inminente, contratos personalísimos y otros mecanismos que la burocracia estatal y los funcionarios de confianza aprovechan para favorecer a un pequeño grupo de empresas, cobrar cuantiosas coimas y evitar así que el Estado sea escenario de competencia libre para que aquella empresa que ofrece el mejor producto y al precio más bajo en el  mercado sea quien se adjudique la buena pro de una adjudicación. Y es evidente que a mayor competencia en el mercado de contrataciones estatales, menores costos en la prestación de servicios y precio de los bienes adquiridos, lo cual favorece a una política de austeridad.

Se requiere establecer obligaciones precisas para que sean generalizados los medios electrónicos en las compras estatales, empezando porque todas las dependencias estatales estén integradas por redes electrónicas para crear un mercado virtual de oferta y demanda en todo el Estado. Por ejemplo, de la misma manera como el Ministerio de Economía y Finanzas ha creado un sistema automatizado para monitorear la elaboración y ejecución de los presupuestos participativos; podría crearse en Lima y varias ciudades del país una ventana electrónica abierta donde las empresas tienen acceso a todos los procesos de licitación pública.

Es imprescindible que una nueva ley de contrataciones responsabilice a las autoridades elegidas por el incumplimiento de llevar a cabo licitaciones públicas o cuando se descubren actos de corrupción. Debe quitarse el velo por el cual, en la práctica, los alcaldes, sus familiares y entorno de confianza operan casi todas las compras estatales, pero descargan su responsabilidad en funcionarios de menor confianza, fomentando así la impunidad en este tipo de delitos, los más comunes en la administración pública.   

f) Hacia el subsidio directo en los programas sociales. 

El cambio fundamental que debe darse en programas sociales como el Programa del Vaso de Leche, los comedores populares y otros mecanismos similares de atención social a los sectores más pobres es el del subsidio directo por el indirecto eliminando todos aquellos procedimientos burocráticos y de intermediación donde se genera la corrupción, desde aquella que se prolifera en el sistema confuso de contrataciones hasta la distribución donde participan las organizaciones sociales de base. Esta reforma permitirá que el potencial beneficiario perteneciente a los sectores más pobres reciba directamente en dinero la ayuda social, pero paralelamente esté sometido a mecanismos de evaluación sobre los avances en materia educativa, salud y desarrollo físico de los niños o adultos que reciben la ayuda social.

En el fondo esta concepción subyace en el programa “Juntos” del gobierno del presidente Alejandro Toledo, pero se hace de una manera bastante improvisada y con una clara intención electoral. Pero en todo caso este debería ser un tema de la agenda electoral, ya que una reforma de esta envergadura debería implementarse desde los inicios del nuevo gobierno. Por ejemplo, el traslado del subsidio directo y el sistema de control debería ser administrado por un ente completamente autónomo del Estado aunque férreamente controlado por la Contraloría y la sociedad civil para evitar nuevas formas de clientelismo y fugas de los recursos del Fisco.                            
g) La transparencia y la obligatoriedad de la rendición de cuentas.        

Hasta ahora las normas legales que promueven la transparencia estatal y la rendición de cuentas de las autoridades se han visto limitadas porque no se han establecido mecanismos precisos para ejercerla, con plazos marcados y con sanciones fuertes para aquellos que incumplan con llevarlas a cabo. 

La ausencia de reglamentación precisa que se debe pues a la falta de voluntad política de las autoridades por crear sistemas locales y regionales de transparencia estatal, limitando ese accionar a páginas web que ofrecen muy poca información de carácter general. 

En el caso de los procesos de rendición de cuentas, en la mayoría de los casos se realizan de manera sorpresiva o para realizar meroproselitismo por parte de alcaldes y presidentes de gobiernos regionales. Sin embargo, esta crítica no es óbice para destacar algunos procesos positivos ejemplares que deberían replicarse en todo el país.

En este campo la Contraloría General de la República debería de monitorear con mayor celeridad y mano dura estos procesos de transparencia estatal y rendición de cuentas como parte de una acción preventiva para reducir la corrupción a su mínima expresión obligando a que cada Concejo Municipal o regional reglamente su procedencia, estableciendo responsabilidades precisas. Pero adicionalmente somos de la opinión, por ejemplo, de que la ausencia de rendición de cuentas reglamentadas por los respectivos concejos debería ser causal de vacancia de una autoridad, lo cual debe llevar a una modificación de las leyes de descentralización y de la Ley Orgánica de Municipalidades.         

h) Meritocracia y probidad en la burocracia estatal.              

El capital humano heredado de una institucionalización de la transparencia y probidad estatal debe ser una nueva burocracia del Estado en reemplazo de aquella que hemos heredado del sistema republicano. Aquí pervive por siglos la llamada “corrupción sistemático-administrativa”, aquel dolo de menor cuantía que se realiza por la ejecución de diversos trámites en el Estado. 

La obsoleta Ley de Bases de la Carrera Administrativa 276 que se promulgó a mediados de la década del 80 no se propuso crear esta cultura de probidad y de méritos. Fue una norma que sacralizaba los derechos y deberes de los trabajadores del Estado, promovía su ascenso vegetativo, pero no promovía en la mente de la burocracia la disposición para ser guardianes y ejecutores probos de los recursos del Estado. Pero es justo también reconocer que la ley mencionada no plantea incentivos a los empleados públicos que denuncian actos de corrupción o promueven iniciativas de cambio institucional. La ausencia más notoria radica en que esa ley no resguardaba el puesto de un trabajador cuando éste denunciaba un acto de abierta irregularidad, lo cual a su vez crea una conciencia de sumisión ante la autoridad o los jefes superiores.      

Se requiere, pues, un paquete de normas que modernicen la carrera administrativa y que dentro de esta reingeniería promuevan la cultura de transparencia y la probidad de los funcionarios y trabajadores del Estado. En esta perspectiva es que la promoción de la carrera por méritos de un trabajador que ingresa a la carrera administrativa pública debe de ir de la mano con su participación permanente en actos de probidad y vocación de servicios para fomentar la celeridad de un trámite administrativo. La competencia entre miles de trabajadores por ascender en un cargo debe tener un alto componente en el puntaje obtenido por la honestidad del trabajador. Así pues en el legajo de un empleado no sólo debe consignarse sus errores, tardanzas y faltas administrativas, sino también su predisposición por luchar contra la corrupción.           

2. Límites de la Nueva Ley Orgánica de Municipalidades. 

La exposición amplia de la problemática de la corrupción realizada en los capítulos anteriores nos llevan a plantear una pregunta fundamental: A poco menos de tres años de promulgada, ¿ofrece la nueva Ley Orgánica de Municipalidades 27972 instrumentos eficientes para evitar la corrupción y generar un sistema de transparencia local? 

Desde nuestro punto de vista sí y no. A juzgar de estos tres años de gestión con una nueva ley consideramos que los mecanismos legales son insuficientes o limitados aunque los amplios mecanismos de participación que ofrecen abren la posibilidad para la creación de una sociedad vigilante de las autoridades y funcionarios. Pese a ello la actual Ley de Municipalidades no superó el “alcaldismo” de la anterior Ley Orgánica Nº 23853” que rigió entre 1981 hasta el año 2003. Incluso en muchos casos se ha retrocedido con respecto a la normatividad anterior. 

Los legisladores elaboraron y aprobaron la nueva ley estableciendo numerosos mecanismos de participación, tales como el presupuesto participativo, la participación en el Consejo de Coordinación Local, las juntas vecinales y una serie de derechos de participación y control. Sin embargo, ese avance normativo se contradice con un ostensible retroceso en relación a la excesiva concentración de poder en el alcalde que ya era evidente en la Ley 23853.  Conceptualmente, la nueva Ley 27972 avanzó significativamente en superar el prototipo de comuna que reduce su accionar a la prestación de servicios, reemplazándola por un concepto más amplio y moderno que pone el centro de atención en el rol promotor del desarrollo local para lo cual abre formalmente las puertas a la participación ciudadana.  

El problema es que en la implementación práctica de la ley tarde o temprano se presentan dos tendencias contradictorias: Por un lado, la ley obliga a convertir a los ciudadanos en protagonistas del desarrollo distrital o provincial, pero pronto ese ejercicio democratizante colisiona con los diversos actos del llamado “alcaldismo”. Muchas veces la propia población acostumbrada a tratar directamente con el alcalde tiende a desestabilizar los mecanismos de concertación y participación creados por ley, reproduciendo con otras formas las tradicionales relaciones clientelistas.

Veamos en términos sistemáticos cómo se producen estas contradicciones en la ley, en lo relativo a la necesaria fiscalización del poder local de turno: 

a) Limita el rol fiscalizador y la producción normativa del Concejo Municipal.
La crítica de los constitucionalistas al presidencialismo podría encontrar mayores razones para marchar al parlamentarismo por el hecho de que el “alcaldismo” -no otra cosa que la herencia presidencialista en el gobierno local- multiplica la concentración de poder en desmedro de los órganos legislativos. Si en el ámbito de las relaciones entre el Ejecutivo y el Parlamento, cada vez existe un mayor consenso respecto a que la figura del Primer Ministro prácticamente no existe porque es el presidente el que concentra las decisiones; en el gobierno local el Concejo Municipal no puede siquiera censurar a un gerente (que sería el equivalente a un ministro). 

Sin embargo, el Parlamento en el Perú sí puede censurar a un ministro. En las municipalidades en cambio el Concejo Municipal sólo puede censurar al gerente municipal por acto doloso o falta grave, lo cual en la práctica hace imposible esta atribución. Este retroceso de la Ley 27972 con relación a Ley 23853 donde sí podía el Concejo Municipal censurar a cualquier funcionario de confianza del alcalde, en el fondo atenta contra la fiscalización, puesto que en situaciones muy graves la acción acusatoria de los regidores debe llevar a una censura, tal como ocurre en el Congreso de la República.           

El rol fiscalizador de los regidores queda también limitado cuando por los vacíos de la ley se ha interpretado que los concejales no pueden investigar actos dolosos a través de comisiones para luego proponer acciones de control al órgano competente. Nos preguntamos entonces: ¿Se puede fiscalizar sin investigar? 

Este retroceso es igualmente consustancial al hecho de que la ley sólo le da la atribución al alcalde para ordenar al auditor la realización de acciones de control ante una evidente irregularidad. Si bien es cierto que el Concejo Municipal puede recomendar al alcalde para que ordene una acción de control, en los hechos esto nunca se produce porque la mayoría que tiene el titular del pliego casi siempre impedirá una acción de esta naturaleza. (Ver caso 14).       

Colateral a lo anterior, la ley tampoco obliga a los alcaldes a someter a la orden del día las iniciativas legislativas de los concejales, en especial de las bancadas de minorías. El efecto es que la generación de las normas en realidad descanse casi en un 90% en los funcionarios de confianza del alcalde, reduciendo a su mínima expresión la producción normativa del Concejo Municipal.   

b) Impide o retrasa el acceso a la información a los regidores.  

El inciso 22 del Artículo 9 de la nueva Ley Orgánica de Municipalidades es un grave retroceso y profundamente inconstitucional. El inciso dice a la letra que es atribución del Concejo Municipal “autorizar y atender los pedidos de información de los regidores para efectos de fiscalización”. El artículo no tiene sentido porque en las municipalidades no hay información de carácter secreto, salvo las establecidas en el Código Tributario. 

En un Estado donde predomina la “cultura del secreto” los legisladores debieron tener más bien la audacia de proponer un artículo con la siguiente redacción: “Amonestar a los funcionarios en una primera instancia cuando no se entregue la información solicitada por los regidores y ejercer el derecho a censura en segunda instancia cuando se reitere la negativa a proporcionar la solicitud presentada por escrito y en el plazo establecido por el Reglamento Interno del Concejo Municipal”. En ese caso los legisladores hubieran actuado a la vanguardia del derecho municipal y no ponerse a la cola del tradicional interés de los alcaldes por restringir la información a los miembros del Concejo Municipal.     

Lo grave de este inciso 22 del Artículo 9 de la Ley 27972 estriba en que termina rebajando la investidura de un regidor por debajo de cualquier ciudadano común y corriente a tenor del derecho constitucional que le asiste según dice a la letra el Artículo 2 incisos 4, 5 y 6 de la  Constitución de 1993: que la libertad de acceder a la información “sin expresión de causa” “sin previa autorización ni censura ni impedimento alguno bajo las responsabilidades de ley”. Por esta razón la Constitución creó el recurso de hábeas data para garantizar ese derecho. 

Por eso es que la Ley de Transparencia y Acceso a la Información no establece que el pedido de un ciudadano por tener acceso a una información de Estado requiere previamente la autorización de algún órgano colegiado o entidad. Simplemente obliga al Estado a entregar la información en un plazo de siete días. ¿Por qué entonces tendría un regidor que necesitar la autorización del Concejo? 

Es un gran contrasentido cuando en realidad la Ley Orgánica de Municipalidades debió legislar sobre mecanismos más rápidos para que tanto los regidores como ciudadanos tengan una extendida información en sus manos en el menor tiempo y costo posible.

Todo lo anterior no entra en contradicción con la razonable necesidad que los concejos municipales reglamenten los plazos para que un funcionario prepare la información para ser entregada. 

Por ejemplo, es evidente que un informe sobre la evaluación tributaria anual requiere un tiempo mayor que una simple copia de un expediente administrativo. Y así como nadie puede poner cortapisa alguna al derecho que tiene cualquier ciudadano o autoridad por tener a la mano información de alguna dependencia estatal, tampoco se puede exigir a un funcionario que entregue una información compleja en un tiempo muy corto. Pero en ningún caso el Concejo puede tener la atribución de “autorizar” los pedidos de información, cuando en realidad el verbo que debió ser utilizado por los legisladores era “facilitar” o “reglamentar los tiempos de entrega” de las solicitudes.                                 

La realidad de estos tres años, desde que se publicó la nueva LOM, ha mostrado pues como equivocada la sentencia del Tribunal Constitucional que declaró infundado un recurso de inconstitucionalidad  presentado el 11 de julio del año 2003 por la Municipalidad Provincial de Sullana, demandando la inconstitucionalidad del inciso 22, Artículo 9, de la Ley N° 27972, Ley Orgánica de Municipalidades (LOM). 

En los fundamentos de la mencionada sentencia el TC distingue los perdidos de información que solicitan los ciudadanos de las solicitudes de información que por sus propias funciones realizan los regidores. Señala que “no se trata, por consiguiente, de impedir arbitrariamente que un regidor pueda cumplir su rol fiscalizador, sino de facilitar que, tras una sensata merituación del pedido formulado, pueda el Concejo asumirlo como suyo a fin de efectivizar el mandato constitucional o, en su caso, descartar aquellas solicitudes que no permitan cumplir dicho cometido”(
). 

El problema de los magistrados es que han emitido su sentencia imaginando que el sistema municipal peruano funciona con normalidad y que es común que los concejos y funcionarios entreguen los pedidos de información a los regidores, lo cual es completamente falso. Incluso en muchos casos, los alcaldes y su entorno vienen aprovechando la existencia del mencionado inciso 22 del Artículo 9 de la Ley Orgánica de Municipalidades (LOM) para no informar o dilatar el informe en la estación de despacho de las sesiones de Concejo sobre los pedidos de información de los regidores.                  

Por lo tanto, lo que la LOM debió establecer no es tanto la potestad del Concejo Municipal de autorizar los pedidos de información de los regidores con fines de fiscalización, sino debió normar la obligatoriedad de los reglamentos internos en cada municipio para fijar plazos o tipificar los tipos de información requerida para que de acuerdo a la realidad de cada provincia o distrito, los funcionarios procedan obligatoriamente a entregar las solicitudes. Esto debió ser así porque en las municipalidades no existe ningún tipo de información que pueda ser negada, salvo las contenidas en el Código Tributario.       

c)  El “alcaldismo” versus el espíritu participativo de la ley.

Estos dos años de práctica municipal en el marco de la Ley 27972 ha corroborado la manera en que los positivos mecanismos de participación y concertación que establece la nueva ley edil terminan tarde o temprano en colisión con la dinámica alcaldista de la ley, una expresión del presidencialismo en el gobierno local a través del cual se heredan todos los vicios. 

La herencia caudillista de nuestra República durante siglos convivió con otra herencia cultural: el clientelismo. Esta práctica también viene de la época colonial, sobre todo cuando el rey Felipe II estableció la venta de oficios en la colonia a fin de obtener una renta y para impedir que los virreyes usaran los cargos públicos como premio a su clientela. Sin embargo, dicha medida no frenó la corrupción sino que generó nuevos métodos para la especulación y venta de empleos. 

De algún modo, la concepción del poder en el Perú se forjó a partir de las relaciones clientelistas. Todo no se conseguía previo trámite ante el Estado, sino mediando a través de los gremios poderosos o de vínculos estrechos con los gobernantes. Los caudillos no sólo disponían de los caudales públicos como propios si no que los usaban como medio de intercambio. Esta tendencia negativa en el Estado contaminó los fueros municipales al extremo porque durante siglos los alcaldes fueron elegidos a dedo por gobiernos militares e incluso civiles que no se atrevieron a dejar en manos de la soberanía popular. 

De este modo, el municipio fue el vehículo más cercano a la población que el caudillismo militar y civil tuvo para crear clientelas y diversos mecanismos prebendarios de relación entre el Estado y la sociedad. El alcaldismo no es un simple modo de gobernar autoritaria, sino una forma como el Estado se relaciona con la población y que culturalmente esta muy acendrada en nuestros ciudadanos. 

Cuando los legisladores elaboraron la Ley 27972 creando mecanismos como el presupuesto participativo, el Consejo de Coordinación Local, la concertación para elaboraron el plan de desarrollo y cerca de 16 derechos de participación y control ciudadano creyeron ilusamente que podían convivir en el gobierno local dos culturas: la práctica de la planificación estratégica participativa con la práctica autoritaria y clientelista que consagra y profundiza esta ley en lo que hemos denominado “alcaldismo”. 

Y al final muchos de los mecanismos participativos se vienen convirtiendo en remedo de participación de la sociedad civil o saludos a la bandera. Sin embargo, hay saludables excepciones cuyo punto de partida exitoso empieza por la voluntad política de los alcaldes de superar esa nefasta tradición a la que hemos aludido.  

Paula Muñoz Chirinos acuña aquí una acertada frase sobre el carácter de la LOM: “Sin controles internos, más ´alcaldistas´ que nunca”. Añade más adelante que “las leyes vigentes introducen elementos puntuales que impactan negativamente en las correlaciones internas de poder del gobierno local, acentuando sus rasgos alcaldistas vía el reforzamiento de la discresionalidad y poder ejecutivo en relación con el concejo”(
).                    

d) Sistema de mayorías que impide la pluralidad en los concejos municipales. 

Por otro lado, la Ley 27972 y las leyes electorales para elegir autoridades locales aun cuando siguen un modelo presidencialista son extremadamente mayoritario, otorgando un poder muy elevado al alcalde en detrimento de la función esencial del cuerpo deliberante, es decir el Concejo Municipal. Este sistema electoral erosiona el sistema de pesos y contrapesos a nivel local porque delimita extremadamente el rol de la oposición al diseñar un concejo local dominado por la agrupación política del alcalde. La oposición siempre acaba estando infrarepresentada en el concejo, de manera que se reduce la efectiva labor de ésta. Los limitados pesos y contrapesos en el proceso político de los gobiernos municipales afectan directamente al rendimiento de estos y a la largan maniatan cualquier intento de institucionalizar sistemas de transparencia y participación. 

En efecto, el sistema de elección de las autoridades locales, aún cuando tiene características propias de los sistemas parlamentarios, posee algunas de las críticas hechas a los sistemas presidenciales. Entre ellas, que los presidencialismos incorporan una lógica donde “el ganador se lo lleva todo”, lo cual no favorece a la gobernabilidad  democrática. La principal crítica a esta lógica es que desincentiva la construcción de coaliciones de gobierno y la búsqueda de acuerdos con la oposición. Características estas que pueden observarse en el modelo local peruano.

Colateral a lo anterior, no parece incidir en la eficiencia del Concejo Municipal y de un sistema de contrapesos, sobre todo en aquellas municipalidades con más de siete regidores el hecho que la ley reitere la tradición por la cual el alcalde es a la vez el presidente del Concejo Municipal, con lo cual la propia dinámica de los acontecimientos lleva a que el Concejo sean una caja de resonancia de las iniciativas de los funcionarios de confianza del alcalde en detrimento de las comisiones de regidores. De este modo, el debate en las sesiones de concejo está sesgada por la tendencia de las lealtades extremas al alcalde y la tendencia igualmente extrema de la oposición por oponerse a todo aquello que proviene del alcalde o su entorno más cercano.

e) No existe una tipología de municipalidades según su escala de población.           

Debe modificarse la Ley Orgánica de Municipalidades 27972 incorporando un capítulo sobre la categorización en base al tamaño de su población. Como en otros países y de acuerdo a nuestras particularidades deben establecerse las siguientes categorías quizá tomando como base las escalas de población que ha hecho el Informe de Desarrollo Humano del PNUD el año 2005. Según este estudio la “justificación del uso del tamaño poblacional como criterio de clasificación es que permite diferenciar en pocas categorías, aceptablemente sólidas, escalas económicas funcionales al objetivo central de analizar los procesos de desarrollo local y la competitividad y ambos fenómenos tienen una fuerte relación con la dimensión de la población”(
).  

Añadiríamos que aquellas escalas también permitirán legislar específicamente en cada caso para los regimenes de gobierno, formas de elección, mecanismos de control, entre otros aspectos permita un funcionamiento mejor de las municipalidades.

Según la escala propuesta por el PNUD, una modificatoria de la ley municipal establecería la siguiente tipología de municipalidades: 
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Tipo de municipalidad Poblacion total Total de distritos

Lima Metropolitana Régimen 7775, 138
Especial
Ciudades capitales
de 100 mil habitantes a mas

Ciudades intermedias ) o
de 20 mil a 100 mil habitantes. 3371, 050 92 distritos.

Ciudades urbano-rurales
de 5 mil a 20 mil habitantes.

Pueblos rurales,
menos de 5 mil habitantes.

Con 43 distritos.

67416, 929 96 distritos.

7°006, 919 643 distritos.

2179, 036 952 distritos.

Fuente: Tomado de la base de las escalas de la poblaciéon del PNUD.



                       

A cada jerarquía poblacional le correspondería una forma específica de control dentro de un sistema único municipal y de control nacional. Esta tipología permitirá que aquellas municipalidades con más de 250 mil habitantes tengan necesidad de contar con una contraloría municipal, a nivel provincial, pero en el marco normativo único nacional de control. Ese cambio institucional no sólo permitiría que los órganos de control actúen de acuerdo a la realidad de cada provincia, sino también podrían diseñar estrategias de prevención eficaces, así como la permanente capacitación de los funcionarios. 
Finalmente, como hemos demostrado en los capítulos anteriores, la categorización también incidirá en mejorar la calidad del gasto público y particularizar las normas del presupuesto público.                           

f) No hay independencia de los órganos de control institucional.

El excesivo poder que tiene el alcalde tiende a fortalecerse porque la Ley 27972 ha cuidado que el Órgano de Control Institucional dependa del titular del pliego y no tenga casi ningún nivel de conexión con el Concejo Municipal y las diversas instancias de participación ciudadana. Los auditores dependen de la esfera administrativa vertical que supone la ley y so pretexto de la reserva que tiene que existir en las diversas acciones de control que realiza, lo cierto es que el grado de independencia se reduce a la mínima expresión. Hasta ahora los auditores son pagados por las municipalidades y en el caso de que exista necesidad de una acción de control urgente la decisión dependerá casi exclusivamente del alcalde.

Esta situación se ve agravada porque hasta el año 2005 de un total de 2,500 auditores existentes, aproximadamente, en todas las dependencias estatales, cerca de 700 se encontraban con el rango de encargatura, es decir son nombrados a dedo por alcaldes, presidentes de gobiernos regionales, ministros y presidentes de directorios de empresas. Según información obtenida en la Oficina  de Control Institucional(OCI)-Central de la Contraloría, cuyas oficinas se encuentran ubicadas en San Isidro, esto se debe a una falta de presupuesto para que la Contraloría pueda pagar directamente las remuneraciones de los alcaldes y organizar 700 concursos públicos para designar a nuevos auditores. Es decir, “el remedio terminó peor que la enfermedad” porque ni los alcaldes, parlamentarios y presidentes de gobiernos regionales están dispuestos a exigir que el Congreso apruebe una partida presupuestal específica para que la Contraloría no sólo asuma directamente la remuneración de los auditores, sino que se produzcan ejemplares concursos para designar profesionales probos en esta área. En este caso, queda pues en evidencia que existe un pacto implícito en todos los partidos para que la plena independencia de la Contraloría y sus auditores fortalezcan el sistema anticorrupción en el Estado. 

Ahora bien, la falta de independencia de los órganos de control en las municipalidades no sólo proviene de una mala formulación de la Ley Orgánica de Municipalidades 27972 en este ámbito, sino por la concepción misma y la forma como está organizado todo el sistema de control peruano. Aquí encontramos las siguientes observaciones graves a este sistema: 

1) Está casi institucionalizada la costumbre de realizar fiscalizaciones posteriores cuando los delitos ya están consumados y cuando las autoridades y funcionarios ya borraron las huellas de los delitos cometidos. Si bien la ley de control y su reglamento sí contemplan las posibilidades de realizar acciones concurrentes y preventivas, en los hechos las oficinas de control se preocupan casi sólo de realizar las acciones de control posterior.     

2) La Contraloría ha organizado una Gerencia de Participación Ciudadana a nivel central con un interesante sistema de denuncias cuando en realidad ese sistema participación debiera funcionar en cada órgano de control. En este caso, otra vez se presenta un cuello de botella a nivel central que convierte en ineficiente y lento el sistema. 

3) La concepción de control de los auditores si bien reconoce la necesaria investigación de todos los actos de autoridades y funcionarios pone casi siempre el énfasis en los hallazgos económicos del delito, lo cual es fundamental y prioritario, sin embargo descuida el hecho de que los sistemas de corrupción empiezan muchas veces con la corrupción normativa para tratar de establecer un blindaje ante los diversos actos dolosos. 

4) En una situación de generalizada corrupción, la Contraloría no se perfila como una institución débil para derrotar el delito si no tiene capacidad de sanción preventiva o de suspensión de actos administrativos o contractuales, tal como ocurre en otros países. En un sistema tan engorroso como el Poder Judicial y el Ministerio Público, la Contraloría debería tener capacidad para suspender un contrato o recomendar el cambio de un funcionario cuando hayan evidencias claras del delito y sobre todo cuando éste incida en gran daño a la comunidad. No nos referimos a que el Contralor tenga capacidad para tipificar o sentenciar, sino a suspender una acción cuando las evidencias así lo ameriten.      

5) No hay vasos comunicantes entre las acciones de control que realizan los auditores y/o sociedades auditoras con la responsabilidad de fiscalización que le compete a los regidores y juntas vecinales. De lo contrario una razonable comunicación entre ambos roles bien podría acelerar la búsqueda de hallazgos de dolo o descartarlo rápidamente cuando no exista ninguna prueba o indicio de delito o irregularidad. Por ejemplo, si bien debe respetarse la necesaria fase de reserva de una investigación esta debería contemplar una etapa (15 o 30 días) donde se recepcionan las denuncias de los ciudadanos e instituciones para pasar luego a la indispensable etapa reservada.      

Esta forma de actuación de los órganos de control parten del supuesto de una “situación de normalidad” en el Estado y no de una “situación de corrupción sistémica generalizada”. Por eso en muchos casos los informes de control terminan atenuando el delito, obviándolo deliberadamente o descubriéndolo muy tarde. En suma, es el sistema de control light que la corrupción añora para perpetuarse por mucho tiempo. 

g) No existe pluralidad de instancias para resolver apelaciones. 

En contraposición a la Ley 23853, la Ley 27972 so pretexto de dar celeridad a los expedientes de apelación ha quitado la potestad a los concejos municipales y las municipalidades provinciales para ser la última instancia de apelación. Ahora la pluralidad de instancias sólo se permite en casos tributarios ante el Tribunal Fiscal. En otros casos ha quitado la potestad a las municipalidades provinciales para ser una instancia de apelación de un expediente resuelto en los distritos(
). Lo absurdo es que el alcalde delega a determinadas gerencias de su confianza la potestad de resolver en primera y segunda instancia los recursos de apelación o revisión, pero el mismo se reserva el derecho de ser la última instancia de apelación. Lo que en realidad debieron hacer los legisladores es aplicar los principios de la simplificación administrativa, tales como el silencio administrativo negativo y positivo; sanciones a funcionarios que paralicen expedientes, disminuir procedimientos, precisar plazos específicos para superar los errores de la ley anterior. Pero no se puede en nombre de la celeridad aumentar el poder del alcalde y los funcionarios de su entorno               

3. Cambios institucionales en pro de la transparencia en los gobiernos locales.

Independientemente de las propuestas que hemos hecho anteriormente, una agenda  anticorrupción en las sociedades locales requiere de un tratamiento integral, por lo menos en cuatro ámbitos: 1) La reforma de la Ley Orgánica de Municipalidades 27972 y los sistemas de control en el ámbito local. 2) El perfeccionamiento de los reglamentos internos del Concejo Municipal y los reglamentos de organización y funciones. 3) Una sostenida iniciativa desde la sociedad civil para convertir a las diferentes expresiones de la ciudadanía en el pilar fundamental de una estrategia de transparencia y vigilancia ciudadana. 4) Incidir en la mejora de la calidad educativa para convertir a la comunidad formada por padres de familia, maestros y escolares en el principal generador de valores positivos contra la corrupción.

A continuación formularé propuestas fundamentales en cada uno de estos ámbitos de intervención. En este capítulo me detendré en los cambios a la ley municipal, el sistema de control y los reglamentos internos para reservar un capítulo especial de lo que he denominado el “Sistema de Transparencia y Vigilancia Ciudadana” y complementariamente el rol de la educación en esta gesta.          

LA REFORMA DE LA LEY ORGÁNICA DE MUNICIPALIDADES 27972       

A menos de tres años de cumplirse la promulgación de la nueva Ley Orgánica de Municipalidades 27972 existe una sostenida opinión nacional en todas las ciudades del Perú en pro de realizar modificaciones sustantivas a la misma. En la Comisión de Gobiernos Locales ya se han presentado 35 proyectos de reforma de artículos, varios de los cuales han sido aprobados. Los cambios que se proponen abarcan varios ámbitos, desde el tema de las competencias, relación con los centros poblados, la responsabilidad ambiental, etc. Sin embargo, en este caso me limitaré a analizar y proponer aquellos cambios en la ley que permitan mejorar el desarrollo de una propuesta de transparencia en las municipalidades provinciales y distritales.    

a) Contrapesos y división de poderes en el “Estado local”.  

Sin tratar de afectar la necesaria autoridad que debe tener el alcalde al frente de las municipalidades, el tránsito de un régimen jerárquico a un verdadero equilibrio de poderes que supere el presidencialismo debe afectar también las relaciones de poder en los gobiernos regionales y locales para revertir el despotismo, pero cuidando que esta reforma sustancial no termine en un estéril enfrentamiento o asambleismo que, como remedio, podría ser peor que la enfermedad del alcaldismo en los gobiernos locales.  

Propiamente se trata de dejar intactas las potestades de la primera autoridad local como titular del pliego y en la conducción ejecutiva cotidiana pero aumentado las competencias del Concejo Municipal y las instancias participativas para ejercer el control de los actos de gobierno y el poder real de los regidores a nivel normativo y de fiscalización. Por lo tanto, si bien estos cambios pueden ponerse en práctica modificando la Ley Orgánica de Municipalidades 27972 (Títulos II y III) deben tener una lógica concordante con una reforma de nuestro régimen político a través de una reformar constitucional para marchar al parlamentarismo, quizás la más importante que el Perú necesita en los próximos años.  

He aquí algunas propuestas que deberían instaurarse para aquellas municipalidades provinciales y distritales que sobrepasen la cantidad  de 100 mil electores:

1) El alcalde no debería presidir el Concejo Municipal, sino un teniente alcalde encargado exclusivamente de esta función y de establecer las relaciones entre el Concejo y el ejecutivo municipal liderado por el alcalde. Un segundo teniente alcalde sería el encargado de presidir las juntas vecinales, tal como ya lo establece los artículos 107 y 108 de la Ley 27972. Esta reforma ya ha sido planteada en un dictamen desde el año 1998 en el Congreso, pero aún no ha prosperado.

2)   Se debe prohibir la reelección de los alcaldes. Sin embargo, debe ampliarse el mandato de gobierno de cuatro a cinco años.

3)   La reforma anterior no le quita el derecho al alcalde a través de sus funcionarios para generar iniciativas legislativas en el Concejo Municipal, pero perderá el derecho discrecional para decidir la agenda legislativa del Congreso que es competencia exclusiva del cuerpo de regidores y del teniente alcalde que lo preside.       

4) El Concejo Municipal puede interpelar al gerente municipal y a cualquier gerente, jefe  de línea y al propio auditor de la municipalidad por votación de mayoría simple. Análogamente a la tradición parlamentaria este es mecanismo de control que como derecho de las minorías (un tercio de firmas) funciona en países como Colombia.
5)   Debe institucionalizarse el derecho normativo de las minorías en el Concejo. Cuando el 30% de regidores presentan un proyecto de ley o acuerdo de concejo, la comisión o funcionario respectivo está obligado a emitir dictamen u opinión técnica sobre el proyecto y el presidente del concejo en un plazo de 30 días para someterlo a debate del Concejo Municipal con o sin dictamen o informe técnico.        
6) El auditor de la municipalidad debe ser ratificado por el Concejo Municipal de una terna de tres presentada por el alcalde y con los mismos requisitos que hoy establece la ley Orgánica de Control. Esta figura también funciona en Colombia con éxito.

7) Con la firma del 20% del número legal de  los regidores procede que el Órgano de Control Institucional ejecute obligatoriamente una acción inmediata de control, siempre y cuando los regidores presenten  los indicios razonables debidamente documentados.        

8) No debe existir el sistema de mayorías para elegir regidores a los concejos municipales. Debe optarse por el sistema proporcional que distribuye los escaños municipales en función de “tantos escaños como votos obtengan los partidos políticos”.                

b) Anular las restricciones al derecho de información.

Antes que preocuparse por autorizar la entrega de información a los regidores, tal  como lo establece el inciso 22 del Artículo 9 de la Ley 27972, el Concejo Municipal debería tener la potestad de interpelar a los funcionarios de cualquier nivel que bloqueen o restrinjan este derecho a un  regidor o ciudadano cualquiera en el marco de los derechos constitucionales y la Ley de Transparencia. En todo caso, el Concejo Municipal debe normar tres aspectos fundamentales para que fluya esta información: 

Primero, el reglamento interno del Concejo Municipal debe clasificar los tipos de información a ser entregados por los funcionarios para así determinar el plazo en que obligatoriamente el respectivo funcionario entregue una información solicitada por un regidor o ciudadano a través de la secretaria municipal en el primer caso y la unidad de trámite documentario en el segundo caso. En ningún caso el plazo para la entrega de los diversos tipos de información debe ser menor de tres días ni mayor de 30 días útiles. En las municipalidades no hay información reservada o secreta, salvo las de carácter tributario establecidas por el Código Tributario.         

Segundo, se debe evitar que los costos de acceso a copias por documentos de información sean excesivamente onerosas, lo cual desincentiva la demanda de información. Por esta razón la ley debe obligar a la entrega gratuita de las copias de documentos de carácter simple y al 50% (por cada página) del valor de la moneda nacional para la información certificada o fedateada que se solicita. En este caso, el análisis de costo-beneficio para tomar esta decisión es que el costo por mantener ciudadanos bien informados a la larga se retribuye porque aquello origina mayor  ciudadanía, un componente fundamental de las sociedades locales abiertas y libres. Tercero, el índice de acceso a la información y la responsabilidad del funcionario encargado de velar por el acceso a la misma debe incorporarse en los planes anuales de fiscalización preventiva y posterior, sobre todo en lo que se refiere al mantenimiento permanente de la información que se emite al público en la página web.        

c) Restitución de la pluralidad de instancias.   

El título III “De las Normas Municipales y Procedimientos Administrativos”, el Capítulo II y el subcapítulo III en el Artículo 50 de la Ley 27972 deben ser reformulados porque en  términos prácticos anula el principio de “pluralidad de instancias” para resolver procedimientos administrativos. La ley debe restituir la potestad del Concejo Municipal para resolver los recursos de apelación como última instancia y en algunos casos -como en el caso del registro y reconocimiento de las organizaciones vecinales y sociales- delegar esa competencia en las municipalidades provinciales cuando el proceso se inicia en el nivel distrital. En el caso de las municipalidades provinciales el Concejo Municipal siempre se convierte en la última instancia donde se agota el proceso administrativo. 

Para evitar que el restablecimiento de estas competencias implique el regreso a los procesos lentos que tardan hasta un año, la ley debe establecer taxativamente los principios de simplificación administrativa más modernos, así como el uso riguroso del silencio administrativo positivo y negativo. Por añadidura, nótese además que el funcionamiento de contrapesos a través de la separación de poderes entre el Ejecutivo (alcalde-gerentes) y Legislativo (Concejo Municipal) que aquí hemos propuesto será en sí mismo un excelente incentivo para la resolución más rápida de los expedientes administrativos que llegan hasta la fase de apelación.                    

d)  La negación a rendir cuentas como causal de vacancia del alcalde y regidores. 

Crear una costumbre en la autoridad y los regidores para rendir con todo rigor las cuentas de sus actos de gobierno o funciones legislativas y de fiscalización, así como el hábito de los ciudadanos de concurrir a audiencias públicas para escuchar y opinar de un modo constructivo sobre la rendición de cuentas de sus autoridades debe ser acaso la expresión más cabal de una sociedad abierta y donde el gobierno local emana del pueblo. Por ello es importante corregir en la Ley Orgánica de Municipalidades 27972 esta omisión por obligar a que las autoridades rindan cuentas por lo menos una vez al año (Artículos 9, 20, 21, 22 y 23 de la ley). 

Esta reforma de la ley debe incluir tres aspectos sustantivos para evitar que la rendición de cuentas se convierta en una pantomima o en un burdo remedo de transparencia: 

1) La ley debe obligar a su reglamentación a través de ordenanza la publicidad en medios masivos y oficiales y a ser convocada por acuerdo de concejo por lo menos con siete días de anticipación. 2) El incumplimiento del proceso de rendición de cuentas verificado con un informe oficial del auditor ante el Concejo Municipal debe ser causal de vacancia del alcalde o los regidores. 3) El informe ejecutivo resumen de la rendición de cuentas debe ser entregada a los asistentes a las audiencias públicas            

e) Las dietas de los regidores y su obligación de rendir cuentas cada año. 

La ley debe precisar cuatro aspectos en el régimen de dietas para incentivar la labor fiscalizadora y normativa de los regidores: 

1) El depósito mensual del monto de las dietas debe ser automático y a través de la planilla única de cada municipalidad. Esto para evitar el chantaje de los alcaldes y funcionarios para maniatar la labor fiscalizadora de los concejales. 2) La ley debe obligar a que los concejos municipales legislen en sus reglamentos internos el control de la labor de los señores regidores y las potestades de la secretaria municipal de proceder a un descuento mensual cuando no cumplan con sus funciones normadas en el respectivo reglamento interno de cada concejo. 3) En el marco de una ley de remuneraciones de los altos funcionarios y autoridades del Estado se debe de categorizar las municipalidades según tamaño poblacional;  4) La ley deja abierta la potestad a cada municipalidad según su problemática específica para poner en ejecución un seguro de vida para los señores regidores durante el mandato para el que fue elegido.              

f) Los procuradores públicos municipales deben ser designados por concurso público. 

Del mismo modo que se propone fortalecer la independencia de los órganos de control en las municipalidades debemos hacerlo también en el Artículo 29 de la Ley Orgánica de Municipalidades para lograr que efectivamente las procuradurías municipales tengan la suficiente autonomía para “defender los intereses y derechos de las municipalidades” y no los intereses particulares de los alcaldes y funcionarios cuando tienen juicios por casos de corrupción.  

Estos primeros años de puesta en vigencia de las procuradurías nos demuestra que al estar en la esfera administrativa de confianza del alcalde éstas actúan sin poner toda la fuerza en la defensa real del patrimonio de las comunas, lo cual también debilita las posibilidades de gestar un sistema de transparencia, uno de cuyos componentes es la defensa legal frente a los actos de corrupción que se ventilan en el Ministerio Público y el Poder Judicial.

La propuesta es que los procuradores públicos no sean personal de confianza del alcalde, sino dependan administrativa, normativa y funcionalmente del Consejo de Defensa Judicial del Estado. Su designación debe ser hecha mediante concurso público -al igual que el auditor- y su remuneración debe ser entregada por el Consejo de Defensa Judicial del Estado. Para facilitar este objetivo las municipalidades realizan un depósito anual ante dicho consejo, según el monto y presupuesto acordado por el Congreso de la República. 

g) Bajar la valla para la revocatoria de alcaldes y regidores.   

La experiencia de estos años del ejercicio constitucional del derecho de revocatoria sólo puede ser ejercitado y con un gran esfuerzo en aquellas poblaciones con menos de 20 mil electores. En los distritos o provincias con altos volúmenes de electores este derecho se hace inviable porque se ponen barreras muy altas en un doble sentido: 

Primero, el porcentaje  de firmas para solicitar la revocatoria es muy alto, lo cual requiere de una extraordinaria capacidad operativa para lograrlo. Segundo, el porcentaje de votación fijado para la procedencia de una revocatoria es igualmente muy alto (50% más uno de los votos del total de electores de un distrito o provincia)  y casi imposible de alcanzar. La reforma debería abarcar tres aspectos: 

1. Ampliando el mandato de gobierno de los alcaldes y regidores de cuatro a cinco años. En consecuencia, la vacancia sólo debe proceder en el tercer año de gobierno para darle margen de acción a las autoridades electas. 

2. La categorización de las municipalidades también permitirá regular el mínimo de firmas en función del tamaño de la población. A mayor cantidad de población electoral menor debe ser el mínimo de firmas.  

3. La revocatoria debe proceder con el equivalente más uno del total de votos que obtuvo el alcalde cuando fue elegido por votación en las elecciones municipales.           

4.  La contraloría municipal y el sistema único de  control.

En el derecho comparado existe un debate muy rico respecto a la ineficiencia de los órganos de control para frenar la corrupción que deberíamos incorporar en el Perú para el tema municipal a fin de perfeccionar la legislación y la propia Constitución. 

El centro de reflexión se sitúa alrededor del grado de autonomía que deben tener los órganos de control municipal, quién debe designarlos y si aquellos pueden en casos extremos llegar a tener las potestades de suspender determinados actos administrativos (por ejemplo, paralizar una obra ante indicios evidentes de sobrevaluación) que perjudican el presupuesto municipal. Incluso en países como Colombia se ha llegado a un alto nivel de descentralización de los órganos de control a través de la creación de la Contraloría Municipal. Al respecto, es interesante observar en el siguiente  cuadro comparativo entre el sistema municipal de control del Perú y Colombia para deducir qué tan audaces debemos ser los municipalistas peruanos en reformar el sistema de control, cuya ineficiencia es una de las causas de la extendida corrupción que hemos analizado anteriormente. (Ver cuadro 20). 

Destaca en el caso colombiano la existencia de contralorías municipales de carácter autónomo en aquellas municipalidades con una población superior a los 50 mil electores.  No es gratuito que la Ley Nº 136 de ese país al modernizar el sistema en el año 1994 le dedique 17 artículos al régimen de Control Municipal, mientras que la Ley Orgánica de Municipalidades del Perú le dedique sólo un artículo de cuatro párrafos. Quizá el motivo sea el hecho de que el Tesoro Público de Colombia  transfiere mucho más recursos a las municipales que el Perú, lo cual justifica mayor rigidez de los sistemas de control.   

Los legisladores colombianos han ido más allá llegando a precisar lo siguiente (Artículo 165):“Los resultados de indagaciones preliminares adelantadas por las contralorías distritales o municipales tendrán valor probatorio ante la Fiscalía General de la Nación y los jueces competentes. El registro de los funcionarios sancionados como consecuencia de sus actuaciones fiscales será llevado únicamente por la Contraloría General de la República y para esos efectos los contralores distritales o municipales deberán remitir mensualmente la relación de los funcionarios sancionados”. 

Por su parte, la legislación mexicana y venezolana también ha incorporado la figura de contralor municipal como parte de un régimen descentralizado de control. Así  lo establece el Artículo 176 de la Constitución venezolana: “Corresponde a la Contraloría Municipal el control, vigilancia y fiscalización de los ingresos, gastos y bienes municipales, así como las operaciones relativas a los mismos, sin menoscabo del alcance de las atribuciones de la Contraloría General de la República, y será dirigida por el contralor o Contraloría Municipal designado o designada por el Concejo mediante concurso público que garantice la idoneidad y capacidad de quien sea designado o designada para el cargo de acuerdo con las condiciones establecidas por la ley”.
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SUBCAPITULO Il “LA FISCALIZACION YIELE
CONTROL” DE LA LEY 27972 DEL PERU

Articulo 30: El Organo de Auditoria Interna de los
gobiernos locales estd bajo la jefatura de un
funcionario que depende funcional y
administrativamente de la Contraloria General de la
Republica y designado previo concurso publico de
méritos y cesado por la Contraloria General de la
Republica. .
Articulo 30: (Segundo parrafo): “El Jefe del Organo
de Auditoria Interna emite informes anuales al
Concejo Municipal a cerca del ejercicio de sus
funciones y del estado de control del uso de los
recursos municipales. Las observaciones,
conclusiones y recomendaciones de cada accién de
control se publican en el portal electrénico del
gobierno local. En el cumplimiento de dichas
funciones, el Jefe del Organo de Auditoria Interna
debera garantizar el debido cumplimiento de las
normas y disposiciones que rigen el control
gubernamental, establecida por la Contraloria
General como Organo Rector del Sistema Nacional
de Control.

Articulo 30: “La Contraloria General de la Republica
cuando lo estime pertinente podra disponer que el
organo de control provincial o distrital apoye y/o
ejecute acciones de control en otras municipalidades
provinciales o distritales, de acuerdo con las normas
que para tal efecto establezca”.

Articulo 30: (Cuarto parrafo): “La auditoria y los
estados financieros y presupuestarios de la entidad
sera efectuada anualmente, de acuerdo a lo
establecido por la Contraloria General de la
Republica”.

- CAPITULO X DE LA LEY 136 DE COLOMBIA
“SOBRE EL CONTROL FISCAL”

ARTICULO 158. CONTRALORES MUNICIPALES:
“Los respectivos contralores se elegiran dentro de los
primeros diez (10) dias del mes de enero respectivo
por el Concejo para un periodo igual al de los alcaldes
de ternas integradas con dos (2) candidatos
presentados por el Tribunal Superior del Distrito
Judicial y uno (1) por el Tribunal de lo Contencioso
Administrativo, que ejerza jurisdiccion en el
respectivo municipio”. .

ARTICULO 160. POSESION: “Los contralores
distritales y municipales elegidos acreditaran el
cumplimiento de las calidades establecidas en esta
ley y tomaran posesion de su cargo ante el Concejo
Distrital o Municipal”.

ARTICULO 161. REGIMEN DEL CONTRALOR
MUNICIPAL: (Segundo parrafo): “Sélo el Concejo
puede admitir la renuncia que presente el contralor
distrital o municipal y proveer las vacantes definitivas
del cargo. En los casos de falta absoluta o suspension
del contralor distrital o municipal que se produjeren
durante el receso del Concejo seran provistas por el
alcalde respectivo, designando provisionalmente un
funcionario dela Contraloria”.

PARAGRAFO 1°. “Los sistemas de control fiscal de
las contralorias municipales y de las departamentales
que ejerzan su funcion en los municipios estaran
subordinados a las normas generales que dicte el
Contralor General de la RepUblica en uso de la
atribucién contenida en ‘el Articulo 268 de la
Constitucion Politica”.





En otro ámbito de la discusión sobre la reforma de los sistemas de control surge la preocupación sobre la necesidad que los auditores y contralores ejerzan acciones sancionadoras cuando sus investigaciones verifiquen evidentes indicios de delito que afectan a la comunidad y el presupuesto municipal. En el caso de España el preocupante crecimiento de la corrupción en los ayuntamientos está llevando a los especialistas a plantear la reposición de esa capacidad sancionadora de los “interventores” que estuvo vigente hasta el año 1988 cuando se aprobó la ley de presupuesto. 

El español José Manuel Urquiza en su libro “La Corrupción Municipal en España” señala que “la gran falla del sistema del sistema de control interno del gasto consiste sin duda en que la nota de reparo de la intervención critica o fiscalización previa, o sea la que se realiza sobre todo acto, documento o expediente susceptible de crear derechos y obligaciones de contenido económico, no suspende la tramitación del expediente. Los tradicionales efectos paralizantes de la misma fueron suprimidos en el ámbito local con la entrada en vigencia de la Ley 39/88, reguladora de las haciendas locales (en el ámbito estatal, meses antes mediante la ley de presupuesto del año 1988) y con el falaz argumento de que se acelerarían las obras e inversiones. Los gestores municipales en general estuvieron entonces de enhorabuena por el mero hecho de la supresión de trabas en la disposición del gasto público. Más aún aquellos con ambición corrupta o, al menos despilfarradora, pues el mecanismo paralizador era un eficaz freno para espurios propósitos. El resultado de la supresión del mismo, después de 16 años de experiencia, no ha podido ser más nefasto para la necesaria y deseable decencia en la gestión del dinero público”(
).                                        

Como se sabe, esta capacidad sancionadora -entendida como la potestad de suspender un acto de evidente fraude- sí la tiene el Tribunal de Cuentas de Brasil en todos los niveles, tal como ocurrió el año 2005 con la suspensión de 131 proyectos viales. Lo mismo ocurre con las contralorías municipales de Colombia para el caso del Artículo 165 inciso 4 cuando establece la atribución de los contralores municipales de“establecer la responsabilidad que se derive de la gestión fiscal, imponer las sanciones pecuniarias que sean del caso, recaudar su monto y ejercer la jurisdicción coactiva sobre los alcances deducidos de la misma, todo ello conforme al régimen legal de responsabilidad fiscal”. 

Apelando al Derecho Comparado, consideramos que el Perú debe ponerse a tono también con esta tendencia descentralizadora de los órganos de control. Sobre todo porque la tendencia es a que los municipios reciban mayores transferencias y competencias. Incluso consideramos que las reformas deben ir más allá incorporando diferentes cambios, tanto en la legislación municipal como el propio Sistema Nacional de Control que ha sido formulado de manera muy general y limitada en el Artículo  82 del Capítulo  IV de la Carta Magna del año 1993. Desde el año 1980 en que se puso en vigencia la Constitución del 79, la experiencia ha demostrado que es inviable un sistema de control de carácter centralista donde un ente ubicado en Lima tiene que realizar acciones de control a través de 3,000 oficinas de auditorías de dependencias estatales, de las cuales 1,828 son de las municipalidades distritales y 246 son de las provinciales. Sobre todo porque no estamos ante una situación de “normalidad” del Estado peruano, sino una situación muy grave con una extendida corrupción donde cohabitan diversas modalidades de corrupción. 

En lo fundamental creemos que deben incorporarse en el Sistema Nacional de Control los siguientes cambios de cara a los intereses de las municipalidades:     

a) El Sistema Nacional de Control debe ser único, descentralizado y dependiente del Congreso de la República. Su sistema de organización y ámbitos debe comprender los siguientes niveles: 

-  El control nacional de los ministerios, organismos desconcentrados, empresas estatales y gobiernos regionales. 

-  La Contraloría Nacional Municipal debe ser el órgano rector del sistema municipal peruano con énfasis en el control preventivo, la capacitación de funcionarios y autoridades. Podría ser también el ente encargado de nombrar los contralores provinciales. El contralor municipal nacional debe ser designado por el contralor general de la República.    

- La Contraloría Municipal Provincial. Todas las municipalidades provinciales con un número superior a 100 mil electores deben tener una contraloría municipal. En este caso se abren dos posibilidades: i) El contralor es designado por el Concejo Municipal Provincial de una terna de tres candidatos provenientes de la respectiva Corte Superior que propone dos candidatos y los decanos de las facultades de Derecho de las universidades públicas y privadas que funcionan en la respectiva provincia las que designan a un candidato. ii) El contralor municipal provincial es designado por el contralor municipal nacional.  

- El contralor de cada distrito es designado por la contraloría municipal provincial mediante concurso público. Los requisitos para ser contralor municipal provincial y contralor distrital son los mismos que establece la actual Ley Nacional de Control.

- En la primera posibilidad propuesta, en las provincias que tienen menos de 100 mil electores los contralores municipales provinciales y distritales son designados por la Contraloría Nacional Municipal a través de concursos públicos. Deben ser remunerados por el Sistema Nacional de Control.                        

La Ley Nacional de Control debe reglamentar todos los aspectos que se deducen de esta reforma fundamental.                                

b) Las acciones de control ordinaria y extraordinaria que realizan los contralores municipales provinciales y distritales deben utilizar un sistema mixto consistente en dos fases de investigación para optimizar sus resultados: la primera fase es de participación de ciudadanía donde se recogen denuncias sobre los actos de gobierno desarrollados y una etapa de reserva previa de los resultados finales de las acciones de control y su respectiva ejecución. El reglamento respectivo define los procedimientos y mecanismos de la primera y segunda fase de estas acciones de control. En esta perspectiva es que la positiva experiencia actual de la Contraloría General de la República al poner en funcionamiento la Gerencia de Participación Ciudadana debe ser replicada en todos los niveles, en especial en las contralorías municipales provinciales y distritales.    

c) La Ley Nacional de Control debe poner prioridad en la labor preventiva a través de programas de capacitación y acciones permanentes de carácter concurrente para evitar la profusión de delitos. 

e) Colateral a lo anterior, la Ley de Control debe incorporar la potestad de los órganos de control para suspender los actos de gobierno (licitaciones, concesiones, situaciones de abastecimiento inminente, personalísimos, etc.), cuando la acción preventiva de los órganos de control determinen evidentes y muy graves indicios de comisión de grave delito que perjudicarán a la comunidad, el patrimonio y el presupuesto.

f) Los contralores municipales pondrán énfasis en vigilar el cumplimiento de las normas que regulan los presupuestos participativos, los Consejos de Coordinación Local, la rendición de cuentas, la elaboración de los TUPA, ley de transparencia, etc. Para tal efecto, la Contraloría Municipal Nacional debe tener la potestad de emitir directivas precisas para proteger la vigilancia ciudadana en la ejecución de los presupuestos, programas sociales, aspectos tributarios en el marco de la ley.

Es obvio que con la creación de la Contraloría Municipal Nacional ya no tendría sentido la presencia de las sociedades auditoras, ni los significativos gastos que realiza cada año la Contraloría en viajes y viáticos de centenares de auditores que tienen que viajar a las municipalidades del interior para desarrollar exámenes especiales y ordinarios. Por lo tanto, el gasto que implique la creación del ente de control municipal será compensado por un significativo ahorro de las actuales operaciones, las que por otro lado no son eficientes.                   

La nueva comisión de gobiernos locales y la propia comisión de Constitución del Congreso deberían iniciar un debate en este ámbito del control.              

5. La creatividad de los concejos municipales.

No todos los cambios institucionales para crear un sistema anticorrupción en los gobiernos locales dependen de las reformas a la Ley Orgánica de Municipalidades y otras normas de rango nacional. También hay un reto a la creatividad de cada municipalidad provincial o distrital a través de sus ordenamientos jurídicos propios, específicamente en los reglamentos de los concejos municipales, los reglamentos de organización interior y las diferentes ordenanzas municipales que se pueden emitir en el ámbito de la participación, la desregulación municipal y la creación de mecanismos de transparencia y acceso a la información. Después de todo sí existe voluntad política del alcalde y Concejo Municipal para crear un sistema de transparencia local no hay límites, salvo las que establece la ley orgánica y la Constitución.          

En el supuesto de la existencia de una sociedad local vigilante y organizada, las propias autoridades deberían tomar por lo menos las siguientes iniciativas que se deberían replicar en otras municipalidades:       

a) Mayor presencia de la sociedad civil en los Consejos de Coordinación Local.

Ateniéndose a la disposición complementaria Décimo Sexta de la Ley Orgánica de Municipales 27972, los regidores y consejeros, tanto a nivel provincial como distrital, deben tomar la iniciativa para normar la incorporación de nuevos representantes ante el Concejo de Coordinación Local, situación que hasta ahora está reducida al 40% del total de miembros del Concejo Municipal, según el Artículo 102 de la Ley Orgánica de Municipalidades 27972. Para establecer una auténtica concertación en igualdad de condiciones lo ideal sería establecer una representación de la sociedad civil equivalente a la cantidad de regidores de cada Concejo Municipal a condición de fijar expresamente en los reglamentos de cada Consejo de Coordinación Local la procedencia de votaciones de por lo menos el 75% de sus miembros.

b) Institucionalizar mecanismos de transparencia y derecho a las minorías 

    en las sesiones del Concejo Municipal. 

    Deben tomarse las siguientes medidas:  

- Generalizar las comisiones de regidores de transparencia y fiscalización presidido por un

    regidor de la(s) minoría. 

- Precisar los tipos de votación en el Concejo: Mayoría calificada, mayoría absoluta y

   mayoría simple. 

- Fortalecer el soporte técnico de asesoría a los regidores para mejorar la calidad de su labor

   de fiscalización e iniciativa legislativa. 

- Reglamentar los tiempos de entrega de información a los regidores que deben tener los

   funcionarios para fines de fiscalización. Establecer una clasificación de información para

   establecer los plazos que no deben ser menores a tres días útiles ni mayores a 30 días.      

- Reglamentar el derecho de las minorías en el Concejo Municipal a fin de que sus

   iniciativas legislativas y de fiscalización sean sometidas obligatoriamente al debate del

   Concejo Municipal.      

c) Reglamentar el ejercicio de los “16 derechos de participación y control”, creando programas municipales de información a la sociedad.     

Una de las razones que impide el ejercicio de estos derechos de participación y control ciudadano es que no se encuentran debidamente reglamentados de acuerdo a las particularidades de cada municipalidad provincial y local. En parte de ello se valen las autoridades para evitar prácticas más democráticas y de probidad en el ejercicio de la gestión de gobierno. Por ejemplo, la práctica de los “cabildos abiertos” no puede ser igual en una municipalidad distrital de 5,000 habitantes que en otra de 200 mil u 800 mil habitantes. En el primer caso pueden participar todos los habitantes ejerciendo la “democracia directa”, mientras que en el segundo caso se requiere establecer un procedimiento de “democracia representativa vecinal” con delegados previamente acreditados o realizar cabildos de carácter zonal. 

Del mismo modo, no es lo mismo reglamentar las audiencias públicas para la rendición de cuentas en un distrito con un pequeño presupuesto de S/. 3 millones que hacerlo en otro donde los presupuestos sobrepasan la cantidad de S/. 80 millones y con un alto índice de transferencias por concepto del Foncomun y para el Programas del Vaso de Leche. Situaciones similares ocurren, por ejemplo, con la reglamentación de los Órganos de Control y Vigilancia o la realización de las cuatro sesiones de juntas vecinales obligatorias que establece la Ley Orgánica de Municipalidades.

Tal como se puede apreciar, los regidores no sólo tienen una gran tarea legislativa, sino la obligación de aprobar partidas presupuestales adecuadas para ejecutar programas informativos que permitan el empoderamiento de estos derechos por parte de la ciudadanía.                     

d) Modernizar la administración municipal con el uso de medios electrónicos para el acceso a la información por parte de los ciudadanos. 

Pese a que en el Perú se han dado avances muy importantes en materia legislativa y constitucional para asegurar la transparencia fiscal y el acceso a la información, la puesta en práctica de programas que aseguren estos aspectos es muy limitada por la existencia de una cultura del secreto. 

En términos generales, los portales electrónicos municipales son muy pobres, las tasas para obtener documentos son altas y cunde la prohibición implícita de las “altas esferas de poder” para que la información fluya en los gobiernos locales. Una manera eficaz de revertir esta situación es que los concejos municipales tomen la iniciativa en reglamentar mecanismos de acceso a la información pública para obligar a las administraciones públicas a cumplir con las leyes sobre la materia. Algunas de estas iniciativas podrían ser: 

- Reglamentar la obligatoriedad de los funcionarios para establecer que todas las dependencias municipales estén en red electrónica evitando los compartimentos estancos donde se crea un statu quo que impide el acceso fácil a la información. Un terminal de ese sistema debe ser de acceso público a los ciudadanos tal como ocurre en los Registros Públicos.

- Crear centros de documentación donde la ciudadanía tenga acceso a todas ordenanzas, acuerdos de concejo, resoluciones y decretos de alcaldía, TUPA, presupuestos municipales, plan de desarrollo, etc., con dispositivos electrónicos de fácil acceso para la lectura e impresión en papel.  

- Reglamentar el mantenimiento de la página web de la corporación municipal fijando responsabilidades precisas del funcionario responsable de entregar la información.                

Todas estas iniciativas requieren no sólo de una calidad del liderazgo de los regidores, sino un programa de  desarrollo de capacidades a nivel de los funcionarios y trabajadores.                                                               

Caso 14

LOS REGIDORES PINTADOS EN LA PARED

Alcalde de la Municipalidad de La Victoria se burló de un acuerdo unánime

del Concejo Municipal  que acordó destituir a un funcionario.

Según consta en las actas de la sesión de concejo de fecha 21 de abril del año 2003, un grupo de regidores de la Municipalidad de La Victoria presentó un audio en plena sesión de Concejo que probó fehacientemente una extorsión del director de imagen institucional, Juan Martínez  Lora con el  empresario Salomón Pinedo, propietario de la Galería 705 en el emporio comercial de Gamarra. La extorsión se plasmó en la entrega de US$ 8,300 al funcionario municipal para arreglar una deuda de S/. 130,000 que el señor Pinedo adeudaba a la municipalidad por arbitrios y tributos municipales.            

El audio da cuenta que la promesa de Juan Martínez Lora era la siguiente: para desaparecer la deuda tributaria el alcalde debía ordenar al entonces director de rentas, Víctor Herrera, realizar un rápido proceso administrativo de fiscalización tributaria que rebaje sustancialmente el monto de la deuda, lo cual debía terminar con la emisión de una constancia de no adeudo lo que efectivamente se llevó a cabo. El problema surgió cuando el empresario Salomón Pinedo exigió el recibo de pago, el cual era imposible de emitir porque luego no se podía demostrar el ingreso de S/. 24,000, monto rebajado de la deuda.  Fue entonces que el señor Pinedo entrega a los regidores y vecinos una cinta de audio que registraba la conversación con el director de imagen institucional, Martínez Lora, en la que se escuchaba nítidamente la extorsión.

Fue tan contundente el caso de corrupción mostrado que los 11 regidores del Concejo Municipal por unanimidad y con la opinión favorable del alcalde Alejandro Bazán, quien presidía la sesión, autorizaron el inicio de las acciones administrativas correspondientes de acuerdo a ley acordando por unanimidad el cambio inmediato del director de imagen institucional Juan Martínez Lora. Es decir, el Concejo no sancionó administrativamente al funcionario, pues no es su atribución de acuerdo a ley, pero sí hizo uso de sus facultades de fiscalización al no permitir que ante evidente acto de corrupción un funcionario de esa catadura prosiga en el cargo. Sin embargo, hasta la fecha y tres años después de la decisión del Concejo Municipal dicho funcionario permanece en el cargo, habiéndose convertido en un “poder fáctico” en un municipio que a la fecha no cuenta extrañamente con gerente municipal. Martínez Lora en la práctica hace las veces de gerente municipal sin que el Reglamento de Organización y Funciones (ROF) de la municipalidad le dé esta potestad.                     

Lo extraño es lo siguiente: No sólo la deuda al señor Pinedo no se cobró, sino la Contraloría ni siquiera se tomó la molestia de investigar el caso, pese a que los regidores y dirigentes vecinales hicieron entrega de las pruebas de este flagrante caso de corrupción. Según el testimonio de Óscar López Pino, dirigente de la Junta Vecinal Zona 16 del Damero de La Parada, ellos han insistido por escrito en la renuncia del director de imagen institucional, pero éste tiene toda la protección del alcalde Alejandro Bazán y su esposa María Teresa Gatti.             

Lo más desconcertante es que después de aquel unánime acuerdo de concejo del 21 de abril del año 2003, nunca más ningún regidor insistió en exigir el cumplimiento de ese acuerdo del máximo órgano de gobierno de la municipalidad. Al respecto, Lucila Cárdenas, dirigenta vecinal de ese distrito, comenta que ese silencio ocurre porque los regidores ante todo quieren asegurar el pago puntual de sus dietas.

Capítulo VIII

NUEVE FÓRMULAS PARA EL EMPODERAMIENTO

DE LAS SOCIEDADES  LOCALES

“Las organizaciones donde una masa crítica de personas y de equipos expresen plenamente su voz serán las que darán el siguiente gran paso en el terreno de la productividad, la innovación y el liderazgo en el mercado y en la sociedad”.

                                                                                                                                         Stephen R. Covey(
).
Tenemos derecho a imaginar la construcción de escenarios locales donde para una autoridad o funcionario, la ganancia marginal por realizar un acto de corrupción sea menor y de gran riesgo que el mayor beneficio que le reporta ser partícipe de una burocracia honesta y de prestigio entre los ciudadanos. 

El ideal es que en la determinación del análisis de costo- beneficio de un empleado público, para no caer en la tentación de recibir o pedir una comisión en una licitación, primen las variables “sociedad vigilante”, “rendición de cuentas” y “control ciudadanos” como factores vivientes en el entorno inmediato de una municipalidad.

Debemos llegar a una situación donde la presencia de una sociedad local vigilante sea un dato de la realidad, un factor de “miedo” para la burocracia estatal y para los propios empresarios o proveedores acostumbrados a mover sus tentáculos para corromper a funcionarios. Los propios auditores de la Contraloría deberían actuar en el supuesto de que el factor principal de vigilancia de la autoridad no son ellos, sino los diversos mecanismos de control inventados por la ciudadanía. 

No habría lugar para esa reiterada situación donde tras el consabido “principio de reserva” se oculta en la mayoría de casos una transacción entre los auditores y funcionarios para atenuar los delitos y garantizar la impunidad, aquella que generalmente están detrás de la obtención de comisiones de una licitación o de la sobrevaluación de una obra. La reducción de la corrupción a su mínima expresión debe ser expresión de un cambio en el espíritu de la sociedad, en la mente de la personas y en la vida de todas las instituciones del ámbito local, en medio del indispensable ambiente de libertad. 

Ese cambio de actitud precede a cualquier reforma de los sistemas de control, del propio sistema político y judicial. Sólo así será posible que los cambios propuestos en los dos capítulos anteriores se hagan realidad, al tiempo que se genera una corriente de opinión para crear un sistema de transparencia que modifique el rol del Estado en la asignación de recursos. La expresión más exitosa de esta corriente de opinión debe ser la creación  de un consenso político muy firme contra la cultura del dolo.

Nuestra propuesta se sustenta en los fundamentos del racionalismo crítico porque cree que no existan verdades absolutas ni sistemas políticos perfectos. En realidad todo debe estar en permanente construcción y corrección porque siempre se cometerán errores. Sin embargo, opino que en esta época la democracia requiere la creación de mecanismos diversos de control ciudadano para evitar que los gobernantes utilicen nuevas formas de gobierno despótico.  

La tecnología moderna del Internet, la cultura audiovisual y los medios sofisticados de comunicación nos dan la excelente oportunidad de recrear el Estado de Derecho como un régimen político condicionado a sistemas de control y del escrutinio público. Los gobiernos locales pueden ser espacios privilegiados para realizar este proceso de experimentación de estos mecanismos de control. Y en esa larga tarea de ingeniería institucional puede surgir una cultura nueva de gestión pública que luego se irradie a otros ámbitos del Estado.         

Tengamos siempre presente que la corrupción es antes que todo un fenómeno social. Requiere ser neutralizada y reducida a su mínima expresión por múltiples factores que configuren un escenario intolerante al delito. En la medida en que sus efectos son múltiples en la vida del cuerpo social requiere también de respuestas integrales y un tratamiento multidisciplinario de quienes generan políticas públicas en la administración de justicia, la educación y la comunicación para revertir este lastre social. Veamos en el siguiente cuadro las diferencias entre una sociedad local cerrada y mercantilista y una sociedad local abierta y de éxito.                                                          
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. Predominio de la cultura del secreto y los altos

costos para acceder a la informacion.

Excesivos tramites y costos para acceder a la
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a la formalidad de los sectores mas pobres.
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sectores politicos y econémicos.
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predominio de un pequerio grupo de empresas como
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1.Acceso facil a la informacién a todos
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2.Mecanismos baratos y rapidos para formalizar
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3.Predomina el imperio de la ley. Las normas legales
son previamente consultadas a la ciudadania
antes de su aprobacion.
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para tratar con la autoridad local e invertir en la ciudad.
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por la promocién del gobierno local.
La municipalidad es la institucion que mayor
competencia genera entre sus proveedores.
6. Alto grado de participacion y pluralidad de opiniones
en los procesos participativos y el Plan de Desarrollo)





1. ¿Cómo divide la corrupción a los ciudadanos? 

Antes de proponer una agenda para actuar desde las sociedades locales es imprescindible recordar los costos sociales de la corrupción y el impacto cultural en la vida cotidiana de la gente. A juicio nuestro ese impacto negativo en el cuerpo social se muestra  por lo menos en cuatro ámbitos a saber: 

a) La atomización o falta de integración del cuerpo social.            

Los primeros tratadistas de la corrupción la entendieron como parte del juego democrático en el que el funcionario y el político usaban al Estado para pagar favores a sus aliados, votantes y entorno familiar. Sin embargo, la sociología ha ido más allá precisando que la corrupción sirve crecientemente para multiplicar una enraizada visión paternalista y clientelista del Estado. Y cuando existe este tipo de práctica, donde el Estado es entendido como un botín a ser repartido, muchos no ven ningún sentido a organizarse y participar, sino más bien a acomodarse con el poder de turno. Crecientemente hemos comprobado en experiencias como la de San Juan de Lurigancho como las practicas corruptas, de colusión o tráfico de influencia no son rechazadas por si mismas, sino en cuanto no benefician en términos individuales. 

Un proyecto por la transparencia debe revertir esa tendencia por la cual una visión paternalista en el Estado, sumada a un creciente individualismo social y sistema de corrupción se encarga de repartir selectivamente parte de sus beneficios. Su efecto negativo estriba en que agudiza un fenómeno más intenso de atomización y falta de estructuración del cuerpo social. Por lo tanto,  el proyecto por la probidad local debe ser integrador, creador de una identidad a partir de dignificar a las instituciones y la comunidad local.

Corregir esta atomización es tanto más importante por el hecho de que en esta primera etapa de implementación de los presupuestos participativos en el Perú se corre el “riesgo de la  pulverización del presupuesto ante la tendencia a su distribución “equitativa” por territorios para cubrir gastos de infraestructura.  Son pocos los proyectos conjuntos que trascienden las obras de infraestructura y que guardan relación con el plan de desarrollo concertado”(
). Esta conclusión de la Defensoría debe llamarnos mucho a la reflexión, sobre todo en escenarios locales con alta tolerancia social de la corrupción, pues en muchos casos la atomización en el gasto público local va de la mano con el clientelaje de los agentes participantes.     

b) Peligrosa costumbre por el culto a la ilegalidad.  

Es muy peligrosa para una sociedad, situarse al filo de la degradación cuando se parte del supuesto que el permanente dolo en el Estado es un modo inevitable de hacer las cosas, al punto de no saber distinguir entre la solicitud de parte del funcionario o la simple entrega del dinero por parte del privado. Esto sólo conlleva el costo moral de ver degradadas las costumbres sociales, allí donde no se sabe diferenciar entre lo bueno y lo malo. Los políticos modernos no pueden dejar, pues, en manos de moralistas o sectas religiosas la demanda de transparencia, sino debemos crear un sentido común por el cual la mayoría de la gente comprenda que la corrupción afecta fundamental y radicalmente uno de los principios básicos de la existencia del Estado democrático de derecho: el respeto a la legalidad.            

En el Perú sus sociedades locales emergentes deben valorar el hecho que el surgimiento de las mejores élites de gobierno en el mundo surgieron pugnando por convencer a la mayoría de los ciudadanos de la importancia de respetar la legalidad, un componente central del desarrollo de las naciones más avanzadas del mundo. La cultura del éxito, colectivo o individual no puede convivir con el desprecio a la legalidad y la “cultura del más vivo”, sino debe emerger de contratos sociales permanentes donde la gente convive con reglas de juego claras y respetadas por todos.  

c) Creciente desconfianza, sin transparencia y compromiso social.

Un subproducto de la corrupción es la desinformación deliberada y la falta de transparencia en los asuntos públicos, lo cual multiplica la desconfianza entre todos los actores. Sea por la falta de incentivos generados por los poderes fácticos y monopólicos del Estado, ante la ausencia de competencia o por la tozudez natural de la clase política y, de la burocracia al debate público, lo cierto es que la falta de transparencia y el dolo se retroalimentan. En el primer caso “la cultura del secreto” facilita la labor de los operadores del dolo disminuyendo los costos de quien decida corromperse porque ve menos posible ser detectado, mientras que en el segundo caso, una vez que existe la corrupción cualquier cambio tendiente debe ser accesible a la información, ya que la toma de decisiones al público en general será fuertemente resistido por aquellos que se benefician de la actual situación.               

La ausencia de información y transparencia si bien beneficia a una minoría, a la larga tiende a alejar a la mayoría de la preocupación de los asuntos públicos. No sólo disminuye la solidaridad social y la protección del bien común, sino la pérdida de interés por la vida pública se convierte en un gran incentivo para perpetuar la corrupción en el Estado. Una de las razones más importantes para reivindicar el espacio de lo público consiste precisamente en que aquel es el lugar donde el ciudadano emergente puede potenciar su dimensión económica, social y solidaria. 

d) El clientelismo y la atomización de la inversión local.

Durante estos primeros años de puesta en vigencia de la Nueva Ley Orgánica de Municipalidades 27972 y la Ley del Presupuesto Participativo 28056 ha quedado en evidencia la manera en que un sector de  autoridades y funcionarios puede utilizar los mecanismos participativos establecidos por estas normas para constituir remedos de participación que luego se convierten en una clientela social, una de cuyas expresiones más claras es la tendencia a la atomización del presupuesto local. En lugar de crear escenarios locales globales para establecer qué prioridades existen en todo el ámbito distrital para un desarrollo armónico de la ciudad; las autoridades y funcionarios se dan la mano con el espíritu de barrio de un grupo de dirigentes a quienes sólo les interesa lograr la pista de un sector o la erradicación del desmonte de una esquina. 

Si bien existen experiencias muy positivas donde las propias ordenanzas preservan la inversión general sobre la parcela vecinal, tal como ocurre en el tipo de distribución presupuestal que fijan las ordenanzas de la Municipalidad de Villa El Salvador, no ocurre así en el caso de San Juan de Lurigancho, donde el denominado “sistema de participación ciudadana” se ha convertido en la prolongación de un sistema corrupto y clientelista de distribuir el presupuesto para obras. Si antes de la Ley 27072 los regidores negociaban las obras en secreto y discreción, ya que la norma no los obligaba a realizar las consultas vecinales, ahora un tradicional estilo clientelista de gestión se “agiorna” utilizando el poder del alcaldismo para crear mecanismos plesbicitarios, lo cual es diferente a mecanismos participativos.    

2.  ¿Estrategia gradualista o “shock anticorrupción”?      

Como se puede apreciar, el costo social expresado en los cuatro efectos anteriormente descritos puede dar lugar al planteamiento y ejecución de medidas muy enérgicas que deben tomarse en un momento crítico “desde arriba” aprovechando, por ejemplo la alta legitimidad de un gobierno recién elegido o como producto de una demanda muy fuerte de la ciudadanía por acabar con la impunidad  que obligue a un gobierno local, nacional o regional a aplicar una especie de “shock anticorrupción”, tal como ocurrió en países como Italia a inicios de la década de los 80 o en Hong Kong a inicios de los 90 a manera de un poderoso antídoto que sacuda toda la sociedad. Sin embargo, como aconseja Claudio Orrego Larraín, “la experiencia ha demostrado que estrategias más graduales también pueden ser más exitosas”(
). En cualquier caso y dadas las características de la situación concreta se requiere por lo menos que la estrategia anticorrupción tenga por lo menos cuatro características:

1) Debe ser una estrategia que construya instituciones para perpetuar mecanismos de control desde la sociedad civil, al interior del propio Estado y en las diferentes esferas del poder político. No basta un programa ni un ideario de transparencia estatal si este no tiene como soporte diversas instituciones de control con participación de la ciudadanía.

2) Debe contar con un apoyo multipartidario a manera de consenso político. Un sistema anticorrupción debe ser parte de una política de Estado, sea en el gobierno local, regional o nacional.                                   

3) La corrupción por su carácter complejo y parte de la tradición del Estado peruano requiere también de soluciones complejas. Debe ser una estrategia integral y multidisciplinaria, abarcando aspectos jurídico-institucionales, socio-políticos y ético- culturales.    

4) Debe ser parte de los planes estratégicos de desarrollo en el nivel nacional, regional y local y parte de la rendición de cuentas de las autoridades cada año. Debe ser una política nacional de ética y responsabilidad estatal que tenga objetivos de mediano y corto plazo; con mecanismos de monitoreo permanente. La experiencia nacional y mundial nos da cuenta que las soluciones rápidas que buscan el mero impacto mediático terminan en gestos simbólicos y legalistas que pueden ser revertidas con el paso del tiempo.       

De manera particular, en cualquier sociedad local una estrategia que se proponga bajar los índices de la corrupción a su mínima expresión requiere tener por lo menos la generación de cinco “estados positivos” en un plazo mínimo de dos años de implementación, tanto desde el gobierno, pero principalmente desde la sociedad y la opinión pública, sea esta distrital o local.        

3. Un nuevo “activismo cívico” contra la corrupción.

En el fondo nuestra propuesta equivale a realizar una reforma cultural porque la autoridad moral cultural siempre se desarrolla más despacio que la autoridad moral institucionalizada o con visión de futuro. Pero en última instancia, aquella es clave para desarrollar una sociedad que no tolera la violación de la ley y la cultura del dolo.      

El gradualismo de una estrategia generadora de un gran consenso por la transparencia consiste en un paciente esfuerzo para ir colocando ladrillo sobre ladrillo el soporte social y técnico de una correlación de fuerzas a favor de la eficiencia en el gasto público, el acceso a la información, la competitividad, la costumbre de rendir cuentas y el control permanente de la labor de autoridades y funcionarios. En su mejor momento esto debe expresarse en un vasto activismo cívico que una la mayor cantidad de voluntades expresada en los siguientes cinco estados positivos. (Ver árbol de soluciones al final de este capítulo):           

Primer estado positivo: 

Se producen dinámicas de empoderamiento de la ciudadanía y en las organizaciones sociales y vecinales de las ciudades a través del ejercicio exitoso de los “16 derechos de participación y control” que establece la legislación peruana.  

Segundo estado positivo: 

Se activan mecanismos de vigilancia social y control ciudadano que la ley establece como incentivo y presión para el funcionamiento de los órganos de control de la municipalidad. Se consolida una opinión pública distrital, una coalición de periodistas y medios de comunicación críticos de la corrupción donde el periodismo local independiente es el abanderado.  

Tercer estado positivo: 

Se crean procesos de modernización del gobierno local, mecanismos de simplificación administrativa, sistemas electrónicos y públicos de contrataciones y adquisiciones para disminuir sobrecostos y trámites. Emerge una confianza entre los empresarios proveedores del gobierno local. El gobierno local es un ejemplo de libre competencia y principal proveedor de información a los agentes económicos y los vecinos.       

Cuarto estado positivo: 

Se institucionaliza desde la presión de la sociedad civil, los mecanismos de rendición de cuentas, acceso a la información y el ejercicio de los otros derechos de participación que establece la ley peruana.

Quinto estado positivo: 

Desde la exitosa experiencia anticorrupción de un grupo de ciudades se realizan réplicas en otras localidades, impulsando reformas institucionales en el sistema municipal del Perú orientadas a consolidar una cultura de transparencia en los gobiernos locales. Para ello se profundiza la investigación multidisciplinaria sobre los orígenes de esta corrupción, generando nuevas propuestas de una reforma integral de proyección nacional en todos los municipios del Perú.        

A nuestro juicio, la intervención exitosa de esta estrategia y la creación de estos cinco estados positivos se pueden dar en los próximos años por tres condiciones favorables: 

Condición legal favorable: Partimos de un supuesto optimista de que el nuevo gobierno nacional y la nueva composición parlamentaria elegidos por el pueblo actuarán  inmediatamente en pro de cambios legislativos en el Congreso de la República y acciones de gobierno de carácter ejemplar. El propio accionar del Ejecutivo y la Municipalidad de Lima en materia de participación, transparencia fiscal y mecanismos de control crean un escenario jurídico apropiado en el Estado y la sociedad para revertir las tendencias negativas de corrupción, cultura del secreto e ineficacia en la inversión pública.  

Condición social favorable: Existe condiciones para crear sinergias y alianzas con diversos sectores (ONG, organizaciones vecinales, las iglesias, medios de comunicación local, organizaciones de mujeres, etc.) e incidir en la creación de un sistema de transparencia y acceso a la información. En negación a un amplio sector indiferente donde se expresa la “anomia social” tolerante con la corrupción; existe también una masa crítica y una gama de líderes vecinales que quieren cambiar la mala imagen de distritos con altos índices de corrupción como San Juan de Lurigancho, San Martín de Porres, Comas y San Juan de Miraflores.   

El problema es que hasta hoy no ha existido una propuesta y un proyecto que articule estos esfuerzos o transforme esta masa critica dispersa y sin representación. Por ello uno de los efectos positivos de una estrategia por la probidad fiscal es la articulación de alianzas para ampliar el “activismo cívico”, al tiempo de la mejora de la calidad del liderazgo vecinal en diversos sectores de una localidad a manera de una red de vigilancia social para que los pocos recursos que llegan a la municipalidad se inviertan con eficacia, sobre todo en los sectores en situación de pobreza.     

Condición política favorable: Actúa a favor de esta estrategia el hecho de que diversos sectores de la opinión pública nacional vienen exigiendo una plataforma nacional anticorrupción de todos los partidos políticos que participaron en las recientes elecciones presidenciales y al Parlamento. De hecho existen en el Congreso de la República varias iniciativas legislativas que podrían convertirse en ley en los próximos meses. Algunas de ellas que ya están en la agenda congresal y estas son:

· La imprescriptibilidad de los delitos de autoridades y funcionarios públicos.

· El levantamiento del secreto bancario como condición para postular a cargos públicos.   

· Profundizar la autonomía constitucional de la Contraloría General de la República para mejorar el sistema nacional de control.

· El perfeccionamiento de los Códigos Civil y Penal para crear mayor celeridad y castigo en los procesos de corrupción. 

· La reforma de la Ley de Contratos y Licitaciones del Estado.

· La autonomía económica del Poder Judicial.

· La reforma de los programas sociales en base al subsidio directo.

· El perfeccionamiento de la descentralización del Estado.

A mi juicio, el escenario óptimo para el lanzamiento de esta plataforma anticorrupción sería la convocatoria a una Asamblea Constituyente. De este modo se crearía en el Perú lo que los tratadistas llaman un “momento constitucional”, donde todos los ciudadanos opinan y deciden luego en un referéndum cuáles son los cambios que deben producirse para acabar con la impunidad y un Estado sin mecanismos de control. Ese momento no puede ser otro que una apuesta por la refundación republicana.           

4. El empoderamiento legal para participar.

“Los 18 derechos de participación y control ciudadano”

En Latinoamérica, el Perú es uno de los países que más ha tardado en formalizar determinados derechos de participación y control durante los últimos 15 años. Con el agravante de que el 95% de ellos no se ejercen. La Constitución del año 1993 avanzó bastante en incorporar estos derechos que paradójicamente no se pudieron ejercer por la involución autoritaria del gobierno del ex presidente Alberto Fujimori. Varios de estos derechos fueron reglamentados en la Ley 26300, llamada “De los Derechos de Participación y Control Ciudadano”, sin embargo los parlamentarios pusieron excesivas vallas para ejercerlos, tal como ocurrió con el derecho referéndum. 

La paradoja es que a este avance formal de derechos participativos no le correspondió         -entre los años 1993-2001- una cultura participativa de gestión con la honestidad de sus autoridades y funcionarios. Contrariamente, en esos años arrecia la corrupción en todos los niveles de Estado mientras casi todos los partidos se debilitan al tiempo que predominan estilos de gestión autoritarios y sin un paradigma nuevo, salvo honrosas excepciones en Lima y el interior del país. Sin embargo, desde fines del año 2001 con la aprobación de diversas leyes descentralistas que retoman los intentos por realizar una reestructuración del Estado, entregando lentamente mayor poder a las regiones y gobiernos locales es que se abre la posibilidad de ejercer nuevamente estos 18 derechos que a continuación enumeramos:

1)  Derecho a participar en la elaboración del presupuesto anual.

2) Derecho a participar en la elaboración del plan de desarrollo concertado. 

3) Derecho ha elegir organismos de control y vigilancia del “presupuesto participativo” y el “Plan de Desarrollo Municipal Concertado”.  

4) Derecho a recibir de las autoridades rendición de cuentas. 

5) Derecho a revocar autoridades. 

6) Derecho a pedir la remoción de funcionarios. 

6) Derecho a participar en cabildos abiertos.  

7) Derecho a referéndum para pronunciarse con temas de interés general. 

 8) Derecho a elegir Juntas Vecinales y participar en la gestión municipal.  

9) Derecho a elegir representantes ante el Consejo de Coordinación Local. 

10) Derecho a petición y a ser informado por escrito por la autoridad.  

11) Derecho a participar en proyectos de cogestión entre la comunidad y la municipalidad.  

12) Derecho a ejercer competencias específicas en la comunidad cuando la municipalidad le delegue funciones. 

13) Derecho a participar de la estrategia de seguridad pública a través de juntas vecinales. 

14) Derecho a iniciativa legislativa presentando proyectos de ordenanza al Concejo Municipal. 

15) Derecho a participar de la gestión de los programas sociales contra la pobreza. 

16) Derecho a participar en el desarrollo ambiental en el distrito.

17) El derecho a participar en el Concejo de Participación para la Educación Local.  

18) El derecho a participar de la gestión de los Comités Locales de Autogestión de la Salud (CLAS). 

Como se puede apreciar, una estrategia de intervención para crear un escenario participativo y de transparencia en el ámbito local debe trazarse como meta la reglamentación de todos estos derechos y luego vigilar permanentemente su cumplimiento. Esa es la clave para avanzar en el empoderamiento legal de los pobladores para participar en el ejercicio de la gestión pública local. Con ello “se trata de asegurar que los que carecen de poder tengan las condiciones básicas para poder empezar a empoderarse y asegurar la existencia de espacios de empoderamiento. Para esto será necesario luchar contra las culturas de la exclusión, la represión y el sometimiento, creando las condiciones para que los propios individuos puedan aspirar a desarrollar a pleno sus potencialidades”(
).

5.  “Nueve fórmulas para una sociedad local abierta y transparente”.

La apremiante necesidad de vigilar el uso adecuado y probo de los recursos que transfiere el Tesoro Público, los recursos propios y aquellos que se pueden obtener de la cooperación internacional o el aporte privado es a la vez un desafío a la creatividad para crear en alianza con diversas expresiones en cada ciudad, mecanismos variados de protagonismo ciudadano al tiempo que se hace un uso adecuado de aquellos instrumentos que la ley lo establece. En el fondo es un reto por recrear las diversas modalidades que los pueblos y ciudadanos han encontrado y recreado para labrar un camino de desarrollo durante los últimos 30 años. 

Advertimos a los lectores de este libro que nuestro propósito no es incursionar en todos los ámbitos de la lucha contra la corrupción, lo cual de hecho demanda una acción multidisciplinaria e integral.  

Por ejemplo, tal como lo ha señalado el psicoanalista Saúl Peña, en el mediano y largo plazo, la mejora de la calidad de la educación jugará un papel clave, sobre todo en revertir la crisis de valores, sin embargo aquel es un terreno en el cual no vamos a incursionar en este trabajo, por razones y limitaciones profesionales, aunque ello no indique que el proyecto que proponemos incluya aspectos educativos y de comunicación.  

“Las nueve fórmulas para una ciudad abierta y transparente” son las siguientes:

Primera fórmula:         “Crear desde la ciudadanía un sistema de monitoreo 

                                      y auditoría social de los presupuestos municipales”.

Segunda fórmula:       “Requerimos crear índices de transparencia, competitividad 

                                     eficiencia para marchar hacia los municipios digitales”. 

Tercera fórmula:         “Urge culminar el empoderamiento legal de los sectores más pobres

                                      transformando su capital dormido en capital activo”.      

Cuarta fórmula:          “Fomentar tribunales de simplificación administrativa para reducir

                                     costos administrativos, disminuir los arbitrios y la intervención 

                                     municipal en el desarrollo económico”.

Quinta fórmula:           “Atreverse a democratizar las decisiones del gobierno local y crear

                                    el hábito por la rendición de cuentas”. 

Sexta fórmula:            “Mayor participación las mujeres al poder local, pero sin acomodarse

                                    con la corrupción, herencia de la tradición machista en el Estado”.

Sétima fórmula:      “El compromiso de los periodistas independientes contra la corrupción,

                                 generando una opinión  pública vigilante del poder local”.

Octava fórmula:          “Construir las ‘casas del vecinos’ como espacios de encuentro del

                                     activismo cívico anticorrupción las juntas vecinales”.

Novena fórmula:   “Ciudades abiertas sí, pero con mayores recursos para mejorar la calidad 

                                 del aire que respiramos”.        

La  tarea por activar estas fórmulas desde la ciudadanía implica también advertir sobre la necesidad de conseguir el financiamiento y el auspicio necesario, porque de otra manera moriremos en el intento ante la voluntad vertical de impedir la generación de una sociedad vigilante.                       

El aporte de la cooperación internacional y de la empresa privada. 

Tengo la impresión de que la peculiaridad es que este nuevo ciclo de participación ciudadana debe marchar a contracorriente de las propias tendencias permisibles o tolerantes con la corrupción o el gasto ineficiente de los presupuestos locales. Por esto uno de sus efectos debe ser la mejora sustancial del liderazgo local, incorporando a nuevas generaciones por el desarrollo local y el fortalecimiento del tejido social. Por ejemplo, es evidente que gran parte de las cientos de ONG que trabajan en las localidades del Perú deberían incorporar en sus agendas de trabajo el tema de la probidad del gasto estatal y en consecuencia una demanda a que la cooperación internacional destine recursos para proyectos de generación de una ciudadanía vigilante de los recursos estatales. 

Tenemos la convicción que muy poco valen proyectos de promoción del medio ambiente, convenios con las municipalidades, ofertas de crédito para pequeños empresarios o para la participación en planes de desarrollo o presupuesto participativo si paralelamente no ponemos en vigencia una agenda por la vigilancia social a la cual debe concurrir la cooperación internacional. De alguna manera ya existen algunos esfuerzos de AID y otras agencias internacionales para valorar este tema, tal como se puede apreciar en valiosas experiencias en Centroamérica, particularmente en El Salvador y Nicaragua, donde la ONG Probidad viene teniendo mucho éxito en generar agendas anticorrupción. 

El diseño del sistema de transparencia y vigilancia ciudadana debe replicarse en consonancia con las peculiaridades de cada ciudad o población y de acuerdo a la incidencia de temas críticos. Por ejemplo, no es lo mismo luchar contra la corrupción en zonas rurales donde la preocupación principal es la defensa del medio ambiente y abuso de las empresas mineras, que en poblaciones donde inesperadamente las municipalidades vienen desde algunos años atrás recibiendo importantes recursos del canon minero o gasífero. En nuestra experiencia particular del distrito de San Juan de Lurigancho -con una población del tamaño de una provincia- un sistema de transparencia y vigilancia social tiene que estar orientada no sólo al uso adecuado y óptimo de los recursos del Foncomun, de los programas sociales y los recursos propios, sino en la generación de un presión ciudadana en pro de reformas institucionales que disminuyan los excesivos trámites para formalizarse y la acción discrecional del área de rentas, donde también se pierden ingentes recursos, sea por ineficiencia o por corrupción. 

Con estas necesarias aclaraciones y cuestiones previas es que pasamos a exponer “las nueve fórmulas de una sociedad local abierta y transparente”:                                                

a)  El monitoreo y la auditoría social del presupuesto local y el plan de desarrollo. 

Es un conjunto de mecanismos de control y vigilancia vecinal que surge de la comunidad organizada  para evaluar permanentemente si se cumplen las metas de la inversión local formalizadas en actas en el presupuesto participativo. Su creación se basa en la propia normativa fijada por la Ley Orgánica de Municipalidades 27972 y la Ley Marco del Presupuesto Participativo. Los actores principales aquí son los órganos de control y vigilancia elegidos por las propias juntas vecinales y redes públicas que se organizan de un modo territorial y sectorial de acuerdo a las particularidades de cada provincia o distrito. En el caso de San Juan de Lurigancho se organizan en las 27 comunas y las ocho zonas que tiene el distrito según ordenanza municipal que aprueba su reglamento previamente debatido, concertado y luego aprobado por el Concejo Municipal.      

Sin embargo, este mecanismo de “auditoría social” no debe quedarse sólo en la vigilancia del presupuesto asignado para el rubro de inversiones, el cual de hecho es muy limitado, sino debe concertar y persuadir a las autoridades y consejeros para evitar que los recursos del Foncomun se orientan en más del 70% al rubro de gastos corrientes y sólo un 25% o 30% a obras públicas y otros proyectos de desarrollo. Del mismo modo, el sistema de monitoreo y supervisión del presupuesto local debe estar dirigido también a verificar las medidas municipales que se realizan para elevar la recaudación tributaria a fin de elevar los índices de inversión en obras, servicios públicos, seguridad ciudadana y desarrollo ambiental.         

Una tarea igualmente difícil es verificar si las prioridades de inversión local respetan las estrategias y metas que contiene del Plan de Desarrollo Municipal Concertado para evitar la atomización del presupuesto local en el cual influye el propio localismo de las dirigencias vecinales empeñadas en mirar el árbol (los intereses particulares de un pueblo) y no el bosque (la necesidad de desarrollar obras y proyectos de impacto distrital, como podría ser un sistema de seguridad ciudadana). En este caso cobra importancia la vigilancia de las áreas de desarrollo urbano, salud ambiental y limpieza pública y desarrollo económico y social para observar y exigir que se cumplan las metas del plan de desarrollo.   

El sistema de monitoreo del presupuesto local y el plan de desarrollo tiene los siguientes mecanismos de control y vigilancia:    

a. La asamblea de las juntas vecinales elige por voto secreto a los miembros de los   Comités de Control y Vigilancia (CCV) con presencia de un notario público. A su vez, cada  zona del distrito designa democráticamente a un agente de supervisión vecinal que coordina directamente con el CCV del distrito las tareas de supervisión.   

b. El CCV sustenta técnicamente su labor de supervisión en base a una “Tabla de Calificación de la Inversión Local” donde se establecen los indicadores y medios de verificación de la ejecución presupuestal municipal, desagregando los niveles de calificación en puntaje de acuerdo a los niveles de eficacia, impacto social  y transparencia de cada una de las obras y proyectos de inversión  ejecutados en el respectivo ejercicio presupuestal.

c. El CCV desarrolla en dos audiencias públicas al año (abril y setiembre)  sus informes del proceso de supervisión del presupuesto local. Sus conclusiones aprobadas en asamblea son enviadas al alcalde, Concejo Municipal, el Consejo de Coordinación Local, al auditor municipal y la Contraloría General de la República. 

d. Al final de cada año y en asamblea de las juntas vecinales se aprueba el informe técnico sobre la calidad e impacto social de las obras desarrolladas en el respectivo ejercicio presupuestal con relación al cumplimiento de las estrategias y metas del plan de desarrollo, 

Los consejos municipales deben aprobar ordenanzas municipales que aprueben la reglamentación de la elección, registro y reconocimiento y funcionamiento de los CCV y otros aspectos señalados anteriormente. Sin embargo, debe quedar claro que la iniciativa de crear los comités de vigilancia y control no debe ser tomada por la municipalidad, sino por la propia comunidad a través de sus juntas vecinales u organizaciones. La municipalidad sólo actúa como un ente de registro, tal como ocurre en el caso de las OSB. Todo ello nos lleva a modificar la ordenanza metropolitana que creo el Registro Único de Organizaciones Sociales, incluyendo a los CCV como parte de las organizaciones que se pueden acoger al registro municipal.             

b) El municipio digital y el “índice de transparencia y eficiencia local”. 

Su propósito es crear un mercado abierto entre los diferentes agentes económicos, proveedores, consultores, ONG y el Estado respecto a las diferentes compras, contratos, adjudicaciones, concesiones privadas, convenios que desarrolla el gobierno local para proveer de servicios y proyectos de inversión a la comunidad local. Está conformado por mecanismos precisos de medición sobre transparencia, celeridad, calidad y menores costos durante el proceso para otorgar la buena pro de cada adquisición o compra. La meta es realizar mediciones anuales sobre el grado de transparencia en este ámbito, realizadas por un grupo selecto de instituciones, personalidades y empresas privadas con amplio prestigio moral en cada localidad y en base a las leyes nacionales sobre transparencia y la Ley de Contrataciones del Estado.

De esta manera y por la permanente presión de la sociedad civil, las áreas neurálgicas de la administración municipal y su entorno socioeconómico se convierten en sujetos de una reforma institucional que hace atractiva la municipalidad, como una corporación que incentiva la economía de libre mercado, provee de servicios e información oportunamente sobre todas las compras y contratos a realizar. El efecto de este proceso es mejorar la calidad de los servicios, disminuir costos y recuperar la confianza en el gobierno local. 

Los mecanismos que se deben utilizar en este ámbito son los siguientes:

a) Caminar hacia los municipios digitales, generalizando el uso de los medios electrónicos para realizar las compras y contratos por parte de la municipalidad. Debe existir acceso en la página web de la municipalidad sobre todos los procesos de contrataciones y adquisiciones.                  

b) Marchar a un índice óptimo por el cual el 70% de los proyectos de inversión se desarrollan por la modalidad de concurso público o licitación pública.

c) Desarrollo de sesiones abiertas de los comités de adjudicaciones directa o selectiva pública previo aviso colocado con anterioridad de 72 horas por parte de la municipalidad.   

d) Debe publicarse la relación de la totalidad de los proveedores registrados en la municipalidad y de aquellos que anualmente prestan servicios.  

e) Publicación en el patio central de todas las municipalidades de un tablero electrónico donde diariamente se anuncian las compras y adquisiciones por toda modalidad para conocimiento de la ciudadanía y los proveedores.  

f)  Proponer a todas las municipalidades distritales de Lima y la Municipalidad Metropolitana de Lima la interconexión electrónica para realizar consultas, comparaciones y análisis de costo-beneficio.       

g) Desarrollar encuestas entre todos los proveedores inscritos en el registro de la municipalidad recogiendo sus impresiones sobre los procesos desarrollados por el municipio.

h) Elaboración y presentación pública del “índice de transparencia” y distribución entre los principales líderes del distrito.  

i) Evaluación de denuncias sobre actos de corrupción y de las acciones de control de la Contraloría General de la República referentes a contratos y adjudicaciones supuestamente irregulares. 

j) Designación del jurado calificador sobre la base del índice de transparencia aprobado en audiencia pública de presentación de los resultados del jurado calificador.

k) Emitir el reconocimiento público a las mejores empresas por haber prestado servicios a la municipalidad con márgenes de excelencia y calidad total.   

Como es lógico, todas estas medidas implican un cambio en la cultura de la burocracia municipal y de los propios empresarios proveedores, los cuales están acostumbrados a tomar las decisiones en secreto para obtener las famosas “comisiones”. Implica una reingeniería institucional en las áreas de abastecimiento, administración y tesorería. En otros casos, estas medidas implican cambios en la propia normatividad nacional de adquisiciones, compras y directivas de abastecimiento.

c) Culminar el empoderamiento legal de la propiedad de los sectores más pobres.

Durante la década de los 90 las ciudades emergentes lograron incorporar a la formalidad a importantes sectores, fruto de la creación de Cofopri y la modernización de los registros. Sin embargo, quedan aún muchos sectores por acceder a un título de propiedad o formalizar un negocio. En otros casos, otros sectores regresan a la formalidad por la alta carga impositiva y la regresión de los registros municipales. No obstante, es crucial abordar este tema porque en gran medida el acceso a la formalidad termina fortaleciendo la independencia de los pobladores frente a un gobierno local clientelista y corrupto.        

Los gobiernos locales provisionales, en especial las municipalidades provinciales, deben tomar por lo menos dos iniciativas centrales para culminar este empoderamiento legal de los sectores más pobres:                                              

- Modernizar los sistemas municipales provinciales para la obtención de los títulos de propiedad disminuyendo trámites y costos. Se requiere caminar a la creación de Cofopris provinciales al tiempo de que se toman medidas nacionales que agilicen los procedimientos para el saneamiento físico legal de las propiedades informales.     

- Ejecutar programas masivos de formalización del comercio informal, simultáneamente al abaratamiento de costos y reducción de los trámites para formalizar un pequeño negocio.

Por cierto, estos agresivos programas de formalización implican leyes nacionales que creen el marco jurídico para que los municipios marchen a un proceso donde se revierta esa pésima imagen donde aparecen como el obstáculo principal para formalizar las economías locales.               

d)  Los TUPA  y los Tribunales de Simplificación Administrativa. 

El objeto de esta iniciativa es incorporar la participación ciudadana y los diferentes agentes económicos en la disminución de las tasas y trámites que se tienen que realizar para obtener licencias y autorizaciones, al tiempo que se desarrolla una amplia convocatoria a los sectores informales para el ingreso a la legalidad. Para tal efecto debe crearse el Tribunal de Simplificación Administrativa, previa a la aprobación bianual de los Tabla Única de Procedimientos Administrativos y las ordenanzas sobre arbitrios municipales y su posterior ratificación por las municipalidades provinciales. A través de un proceso de audiencias públicas que se desarrolla al trabajo paralelo de la dependencia encargada de realizar la tabla de los diferentes procedimientos administrativos y costos,  el gobierno local recoge la opinión de los ciudadanos con una casuística que luego es analizada técnicamente por las áreas correspondientes. Este es un espacio donde se ven cara a cara la burocracia municipal y los funcionarios con la ciudadanía. 

Los Tribunales de Simplificación Administrativa son creados en una primera instancia por iniciativa de la propia ciudadanía, pero luego deberían ser legalizados por ordenanza de los concejos municipales, es presidida por el  alcalde o su representante e incorpora a representantes de la sociedad civil, gremios de empresarios y regidores del Concejo Municipal. Siendo una instancia de carácter consultivo requiere ser reglamentada por el Concejo Municipal. Debe trazarse como meta lo siguiente: 

a) Disminuir los trámites y costos por lo menos en un 50%. 

b) Desarrollar el análisis económico legal de las normas para emitir licencias e impacto de la corrupción en el proceso.  

c) Recoger casos específicos y desarrollar simulaciones de formalización de microempresas como personas naturales y jurídicas que desean obtener su licencia de funcionamiento y otro tipo de autorizaciones.

d) Desarrollar un plan de audiencias públicas para recoger la opinión de los usuarios y contrastar el trabajo técnico con la casuística oral de los vecinos, empresarios y hombres de negocios.    

e) Implementar principios de simplificación administrativa (principio de veracidad, fiscalización ex post y declaraciones juradas) en las ordenanzas para entregar licencias y autorizaciones. 

f) El Concejo debe prepublicar el TUPA y los proyectos de ordenanzas para luego validar su contenido.   

g) Intercambiar experiencias con otras municipalidades.  

Estamos seguros de que aquí se comprobará  la hipótesis de que la corrupción se inicia  en los sobrecostos que genera la ley y las excesivas normas que son aprovechadas por grupos privados y públicos para beneficio propio y en perjuicio de la población. La reversión de esta situación fomentará masivamente la formalización y la confianza en la autoridad. Ampliará la base tributaria municipal generando una cultura de pago. Por lo tanto, esta reforma disminuye de un modo inesperado las posibilidades de expansión de la llamada corrupción sistemático-administrativa.    

e) La democratización de las decisiones del gobierno local y el hábito de rendir cuentas.

Si partimos del supuesto que la existencia de un status quo a través del cual los trámites engorrosos y ordenanzas equivocadas en gran proporción se debe a que el gobierno local no recoge la experiencia cotidiana y a su vez no evalúa a fondo las causas que generan las trabas administrativas que tienen que enfrentar los ciudadanos, el gobierno local debiera establecer un procedimiento por el cual todas las ordenanzas sobre arbitrios municipales, concesión de servicios, proyectos de desarrollo y otras normas que afectan la vida económica de la ciudad deben ser prepublicadas previamente durante un periodo razonable donde se desarrolla una consulta ciudadana, periodo en el cual los técnicos y funcionarios municipales recogen y procesan las inquietudes de los vecinos a través de las audiencias públicas y un buzón abierto en el portal electrónico de la municipalidad. Luego el Concejo Municipal recoge este consenso generando una norma que luego es respetada por todos. 

Obviamente este sistema de consulta y prepublicación de las normas debe estar normado, tanto en el Reglamento Interno del Concejo Municipal (RICM) como el Reglamento de Organización y Funciones de cada municipalidad y de acuerdo a sus propias particularidades. Una oficina y un  funcionario permanente debe ser el responsable de canalizar este sistema de consulta y encargar a una comisión de regidores el monitoreo pertinente en las comisiones de regidores en estrecha relación con el alcalde.     

De igual manera, es un reto de la sociedad civil poner en práctica el derecho constitucional  través del cual los vecinos de los distritos pueden proponer proyectos de ordenanza al Concejo Municipal presentando firmas de los electores de la respectiva circunscripción territorial. Para organizar esta nueva forma de producir normas municipales deben tomarse por lo menos las siguientes medidas:       

a) El punto de partida de esta iniciativa podría ser el desarrollo de una experiencia piloto para poner a prueba la capacidad de las organizaciones vecinales y otras instituciones para generar “desde abajo” normas legales que luego crean un amplio consenso a favor de una cultura de gestión pública transparente. 

b) La prioridad de esta iniciativa legislativa “desde abajo” debe ser la reglamentación en cada ciudad o poblado de los “18 derechos de participación y control”. Por ejemplo, debemos entender que la única manera que los procesos de rendición de cuentas, órganos de control y vigilancia, procesos de presupuesto participativo, etc., no sean manejados a discreción y por conveniencia por la autoridad de turno es que estos derechos y obligaciones estén reglamentados, fruto de un amplio consenso ciudadano y que luego se exprese en la aprobación de las normas por parte del Concejo Municipal.

Empero, si fuésemos consecuentes con esta propuesta de Democratización de las Decisiones de Gobierno Local llegaríamos a la conclusión que esta concepción de gobernar y producir las normas legales implica un cambio de la propia Ley Orgánica de Municipalidades, empezando por derogar y revertir aquella normatividad y costumbre por la cual es el alcalde el que tiene la exclusiva potestad en las sesiones de concejos municipales de decidir qué es lo que se discuten o no los regidores. 

Aquí otra vez nos topamos con la nefasta tradición alcaldista, pero es necesario derrotarla, pues la democratización de las decisiones de gobierno local es incompatible con la tradición discrecional y autoritaria de las leyes municipales en el Perú.                      

f) “Mayor participación de las mujeres en el gobierno local, pero sin acomodarse con la corrupción, herencia de la tradición machista en el Estado”

La incursión de las mujeres en el gobierno y el desarrollo de la ciudad debe expresarse en dos aportes fundamentales que reviertan una tradición donde también reposa el machismo:

1) El apego por manejar los recursos con austeridad evitando el despilfarro.

2) Superando el clientelismo como forma de legitimar el poder de la autoridad local. Si esto no ocurre, con el tiempo el liderazgo local puede ser asimilado por las tradiciones negativas de cultura machista. 

Por ejemplo, un espacio social donde las mujeres deben fomentar la transparencia es en el manejo de los programas sociales e incidiendo de manera decisiva en mejorar la calidad de gestión de los mismos y su impacto social en los sectores más pobres. Paralelamente se desarrollan experiencias de reconversión productiva, aprendiendo destrezas para competir en el mercado.   

Las acciones se orientarán a crear una corriente de opinión y activismo cívico de género tratando de buscar un soporte social que exija la eficacia y modernización del gasto público en programas como el Vaso de Leche, comedores populares, clubes de madres y los wawa wasi. Parte de ello implicará fomentar la democratización de las organizaciones de mujeres que luchan contra la pobreza.

En una situación donde los programas sociales muestran un evidente agotamiento, como ocurre con el Programa del Vaso de Leche, la tarea por generar conciencia crítica entre las propias mujeres incorporadas a estos sistemas ineficientes es una de las tareas más difíciles, tal como lo hemos demostrado anteriormente en el caso de la extendida corrupción del Vaso de Leche en San Juan de Lurigancho, donde el soporte social de la distribución ineficiente de la leche evaporada y hojuela de quinua es un pequeño grupo de dirigentas que ejercen una especie de “dictadura de genero” contra la mayoría de beneficiarias.

Como es evidente que en los próximos años se va a discutir inevitablemente la reforma de los programas sociales, el objeto de estos colectivos de género por la transparencia debiera ser la de poner con toda energía y rompiendo esquemas en la agenda del debate las siguientes propuestas:

a) Generalizar los mecanismos de entrega de la ayuda alimentaria y nutricional pasando del subsidio indirecto al directo para evitar el gasto ineficiente y quitarle espacio burocrático a las mafias de la corrupción.                     

b) Implementar los comités de gestión de los programas sociales a nivel distrital para elaborar una estrategia de focalización integral de los recursos que transfiere el Tesoro Público y de aquellos que provienen de los recursos propios. La meta debe ser obtener un mayor rigor en la entrega de recursos en los sectores más pobres de la localidad respectiva.    

c) Fomentar la creación de comités de vigilancia y control de los programas sociales para evitar la corrupción. Esta vigilancia social de género es crucial para revertir aquella situación por la cual un amplio sector de mujeres y lideresas tienden a cohabitar con las ineficiencias y secuelas de corrupción, tal como ocurre en el Programa del Vaso de Leche donde muchas veces grupos de dirigentes se prestan para ser el soporte social de empresas o de mafias al interior de las municipalidades.

d) Democratizar las organizaciones sociales de base evitando la consolidación de una burocracia dirigencial que opera a su vez como un mecanismo de ineficiencia de los programas sociales.  

e) Exigir procesos transparentes en las compras de los insumos de los programas del vaso de leche, alimentos para los comedores populares, etc. Las integrantes del “Colectivo de Mujeres por la Transparencia” deben ser las primeras en oponerse a las declaratorias de urgencia y procesos de licitación fraudulentos con incidencia en la mala calidad de los alimentos para los programas sociales.      

f) Ampliar el espectro institucional que promueve oportunidades para que las OSB participen de experiencias productivas que permitan superar la lógica de sobrevivencia crónica.  

El efecto positivo de estas acciones incidirá en la transformación de la calidad del liderazgo de género en las localidades del Perú. A manera de una corriente muy crítica de los programas sociales actuales la situación exige un liderazgo femenino popular como sujeto de reforma del tipo de inversión que produce el Estado “para luchar contra la pobreza”, pero que en realidad termina perpetuándola. En el fondo se trata de crear un liderazgo de género alternativo al actual uno de cuyos perfiles más claros de diferenciación es la lucha por programas eficientes, transparentes y que se propongan en el corto y mediano plazo la reversión de la pobreza con indicadores precisos.        

Por ejemplo, el protagonismo de este nuevo liderazgo de género debe expresarse con mucha claridad en todos los componentes del Sistema de Transparencia y Vigilancia Ciudadana que en este libro estamos proponiendo como una contribución para generar sociedades locales abiertas.   

g) La coalición de periodistas y comunicadores sociales contra la corrupción. 

La experiencia de lucha contra la corrupción y el papel que cumplen los medios de comunicación en las sociedades locales muestran que es posible crear una opinión pública local crítica del rol de las autoridades en el manejo de los asuntos públicos, pero constructora de espacios mediáticos para crear mecanismos de transparencia e iniciativas de concertación para el desarrollo. Por ejemplo, es notorio ver cómo el periodismo libre e independiente se convierte en un espacio eficaz de investigación de casos de corrupción que obligan a las autoridades a realizar acciones preventivas. En cambio, cuando los grupos de poder mercantilistas y corruptos quieren tener desinformada a la población acuden inmediatamente a corromper periodistas a costa de prebendas y otras granjerías.     

De la misma manera, la prensa independiente en las sociedades locales puede ejercer mucha persuasión para que los partidos políticos, dirigentes vecinales, empresarios, las iglesias y otros  sectores institucionalicen espacios de concertación por el desarrollo local, los cuales no son antagónicos sino complementarios de aquellos espacios y mecanismos para generar una cultura de transparencia y estrategia de seguridad ciudadana. Una sostenida opinión pública distrital crítica y a la vez constructiva de los asuntos públicos locales, difícilmente puede ser contemplativa de esa peligrosa tendencia a ser permisibles con la corrupción y el irrespeto permanente a la ley.                       

Para esto se requiere que los comunicadores sociales estén bien organizados en círculos, periódicos, programas radiales, páginas web y que animen el debate local permanentemente para dar consistencia a esta opinión pública local. No existen sociedades nacionales y locales abiertas y con pleno ejercicio de la libertad de expresión sino hay grupos de periodistas verdaderamente independientes y proactivos en consolidar una opinión pública saludable en mantener una  ciudadanía bien informada.          

h)   “La casa del vecino". Centro de convocatoria  de un nuevo activismo cívico por la transparencia.     

La “casa del vecino” es el local institucional donde concurren todas las juntas vecinales,  redes públicas, consejeros locales, activistas mujeres y otras expresiones de la sociedad civil para articular una estrategia por la transparencia y el desarrollo local. Como su nombre lo indica esta institución pretende romper la dependencia del sistema de participación ciudadana de la administración en recursos, locales, capacitación y otros aspectos de la “logística participativa”. Pero también llena un vacío en las normas de participación que establece la Ley 27972 y otras, allí  donde el funcionamiento de las juntas vecinales -por ejemplo- queda a merced de la voluntad del teniente alcalde y la burocracia municipal para su funcionamiento, aunque también la “casa del vecino” es una respuesta al espíritu acomodaticio a un cierto sector de dirigentes que hacen de su actividad diaria la presencia en la municipalidad terminando por burocratizar sus funciones. 

“La casa del vecino” en modo alguno busca construir un espacio de confrontación con la autoridad local, sino mas bien constituye el necesario espacio donde la “esfera vecinal” se agrupa y cohesiona para establecer un diálogo franco, alturado y transparente con la “esfera administrativa y política” del gobierno local y otras dependencias estatales. Estamos seguros de que esa relación dialéctica de inevitable dialogo y cooperación saldrá un escenario positivo de sinergias en pro del desarrollo de las sociedades locales.                    

Las actividades de la “casa del vecino” está circunscrita a labores de capacitación, asesoramiento técnico, soporte logístico y preparación de la agenda que cada nivel y escalón del sistema de participación debe desarrollar. Estas actividades estarán dirigidas a crear el soporte institucional de todo el Sistema de Participación Ciudadana que establecen las Ordenanza Marco del Sistema de Participación y Control Ciudadano. Algunas acciones importantes a tomar en esta iniciativa son las siguientes:    

a) Firma de un convenio de las juntas vecinales, redes públicas y consejeros con ONG, la municipalidad de la localidad y otras instituciones para sostener el funcionamiento de este espacio institucional del sistema de participación.     

b) Inauguración de la “casa del vecino” con presencia del alcalde, miembros del Concejo Municipal y el Consejo de Coordinación local de Implementación. 

c) Instalación y funcionamiento de los órganos de control y vigilancia del presupuesto participativo y del plan de desarrollo local.

d) Instalación  de la Oficina del Colectivo de Mujeres por la Transparencia.      

e) Asesoría técnico-legal permanente y secretariado de la “casa del vecino” . 

f) Seminario de Capacitación de las Juntas Vecinales y Redes Públicas

g) Boletines informativos de las juntas vecinales y redes públicas  

h) Asambleas ordinarias de las juntas vecinales y redes públicas.

i) Pronunciamientos públicos de las juntas y redes públicas  

j) Acciones de vigilancia ciudadana del presupuesto participativo y del plan de desarrollo.

El efecto práctico de este componente será el fortalecimiento de las juntas vecinales, redes públicas y el prestigio de los miembros del Consejo de Coordinación Local. Mejorará la calidad del liderazgo local asumiendo un programa por la transparencia como base de un nuevo protagonismo en el desarrollo local.   

i) Colectivo medioambiental pro áreas verdes y monitoreo de la calidad del aire. 

Esta es una excelente manera de demostrar cómo un sistema transparente del gasto público puede incidir decididamente en mejorar la calidad del vida, a partir de disminuir el grave déficit en áreas verdes del distrito y los índices de contaminación de fabricas y otros agentes económicos. Por ejemplo, se trata de llamar la atención en los pobladores de la mayoría de los distritos populares de Lima la grave situación por la cual existe sólo 1.3 metro cuadrado de área verde por cada habitante cuando los estándares internacionales nos indican que deben haber ocho metros cuadrados de área verde por cada habitante. Este déficit ambiental se debe también en gran medida a los múltiples casos de corrupción donde se perjudica la capacidad operativa de las municipalidades   

Este debe ser, pues, el espacio de encuentro de los comités vecinales de parques del distrito para exigir inversión en el crecimiento y mantenimiento de las áreas verdes. Allí la población toma conciencia del déficit de áreas verdes y exige que el gobierno local de prioridad a este sector en el presupuesto local. La autoridad municipal incorpora en el presupuesto municipal mayores partidas para atender el mantenimiento, conexiones de agua, instalación de plantas de tratamiento, sistemas de regadío y saneamiento legal de los parques y áreas verdes en cada localidad. Fruto de una amplia presión ambientalista es que el gobierno local debe incorporar en el plan de desarrollo local el tema ambiental y triplica el presupuesto para este rubro cada año.

Las principales acciones para desarrollar en este campo son las siguientes: 

a)  Crear federaciones de los parques y áreas verdes del distrito para incidir localmente con una agenda ambiental. 

b) Realizar acciones de monitoreo de la calidad del aire en cada localidad planteando propuestas a las autoridades para respetar la Ley del Medio Ambiente.

c) Monitorear las normas legales y la legalidad de las autorizaciones y licencias para actividades sensibles a la contaminación ambiental.    

d) Realizar mediciones  sobre el porcentaje de crecimiento de áreas verdes y los montos presupuestales ejecutados. Proponer un aumento radical del presupuesto para los parques y jardines de San Juan de Lurigancho.   

e) Constatación acerca de si los planes de desarrollo distrital incorporan entre sus prioridades el desarrollo de una estrategia ambiental para ampliar las áreas verdes.

f) Elaborar proyectos de tercerización en la gestión de las áreas verdes donde los usuarios se conviertan en directores de autoridades autónomas que manejan directamente los recursos recaudados por concepto de arbitrios para parques y jardines.      

g) Crear un activismo cívico desde la movilización ciudadana organizada en torno a la escasez o falta de mantenimiento de áreas verdes. 

6. Alianzas con la comunidad educativa local. 

La corriente de vigilancia ciudadana que proviene desde las interrelaciones del gobierno local y los vecinos debería confluir con otra, quizá más importante referida a la comunidad educativa llamada a convertirse en el generador de valores en las nuevas generaciones. Es en el colegio fiscal, la Asociación de Padres de Familia (Apafas), el sindicato magisterial y los colegios privados donde deben surgir diversas iniciativas para que una alianza entre el maestro, el padre de familia, la niñez y los promotores de la inversión privada logren transformar la actitud pasiva de la comunidad educativa frente a la crisis de valores por una actitud activa que se exprese en cambios curriculares, pero también en acciones específicas contra la corrupción al interior de las propias aulas.

El hecho de que en diversas UGEL del país exista una preocupante impunidad frente al acoso sexual de los maestros, el tráfico de notas o irregulares contratos, muestra que la tolerancia social ante la corrupción existe de modo preocupante en los colegios y la administración educativa. Incluso existen numerosos casos donde las Apafas se convierten en centros de disputas por el poco dinero recaudado en las matrículas y otras actividades de recaudación de fondos. 

Sin embargo, en el ámbito educativo también existen instrumentos jurídicos que deberían ser aprovechados para movilizar a la comunidad educativa en torno a políticas de transparencias. Queremos referirnos puntualmente a algunos de ellos:

5.1. Durante los últimos años se han dado algunos pasos en dotar de autonomía a la gestión de los directores en cada colegio, aunque esta es todavía insuficiente. Esto marca una posibilidad de evitar la pasividad y fomentar las iniciativas en cada barrio donde se asienta cada colegio para lograr un entorno participativo. Sin embargo, se requiere acelerar y profundizar mayores niveles de autonomía de estos colegios.                               

5.2. La propia Ley Orgánica de Municipalidades 27972 avanza en dar mayores competencias a las municipalidades en el ámbito educativo local. El Artículo 82 de esta ley establece la iniciativa de las municipalidades para constituir el Consejo Participativo Local de Educación; diseñar y ejecutar los proyectos educativos en cada jurisdicción y hasta incidir en los contenidos curriculares. Sin embargo, son muy escasas aún las iniciativas tomadas aprovechando estas ventajas normativas.           

5.3. Recientemente se ha publicado la Ley 28628 que asigna mayores atribuciones a las Asociaciones de Padres de Familia (Apafas) al tiempo que obliga a la democratización y la alternancia de los dirigentes para evitar costras burocráticas. Con esta ley los padres de familia pueden participar, a través del Consejo Educativo Institucional (Conei) de la evaluación de los profesores, vigilar el uso de los recursos en cada colegio, así como colaborar en las compras que desarrollan las UGEL con el propósito expreso de evitar actos de corrupción.        

El solo hecho de que se ponga en ejecución lo que recientemente la ley puede marcar una dinámica realmente mas activa de la comunidad educativa, uno de cuyos componentes debe ser la lucha contra la corrupción al interior del sistema educativo, al tiempo que ese movimiento debe confluir con las diversas iniciativas planteadas en los capítulos anteriores. Por ejemplo, es evidente que una optima participación de las Apafas en los Conei y los comités de evaluación de profesores no sólo puede ser un incentivo para revertir la pasividad de un amplio sector de padres de familia, sino para renovar el propio liderazgo en este sector. Una cosa similar debe ocurrir con la vigilancia de las compras de las UGEL. 

Es el momento que los ciudadanos y las instituciones exijamos a los alcaldes y los concejos municipales para que tomen la iniciativa en constituir los consejos participativos locales de educación, tal como lo establece la ley.          

Capítulo IX

EL HÁBITO POR LA TRANSPARENCIA Y EL 

“LIDERAZGO DE ÉXITO”  EN LA GESTIÓN PÚBLICA  

“La excelencia moral es el resultado del hábito. Nos volvemos justos realizando actos de justicia; templados, realizando actos de templanza; valientes, realizando actos de valentía. La capacidad de sentir vergüenza es una buena brújula moral”.     

Aristóteles
Es sorprendente cómo en el corazón del capitalismo más desarrollado, los teóricos del “liderazgo altamente efectivo” se vean obligados a replantear gran parte sus fundamentos, luego de superar el desconcierto por los resultados de varios estudios de opinión y mercado entre los trabajadores y el propio entorno de los propietarios de las grandes empresas (
). 
Allí se muestra un gran descontento y hartazgo por la manera de gerenciar y organizar la producción. A pesar de todos los avances en relación con la tecnología, con la innovación de los productos y con los mercados mundiales, la mayoría de las miles de personas entrevistadas se sienten frustradas.                      

El más osado para responder a esta crisis de liderazgo en las empresas nuevamente es Stephen R. Covey, quien después de la caída del muro de Berlín escribió en 1989, con mucha resonancia su best seller, “Los 7 Hábitos de la Gente Altamente Inteligente”. Ahora sus propios fundamentos acaban de dar un  viraje de 180 grados con la publicación, en el 2004, de su libro “El 8 Hábito, De la Efectividad a la Grandeza”. La crítica de Stephen R Covey es a la visión unilateral o la mala interpretación de las teorías de la cultura del éxito que tanta literatura generó en los últimos 20 años. El error consistió en generar una mentalidad de éxito en el líder empresarial a costa de menospreciar el talento de los trabajadores y de su propio entorno social. 

En la práctica, la vulgarización de esas teorías, en los países en vías de desarrollo como el Perú, terminó por afirmar una mentalidad empresarial cerrada, autoritaria e incapaz de generar confianza. El voluntarismo por lograr la “calidad total”, por evaluar en base a resultados, sin reparar en los medios, si bien tuvo éxitos en aumentar la producción terminó por bloquear el desarrollo del propio capital humano de las empresas. 

El replanteamiento de muchas tesis sobre esta cultura del liderazgo en el mundo empresarial se ha hizo más urgente con la proliferación de la corrupción en las multinacionales, a raíz de casos como Enron, Worldcom y Parmalat. Se ha llegado incluso a decir que “existe una crisis de liderazgo ético en las corporaciones multinacionales, y en las ‘escuelas de negocios’ que preparan a los gerentes de estas empresas globales”(
).
Pero los lectores se preguntarán, ¿qué tiene que ver todo esto con el liderazgo municipal en el Perú? Tiene una relación muy estrecha porque precisamente ha existido una corriente de formación empresarial en nuestro país que luego en el ejercicio de la función pública contagió de estos errores a la conducción municipal. Recuerdo muy bien que entre los años 1994 y el año 2002 conocí a varios empresarios que habían tenido mucho éxito en sus negocios y esos  principios querían aplicarlos no sólo a las campañas electorales, sino en la conducción gerencial de las municipalidades. Quiero referirme a cuatro de de ellos: 

1) Eran de la idea de mantener en secreto las estrategias electorales, las cuales sólo las podía saber el candidato y ni siquiera sus jefes de campaña. 

2) Ante la propuesta de preparar técnicos y equipos de gobierno municipal con previsión se oponían a esta tarea con la frase “lo importante es ganar, después los funcionarios se contratan”. 

3) En las gestiones municipales eran renuentes a entregar información fluida al público y a los propios regidores. A menudo yo escuchaba: “lo importante es hacer obras, ocuparse de preparar la entrega de la información es una pérdida de tiempo, lo importante es tener éxito con las obras desarrolladas o mantener la ciudad limpia”. 

4) A estos “empresarios-alcaldes” no les interesa o no valoran las reuniones periódicas entre los gerentes y jefes o entre los jefes y sus trabajadores en la lógica de poner en funcionamiento la estructura plana en la administración municipal. “Ellos sólo tienen que recibir órdenes porque aquí evaluamos el trabajo en base a resultados”, vociferaban cuando alguien reclamaba las reuniones en equipo.   

En realidad lo que hemos vivido es una deformación de la cultura de la “gente altamente efectiva”, porque una aplicación mecánica y superficial de esta teoría terminó mezclada con una tradición autoritaria y de caciquismo en muchos empresarios, muchos de ellos migrantes de zonas rurales. Por ejemplo, Stephen R. Covey (
) critica las relaciones de codependencias que establece un empresario con sus trabajadores que muy bien se puede aplicar a las relaciones que algunos empresarios peruanos aplican como alcaldes en los municipios peruanos. El autor de “El 8 Hábito” dice: “El líder autoritario toma entonces la responsabilidad de los resultados y se centra en la eficiencia; esto es, métodos, procesos y pasos, de forma que las reglas empiezan a sustituir al criterio humano. Todo esto refuerza el concepto de liderazgo como posición, no como elección; se convierte en parte del ADN cultural. Poco a poco se va haciendo evidente la verdad de la afirmación de Lord Acton de que ´el poder corrompe´ y el poder absoluto corrompe absolutamente. Todo el mundo se sirve entonces sólo así mismo y subordina su integridad a complacer al jefe”. 

Para superar estas deformaciones Covey propone como fundamento de su libro fijarse ahora “en encontrar su voz e inspirar a los demás para que encuentren la suya”(
). Es decir, no sólo se trata de las armas que debe tener la mentalidad del líder en si mismo para derrotar a sus competidores, sino de la creación de confianza en su entorno, de potenciar el talento de los trabajadores y lograr la participación de ellos en las decisiones de gestión, tal como lo hace la familia Wong con mucho éxito en sus tiendas comerciales de Lima. 

Sintomáticamente, Covey vuelve a las fuentes aristotélicas del liderazgo (ver cita al inicio de este capítulo) cuando dice: “El tipo de liderazgo que crea seguidores sólo surge cuando ponemos el servicio por encima de nosotros mismos. Las organizaciones, tanto las privadas como las públicas, aprenden que sólo se pueden mantener si satisfacen las necesidades humanas. De nuevo, el servicio por encima de uno mismo. Ese es el verdadero ADN del éxito. No se trata de lo que puedo sacar de esto, sino de qué puedo aportar”(
). 

En otros pasajes de este capítulo utilizaré varias citas de esta nueva visión de Stephen R. Covey y otros autores para ver hasta qué punto encajan en las propuestas de liderazgo que se propone para revertir la corrupción y el autoritarismo en las municipalidades.                    

1. La función pública y el hábito por la transparencia.   

 “El capital intelectual se esta transformando más rápidamente que el capital físico. En realidad la nueva fuente de riqueza no es material, es la información, conocimiento aplicado al trabajo para crear valor. La persecución de la riqueza es hoy en día, la persecución de la información”.

                                                                                               Walter Wriston, “El esplendor del conocimiento”.            

El término “éxito” debería estar asociado a la capacidad de construir altos índices de confianza y concertación en las ciudades, uno de cuyos componentes deben ser los logros en reducir la corrupción a su mínima expresión, al tiempo que se logran indicadores muy altos de eficiencia en el gasto público local.  

Los nuevos alcaldes y líderes vecinales no sólo deberían ser respetados por hacer obras, sembrar cemento o asfalto en sus localidades, sino por hacer de la municipalidad o una determinada comunidad el centro de la decencia pública,  allí donde fluyen la información a los ciudadanos y desparecen los obstáculos para invertir o instalar un negocio. Las propias ONG y la Cooperación Internacional deberían exhibir en sus logros esta performance de probidad pública, en el entendido que es imposible reducir la pobreza y generar ciudadanía, sino reducimos paralelamente la cultura del dolo y el irrespeto a la ley.    

Como dice la cita del filósofo Aristóteles que encabeza este capítulo final, “la excelencia moral debe ser resultado del hábito”. ¡Qué gran aporte podrían dar los alcaldes a la democracia si en los próximos años con su ejemplar accionar como hombres públicos contagiaran a los ciudadanos creando la costumbre por el respeto a la ley y resguardar los recursos municipales, poniéndolos a buen recaudo frente a las mafias de la corrupción! ¡Cuánta confianza en la autoridad local podría multiplicarse en los ciudadanos si estos alcaldes rinden cuentas cada año y exhiben el estado de las finanzas municipales con gran intensidad en los portales electrónicos y en medios impresos!         

Y es que en negación al paradigma tradicional de “autoridad exitosa”, donde el vecino se resigna a calificar de positiva una gestión municipal, sobre la base de la afirmación de que “yo apoyo a este alcalde porque no importa que haya robado, lo importante es que ha hecho obras”; un nuevo liderazgo local debe ser la antítesis de la impunidad del delito y el primero en tomar la iniciativa para denunciar actos de corrupción e ineficiencia en el gasto público. De este modo, el municipio debe ser el primer escalón del sistema político nacional donde surge una nueva cantera de estadistas, tal como ocurre en los países desarrollados. Acabaríamos así con esa nefasta tradición republicana donde el municipio y el “alcaldismo”, no han sido otra cosa que la prolongación de un sistema prebendario y excluyente.  

El nuevo liderazgo local debería acercarse más a los fundadores de la tradición municipalista americana que tanta admiración despertó en el siglo XVIII y XIX entre los intelectuales y políticos europeos como Alexis de Tocqueville en su obra magistral “La Democracia en América”. 

El politólogo francés se admira como el municipio americano jugó un rol central en la formación de los Estados Unidos. En esa nación el municipio fue anterior a la creación de la Confederación. Es desde las sociedades locales donde surgió el contrato social para luego unir a los estados federales. Esa tradición se conserva hasta hoy. Es inimaginable un Presidente americano que no haya sido antes jefe de un condado o de un Estado federal. Es en la gestión y en el escrutinio público como el The Mayor (alcalde) o Jefe de un Estado federal, desde donde ascienden los hombres de Estado en los Estados Unidos. ¡Qué diferencia con el Perú donde hemos tenido presidentes que llegan a Palacio de Gobierno para recién iniciar el aprendizaje de la administración pública y lo primero que hacen es subirse el sueldo a US$ 18,000!                                      

Esta transición de un nuevo liderazgo que supera en la “lógica obrista” tradicional, por otro de dimensión integral que rescata la capacidad constructora pública, pero la supera; en el entendido que la exitosa la obra de un alcalde se mide también por los índices de modernización del municipio como el centro de relaciones positivas de una sociedad local, así como receptáculo de iniciativas concertadas donde se fomenta la libre competencia pero también se es implacable para evitar el gasto ineficiente, el despilfarro y la corrupción. 

En ese trance, el espacio local puede ser el primero en colmar las expectativas que muestran todas las encuestas por una gestión pública austera, que elimine los privilegios en el Estado. Abrigo la esperanza de que en los próximos años surjan desde la gestión de las sociedades locales nuevas canteras de dirigentes que luego irradien con estilos diferentes el parlamento y los gobiernos regionales. Es evidente que en la actualidad hay un vacío de liderazgo por el fracaso de la clase política tradicional y la extendida corrupción en el Estado. Pero también se ha abierto un espacio histórico para el surgimiento de nuevos liderazgos locales con gran proyección nacional.     

2. “Líder eficaz” y “líder eficiente”.

A propósito de los altos estándares de mal uso de las transferencias del Poder Ejecutivo a las municipalidades que hemos mostrado en los capítulos anteriores, se impone que una autoridad diferencie el sentido de ser eficiente y eficaz y definir cuando debe ponerse énfasis en el primer aspecto o en el segundo. Para mejorar la efectividad de gestión empresarial o pública, el líder debe en su propio accionar establecer una diferencia entre los términos eficiencia, eficaz y efectividad. Veamos las definiciones al respecto (
):     

Eficiencia: “Capacidad para lograr un fin empleando los mejores medios posibles”. De acuerdo a este concepto, en la gestión pública no sólo se trata de realizar obras, mejorar los servicios públicos a como de lugar, sino que las inversiones desarrolladas tengan el impacto social, ambiental o económico que fijan los planes de desarrollo. Inciden en la calificación de un liderazgo eficiente el ahorro generado, la calidad de la obra y la rendición de cuentas inmediata que se da una vez culminada una gestión. Generalmente un líder eficiente trabaja en equipo, mientras un líder que no es eficiente no incorpora a todo el capital humano en una acción pública porque tiene una concepción utilitaria de los funcionarios y empleados.               

Eficacia: “Capacidad de lograr el efecto que se desea o se espera, sin que priven para ello los recursos o los medios empleados”. En este concepto se encuentran todas aquellas autoridades que tienen mucha creatividad o instinto para lograr un impacto inmediato con una obra o acción de gobierno, pero muchas veces este tipo de liderazgo desprecian la austeridad, el ahorro y la transparencia para realizar una obra determinada. En esta visión interesa que la obra se realice en el menor tiempo posible sin reparar mucho en la calidad de la inversión, los niveles de transparencia y legalidad de la obra desarrollada. Para un sector de los “empresarios de éxito” que llegan a la administración pública interesa más el impacto publicitario inmediato de una obra el que muchas veces esta asociado a altos niveles de corrupción y obras mal hechas. En algunas ocasiones la propia comunidad y los dirigentes vecinales toleran este tipo de liderazgo apremiados porque sus pueblos por fin tengan concluida una obra. 

Efectividad: “Cuantificación del logro de la meta”. Como es obvio la valoración de los índices de efectividad serán diferentes para una autoridad proclive a ser más eficaz que otra dada a la eficiencia. En el segundo caso, la cuantificación de la efectividad es más integral. En este caso, el líder eficiente busca construir una popularidad de sus acciones por el grado de impacto en el mediano plazo de una gestión, valorando mucho más la calidad de su gestión por los niveles de confianza que despierta en la población, incluso de sus propios adversarios.

Sin embargo, tampoco debemos despreciar la importancia de la eficacia en determinados momentos. Si una autoridad local se preocupa sólo de la eficiencia, puede llegar a ser un alcalde  más eficiente de algo que no le interese a su comunidad. La eficacia (o efectividad) es hacer lo que a la ciudadanía exige en un momento determinado. Por ejemplo, a veces una autoridad requiere gastar más de lo debido en la publicidad de una acción de seguridad y moralidad (por ejemplo desarrollar operativos espectaculares contra la delincuencia y la prostitución) porque requiere contagiar a otros sectores para luchar contra la delincuencia y generar miedo en aquellos sectores predispuestos a realizar actos contra la ley. 

En suma, la eficiencia es muy importante en la gestión pública y en la visión de la planificación estratégica. Sin ella no habría instituciones. Sin embargo, la virtud de una autoridad consiste en determinar en que momento pone énfasis también en la eficacia.   

3.  La transparencia como fuente de prestigio de la autoridad.

“Los ejecutivos deben crear mecanismos de conexión y

  compromisos  basados en la libertad, de la elección, en

  vez de apoyarse en sistemas de coerción y control”.

                                                                                                                                                  Jim Collin(
).      

Incluso por vanidad o por la búsqueda de satisfacción individual de servicio a la comunidad, el prototipo de la nueva autoridad debe llegar al convencimiento de que el ejercicio de una gestión con transparencia a toda prueba prestigia su imagen y multiplica la confianza en la autoridad. Una demanda reciente de los pobladores en las encuestas no es sólo que la autoridad haga obra pública o dirija bien los servicios públicos, sino que el Estado sea un obstáculo para acceder a la información de los asuntos públicos o se convierta en un botín para el privilegio de unos cuantos. Es imposible que una autoridad reclame las obligaciones de los pobladores si no le provee de toda la información tributaria, presupuestal, de obras y servicios prestados. Invertir en mecanismos de ingeniería para que las municipalidades lleven la información a la comunidad es una condición básica en la formación de una conciencia ciudadana.             

Deberíamos imaginar en los próximos años cómo la transparencia como parte de la ejecutoria de una autoridad despierta admiración y prestigia la imagen de los alcaldes y regidores. Ese prestigio debe superar radicalmente los consabidos principios de aquellos gobernantes que en sus momentos de mayor popularidad quisieron institucionalizar aquello de que “primero hago luego informo”. “Soy empresario por eso sé tomar decisiones”, mientras por otro lado escondían la información y mantenían la cultura del secreto en las municipalidades y el Poder Ejecutivo.         

4. La honestidad en la formación del capital humano y la meritocracia.

“Los ejecutivos deben definir al interior y el exterior de las organizaciones basándose en los principales valores, metas, no en los límites tradicionales.  

                                                                                                                                                      Jim Collin(
).      

En los futuros planes de desarrollo de capacidades, así como de los propios partidos políticos y del ámbito vecinal; una nueva visión de desarrollo y de formación de liderazgo local debe necesariamente incorporar los valores de austeridad y honestidad, como ejes rectores del ascenso de los trabajadores y designación de candidaturas. De la misma manera que un régimen de méritos no puede tener como principio sólo el tiempo de servicio de un trabajador en un área, sino también la trayectoria y el aporte al desarrollo de una institución; el Estado debe crear incentivos para aquellos trabajadores que denuncian la corrupción o inventen mecanismos y sistemas para acercar el Estado a la gente, eliminando las barreras que impiden el acceso a la información o las denuncias contra la corrupción.            

Hay que evitar, pues, que el valor de la honestidad no tenga un premio o  no constituya un factor de alto puntaje en la carrera pública y en la performance de una autoridad. 

Debería llegarse a un punto donde el Estado central premie con mayores recursos a los municipios que mejor invierten los recursos, sobre todo aquellos dirigidos a los más pobres. Por cada S/. 100 bien invertidos el Tesoro Público se debería premiar con S/. 10 adicionales en el presupuesto del próximo año en aquellos lugares donde se encuentre altos niveles de eficiencia local. Los municipios y la Contraloría debería establecer becas o ascensos inmediatos para aquellos trabajadores, nombrados o contratados que denuncian actos de corrupción o proponen medidas eficaces para prevenirla.   

De esta manera se crean también incentivos para consolidar una corriente al interior de la propia burocracia municipal, rompiendo el status quo y la pasividad de los trabajadores frente al delito.     

La honestidad no debería ser un valor marginal en el Estado, sino motivo de orgullo de toda la burocracia estatal y los gobernantes. Debería serlo también para las organizaciones vecinales a la hora de elegir sus dirigentes. Una cosa similar debe ocurrir en los partidos políticos en el momento de elegir sus candidatos o funcionarios para ocupar cargos en el Estado.

5.  La presencia de la mujer en las sociedades locales y en el ámbito vecinal.

“Es posible que las mujeres tengan una pequeña ventaja a su favor, puesto que no necesitan “desaprender” un viejo comportamiento autoritario para dirigir sus departamentos o compañías”.

 John Naisbitt y Patricia Aburdene(
).
Aquella megatendencia mundial sobre la presencia de la mujer en el mundo de la empresa, en la lucha por los derechos ciudadanos y en la gestión del Estado, debería ser también una fuente muy poderosa de renovación del liderazgo local. Como se ha demostrado en la Policía Nacional y en las pocas experiencias donde la mujer ha obtenido cargos públicos     -sea por designación o por elección popular- la mujer debe ser una fuente de moralidad y de transparencia.       

Sin embargo, su sola presencia no garantiza de un modo mecánico la generación de mecanismos de transparencia y control ciudadano. Por ejemplo, ¿será posible que de las actuales organizaciones del Vaso de Leche o comedores populares surjan lideresas que modifiquen los altos niveles de ineficiencia y corrupción en los programas sociales? 

Tengo mis serias dudas porque las debilidades de aquellos programas solo se pueden corregir modificando estructuralmente el gasto social. El fundamento de ese cambio no puede ser otro que cambiar el mecanismo de subsidio indirecto por el directo. Pero mucho me temo que en el momento de realizar ese cambio, la inmensa mayoría de dirigentes del Vaso de Leche o comedores populares opongan una fuerte resistencia social. Hasta ahora las beneficiarias y dirigentes que han luchado contra la corrupción en este sector ha demostrado ser una valiosa minoría y esa tendencia parece irreversible en el marco de programas sociales que generan clientela y una base social permisible del gasto social ineficiente.     

En todo caso habría que optar por aquel liderazgo de género por fuera de esas organizaciones. Probablemente las nuevas lideresas en el ámbito local provengan más bien del sector profesional, empresarial, de los medios de comunicación y de las propias organizaciones feministas.

En las próximas elecciones municipales y regionales del año 2006 se avizora una mayor participación de la mujer y de hecho tendremos una mayor cantidad de alcaldesas, regidoras, consejeras regionales y presidentas de gobiernos regionales. En los próximos cuatro años veremos en qué sentido la presencia de la mujer en la gestión pública ha contribuido a hacer efectiva la agenda anticorrupción que hemos propuesto en este libro.    

6.  Los jóvenes y la renovación del liderazgo vecinal.

“La forma mas segura de revelar el carácter de una persona no es en la adversidad sino dándole poder”.

Abraham Lincoln. 

Con un Estado que tiene altos niveles de corrupción e ineficiencia es evidente que si algo valioso debemos recuperar de las organizaciones vecinales y populares es su espíritu contestatario y de demanda. Sobre todo deben surgir nuevos liderazgos al tiempo que se renuevan las diferentes expresiones organizativas de los pueblos, organizaciones culturales, de las Mypes y del comercio. Es un contrasentido que en el Perú se hayan aumentado los derechos de participación, pero se hayan debilitado los mecanismos organizativos, en especial del sector juvenil.        

En los próximos años debería existir una correlación entre la aplicación exitosa de los mecanismos de participación que establece varias normas legales promotoras de la participación y la mejora de la calidad del liderazgo en la sociedad civil, sobre todo la aparición de un nuevo protagonismo juvenil. Si el Estado se abre a la sociedad promoviendo su participación, es lógico que esa experiencia se traduzca en la generación de ciudadanía y en la aparición de nuevos liderazgos representado a diversos y vastos sectores.  Por ejemplo, en lugar de persistir con ensayos burocráticos, como el Consejo Nacional de la Juventud, mas audaz sería tomar aquella propuesta de la Ley del Concejal Joven para lograr que cuando por lo menos el 25% de la lista de regidores esté compuesta por jóvenes de entre 18 y 28 años.        

De hecho existen valiosas experiencias a nivel nacional, en muchos distritos y provincias donde los pobladores han participado en la elaboración de los planes de desarrollo, los presupuestos participativos y otros mecanismos de control. Sin embargo, estamos muy lejos de afirmar que las leyes mencionadas van a cambiar por sí solas la calidad del liderazgo vecinal. Y es que el cambio fundamental tiene que ser cultural referido a una forma de relacionarse entre la población y la autoridad y viceversa. 

El cambio tiene que ser en un doble sentido: “de abajo hacia arriba” donde muchas veces los propios dirigentes y pueblos establecen una relación autoritaria o de adulación con la autoridad para obtener obras y prebendas. Tiene que darse también de “arriba hacia abajo”, es decir en la forma como los alcaldes, regidores y funcionarios tratan a los dirigentes a través de mecanismos de clientelaje, regalos o por chantaje para aprobar una obra.

No debemos olvidar que durante la década de los 90, durante el gobierno fujimorista, se creó la mala costumbre, entre los propios dirigentes, de realizar una especie de trato mercantil con la autoridad y los candidatos en épocas electorales. Con el cuento de que “si tú me regalas algo yo te apoyo” la cultura prebendaria se ha expandido en amplios sectores sociales rebajando la calidad de los dirigentes y los sectores populares.

Llegamos entonces nuevamente a la misma conclusión a la cual hemos llegado en otras partes de  este libro. Para cambiar el liderazgo en los ámbitos de la sociedad se requiere cambiar el sistema político. Por ejemplo, la efectividad de los mecanismos de participación que establece la ley de municipalidades a nivel local no tendrá el impacto que deseaban los legisladores al momento de elaborar aquella norma si persiste la contradicción con el “alcaldismo”, porque la excesiva concentración de poder en el alcalde termina deformando los concejos de coordinación local y las juntas vecinales. En otros casos los alcaldes bloquean o impiden la aplicación de diversos derechos de participación. 

7.  Modernizar y garantizar la autonomía de los procesos de registro y reconocimiento de las organizaciones sociales. 

“ Hacer florecer oportunidades para una acción política distinta en

nuestras sociedades implica no sólo la creación de espacios para la acción y la gestión colectiva de la juventud, sino la transformación de los espacios ya existentes. La integración de la juventud a los espacios organizados en el mundo local implica para las organizaciones locales un salto cualitativo, y la estrategia inicial de desempoderamiento es gradual y puede ser dolorosa, como muchos cambios necesarios”.

Melania Portilla R..
Hasta ahora no nos hemos percatado de que un obstáculo para la renovación de las instituciones y organizaciones sociales es el sistema tradicional de los Registros Públicos y de las propias municipalidades. Aquellos sistemas ponen énfasis en el papeleo que justifican una elección de dirigentes o la creación de una institución, pero no siempre estos documentos notariales reflejan una acción democrática de elección. Este sistema es propicio para los grupos de poder económico más fuerte en una organización, los que muchas veces simulan con el papeleo la legalidad de una organización, pero que no se traduce en una elección realmente representativa. Ocurre en muchas ocasiones que estos grupos corrompen a los funcionarios de los registros nacionales y municipales para lograr la respectiva inscripción.         

De este modo los registros del Estado no promueven la vida democrática en las instituciones populares, sino perpetúan un liderazgo gerontocrático que impide la renovación. El hecho de que los registros municipales y los Registros Públicos no tengan mecanismos eficaces para vigilar el cumplimiento de los estatutos, procesos electorales limpios, empadronamientos de socios, etc., en las organizaciones ha generado un retroceso del tejido social, fomentando variadas expresiones de autoritarismo, caudillismo y corrupción vecinal que debilita la sociedad y su capacidad de reacción frente al abuso, la inseguridad o el deterioro de los servicios públicos.

Para corregir esta situación deben tomarse cuando menos dos medidas: 1) En la creación de los “sistemas de participación” que se vienen fomentando en diversos distritos y provincias se deben incorporar comités electorales permanentes para el manejo transparente y autónomo de los procesos electorales donde se eligen los Consejos de Coordinación Local y las juntas vecinales. Por ejemplo, se debe evitar que el manejo del padrón electoral este controlado a discreción por la administración municipal, cuando esta debe ser una función autónoma del comité electoral, cuya composición debe incluir a la sociedad civil, las juntas vecinales y los propios representantes de los concejos municipales.  

2) Modernizar las oficinas de registro y reconocimiento de las organizaciones sociales, así como las ordenanzas que regulan estos procesos (RUOS). Es crucial la independencia de los funcionarios de esa área para evitar que la autoridad maneje los procesos a discreción política o que la presión de grupos dirigenciales no permita que las organizaciones aseguren su funcionamiento democrático. Por ejemplo, la división de las organizaciones en muchos distritos ocurre cuando un sector se congracia con la autoridad para lograr el registro de las juntas directivas a costa de violar elementales normas de funcionamiento democrático. 

A nivel de los Registros Públicos la reforma es mucho más compleja, pero imprescindible Los registradores actúan en base a pruebas escritas que muestran la representatividad de una elección o un cambio de estatuto, pero ocurre que en numerosas oportunidades los documentos son fraguados o simulados. La única manera de corregir esta situación es incorporar en los sistemas de inscripción de la Sunarp procedimiento de constatación de campo para verificar en el propio terreno si una elección es verdaderamente democrática. Deben haber mecanismos rápidos de impugnación para evitar que los registradores sean sorprendidos.  

De este modo se puede  verificar la veracidad de los documentos que se han presentado para inscribir una asociación, cambiar su estatuto o inscribir una nueva junta directiva. Nuestra impresión es que una de las causas mas importantes que debilita una institución (Sea esta una cooperativa, una asociación de propietarios, ligas deportivas o una OSB de tercer o segundo nivel) radica en que existen miles de grupos de pobladores se perpetúan en el poder de una organización para obtener privilegios. El efecto posterior es que esto causa un enfrentamiento fraticida que termina no sólo alejando a la mayoría de pobladores, sino desprestigiando la propia institución. 

 En el ámbito municipal tenemos aquí otro espacio donde los alcaldes podrían prestigiar la corporación municipal y su propia imagen. Cuanto más autónomos, eficientes y transparentes sean las oficinas de registro y reconocimiento de los pobladores, tanto mas intensa será la vida democrática de las instituciones para ser actores eficaces en los presupuestos participativos, los planes de desarrollo, los comités de vigilancia y la ejecución de los programas sociales. Aquel será un factor decisivo para crear un escenario donde insurge un nuevo liderazgo de carácter concertador, pero vigilante de las acciones de la autoridad.
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Desde muy joven, Carpio combinó su labor como periodista con una intensa actividad política y trabajo municipal. De alguna manera, este libro sintetiza esta experiencia, desde que en el año 1985 ingresó a la Municipalidad de Lima como promotor en el área de participación ciudadana y luego en el año 1990 como asesor en la Municipalidad de San Juan de Lurigancho. Ahora como regidor del Concejo Municipal de este distrito y como ex – presidente de la comisión anticorrupción que funcionó el año 2003, nos ofrece un amplio análisis de la problemática municipal, con polémicas conclusiones y sobre todo con diversas propuestas de reforma municipal que deben incidir en las próximas elecciones municipales y sobre todo en el momento de instalarse el nuevo gobierno nacional, el Congreso y las nuevas autoridades ediles y regionales.  

Como periodista y analista político, Neptalí Carpio ha cumplido una destacada participación en el género de opinión. Entre los años 2002 y 2004 fue jefe de la página editorial del diario EXPRESO, mientras que entre los años 1990 y 2002 fue columnista de los diarios Correo, El Peruano y EXPRESO, a través de su conocida columna “Señales de Humo”.  Entre los años 1997 y el 2000 se desempeñó como editor en el Instituto Libertad y Democracia, que preside el prestigioso economista internacional Hernando de Soto. 

La amplia experiencia de Carpio en el mundo político, municipal y en el ámbito periodístico permite ofrecer en este libro una visión muy crítica sobre los desafíos que tiene el proceso de descentralización, desde la perspectiva de los gobiernos locales. Como se podrá apreciar en estas páginas, la tesis central de este libro es que es imposible desarrollar estrategias de planificación en el largo plazo en las sociedades locales prescindiendo de dos debilidades estratégicas de este ámbito del Estado: la corrupción sistémica enquistada en gran parte de las municipalidades y los altos índices de ineficiencia en el usos de los recursos fiscales.                                           
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        Página 53 y  54.    


�   Idem. Página 55. 


�   Idem. Página 56.  





�  Idem. Página 75.





�   Informe publicado por la ONG Probidad el año 2005.  


�   Ponencia presentada al Seminario Internacional  “Agenda sobre Descentralización, Gobernabilidad y Desarrollo Económico Cultural”, desarrollado en Lima, Perú, los días 17, 18 y 19 de abril del año 2006. Evento organizado por las Instituciones Red Perú, Care, entre otras.     


�   Diego Iturralde, “Estudio de la gobernabilidad y reducción de la corrupción en los Gobiernos Locales Indígenas”. (Banco Mundial-Fondo Indígena). Página 11.





�  Alberto Retamozo Linares, “Responsabilidad Civil del Estado por Corrupción de Funcionarios Públicos”. N&S Editores.


       Página 164. 


�   Idem. Página 183.





�   Estudio publicado en noviembre del 2005 por la Defensoría del  Pueblo. Libro financiado por el Movimiento Laico de  


        América Latina. Páginas 14 y 15.    





� Saúl Peña, “Psicoanálisis de la Corrupción”. Editorial Peisa. Páginas 58 y 59.


�  “Las pérdidas en el camino”. Fugas en el gasto público, transferencias municipales, Vaso de Leche y educación. Auspiciado por  el     Banco Mundial, el Banco Interamericano de Desarrollo y la institución Apoyo. Página 161.        


�   Ver documento de la Contraloría General de la República: Informe de Verificación de Denuncia  07 – 2004 – CG/GMPC de fecha 25 de junio del 2004.





�   Datos obtenidos en el Consejo Nacional de Descentralización y el Ministerio de Economía y  Finanzas.  


�   Información proporcionada en el seminario sobre “Transferencias a los Gobiernos Locales y Regionales” desarrollado


       por el congresista Ernesto Herrera, el 28 de abril del año 2006, realizado en la Sala María Elena Moyano del Congreso. 





� Paula Muñoz Chirinos, “El Diseño Institucional  Municipal 1980–2004 y Sus Implicancias para las Zonas Rurales”,   Servicios Educativos Rurales (SER). Editorial Forma e Imagen, 2005. Páginas 62- 63.


�  Extracto de las conclusiones de la Comisión de Gobiernos Locales del Congreso de la República sobre el caso acordadas el 26 de abril del  año 2006. 





�  Tomado del texto“Hacia una Sociología de la Corrupción”. (1999) en la Revista Probidad.  





�   Alexis de Tocqueville, “La Democracia en América”. Página 51.





� El Bloque Democrático por la Transparencia (BDT) fue creado en febrero del año 2004. Estuvo integrado por los regidores Juan Silva (quien fue elegido presidente), Mónica Otárola, Romer Layme, Joel Estraver, Juan Baldeón Surichaqui, Estefanía Alarcón Denegri, Jeny Ortega y Neptalí Carpio Soto.  Posteriormente, a fines del año 2004, este bloque se redujo a cinco miembros por la renuncia de facto de las tres regidoras mencionadas.        





�   Adjudicación Directa Pública Nº 001– 2004 – 0 CEP/MDSJL.





� Ver Resolución Nº 144 – 2003 – TR.


� Adjudicación Directa Pública Nº 001 – 2004 – 0 CEP/MDSJL.





�  Tomado del “Informe Legal del Parque Zonal Nº 15”, efectuado por el doctor Jorge Garcés Cárdenas (CAL Reg. 117029) para la Gerencia de Asesoría Jurídica de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho.    





� Téngase en cuenta que las proformas han sido obtenidas en agosto del año 2005. Por el aumento del precio del petróleo el costo del asfaltado en enero del año 2006 se elevó en un 20% en comparación con los costos de agosto del año 2005. Los 492,264 metros cuadrados de pistas al que alude la rendición de cuentas del alcalde Mauricio Rabanal fueron construidas hasta agosto del año 2005. Esto quiere decir que los costos unitarios de los años 2003 y 2004 son mucho menores.   





� Ver Informe Largo de Auditoría Financiera y Operativa por el ejercicio terminado al 31 de diciembre del año 2004. Observaciones 11 y 12.  





� Memorando Nº 008–2003–A/MDSJL del 11 de febrero del año 2003, el Informe de Auditoría del 20 de noviembre del año 2005, el Informe de Auditoría del año 2004 y otros informes de la Contraloría General de la República.








� Hemos analizado tres informes de las siguientes sociedades auditoras: Informe Largo de la Sociedad Auditora Bello y Asociados para el año 2002; Informe Largo de la Sociedad Auditora Angel Aguirre y Asociados para el año 2003; y el Informe Largo Financiero y Operativo de la Sociedad Auditora Aguilar-Roncal & Asociados para el año 2004.      


� Beatriz Boza, “Acceso a la información del Estado”. Ciudadanos al Día (CAD). Año 2004.








� Pronunciamiento emitido por el doctor Fabián Tutaya Torres, jefe de la Oficina Defensorial del Cono Este,  el 23 de marzo del año 2006 dirigido al alcalde Mauricio Rabanal Torres, con Oficio Nº 290–2006–DP/ODCE.


� Ver resolución de la Contraloría General de la Republica Nº 568–2005–CG  publicada el 8 de enero del año 2006 en El Peruano.


�   Según el informe del doctor Víctor Cisneros que entregó a la Comisión Anticorrupción el 12 de octubre del año 2003 de 34 procesos, entre civiles y penales, contra Ricardo Chiroque, en las dos fiscalías de SJL, 27 de ellos se archivaron prematuramente por negligencia del Área de Asesoría Jurídica.      


�   Por Resolución de la Contraloría Nº 042–2005–CG, de fecha 31 de enero del año 2005, la Sociedad de Auditoría Aguilar Roncal & Asociados desarrolló una auditoría financiera y operativa. Fruto de esa acción es que formuló 20 observaciones que comprometían a una decena de funcionarios de la municipalidad, a quienes se le debería iniciar  proceso administrativo, denuncia penal o civil.        





�  A través del Oficio Nº 1646–2005-CG de fecha 26 de agosto del año 2005, el doctor Genaro Matute pone en conocimiento del alcalde la llegada de una comisión auditora a la Municipalidad de San Juan de Lurigancho. Fruto de esa labor es que se elabora el documento “Comunicación de Hallazgos de Auditoría” de fecha 14 de marzo del año 2006.  19 Folios.   


� Claudio Orrego Larraín, “Corrupción y Modernización del Estado”, página 40, investigación del BID desarrollada en  el año 2000.





� Simón Andrade E. “Planeación Estratégica”. Editorial Nueva Vida, 2004. Páginas 101 y 102. Segunda Edición.     


�   “Análisis y Aporte de los Procesos del Presupuesto Participativo”,   Documento  de  la Defensoría del Pueblo, febrero del 2005, página 10.   





�  Este Censo distrital de todas las organizaciones vivas del distrito fue realizado el año 1997 por la Oficina de Participación Vecinal. Sin embargo, tiene gran parte de actualidad.





�   PROPOLI encargó este estudio al consultor  Luís Nauca Navarro. Ver las páginas 4 y 5. Cabe anotar anecdóticamente como PROPOLI tenía el acertado propósito de exponer públicamente este estudio a los dirigentes vecinales, consejeros y regidores, pero ese propósito fue impedido por la alta dirección de la Municipalidad de San Juan de Lurigancho.                            


�  La Ordenanza  Nro 099 fue aprobada por la mayoría de regidores del Concejo Metropolitano el 8 de noviembre del año 1996, durante el mandato del alcalde Alberto Andrade Carmona. Previamente, se había elaborado el Dictamen Nro 31 – 96 – MML/CEPP,  de la Comisión de Economía, Planificación y Presupuesto.        





�  José Manuel Urquiza,  “La Corrupción Municipal” Editorial Almuzara (2005) España, Página 55.       


�  Según un estudio de costos para  aprobar  un  nuevo TUPA,  desarrollado  por  la  Gerencia  de Planificación para el Desarrollo el año 2004.





� Certificado obtenido el 6 de marzo del 2004 en la Cámara de Comercio de Lima. Comprobante de pago F/226471. 





�  Extracto de una entrevista concedida para el diario La República y desarrollada por la periodista Maria Elena Castillo el 1 de abril del 2006.  





�  Maria Luján López. “Algunos lineamientos para el  establecimiento de los juicios por parte de los Jurados”, pág. 34   


�  Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 2 de julio del 2004. Eexpediente N.° 007-2003-ai/tc.  Municipalidad provincial  de Sullana.





�  “El Diseño Institucional  Municipal 1980 – 2004 y Sus Implicancias para las Zonas Rurales”, de Paula Muñoz Chirinos.  Servicios Educativos Rurales (SER). Editorial Forma e Imagen, 2005. paginas 53.   





�   Informe sobre el Desarrollo Humano del PNUD, 2005.  Pagina. 83.





�  Este es un caso común en el caso de las Oficinas Municipales encargadas del Registro de Reconocimiento de Organizaciones de pobladores.  Para beneficiar a un grupo de pobladores con quien se realiza una política de clientelaje y por orden superior los funcionarios favorecen a un sector, sin respetar los estatutos de la organización ni velar porque las elecciones se realicen de una manera transparente y con reglas claras. Todo ello contribuye a la división de las organizaciones.       





� Ver página 97 del libro citado.               


�  Stephen R. Covey.   “EL Octavo Hábito”, De la efectividad a la grandeza,  Editorial Paidos. Página 47.    


�  “Análisis y Aporte de los Presupuestos Participativos”. Documento de la Defensoría del Pueblo publicado en el mes de febrero del 2005. página 20.   


�  Claudio Orrego Larraín, “Corrupción y Modernización del Estado”. Pág. 64.    


�  Tomado del (Documento resumen del  Taller Regional sobre Empoderamiento y Desarrollo Inclusivo llevado a cabo en Lima, Perú, del 9 al 11 de julio de 2001. 





�  El año 2004 se publicó una encuesta que dio mucho que hablar en EEUU. La prestigiosa encuestadora Harris Interactive entrevisto a 23,000 trabajadores, gerentes y directivos,  y estos fueron algunos de sus sorprendentes resultados: a) Solo uno de cada cinco dijo sentirse entusiasmado por los objetivos de su equipo y de su empresa. b) Solo la mitad se sentían satisfechos con el trabajo que habían desarrollado en la semana. c) Solo el 15% tenía la sensación de trabajar en un entorno de gran confianza. d) Solo el 17% creía que su empresa fomentaba la comunicación abierta y respetuosa con las discrepancias que genera ideas nuevas y mejores. (Ver el 6to Apéndice del libro de Stephen R. Covey, “El 8 Hábito, De la efectividad a la grandeza”. Editorial Paidos., 2004, pág. 413 )              


�  Tomado del artículo de Maria Sara Jijón, titulado  “La corrupción en el sector privado: Una realidad Campante”. Revista Solidaridad, pág, 6. Boletín 41.     


�  Stephen R. Covey,  “El 8 Hábito, De la efectividad a la grandeza”. Editorial Paidos.,  2004 . pág. 359





�  Idem, pag. 19.  


�  Idem, pag. 350


� Tomado de una monografía  Juan Carlos González M.,  titulada “Planificación de la Producción y Control Público”.  Año 2002, páginas 34 y 35. 





�  Jim Collin, “El liderazgo mas allá de las paredes”. Fundación de Peter Druker. 1999. Pág. 20.   


�  Idem, pag. 11.


�  John Naishit y Patricia Aburdene, “Megatendencias 2000”. Diez Nuevos Rumbos para los años 90. Pag. 2002 
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